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HONORABLE CÁMARA:

La  Comisión  de  Constitución,  Legislación  y
Justicia  viene  en  informar,  en  segundo  trámite  constitucional  y  primero
reglamentario,  el  proyecto  de  la  referencia,  originado  en  un  Mensaje
ingresado al Senado con fecha 3 de noviembre de 2009  de S.E. la entonces
Presidenta de la República.

La  Comisión  conoce  de  esta  iniciativa,  ya
informada  por  la  Comisión  de  Recursos  Naturales,  Bienes  Nacionales  y
Medio Ambiente en virtud de un acuerdo de la Corporación, adoptado en
sesión 119ª., de 21 de diciembre de 2010.

Para  el  despacho  de  esta  iniciativa,  el  Jefe  del
Estado ha hecho presente la urgencia, la que ha calificado de suma para
todos sus trámites constitucionales, por lo que esta Corporación cuenta con
un plazo  de quince días  corridos  para  afinar  su  tramitación,  término que
vence el  próximo 30 de junio  por haberse dado cuenta de la urgencia en la
Sala el 15 del mismo mes.

                                                Durante el análisis de esta iniciativa, la
Comisión contó con la colaboración de doña María Ignacia Benítez Pereira,
Ministra de Medio Ambiente; don Ricardo Irarrázabal Sánchez, Subsecretario
de la Cartera; don Rodrigo Benítez Ureta, Jefe de la División Jurídica de ese
Ministerio; don José Luis Lara Arroyo, abogado de la División Jurídica del
Ministerio  Secretaría  General  de  la  Presidencia;  don  Sergio  Montenegro
Arriagada, Director del Centro de Derecho Ambiental de la Universidad de
Chile; don Juan Domingo Acosta Sánchez, profesor de Derecho Penal en la
Universidad  Andrés  Bello;  don  Luis  Cordero  Vega,  profesor  de  Derecho
Administrativo  en  la  Universidad  de  Chile;  don  Jorge  Bermúdez  Soto,
profesor de Derecho Administrativo en la Universidad Católica de Valparaíso,
doña  Sara  Larraín  Ruiz-Tagle,  Directora  Ejecutiva  del  Programa  Chile
Sustentable, don Héctor Mery Romero, asesor legislativo de la Fundación
Jaime  Guzmán  y  don  Enrique  Aldunate  Esquivel,  abogado,  asesor
parlamentario.

Asimismo, tuvo a la vista un trabajo sobre “Análisis
jurídico de la “manifestación evidente del daño” en prescripción de la acción
indemnizatoria ambiental.”, preparado por las abogadas de la Biblioteca del
Congreso Nacional señoras Karem Orrego Olmedo y Alejandra Voigt Prado.



2

I.- IDEAS MATRICES O FUNDAMENTALES.

La idea central del proyecto tiene por objeto crear
los tribunales ambientales a quienes corresponderá el control jurisdiccional
de  las  decisiones  de  la  Superintendencia  del  Medio  Ambiente  y  tendrán
competencia para conocer de las controversias contencioso administrativas
en materia ambiental y de las demandas por daño de similar naturaleza.

Con tal propósito:

a.-  Se establecen tres tribunales con asiento en
Antofagasta, Santiago y Valdivia con jurisdicción sobre las regiones que se
indican.

b.-  Se dispone su integración por  tres ministros,
dos de los cuales deberán ser abogados, destacados o especializados en
Derecho Administrativo o Ambiental, y el tercero licenciado en ciencias con
especialización en materias ambientales.

c.- Se dispone que cada tribunal contará con dos
ministros suplentes, uno de ellos abogado y el otro licenciado en ciencias con
la especialización señalada.

d.-  Se señala  la  forma de nombramiento  de los
ministros titulares y suplentes; se establece la dedicación exclusiva de los
mismos, se señalan las incompatibilidades e inhabilidades que los afectan,
las  prohibiciones  y  causales  de  cesación  en  el  cargo;  las  reglas  de
subrogación;  el  personal  con  que  contará  cada  tribunal  y  las  normas
laborales por las que se regirá.

e.-  Se  señalan  las  materias  que  serán  de
competencia de estos tribunales.

f.-  Se  señalan  las  reglas  generales,  de  común
aplicación, en materia de procedimiento, indicándose para cada cuestión que
es de la competencia de estos tribunales, quienes podrán tener la calidad de
partes en ellas.

g.-  Se  declara  improcedente  el  recurso  de
casación y la apelación que se conceda en contra de la sentencia definitiva
será de conocimiento de la Corte Suprema.

h.-  Se  señalan  tres  procedimientos:  el  primero
para  conocer  de  las  reclamaciones  por  las  decisiones  de  la  autoridad
administrativa  (decretos  supremos  que  establezcan  normas  primarias  o
secundarias de calidad ambiental y normas de emisión, resoluciones de la
Superintendencia;  resoluciones  del  Comité  de  Ministros  o  del  Director
Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental); el segundo para conocer de
las  solicitudes  de  aprobación  de  medidas  provisionales,  suspensiones  y
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aplicación  de  sanciones  adoptadas  por  la  Superintendencia  del  Medio
Ambiente, y el tercero para conocer de las demandas por daño ambiental.

i.- Se establecen normas para la ejecución de las
resoluciones de los tribunales y para el ejercicio de la acción indemnizatoria
de perjuicios por daño ambiental.

Tal  idea la que el  proyecto,  de acuerdo al  texto
aprobado  por  la  Comisión  de  Recursos  Naturales,  concreta  mediante  46
artículos permanentes y siete transitorios,  es propia de ley al  tenor de lo
establecido en los artículos 38 inciso segundo, 77 inciso primero y 99 inciso
final de la Constitución Política, en relación con los artículos 63 números 1) y
2) y 65 incisos tercero y cuarto número 2° de la misma Carta Fundamental.

II.- CONSTANCIAS REGLAMENTARIAS.

Para los efectos de lo establecido en los números
4° y 5°  del artículo 289 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó
constancia de lo siguiente:

1.- Que los artículos 7° y 15 inciso segundo; 1° al
12, 17, 26 incisos primero y quinto, 27 y 46 y primero a quinto transitorios, y
el artículo 48, tienen rango de ley orgánica constitucional por asimilar los dos
primeros  la  situación  de  los  personales  que  atenderán  los  tribunales
ambientales  con  la  de  los  funcionarios  de  la  Administración  Pública,  en
materia de declaración de patrimonio e intereses  y  normas de probidad,
según lo señala el artículo 38 de la Constitución Política; por decir relación
los  que  se  mencionan  a  continuación,  salvo  el  artículo  48,  con  la
organización y atribuciones de los tribunales según lo señala el artículo 77 de
la misma Carta Política y, por último, el artículo 48, por entregar atribuciones
a la Contraloría General de la República de acuerdo a lo señalado por el
artículo 99 inciso final de la citada Ley Fundamental.

2.-  Que  los  artículos  5°,  8°,  13,  15,  16,  31,  42
inciso tercero, y séptimo transitorio son de la competencia de la Comisión de
Hacienda.

III.- INDICACIONES RECHAZADAS.

De conformidad a lo establecido en el N° 6° del
artículo 289 del Reglamento de la Corporación, la Comisión dejó constancia
que se rechazaron las siguientes indicaciones:

a) La del Diputado señor Schilling para sustituir el
artículo 2° por el siguiente:

“Artículo  2°.-  Integración  y  nombramiento.  Cada
Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros los que serán elegidos
por elección popular. Dos de ellos deberán tener el título de abogado, haber
ejercido la profesión a lo menos diez años. El tercero será un licenciado en
ciencia con especialización en materias medioambientales.”.
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b) La del Diputado señor Harboe para agregar el
siguiente inciso en el artículo 2°:

“En  el  caso  de  los  ministros  licenciados  en
ciencias  con  especialización  en  materias  medioambientales,  el
nombramiento lo hará la Corte Suprema en  un  procedimiento  de
postulación abierta.”.

c) La del Diputado señor Harboe para sustituir en
la letra a) del artículo 5°, la expresión “Antofagasta”por “La Serena”.

d)  La  de  los  Diputados  señores  Ceroni,  Díaz,
Harboe  y  Rincón  para  intercalar  en  el  artículo  16  (pasó  a  ser  17)  a
continuación del número 8), los siguientes números:

9)  Conocer  de  las  infracciones  al  “Convenio  de
Basilea sobre el control de los movimientos transfronterizos de los desechos
peligrosos y su eliminación”, de 1989, promulgado por decreto supremo N°
685, del Ministerio de Relaciones Exteriores, de 1992;

10) Conocer de las reclamaciones que de acuerdo
al  artículo  137  del  Código  de  Aguas,  se  interpongan  en  contra  de  las
resoluciones de la Dirección General de Aguas, así como de las materias
que establece el artículo 178 del mismo Código;

11)  Conocer  de  las  infracciones  que  indica  el
artículo 45 de la ley N° 20.283, sobre Recuperación del  Bosque Nativo y
Fomento Forestal;

12) Conocer de las infracciones a la Ley de Caza;

13) Conocer de las infracciones a los artículos 9 al
13 del decreto ley N° 3.557, de 1981, sobre Protección de la Agricultura, y 

14) Conocer de los demás asuntos de relevancia
ambiental que señalen las leyes vigentes.”.

e)  La  del  Ejecutivo  para  intercalar  en  el  inciso
tercero del artículo 15 (pasó a ser 16) entre las palabras “de las mismas”y el
punto seguido (.) lo siguiente: “con el objeto de evaluar la necesidad de crear
nuevos tribunales ambientales”.

f) La del Diputado señor Burgos para sustituir en el
inciso segundo del artículo 41 (pasó a ser 43) las expresiones finales “sin
más trámite.” por las siguientes “en el plazo de tres días hábiles.”.

g) La del Diputado señor Burgos para agregar el
siguiente artículo a continuación del artículo 41 (pasó a ser 43):

“Si  la  sentencia  no  se  dictare  en  los  plazos
señalados en los artículos 27 (pasó a ser 29), 34 (pasó a ser 36) y 40 (pasó a
ser 42), la Corte Suprema deberá aplicar a los ministros que conocieron de la
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controversia,  alguna  de  las  sanciones  señaladas  en  el  artículo  542  del
Código Orgánico de Tribunales.”.

h) La de los Diputados señores Rincón y Schilling
para agregar un nuevo artículo del siguiente tenor:

“Asesoría  judicial.-  El  Estado  proporcionará
asistencia judicial gratuita a las personas o comunidades que no cuenten con
los recursos suficientes para ejercer  legítimamente sus derechos ante los
Tribunales  Ambientales,  conforme  a  los  artículos  597  y  600  del  Código
Orgánico de Tribunales.”.

IV.- DIPUTADO INFORMANTE.

Se designó  Diputado  Informante  al  señor  Pedro
Araya Guerrero.

V.- FUNDAMENTOS DEL PROYECTO Y SÍNTESIS DE SU CONTENIDO
APROBADO POR EL SENADO.

En lo que respecta a estas menciones, contenidas
en los números 1° y 2° del artículo 289 del Reglamento de la Corporación,
esta Comisión se remite a lo ya expuesto en el informe de la Comisión de
Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente.

VI.- INTERVENCIONES RECIBIDAS POR LA COMISIÓN.

a.-  Don  Rodrigo  Benítez  Ureta,  Jefe  de  la
División Jurídica del Ministerio del Medio Ambiente.

Inició  su  intervención  recordando  que  este
proyecto era producto de un acuerdo político alcanzado en octubre de 2009 y
que como una forma de contrapesar las amplias facultades que se asignaban
a la  Superintendencia del  Medio Ambiente,  se había acordado que éstas
entraran en vigencia conjuntamente con los tribunales ambientales. En virtud
de ese mismo acuerdo, se establecían tres tribunales en lugar de uno como
era la idea original y se conformaban éstos con tres jueces – dos abogados y
un licenciado en ciencias, todos especializados en cuestiones ambientales –
en lugar de cinco. Asimismo, existirían dos ministros suplentes, uno por cada
área profesional.

Explicó  que  el  nombramiento  de  los  jueces  se
efectúa por el Presidente de la República, con acuerdo del Congreso, a partir
de  una  quina  propuesta  en  cada  caso  por  el  Consejo  de  Alta  Dirección
Pública. Tratándose de los ministros que tienen la calidad de abogados, la
quina la  forma la  Corte Suprema de un listado propuesto por  el  Consejo
mencionado,  en  el  que  deben  figurar  un  mínimo de  ocho  nombres  y  un
máximo  de  doce.  Al  respecto,  recordó  que  esta  fórmula  para  el
nombramiento  innovaba  en  relación  a  lo  resuelto  en  el  primer  trámite
constitucional, en que se exigía la participación del Senado.
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Agregó  que  en  lo  que  se  refiere  a  las
incompatibilidades  que  afectaban  a  los  ministros,  se  había  seguido  un
esquema similar al existente para los ministros del Tribunal Constitucional,
permitiendo  únicamente  servir  empleos  docentes  hasta  doce  horas
semanales que, en el caso de los ministros suplentes, se reduce a tener que
dedicar media jornada a las labores que establezca el tribunal.

En  cuanto  a  la  competencia,  señaló  que  las
materias  de  su  conocimiento  serían  las  contiendas  administrativas
ambientales, la revisión de los actos administrativos de la Superintendencia y
las demandas por daño ambiental.

En lo  que se refiere a la competencia territorial,
señaló que el Primer Tribunal Ambiental tendría su asiento en la comuna de
Antofagasta y conocería de los asuntos que se suscitaran en las regiones de
Arica  y  Parinacota,  de  Tarapacá,  de  Antofagasta,  de  Atacama  y  de
Coquimbo;  el  Segundo  tendría  su  sede  en  la  comuna  de  Santiago  y
conocería de los asuntos que se originaran en las regiones de Valparaíso,
Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O’Higgins y del
Maule; el Tercero tendría asiento en la comuna de Valdivia y competencia
sobre las regiones del Biobío, de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos,
de Aysén del  General  Carlos Ibáñez del Campo y de Magallanes y de la
Antártica Chilena.

En  cuanto  a  la  instalación  de  estos  tribunales,
señaló que el Segundo Tribunal Ambiental lo haría en el plazo de seis meses
contados desde la publicación de esta ley y los dos restantes en el plazo de
doce meses a contar de dicha publicación.

Refiriéndose,  en  seguida,  más  en  detalle  a  las
materias de competencia de estos tribunales, señaló que les correspondería
conocer:

 1.-  De  las  reclamaciones  contra  los  decretos
supremos que establezcan las normas primarias o secundarias de calidad
ambiental  y  las  normas  de  emisión,  los  que declaran zonas  del  territorio
como latentes o saturadas, los que establezcan los planes de prevención y
descontaminación atmosférica, de conformidad a lo señalado en el artículo
50 de la ley N° 19.300.

        Tratándose de las reclamaciones en contra de las
normas primarias de calidad ambiental  y normas de emisión,  conocerá el
tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la
competencia de los demás. En el caso de las normas secundarias de calidad
ambiental,  los  decretos  supremos que  declaren zonas del  territorio  como
latentes  o  saturadas,  y  los  que  establezcan  planes  de  prevención  o  de
descontaminación,  será  competente  el  tribunal  ambiental  que  tenga
jurisdicción  sobre  la  zona  del  territorio  nacional  en  que  sea  aplicable  el
respectivo decreto.

        Agregó que para entablar la reclamación, está
legitimada cualquier persona que considere que dichos instrumentos no se
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ajustan a la  ley N° 19.300 y le  causen perjuicio.  Tales reclamaciones se
sujetarán  a  un  procedimiento  especial,  reglado  en  los  artículos  26  y
siguientes.

2.-  De  las  demandas  por  daño  ambiental,
conocerá  el tribunal ambiental  del lugar en que se haya originado el hecho
que causa el daño, o el de cualquier lugar en que el daño se haya producido,
a elección del afectado.

Agregó que están legitimados para entablar esta
clase de acciones las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas,
que hayan sufrido el daño o perjuicio; las municipalidades, por los hechos
acaecidos  en  sus  respectivas  comunas,  y  el  Estado,  por  intermedio  del
Consejo  de  Defensa.  Deducida  demanda  por  alguno  de  los  titulares
señalados,  no  podrán  interponerla  los  restantes,  lo  que  no  obsta  a  su
derecho  a  intervenir  como  terceros.  Estas  demandas  se  sujetarán  al
procedimiento establecido en los artículos 31 y siguientes.

3.- De  las  reclamaciones  en  contra  de  las
resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente, de conformidad a
lo señalado en el artículo 56 de su Ley Orgánica. Tendrá competencia para
conocer de estas reclamaciones el  tribunal  ambiental  del  lugar en que se
haya originado la infracción.

Podrán  entablar  la  reclamación  las  personas
naturales  o  jurídicas,  públicas  o  privadas,  directamente  afectadas  por  la
resolución de la Superintendencia del Medio Ambiente.

 4. De las solicitudes de autorización  para aplicar
las medidas provisionales de las letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley
Orgánica  de  la  Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  así  como  de  las
suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de la misma ley, y
de  las  resoluciones  de  la  Superintendencia  que  apliquen  las  sanciones
establecidas en las letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en
consulta.

  Será competente para autorizar estas medidas el
tribunal ambiental del lugar en que las mismas vayan a ser ejecutadas, las
que serán solicitadas por la Superintendencia del Medio Ambiente.

5.- De la reclamación que se interponga en contra
del Comité de Ministros o del Director Ejecutivo del Servicio de Evaluación
Ambiental,  respecto  de  las  resoluciones  que  emitan  en  las  calificaciones
ambientales del proyecto, de conformidad a los artículos  20 y 25 quinquies
de la ley N° 19.300.

Conocerá  de  esta  reclamación  el  tribunal
ambiental del lugar en que haya sido evaluado el proyecto. Están legitimados
para intentar el reclamo, las personas naturales y jurídicas que presentaron
sus reclamaciones de conformidad a la ley.

6.- De las  reclamaciones que interponga cualquier
persona  natural  o  jurídica  en  contra  de  la  determinación  del  Comité  de
Ministros o Director Ejecutivo que resuelva el recurso administrativo cuando
sus observaciones no hubieren sido consideradas en el  procedimiento de
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evaluación ambiental, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 29 y
30 bis de la ley Nº 19.300, en relación con el artículo 20 de la misma ley. 

Será  competente  para  conocer  de  esta
reclamación el  tribunal  ambiental  del  lugar  en que haya sido evaluado el
proyecto  por  la  correspondiente  Comisión  de  Evaluación  o  el  Director
Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso. Se encuentran
legitimadas  las  personas  naturales  y  jurídicas  que  presentaron  las
reclamaciones de conformidad a la ley. 

7.-  De las reclamaciones  que se interpongan en
contra  de  los  actos  administrativos  que  dicten  los  ministerios  o  servicios
públicos para la ejecución o implementación de las normas de calidad, de
emisión  y  los  planes  de  prevención  o  descontaminación,  cuando  éstos
infrinjan la ley, las normas o los objetivos de los instrumentos señalados.

Tratándose  de  las  normas  primarias  de  calidad
ambiental y normas de emisión, conocerá el tribunal que en primer lugar se
avoque  a  su  consideración,  excluyendo  la  competencia  de  los  demás.
Respecto de la aplicación de las normas secundarias de calidad ambiental,
de los decretos supremos que declaren zonas del territorio como latentes o
saturadas,  y  de  los  que  establezcan  planes  de  prevención  o  de
descontaminación,  será  competente  el  tribunal  ambiental  que  tenga
jurisdicción  sobre  la  zona  del  territorio  nacional  en  que  sea  aplicable  el
respectivo decreto.

Podrá presentar la reclamación cualquier persona
que  considere  que  los  actos  administrativos  que  dicten  los  ministerios  o
servicios  públicos  para  la  ejecución  o  implementación  de  las  normas  de
calidad, emisión y planes de prevención o descontaminación, infringen la ley,
las normas y objetivos de los instrumentos señalados.

8.- Por último, existe una competencia de carácter
residual, y que se refiere a las reclamaciones en contra de la resolución que
resuelva  un  procedimiento  administrativo  de  invalidación  de  un  acto
administrativo de carácter ambiental. 

Al respecto hizo presente que el artículo 53 de la
ley N°19.880, sobre procedimiento administrativo, establece que la autoridad
administrativa  podrá,  de  oficio  o  a  petición  de  parte,  invalidar  los  actos
contrarios a derecho, previa audiencia del interesado, siempre que lo haga
dentro de los dos años contados desde la notificación o publicación del acto.

Esta norma residual dispone que sobre lo resuelto
por  una  autoridad  administrativa  se  podrá  reclamar  ante  un  tribunal
ambiental.  Para  estos  efectos  se  entenderá  por  acto  administrativo  de
carácter ambiental toda decisión de carácter formal que emita un organismo
de la Administración del Estado, con competencia ambiental, que contenga el
ejercicio de una potestad pública y que corresponda a un instrumento de
gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.
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Será  competente  para  conocer  de  esta
reclamación el  tribunal ambiental  que ejerza jurisdicción en el  territorio en
que tenga su domicilio el órgano de la Administración del Estado que hubiere
resuelto el procedimiento administrativo de invalidación. Está legitimado para
ejercer la reclamación quien hubiese solicitado la invalidación administrativa
o el directamente afectado por la resolución que resuelva el procedimiento
administrativo de invalidación.

En  lo  que  se  refiere  a  los  procedimientos  que
consagra  la  ley,  en  primer  lugar  se  refirió  a  aquel  aplicable  a  las
reclamaciones, señalando que éstas se presentarán por escrito, indicando
sus fundamentos de hecho y de derecho y las peticiones concretas que se
someten  a  la  resolución  del  tribunal.  Éste  examinará  en  cuenta  si  la
reclamación  es  admisible,  pudiendo  declararla  inadmisible  mediante
resolución fundada si  no hubiere sido interpuesta dentro de plazo o si  se
refiere a materias que estén manifiestamente fuera de su competencia o no
está  debidamente  fundada  o  no  contiene  peticiones  concretas.  Esta
resolución podrá impugnarse mediante reposición con apelación subsidiaria.

Una  vez  declarada  la  admisibilidad,  se  pedirá
informe al órgano público que emitió el acto impugnado. El informe deberá
emitirse en el plazo de diez días. Dentro de ese lapso el órgano requerido
podrá pedir, por una sola vez, una prórroga del mismo hasta por cinco días;
en  caso  que  el  órgano  no  presente  el  informe  en  el  plazo  conferido  se
prescindirá  del  mismo.  Recibido  el  informe  o  vencido  el  plazo  para
presentarlo el tribunal ordenará traer los autos en relación. La tramitación de
la  reclamación  se  ajustará  a  las  reglas  para  el  conocimiento  y  fallo  del
recurso de apelación civil, con la salvedad de que no se admitirán prueba
testimonial ni confesional, ni tendrá lugar lo previsto en el artículo 165 del
Código de Procedimiento Civil, es decir, la suspensión de la vista.

Concluida la vista de la causa quedará cerrado el
debate  y  el  proceso  en  estado  de  dictarse  sentencia,  la  que  deberá
pronunciarse  dentro  del  término  de  treinta  días.  Dentro  de  este  plazo  el
Tribunal podrá dictar de oficio medidas para mejor resolver. La sentencia que
acoja la acción deberá declarar que el acto no se conforma a la normativa
vigente y, en su caso, anulará total o parcialmente la disposición o el acto
recurrido y dispondrá que se modifique, cuando corresponda, la actuación
impugnada.

Las  sentencias  firmes  que  anulen  un  acto
administrativo de carácter general producirán efectos generales desde el día
en que se publique la parte resolutiva de la sentencia en el Diario Oficial.

Respecto a la tramitación de las solicitudes, indicó
que las que se refieren a la aprobación de medidas provisionales, así como a
las  suspensiones,  la  Superintendencia  del  Medio  Ambiente  obtendrá  la
autorización por la vía más expedita posible,  por parte de un ministro del
tribunal ambiental, la que incluye la posibilidad de obtenerla telefónicamente.

Las resoluciones de la Superintendencia del Medio
Ambiente que apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y d) del
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artículo 38 de su ley orgánica, elevadas en consulta,  deberán remitirse al
tribunal en conformidad a lo dispuesto en dicha ley.

En  lo  que  respecta  al  procedimiento  por  daño
ambiental, señaló que se inicia por demanda o por medida prejudicial. En la
demanda sólo  se  podrá  pedir  la  declaración  de  haberse  producido  daño
ambiental por culpa o dolo del demandado y la condena de éste a repararlo
materialmente.

Una  vez  declarada  admisible  la  demanda,  se
conferirá  traslado  a  la  demandada  por  el  plazo  de  quince  días.  Las
excepciones dilatorias sólo podrán proponerse, como cuestiones principales,
en el mismo escrito de contestación. Las  excepciones  se  tramitarán
conjuntamente con la cuestión principal, sin suspender el procedimiento. La
contestación de la demanda tendrá, en este caso, el carácter de subsidiaria.

Si no se recibe la causa a prueba el tribunal citará
a una audiencia de conciliación dentro de 30 días. Si no hay acuerdo, el
tribunal otorgará un plazo para efectuar las alegaciones orales y citará a las
partes a oír sentencia. Efectuada la citación, cualquiera de las partes podrá
solicitar  al  tribunal  que  disponga  la  práctica  de  un  peritaje.  Éste  podrá
decretar la realización del mismo, pudiendo designar para ese efecto a una o
más personas naturales, a facultades, institutos o unidades de Universidades
reconocidas por el Estado o a organismos públicos especializados. La pericia
debe evacuarse en el  término de quince días y el  perito  acompañará su
informe al tribunal con copias para las partes. Esta prueba la puede también
decretar el tribunal en cualquier estado del juicio.

Si, por el contrario,  se recibe la causa a prueba,
las  partes  pueden  interponer  en  contra  de  esa  resolución  el  recurso  de
reposición y el de apelación en forma subsidiaria. En este caso, el tribunal
citará a una audiencia que se efectuará no antes de 20 días ni después de
30.  En ella, si es procedente, propondrá bases para la conciliación. Si ésta
no se produce se recibirá la prueba de las partes. Concluida la prueba cada
parte  tendrá  un  lapso  de  treinta  minutos  para  formular  sus  alegaciones
finales.

Al respecto, precisó que la Comisión de Recursos
Naturales incorporó una norma que establece que el tribunal podrá eximir a
la  parte,  total  o  parcialmente,  del  pago  del  honorario  del  perito  cuando
considere que ella no cuenta con medios suficientes para solventarlo.

En  lo  referente  a  los  recursos,  señaló  que  el
proyecto  dispone  que  el  de  apelación  procede  sólo  respecto  de  las
resoluciones que declaren la inadmisibilidad de la demanda, que reciban la
causa a prueba o que pongan término al procedimiento o hagan imposible su
continuación. De éste conocerá la Corte de Apelaciones en cuyo territorio
jurisdiccional  tenga  asiento  el  tribunal  ambiental  que  haya  dictado  la
resolución apelada.

De la apelación de la sentencia definitiva conocerá
la Corte Suprema, recurso que tendrá preferencia para su vista y fallo. Ante
la Corte sólo podrá rendirse prueba documental,  salvo que ella, de oficio,
disponga la práctica de otras.
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Por último, se establece que no procede el recurso
de casación respecto de sentencias del Tribunal Ambiental.

Afirmó  que  el  Gobierno  está  estudiando  la
posibilidad de introducir modificaciones en este ámbito. Sostuvo que si se
pretende establecer un tribunal especializado en temas medioambientales,
no tiene sentido otorgar a la Corte Suprema el conocimiento del recurso de
apelación de la sentencia definitiva, dado que con ello se le permitiría entrar
a conocer de los hechos. Por ello, se pretende introducir en reemplazo del
recurso de apelación, un recurso similar al de nulidad.

Finalmente,  señaló  que  las  principales
modificaciones que la Comisión de Recursos Naturales introdujo al texto del
proyecto, fueron las siguientes:

-  Se  incluyo  al  Consejo  para  la  Alta  Dirección
Pública  en  el  proceso  de  nombramiento  de  los  Ministros  del  Tribunal
Ambiental.

-  Se  disminuyó  de  10  a  5  años  la  experiencia
exigida a los ministros suplentes.

-  Se  extendió  la  obligación  de  efectuar  la
declaración de intereses y patrimonio a relatores y secretarios.

- Se redujo de un año a seis meses la prohibición
que  rige  para  los  ministros  suplentes  de  ser  administradores,  gerentes,
directores  o  trabajadores  dependientes,  o  asesorar  o  prestar  servicios
profesionales,  a  personas  naturales  o  jurídicas  en  gestiones  ante  los
tribunales ambientales.

- Se impuso al Tribunal la obligación de rendir una
cuenta  anual  respecto  del  funcionamiento  del  mismo,  la  que  contendrá
información precisa acerca del número de causas, número de audiencias y
de  la  carga  de  trabajo  que  signifique  la  atención  de  dichas  causas  y
audiencias. La cuenta será pública y se publicará en el sitio electrónico del
respectivo Tribunal. 

- En el caso del inciso quinto del artículo 43 de la
Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente, se estableció que
la acción deberá siempre ejercerla el Consejo de Defensa del Estado como
parte principal.

-  Se  fijó  como  límite  la  suma  de  100  unidades
tributarias  mensuales,  a  la  caución  que  puede  exigir  el  Tribunal  para
responder de los perjuicios que podrían originarse a partir de las medidas
cautelares que decrete.

- Se permitió al Tribunal eximir a la parte, total o
parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considere que ella no
cuenta con medios suficientes para solventarlo.  En este caso,  el  Tribunal
regulará prudencialmente la remuneración del perito, teniendo presente los
honorarios habituales de la plaza y el porcentaje de la remuneración que no
fuere cancelada por el solicitante. Asimismo, se faculta a cada una de las
partes para designar un perito adjunto.

-  Se  estableció  que  la  acción  de  reparación
ambiental no podrá ser objeto de transacción o cualquier otro tipo de acuerdo
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que exima al  autor  de  implementar  medidas de reparación  ambiental  del
daño causado.

b.-  Don  Luis  Cordero  Vega,  profesor  de
Derecho Administrativo en la Universidad de Chile.

Partió señalando que la creación de los tribunales
ambientales fue una decisión que se tomó durante el debate suscitado en
torno a la nueva institucionalidad ambiental, en el que se habrían enfrentado
quienes eran partidarios de restringir las potestades de la Superintendencia
por considerar que se trataba de un órgano que tenía demasiados poderes
frente  a  las  personas  reguladas,  con  quienes  deseaban  se  adoptaran  mejores
decisiones jurisdiccionales en materia ambiental, puesto que consideraban que los
jueces tenían muchos problemas al momento de adoptar decisiones de naturaleza
técnica.  Esta  última posición  estaría  representada  básicamente  por  las
organizaciones no gubernamentales.

Hizo  presente  que  la  reforma  a  la  institucionalidad
imponía un incentivo, por cuanto la Superintendencia no podría comenzar a ejercer
sus  atribuciones  fiscalizadoras  antes  de  que  se  aprobara  la  creación  de  los
tribunales ambientales, lo que, en otras palabras, significaba que el retraso en la
implementación de esta nueva judicatura, perjudicaba a todos.

Refiriéndose,  luego,  a  las  principales
características  de  los  tribunales  ambientales,  sostuvo  que  se  trataba  de
entidades  doblemente  especializadas,  tanto  por  sus  integrantes  como  por  las
materias de su competencia; en segundo lugar, se trataría de tribunales de revisión
por  cuanto  el  noventa  por  ciento  de  sus  atribuciones  se  relacionarían  con  el
contencioso administrativo, dependiente de las labores de control que ejercen las
agencias  ambientales;  le  correspondería  también  controlar  las  decisiones  de  la
Superintendencia, especialmente las más intrusivas como son las suspensiones de
actividades de las empresas e, igualmente, adoptar decisiones importantes en
materia  de  daño  ambiental,  las  que  son  significativas  en  cuanto  a  su
relevancia, pero no en cuanto a su número. 

Agregó que una de las grandes críticas que se hacían
a  los  jueces  generalistas,  decía  relación  con  la  naturaleza  de  sus  decisiones
ambientales, las que resultaban demasiado amplias en relación al carácter técnico
de las materias sobre las que les correspondía resolver, particularidad que debería
verse limitada con el trabajo de los nuevos tribunales.

Señaló, asimismo, dentro de las características de
estos nuevos tribunales, que sus estándares de revisión serían mixtos, por
cuanto  no  sólo  se  limitarían  a  determinar  si  se  ha  dado cumplimiento  al
derecho sino también si  los niveles técnicos utilizados por los organismos
que forman parte de la nueva institucionalidad, son los adecuados.

En lo que se refería al número de tribunales que
deberían crearse, señaló que la proyección de causas era muy baja y que su
número actual  no  daría  más que para  uno,  por  lo  que el  dilema que se
presentaba era optar entre la eficiencia en el gasto público y el acceso a la
justicia.  Esta  última  consideración  había  llevado  a  aumentar  a  tres  los
tribunales,  pero  aunque  no  era  posible  predecir  el  comportamiento  de  la
Superintendencia,  lo  lógico  sería  que con la  implementación  de la  nueva
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institucionalidad  y  la  concentración  de  una  gran  cantidad  de  materias
dispersas en otros  tribunales,  como era  el  caso  de  Policía  Local,   en  la
judicatura ambiental, aumentaran las causas.

En  cuanto  a  la  competencia,  señaló  que  la
aspiración  general  era  aumentarla,  pero  para  ello  estimaba  necesario  se
procediera a la reestructuración  de algunos sectores. En efecto, en el caso
de los juzgados de policía local, los que tienen competencia en cuestiones
relacionadas con los bosques,  antes de traspasar  esa competencia a los
nuevos  Tribunales,  sería  necesario  entregar  facultades  de  fiscalización  a
organismos más fuertes como la Superintendencia del Medio Ambiente, de
tal  manera  que  las  decisiones  de  éstas  pudieran  quedar  sometidas  a  la
revisión de la nueva judicatura.

Otro  punto  que  suscitaba  interés  sería  el
relacionado  con  el  nombramiento  de  los  ministros  de  estos  tribunales,
mecanismo que había contado en un principio con el beneplácito de la Corte
Suprema, el que posteriormente, al cambiarse la forma de la designación,
había  sido  negativo.  Sostuvo  que  la  participación  del  Congreso,  como lo
proponía la Comisión de Recursos Naturales, no tenía sentido, debiendo, en
cambio, adoptarse un sistema simple de nombramiento con la participación
de la Corte Suprema y los estándares de la Alta Dirección Pública, lo que
garantizaría la idoneidad de los postulantes.

En lo que se refiere a los procedimientos, se había
analizado una alternativa consistente en establecer un procedimiento único,
o    crear  procedimientos  estandarizados  asociados  a  las  tres  grandes
competencias  de  estos  tribunales,  es  decir,  el  contencioso  administrativo
destinado  al  control  de  los  actos  y  expedientes  administrativos;  el
procedimiento para conocer del daño ambiental, y el que dice relación con
las autorizaciones que otorga la Superintendencia.

Agregó que, en términos generales, el proyecto le
parecía  positivo,  pero  creía  necesario  introducir  mejoras  en lo  que  decía
relación con el nombramiento de los  ministros y con los recursos. En este
último caso, la Corte Suprema debería conocer de los hechos y el derecho,
pero  en  este  tipo  de  cuestiones  los  primeros  requerían  un  conocimiento
eminentemente técnico y ya los tribunales ambientales contaban con una
composición especializada para conocer de tales hechos. La Corte Suprema,
en tanto, era experta en derecho. Creía necesario revisar este aspecto.

Por  último,  reiteró  la  urgencia  de  aprobar  el
proyecto,  toda  vez  que  el  retraso  en  su  implementación,  implicaría  una
demora en el  sistema de fiscalización hasta el  año 2012, ya que si  estos
tribunales  no  entran  en  funciones  tampoco  puede  la  Superintendencia
adoptar medida intrusiva alguna.
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c.-  Don  Jorge  Bermúdez  Soto,  profesor  de
Derecho Administrativo en la Universidad Católica de Valparaíso.

Inició  su  intervención  abogando  por  una  pronta
aprobación de este  proyecto,  toda vez que los  tribunales  ambientales  se
convertirán  en  los  órganos  revisores  de  la  competencia  fiscalizadora  y
sancionadora de la Superintendencia del Medio Ambiente, la que no podrá
ejercer  sus  funciones  mientras  éstos  no  entren  en  vigencia.  Al  respecto,
planteó la posibilidad de reducir el tiempo señalado en el proyecto para la
entrada en vigencia de los tribunales de seis meses a tres.

Definió  a  estos  tribunales  como  de  carácter
contencioso administrativos por cuanto se trataría de órganos jurisdiccionales
que,  básicamente,  deberán  revisar  la  legalidad  de  la  actuación  de  los
órganos  administrativos  como  la  Superintendencia  y  también  algunas
actuaciones del Ministerio del Medio Ambiente, como sucede en el caso de la
fijación de las normas de emisión o de calidad. Se trataría, en consecuencia,
de un tribunal de derecho, característica que no condiría con la conformación
mixta que se propone. Dijo preferir la formación de un tribunal de derecho,
integrado exclusivamente por  abogados especializados,  agregando que la
experticia  necesaria  para  analizar  los  temas  medio  ambientales,  podría
obtenerse de los profesionales que apoyen permanentemente o en forma
eventual su trabajo.

En  cuanto  a  los  alcances  de  la  competencia,
señaló  que  los  tribunales  que  se  proponían  tenían  una  competencia
intermedia entre la que se conoce en el derecho comparado; así por ejemplo,
el  Senado  Ambiental  de  Austria  sólo  puede  revisar  a  lo  que  son  el
equivalente  a  las  resoluciones  de  calificación  ambiental  de  nuestra
legislación;  en  cambio,  el  tribunal  de  Australia  tiene  competencia  para
conocer de todo lo que tenga relación con el medio ambiente.

Señaló que el artículo 16, trata en su número 1 de
la competencia para revisar las normas de emisión y de calidad ambiental,
las  que  son  fundamentales  porque  permitirán  a  la  Superintendencia  al
fiscalizar, aplicar sanciones, función de por si importante por su relación con
la salud de las personas. No obstante, esta disposición tiene el inconveniente
de que el análisis de la legalidad de los decretos sólo se hará en función de
la  ley  N°  19.300  y  no  respecto  de  todo  el  ordenamiento  jurídico,  lo  que
llevará, en la práctica, a que únicamente se analice si se ha cumplido con la
formalidades  para  la  dictación  del  decreto  supremo,  lo  que  resulta
claramente insuficiente,  por cuanto se trata de una normativa que fija los
niveles de contaminación.

Otro problema que se vislumbra en este caso dice
relación con la legitimación activa para reclamar por parte de las personas
que han sufrido perjuicio, por cuanto el breve plazo que se fija de sólo treinta
días desde la entrada en vigencia del respectivo decreto para que pueda
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intentarse el reclamo, no permite percibir la existencia del daño ambiental o
para la salud de las personas, toda vez que éstos sólo se perciben con el
transcurso del tiempo. Creía que, por aplicación de las normas generales de
la doctrina, se exigiría  sólo un perjuicio  económico o patrimonial  y no un
perjuicio al medio ambiente.

Señaló,  asimismo,  que  el  procedimiento  para  el
nombramiento  de  los  ministros  propuesto  por  la  Comisión  de  Recursos
Naturales resultaba confuso,  como también que la Corte Suprema siendo
básicamente un tribunal de casación, no debería conocer de los hechos.

En cuanto al número de tribunales que deberían
crearse, señaló que era algo complicado determinarlo, pero que en la medida
que mejorara el acceso a la justicia, debería aumentar también la demanda.
Creía,  no  obstante,  adecuada  la  solución  adoptada  al  respecto  porque
debiera esperarse un aumento sustantivo de causas.

En  cuanto  a  la  determinación  del  lugar  en  que
podrían presentarse las demandas, pensaba que las Cortes de Apelaciones
no eran las más adecuadas, no sólo por la lejanía que existe respecto de
ellas en muchos lugares sino porque incomoda a los tribunales ordinarios
actuar como simples buzones. Pensaba que podría adoptarse al respecto el
mecanismo previsto en la ley N° 19.886, sobre contratación pública, la que
contemplaba presentar las demandas en las gobernaciones.

d.- Don Sergio Montenegro Arriagada, Director
del Centro de Derecho Ambiental de la Universidad de Chile.

Inició su  intervención  precisando  que  sus
opiniones sobre esta materia eran de carácter personal por cuanto el Centro
al cual pertenece, no ha alcanzado un pleno consenso respecto de todas las
materias que aborda el proyecto. 

Desde una perspectiva general, destacó el hecho
de  que  satisfaga  la  necesidad  de  perfeccionar  el  marco  normativo  de  la
justicia ambiental, que constituye una antigua aspiración de quienes se han
preocupado  por  este  tema  y  han  instado  por  la  creación  de  tribunales
especializados en el  área. En esa línea, manifestó su beneplácito por los
aportes que esta iniciativa realiza en los siguientes ámbitos: 

1.  La  creación  de  un  tribunal  ambiental  que
resolverá asuntos que en el  pasado se encontraban en una situación  de
indefensión,  respecto  de  los  cuales  ha  sido  muy  difícil  obtener  un
pronunciamiento favorable en resguardo del interés ambiental. En efecto, los
recursos  de  protección  interpuestos  en  contra  de  las  resoluciones  de  la
Comisión  Nacional  del  Medio  Ambiente  (Conama)  o  de  las  Comisiones
Regionales  del  Medio  Ambiente  (Coremas),  sobre  todo  a  partir  de  1997,
época en que comienza a aplicarse el reglamento del Sistema de Evaluación
de  Impacto  Ambiental,  fueron  muchas  veces  acogidos  por  las  Cortes  de
Apelaciones, pero luego la Corte Suprema en varios fallos dictaminó que no
era la instancia competente para resolver estos asuntos, argumentando que
éstos  eran  resorte  de  la  institucionalidad  ambiental.  En  razón  de  ello,  la
existencia  de  un  tribunal  especializado  al  cual  se  pueda  recurrir  para
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reclamar  contra  actos  administrativos  que  establecen  normas,  planes  de
prevención  o  descontaminación  o  contra  resoluciones  de  la
Superintendencia,  satisface  el  requerimiento  de  contar  con  una  instancia
capaz de resguardar garantías constitucionales frente a las actuaciones de la
Administración.  Respecto  de  lo  señalado,  recordó  que  en  un  fallo
emblemático,  el  Tribunal  Constitucional  había  rechazado  el  requerimiento
presentado  por  un  grupo  de  senadores  para  reclamar  por  la
inconstitucionalidad  de  la  medida  consistente  en  la  restricción  vehicular,
aplicada  a  los  vehículos  catalíticos  en  períodos  de  emergencia  o  pre
emergencia  ambiental,  señalando  que  el  problema  radicaba  en  que  la
contaminación producida por los vehículos, independientemente de si fueran
o no catalíticos, ponía en juego la vida y la salud de las personas, lo que
constituía  un  bien  superior  que  el  Estado  debía  garantizar,  aludiendo  al
derecho a vivir en un medio ambiente libre de contaminación. 

2.  La  especialización  del  tribunal  ambiental  sería
conveniente y constituiría  una expresión más de lo que ya ha sucedido con
la judicatura que se avoca al  conocimiento de determinadas materias,  ya
sean civiles, penales, laborales, tributarias, de familia, etc., razón por la cual
no compartía el  parecer del Presidente de la Corte Suprema, quien en el
discurso  inaugural  del  año  judicial  2011,  expresó su  preocupación por  la
proliferación de tribunales especiales. 

No obstante lo anterior, hizo presente que el proyecto
presentaba  ciertos  aspectos  que  podían  ser  objeto  de  observaciones  o
reparos, los que sintetizó del modo siguiente: 

1.  La  integración  mixta  del  tribunal,  que  supone  su
conformación  por  dos  abogados  y  un  licenciado  en  ciencias  con
especialización en materias medioambientales. Si  bien el  tema ambiental,
dado su carácter global, holístico, que comprende diversos aspectos físicos,
químicos,  biológicos,  etc.  admite  un  punto  de  vista  ajeno  a  la  disciplina
jurídica,  la  resolución  de  controversias  vinculadas  a  aquél  exige  la
intervención exclusiva de jueces que sean abogados. Indicó que al momento
de resolver, podría haber dificultades con las consideraciones jurídicas, toda
vez  que  en  ellas  no  será  posible  que  tenga  una  mayor  participación  el
integrante que es lego en la materia. La integración mixta que propone el
proyecto guarda similitudes con la de otros tribunales, como los de defensa
de la libre competencia, que abordan problemas de tipo económico, pero la
temática  ambiental  requiere  un  conocimiento  profundo  respecto  de  la
legislación  que  la  regula  y  de  la  historia  de  la  ley,  del  cual  carecen  las
personas ajenas al  ámbito  jurídico.  Si  el  tribunal  requiriese  algún tipo de
asesoría en ciertos aspectos que no guardan relación con el Derecho, podría
solicitar un informe de peritos, que aseguren una plena imparcialidad.

2.  En lo  referente  a  la  distribución  geográfica  de los
tribunales, si bien la iniciativa, en un principio, consideraba la creación de un
solo  tribunal  ambiental,  ubicado  en  Santiago,  durante  la  discusión  se
determinó  instaurar  otros  dos  con  sede  en  Antofagasta  y  Valdivia,
respectivamente. No obstante, esta localización le parecía discutible, sobre
todo en el caso del extremo sur del país, ya que por razones geográficas,
vinculadas a las grandes distancias, resultará engorroso acudir a un tribunal
radicado en Valdivia, motivo por el cual propuso modificar esta sede por la
ciudad  de  Puerto  Montt  y  crear  un  tribunal  en  un  lugar  que  atienda  sin
problemas a Aysén y Magallanes, con lo cual se facilitaría el  acceso a la
justicia.  Por  otra  parte,  hizo presente que en todas las regiones del  país
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existen focos de problemas ambientales, de modo que todas ellas reúnen los
requisitos para ser sedes de tribunales de esta naturaleza. Lo ideal sería que
existiera uno en cada ciudad asiento de Corte de Apelaciones o, al menos,
uno por región, lo que podría implementarse de manera gradual. 

3. La responsabilidad por el daño ambiental, respecto
de cuya determinación se dividía la competencia para conocer la demanda
por reparación de tal daño, la que recaía en el tribunal especializado, y la
acción indemnizatoria de perjuicios a que da lugar dicho daño, que deberá
interponerse  ante  el  juez  civil.  Sostuvo  que  tal  sistema  atentaba  contra
principios básicos de la administración de justicia y del poder jurisdiccional,
como son el principio de oportunidad para satisfacer las pretensiones de los
particulares  y  el  de  la  economía procesal,  por  cuanto  se  establecen dos
procesos que comparten  una misma base con identidad de partes.  A su
juicio, habría razones que aconsejarían concentrar las decisiones que versan
sobre  una  misma  materia  en  una  misma  sentencia.  De  acuerdo  con  el
proyecto, quien haya entablado un juicio por reparación del medio ambiente
ante un tribunal ambiental, deberá iniciar un nuevo proceso ante la judicatura
civil  para  obtener  la  indemnización  de  perjuicios,  lo  que  supone  asumir
mayores costos y dificultades en materia de prueba, ya que en el marco del
sistema  de  responsabilidad  subjetiva  existente  en  el  país,  corresponde
acreditar el daño a quien lo sufre. 

Agregó  que  si  bien  el  proyecto  establece  que  la
sentencia del tribunal ambiental vinculará al juzgado de letras civil en lo que
se  refiere  a  la  existencia  de  los  hechos  y  a  la  responsabilidad  de  las
personas naturales o jurídicas que establezca, en el  juicio  indemnizatorio
deberá discutirse el monto a que ascienden los perjuicios por concepto de
daño emergente, lucro cesante y, eventualmente, daño moral. El problema
se presentará,  entonces,  a la  hora de aplicar  los criterios que utilizará el
tribunal civil cuando deba fijar el monto de tales perjuicios, por ejemplo, por
una gran destrucción de bosque nativo, pues dado su desconocimiento del
tema ambiental, seguramente no podrá cuantificar debidamente el daño a la
biodiversidad,  la  pérdida  de  especies  y  del  suelo,  el  que  sólo  podría
recuperarse en tal caso, como mínimo, dentro de cuarenta años. Por ello,
afirmó que la apreciación de este tipo de daño debería tener un enfoque
ambientalista y no civilista. 

3. La institución del amicus curiae, figura  absolutamente
extraña en nuestra legislación y, aunque haya funcionado bien en Europa y
en Estados Unidos, no se aviene con la realidad chilena. Según el proyecto,
esta figura correspondería a cualquier persona, natural o jurídica, que no sea
parte en el procedimiento y posea reconocida idoneidad técnica y profesional
en  la  materia  objeto  del  asunto  sometido  a  conocimiento  del  tribunal
ambiental.  Sin  embargo,  no  se  establece  la  entidad  que  certificará  que
cumple con tales requisitos y que puede, en consecuencia, participar en la
tramitación de la reclamación o la demanda por daño ambiental.  Por otra
parte, el informe que evacue no es vinculante para el tribunal, de modo que
carece  de  justificación  la  implementación  de  esta  figura,  máxime  si  se
considera que en nuestro sistema procesal es posible solicitar un informe de
peritos. A ello debería sumarse  que, por la circunstancia de ser un elemento
ajeno,  sería  proclive  a  determinar  ciertos  criterios  a  través  de  sus
planteamientos,  que podrían ejercer cierta influencia sobre los miembros del
tribunal.
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               Contestando una pregunta,  señaló que no existía una
metodología para calcular el costo ambiental, lo que dificulta la determinación
de la suma de dinero que representa el daño ocasionado. Citó como ejemplo
un reciente fallo de la Corte de Apelaciones de Puerto Montt, la que fijó una
indemnización cuantiosa en el caso de un incendio de alerces, por considerar
que el daño ocasionado era irreparable, dada la antigüedad del bosque. Por
ello, insistió en su cuestionamiento a que sea la justicia civil la que determine
el  monto del  daño ambiental,  por cuanto no tiene los criterios adecuados
para valorar el medio ambiente y sus componentes, los que están lejos de
los  empleados  para  fijar  una  indemnización  de  perjuicios  en  causas
típicamente civiles, a la vez que defendió la aplicación de los principios de
concentración, economía procesal y oportunidad, principio  este último que
cobraría  especial   relevancia  si  se  considera  la  demora  que,  de  seguro,
experimentará  la  tramitación  de  la  indemnización  de  perjuicios  en  los
tribunales civiles, ya que el procedimiento breve y sumario a que se refiere el
proyecto  es  tan  extenso  en  la  práctica  como  el  ordinario  y  bien  podría
extenderse  por  cinco  años.  Por  otra  parte,  dada  la  crítica  que  se  ha
formulado en el último tiempo a la saturación de los tribunales civiles, se ha
tendido  a  sustraer  de  su  competencia  ciertas  materias  para  asignarlas  a
tribunales especiales, por lo que esta iniciativa iría, en este último aspecto,
en una dirección contraria al criterio imperante de desconcentración. 

e.-  Don  Juan  Domingo  Acosta  Sánchez,
profesor de Derecho Penal en la Universidad Andrés Bello.

Partió  efectuando  una  rápida  reseña  acerca  del
procedimiento  que  propone  el  proyecto,  el  que  presenta  las  siguientes
características: es contencioso; está basado en la publicidad y en el principio
de concentración; contempla el impulso de oficio, aunque ello no implica que
el  fallo  se  dicte  de  esa  manera,  toda  vez  que  se  rige  por  el  principio
dispositivo; contempla normas sobre cautela conservativa e innovativa;  se
exige la escrituración de los actos de postulación; hay libertad de prueba,
que se recibe bajo parámetros de oralidad e inmediación, y se aprecia según
reglas de la sana crítica ; le son aplicables supletoriamente las normas de los
Libros I y II del Código de Procedimiento Civil; tiene un régimen recursivo
restringido, ya que sólo caben los recursos de reposición y apelación, con
reglas especiales en materia de procedencia y del tribunal de alzada  y está
en manos de un tribunal «verde».

En relación con esta última característica, comentó que,
inicialmente,  se  analizó  la  posibilidad  de  otorgar  al  tribunal  ambiental
facultades  para  conocer  tanto  de  la  declaración  de  existencia  del  daño
ambiental  y  la  responsabilidad  asociada  a  este  hecho  como  de  la
indemnización  de  perjuicios,  con  lo  cual  se  privilegiaba  el  principio  de
concentración. No obstante, se determinó que la acción indemnizatoria es
una  figura,  en  cierta  medida,  extraña  a  la  responsabilidad  por  el  daño
ambiental, optándose por la creación de un tribunal “verde”, esto es, que no
tuviera  competencia  en  temas  económicos,  vinculados  a  las
indemnizaciones,  las  que  serán  determinadas  por  los  tribunales  civiles.
Afirmó que esta realidad se replica en otros ámbitos del Derecho, ya que, por
ejemplo, en materia penal, la acción contra el tercero civilmente responsable
y  contra  las  personas  jurídicas  se  debe  interponer  ante  el  juzgado  civil,
mientras que la dirigida contra el  imputado acusado puede ser entablada
ante  este  último  o  en  el  mismo  proceso  penal.  Asimismo,  hay
procedimientos, como el abreviado o el simplificado, en los que no se admite
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la  interposición de acciones indemnizatorias. En todo caso,  hizo presente
que la sentencia pronunciada por el tribunal ambiental produce cosa juzgada,
de modo tal que no se puede discutir en sede civil la existencia del daño, la
responsabilidad, la imputabilidad ni la causalidad, sino únicamente el monto y
naturaleza de la indemnización que debe pagarse. 

Aclaró que la reparación material  del daño ambiental,
de acuerdo con el artículo 31 del proyecto, es de competencia del tribunal
especializado, de modo que sólo se radica en sede civil el conocimiento de la
acción indemnizatoria, que no presenta mayor complejidad para un juez de
letras, acostumbrado a fallar en juicios de esa naturaleza. Esta situación es
similar a la que se produce cuando se demanda civilmente haciendo reserva
de la discusión del monto y naturaleza de los perjuicios en un juicio diverso o
al momento de la ejecución del fallo. A su juicio, privilegiar en esta materia el
principio  de  especialidad  por  sobre  el  de  concentración  es  una  decisión
política.  Estimó  que  asignar  al  tribunal  ambiental  la  decisión  sobre  la
reparación del daño y el monto del mismo acabaría por atrofiar el sistema,
dado que es probable que se presente un gran número de demandas por
cantidades inconmensurables. 

Señaló que el  tribunal  ambiental  es competente para
conocer  de  las  demandas  destinadas  a  obtener  la  reparación  del  medio
ambiente dañado  y se rige por el principio de ubicuidad, de modo que le
corresponde intervenir a aquél radicado en el lugar en que se haya originado
el hecho que causa el daño, o al de cualquier lugar en que el daño se haya
producido, a elección del afectado. El tribunal sólo se limita a declarar que se
ha  producido  un  daño  ambiental  por  culpa  o  dolo  del  demandado  y  a
condenar  a  éste  último  a  repararlo  materialmente  de  conformidad  con  lo
dispuesto en el artículo 53 de la ley Nº 19.300. Por su parte, corresponde al
juzgado de letras civil con competencia en el lugar donde se produjo el daño,
conocer de la acción de indemnización de perjuicios en un juicio sumario.

Los legitimados activos para interponer demandas ante
el tribunal ambiental son las partes, entre las cuales se cuentan las personas
naturales o jurídicas que sufren el daño; las municipalidades, por los hechos
acaecidos en sus comunas, y el Consejo de Defensa del Estado, a los que
se suman los terceros con una regla de prevención. 

Discrepó  de  lo  aseverado  por  el  profesor  señor
Montenegro en relación con la figura del amicus curiae, que es de origen
anglosajón y surge como una manifestación de la democracia en aquellos
procesos que comprometen el interés público, como los vinculados, a modo
ejemplar, con los derechos humanos. En virtud de esta institución, que se
utiliza con éxito y frecuencia en Estados Unidos, Inglaterra y en los países de
la  Unión  Europea  se  permite  que  los  especialistas  en  el  ámbito  que  se
discute tengan derecho a ser oídos en este tipo de procesos. Aclaró que los
amicus curiae no son elegidos y que en este caso podría desempeñar este
rol  cualquier  persona  natural  o  jurídica  que  se  dedica  a  analizar  temas
ambientales y puede expresar su opinión respecto de la ocurrencia de un
daño ambiental,  haciendo valer,  para  tales  efectos,  los  antecedentes  que
acreditan su idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto
que  es  sometido  al  conocimiento  del  tribunal  ambiental,  tal  como  ocurre
actualmente en materia  penal  con el  informe de peritos,  de modo que la
fuerza  de  sus  planteamientos  estará  determinada  en  gran  parte  por  el
currículum que exhiba. Precisó que si bien esta figura no está regulada en
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nuestra legislación, en la práctica ha tenido cabida en los procesos de libre
competencia, aunque en tales casos se trata más bien de un tercero que ha
ejercido previamente una acción y puede obtener resoluciones en su favor. 

Aseguró que no existen razones para sostener que esta
figura pueda entorpecer la tramitación del juicio, por cuanto hay una serie de
cortapisas  para  su  participación,  ya  que  el  informe  debe  ser  presentado
dentro  de un  plazo  determinado,  requiere  el  patrocinio  de  un abogado y
demostrar su experticia, sin perjuicio de que su intervención está limitada a
manifestar su opinión y, por disposición expresa, no suspenderá ni alterará la
tramitación del procedimiento. Además, se le prohíbe actuar como parte y
pedir diligencias. Precisó que si bien el informe debe ser considerado en la
sentencia definitiva, basta una breve mención y una síntesis de lo expuesto y
de las razones por las cuales sirve de fundamento al fallo o se desestima. En
todo caso, señaló, a partir de la experiencia norteamericana en materia de
derechos humanos, que difícilmente abundarán los amicus curiae, ya que su
actuación supone asumir un costo. 

En  lo  que  respecta  a  las  medidas  cautelares
conservativas  e  innovativas,  indicó  que  son  necesarias  para  impedir  los
efectos negativos de los actos o conductas sometidos al conocimiento de los
tribunales  ambientales  y  tienen  por  objeto  resguardar  un  interés
jurídicamente  tutelado.  Para  su  procedencia  se  exige  verosimilitud  del
derecho invocado y, en el caso de las innovativas, inminencia de un perjuicio
irreparable, además de la presentación de antecedentes que constituyan a lo
menos  presunción  grave  del  derecho  que  se  reclama  o  de  los  hechos
denunciados, sin perjuicio de que sea facultativo para el tribunal exigir una
caución al actor particular. 

Hizo presente que en el marco de la discusión habida
en la Comisión de Recursos Naturales de la Cámara, se aprobó establecer
un  monto  máximo  para  dicha  garantía,  que  asciende  a  cien  unidades
tributarias mensuales, limitación que no le parece conveniente ni necesaria,
toda vez que debería ser el tribunal el encargado de evaluar y determinar la
suma de dinero que se exigirá como caución, en función de las peticiones del
actor y de su situación económica. En efecto, si se solicita la paralización de
un proyecto de gran envergadura, que afecta el trabajo de muchas personas
involucradas en él,  es razonable pensar que la garantía exigible debe ser
cuantiosa y no verse afectada por un límite establecido con anterioridad. 

En  materia  de  notificaciones,  se  aplican  las  reglas
generales contenidas en el mencionado Código, con una innovación, cual es
introducir la notificación por correo electrónico, a petición de parte, que se
utiliza sin problemas en prácticamente todos los procedimientos modernos. 

Los  incidentes,  por  regla  general,  no  paralizan  el
procedimiento y se fallan en la sentencia definitiva, salvo que por razones
fundadas,  de  las  cuales  debe  dejarse  constancia,  el  tribunal  escuche
previamente a la parte contraria o falle antes de la sentencia. La prueba se
admite sólo si es indispensable y, como regla general, se rinde en el término
probatorio de la causa principal, salvo que el tribunal disponga audiencias
especiales para recibirla y oír a los intervinientes.

En cuanto a la composición mixta del tribunal, señaló no
tener objeciones por cuanto si  bien la controversia es de orden jurídico y
requiere  para  su  solución  de  la  intervención  de  juristas,  debe  también
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reconocerse que éstos no tienen conocimientos sobre aspectos técnicos que
pueden estar involucrados en el asunto que se analiza. Recordó que en la
actuación del  Tribunal  de Defensa de la  Libre Competencia,  que también
tiene una composición mixta, la participación del juez no abogado permite a
los que lo son adquirir una cabal comprensión de fórmulas muy complicadas.
Por  lo  demás,  este tipo de tribunales mixtos o escabinos son de general
aceptación.

Efectuó, en seguida, una reseña del esquema del juicio,
resaltando que:

                                     a.- Debe iniciarse por demanda o por medida
prejudicial, las que deben presentarse ante el tribunal competente o ante la
Corte de Apelaciones respectiva, si el actor está domiciliado en otro lugar,
caso en el cual aquélla debe remitir los antecedentes al tribunal competente
al  día  siguiente  hábil.  La  demanda  debe  cumplir  con  los  requisitos  que
establece el artículo 254 del Código de Procedimiento Civil.

b.  La  contestación  de  la  demanda  debe  evacuarse
dentro  del  plazo  de  quince  días  más  el  aumento  de  la  tabla  de
emplazamiento,  si  procede.  Las excepciones dilatorias  deben promoverse
como  cuestiones  principales,  de  modo  que  la  contestación  pasa  a  ser
subsidiaria,   tramitándose  conjuntamente  con  la  cuestión  principal  sin
paralizar  su  tramitación  y  se  fallan  en  la  sentencia  definitiva,  salvo  la
excepción  de  incompetencia,  en  que  el  tribunal  puede  suspender  el
procedimiento para tramitarla y fallarla, dando traslado por cinco días al actor
para que haga valer sus alegaciones. 

c. Una vez contestada la demanda o vencido el plazo
para hacerlo, el tribunal de oficio recibirá la causa a prueba si es procedente.
Existe al  respecto plena libertad, ya que son admisibles todos los medios
obtenidos  de  forma  lícita  y  que  sean  aptos  para  producir  fe.  El  valor
probatorio se aprecia según las reglas de la sana crítica. El tribunal puede
reducir  el  número  de  pruebas  si  son  reiterativas  y  decretar  todas  las
diligencias  probatorias  en  cualquier  estado  de  la  causa,  cuando  es
indispensable para aclarar hechos que parezcan oscuros y dudosos. No se
puede  rendir  prueba  ante  un  tribunal  distinto,  esto  es,  no  opera  la
competencia delegada, por tratarse de un tribunal especializado que debe
intervenir en todos los actos del procedimiento. No hay testigos ni  peritos
inhábiles, sin perjuicio del derecho a exponer las razones por las cuales no
son dignos de fe. 

Contra  la  resolución  que  recibe  la  causa  a  prueba
puede interponerse el recurso de reposición con apelación subsidiaria, dentro
de tercero día. Si no se recibe la causa a prueba, se citará a las partes a una
audiencia de conciliación, si procediere, dentro treinta días. 

Planteó que la Comisión de Recursos Naturales de la
Cámara  aprobó  una  norma  que  dispone  que  la  acción  de  reparación
ambiental  no podrá ser  objeto de transacción o de cualquier  otro  tipo de
acuerdo que exima al autor de implementar medidas de reparación ambiental
del daño causado. Sin embargo, a su juicio, resulta complejo que ante la
mera exposición de los hechos que no reúnen el  carácter de pertinentes,
sustanciales y controvertidos, y sin mediar prueba del  daño ambiental,  se
exija que éste sea reparado. 
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Una vez realizada la audiencia de conciliación o si no
procediere, se fija un término para que las partes efectúen sus alegaciones
orales. Luego, se les cita a oír sentencia, la que debe dictarse en un plazo
máximo  de  treinta  días,  salvo  que  se  haya  decretado  un  peritaje  y  esté
pendiente. Dicho plazo se puede ampliar por cinco días.

Una vez notificada la resolución que recibe la causa a
prueba o que resuelve las reposiciones, el tribunal cita a una audiencia no
antes de veinte ni después de treinta días, que es notificada por el estado
diario  o  correo  electrónico.  Dicha  audiencia  no  puede  suspenderse.  Si
procede, comienza con un debate sobre la conciliación. La prueba es rendida
en primer término por el demandante y se llevan a cabo los alegatos finales o
de  clausura.  Una  vez  concluida  la  audiencia,  se  cita  a  las  partes  a  oír
sentencia.

La  prueba  instrumental  debe  acompañarse
conjuntamente con la demanda o la contestación y en lo que respecta a la
prueba testimonial, resaltó que por cada hecho del auto de prueba, se recibe
hasta  un  testigo  experto  y  dos  no  expertos,  pudiéndose  aumentar  este
número  por  motivos  calificados,  de  los  cuales  debe  dejarse  constancia.
Aclaró que, en razón de que los testigos expertos pueden declarar sobre
hechos  que  les  constan  desde  la  perspectiva  de  su  especialidad,  este
procedimiento no contempla ni requiere la participación de peritos, ya que
aquéllos cumplen la función de estos últimos. Respecto a estos testigos la
parte  que  los  ofrece  debe  señalar  las  circunstancias  que  acreditan  su
idoneidad,  pudiendo éstos  presentar  un  informe técnico  escrito  que debe
acompañarse hasta 48 horas antes de la audiencia, pero que no les releva
de la obligación de declarar. 

El informe pericial no forma parte de la audiencia de la
prueba, ya que puede ser solicitado por las partes cuando son citadas a oír
sentencia o bien el tribunal, de oficio, puede decretarlo en cualquier estado
del juicio.

Al respecto, comentó que en la Comisión de Recursos
Naturales de la Cámara se aprobó una disposición que exime del pago de
honorarios a quienes carecen de recursos para pagarlos y que permite a
cada  una  de  las  partes  designar  un  perito  adjunto,  figura  que  considera
innecesaria y que, en todo caso, no resulta perjudicial en la medida en que el
conocimiento especializado reside en el testigo experto. 

La  sentencia  definitiva  debe  cumplir  los  requisitos
contemplados en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil y, en su
caso, enunciar los fundamentos técnico-ambientales con arreglo a los cuales
se pronuncia, limitándose a declarar la producción de daño ambiental por
culpa o dolo del demandado y la condena de éste a repararlo.

La  acción  indemnizatoria  debe  interponerse  ante  los
tribunales  ordinarios  y  se  tramita  en  un  procedimiento  sumario,  donde  la
sentencia  del  tribunal  ambiental  es  vinculante,  toda  vez  que  no  admite
pruebas ni alegaciones en su contra.

Manifestó  que  si  bien  el  proyecto  no  se  refiere  a  la
suerte  que  corren  las  medidas  cautelares  decretadas  en  el  marco  del
procedimiento seguido ante el tribunal ambiental, debería fijarse un plazo, a
modo ejemplar, de sesenta días, para presentar la demanda ante el juez civil,
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entendiéndose  que  se  mantienen  vigentes  por  dicho  término  las
mencionadas  medidas,  de  modo  que  se  consideren  extinguidas  una  vez
vencido, si no se interpone la acción en sede civil.

Contra las resoluciones que dicte el tribunal ambiental
proceden  el  recurso  de  reposición,  según  las  reglas  generales,  y  el  de
apelación. Este último es conocido por las Cortes de Apelaciones cuando se
entabla  contra  las  resoluciones  que  declaren  la  inadmisibilidad  de  la
demanda,  la  que  recibe  la  causa a  prueba y  las  que pongan  término  al
procedimiento o hagan imposible su continuación. Por su parte, la sentencia
definitiva  es  apelable  ante  la  Corte  Suprema,  gozando  este  recurso  de
preferencia para su vista y fallo. Sólo podrá rendirse la prueba documental,
salvo  que  el  máximo  tribunal,  de  oficio,  disponga  la  práctica  de  otras
pruebas. En ningún caso procede el recurso de casación.

Advirtió  que  en  el  curso  de  la  tramitación  de  esta
iniciativa legal se analizó el  tipo de recurso que se establecería contra la
sentencia definitiva, barajándose dos posibilidades: el de casación o nulidad
y el de apelación. El principio de la doble instancia está consagrado en una
serie de tratados internacionales, en virtud del cual los fallos son revisados
íntegramente por  un tribunal  superior,  pero la aplicación de este principio
atenta contra el de inmediación, razón por la que la reforma procesal penal
dio preeminencia a este último principio. En todo caso,  en esta materia se
siguió  el  criterio  del  profesor  Tavolari,  quien  sostuvo  que  la  apelación
constituye la impugnación natural para este tipo de procedimiento, al permitir
la revisión de los hechos y del derecho, aun cuando la Corte Suprema es,
por definición, un tribunal de casación o nulidad.

f.-  Doña  Sara  Larraín  Ruiz-Tagle,  Directora
Ejecutiva del Programa Chile Sustentable.

Efectuó  una  exposición  sobre  los  siguientes
puntos:

1. Organización y ubicación de los tribunales
ambientales. 

Señaló que el proyecto original contemplaba sólo
un tribunal, con sede en Santiago, lo cual dificultaba el acceso a la justicia.
Por ello, a partir de las solicitudes de la sociedad civil, que se materializaron
en  indicaciones  presentadas  por  senadores,  se  logró  aumentar  a  tres  la
cantidad de tribunales ambientales. Reconoció que ha habido discusiones en
torno a los lugares en que estarán ubicados los dos restantes, optándose por
las  ciudades  de  Antofagasta  y  Valdivia,  en  definitiva,  en  razón  de  los
parlamentarios que participaron durante la discusión del proyecto e instaron
por  la  instalación  de  los  tribunales  en  esas  zonas,  ubicadas  en  las
circunscripciones que representan. No obstante, lamentó que el proyecto no
contuviera  una  disposición  que  estableciera  un  procedimiento  para  la
instalación de nuevos tribunales ambientales, toda vez que, a su juicio, en el
futuro debería haber uno en cada una de las regiones del país, a fin de evitar
situaciones que atenten contra la equidad. 
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2. Composición de los tribunales. 
Explicó que el mensaje proponía la creación de un

tribunal  conformado  por  cinco  miembros,  de  los  cuales  tres  debían  ser
letrados y dos, profesionales vinculados al área medioambiental. En  el
marco de la negociación habida para aumentar la cantidad de tribunales, se
determinó  disminuir  a  tres  la  cantidad  de  integrantes,  de  los  cuales  dos
deberían ser abogados que hayan ejercido la profesión, a lo menos, durante
diez años y se hayan destacado en la  actividad profesional  o académica
especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental, en tanto
que el tercero sería un profesional licenciado en ciencias con especialización
en  materias  medioambientales  y,  a  lo  menos,  diez  años  de  ejercicio
profesional. La inclusión de este último obedece a la idea de que uno de los
jueces  sea  capaz  de  aportar  sus  conocimientos  en  áreas  técnicas,  que
pueden ser  de  utilidad para  los  abogados,  que no necesariamente  están
capacitados en todos los aspectos del tema medioambiental. 

Precisó que en el diseño de este tribunal, se siguió
el modelo de los tribunales de defensa de la libre competencia, que tienen
una  composición  mixta  de  letrados  y  profesionales  con  conocimientos
técnicos en las materias de que conocen. 

Los jueces deberán tener dedicación exclusiva y
les  afectarán las  mismas incompatibilidades de  los  ministros  del  Tribunal
Constitucional, lo cual se justifica en la circunstancia de que en los juicios
ambientales se discuten asuntos que implican altas sumas de dinero, siendo
fundamental que quienes componen los tribunales den garantías suficientes
de imparcialidad. Precisó que sólo podrán realizar actividades docentes, pero
en forma limitada, lo cual consideró apropiado, toda vez que el universo de
abogados que cumplen con los requisitos para ser jueces de estos tribunales
tiende a ser más restringido. 

3. Competencia de los tribunales ambientales. 
De acuerdo con el proyecto original, los tribunales

tendrían  competencia  sobre  lo  contencioso  administrativo  ambiental,  es
decir,  sobre las materias contempladas en la ley N° 19.300. Además, les
correspondería  la  revisión  de  los  actos  administrativos  de  la
Superintendencia  del  Medio  Ambiente  y  el  conocimiento  de los  casos de
daño ambiental. 

No obstante, en el Senado se agregó una nueva
competencia,  a  propuesta  de  la  Senadora  señora  Alvear,  consistente  en
conocer las reclamaciones sobre cualquier acto administrativo de relevancia
ambiental, lo cual amplía la acción de los tribunales para hacer justicia en
diversos  sectores  normativos  vinculados  al  medioambiente,  pero  que,  sin
embargo, aún es insuficiente. 

4. Acceso a los tribunales ambientales. 
Según el mensaje, pueden recurrir a los tribunales

ambientales quienes sufran o denuncien un daño ambiental  y quienes se
opongan  o  sean  perjudicados  por  decretos  de  normas  primarias  o
secundarias,  declaración  de  zonas  latentes  o  saturadas  y  planes  de
descontaminación,  a  los  que  se  agregan,  en  virtud  de  una  modificación
introducida  en  el  Senado,  los  afectados  por  resoluciones  que  resuelvan
procedimientos  de  invalidación  de  un  acto  administrativo  de  carácter
ambiental. 
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Agregó que en este ámbito destacaba la novedad
propuesta  por  la  Senadora  señora  Alvear  y  el  entonces  Senador  señor
Allamand, consistente en introducir la figura del “amigo de la Corte”o amicus
curiae, muy utilizada en la justicia anglosajona, que proporciona al tribunal
una opinión experta e independiente desde la perspectiva de organizaciones
de interés público y que cobra relevancia especial si se considera que estos
tribunales no contarán con un cuerpo estable de peritos que les proporcione
asesoría permanente. 

5. Procedimientos.
Señaló  que  se  había   establecido  un

procedimiento  público  desde  el  inicio  hasta  la  resolución  definitiva  del
tribunal. Sin embargo, aun cuando en un principio se discutió sobre la idea
de  establecer  un  juicio  oral,  lo  cual  habría  contribuido  a  contar  con  un
procedimiento  más  expedito,  se  determinó,  finalmente,  que  sería  escrito,
admitiéndose, en todo caso, todo tipo de pruebas. 

Destacó la incorporación, por parte del Senado, de
una herramienta que posibilita una mayor equidad en la justicia ambiental,
como es otorgar financiamiento público para pagar los peritajes requeridos
por  personas,  comunidades  u  organizaciones  afectadas  por  un  daño
ambiental y que no tengan recursos para costearlos. 

Si  bien,  durante  el  debate  en  la  mencionada
Corporación, se sugirió que se incorpore una norma similar a la del artículo
316 del Código Procesal Penal, en cuya virtud se otorgara asesoría jurídica
gratuita  a  las  comunidades  pobres  en  este  tipo  de  causas,  la  idea  no
prosperó. 

6. Instalación de los tribunales. 
El cronograma inicial de dos años y medio para la

instalación de los tribunales propuesto por el Mensaje, fue modificado por el
Senado de modo que ésta se efectuará gradualmente, dentro de seis meses,
en el caso del primer tribunal con sede en Santiago; de doce meses, en el
del Segundo, de Antofagasta y de dieciocho meses, en el del Tercero, de
Valdivia. 

Luego de efectuada la reseña señalada, procedió
a  exponer  sobre  algunas  materias  pendientes  que  no  fueron  abordadas
durante la discusión en el Senado, las que sintetizó en los siguientes puntos:

1.  Patrocinio  del  Ejecutivo  a  la  indicación  que
autoriza a los tribunales ambientales a asumir los costos de los informes
periciales con recursos públicos, en el caso que una de las partes no posea
medios económicos para solventar dicho peritaje. 

2. Ampliación de la competencia de los tribunales
ambientales  a  la  legislación  sectorial  de  relevancia  ambiental.  Ej.  bosque
nativo, biodiversidad, etc. 

3.  Establecimiento  de  criterios  claros  para  el
cronograma de instalación de tribunales ambientales en otras regiones del
país y la incorporación de una norma transitoria que permita la creación de
tribunales, idealmente, en todas ellas. 

Explicó  que  durante  el  segundo  trámite
constitucional,  la Comisión de Recursos Naturales de la Cámara introdujo
algunas  modificaciones  al  texto  aprobado  por  el  Senado,  las  cuales  se
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tradujeron en importantes aportes que enriquecieron esta iniciativa legal, a
saber: 

1.  Se  adelantó  la  fecha  de  instalación  de  los
tribunales de Antofagasta y Valdivia, de modo que comenzarán a funcionar
seis meses después del primer Tribunal Ambiental en Santiago, lo cual es
relevante en atención a que la fiscalización en materia medioambiental,  a
cargo de la Superintendencia, se encuentra supeditada a dicha instalación.  

2.  Se  logró  el  patrocinio  del  Ejecutivo  para  el
financiamiento  público  de  los  informes  periciales,  en  casos  de  daño
ambiental que afecten a comunidades pobres. 

3.  Se  logró  incorporar  la  responsabilidad  del
Consejo de Defensa del  Estado,  como garante final  de la  reparación por
daño ambiental, dado que constituye un ámbito de interés público. 

4. Se amplió la competencia en el nombramiento
de los jueces, de modo que se exige ya no el acuerdo del Senado, sino el del
Congreso,  tema  que  ha  sido  controvertido  en  razón  de  la  dificultad  que
presentaría un pronunciamiento de ambas Cámaras. No obstante, aseguró
que la fórmula elegida no le merecía reparos, toda vez que la participación
de  más  actores  en  este  proceso  da  mayores  garantías  de  un  adecuado
nombramiento en función del perfil que deben cumplir los nuevos jueces. 

Finalmente,  hizo  presente  una  serie  de
proposiciones de la organización que dirige para perfeccionar el proyecto: 

1. Reducir aún más los plazos para la instalación
de los tres tribunales ambientales,  uniformándolos en seis meses dese la
fecha de publicación de la ley, a fin de permitir que la Superintendencia entre
en funcionamiento. Para estos efectos, se podrían efectuar los concursos en
forma simultánea. 

2.  Establecer  la  simultaneidad  del  proceso
ambiental por daño y del proceso civil de indemnización de perjuicios, ya que
de acuerdo con el texto aprobado del proyecto hasta la fecha, el afectado
debe esperar  que termine el  proceso ante el  tribunal  ambiental  mediante
sentencia para, luego, acudir a los juzgados civiles a solicitar el resarcimiento
de los perjuicios, en un proceso que fácilmente puede demorar cinco años. 

3. Establecer en una norma transitoria los criterios
básicos para la instalación de los nuevos tribunales ambientales en todas las
regiones  del  país,  ya  que  actualmente  no  existen  garantías  de  que  ello
suceda en el futuro, tras la publicación de la ley. Sugirió disponer que en la
cuenta pública que tendrán que rendir los tribunales, deberá incluirse una
evaluación de la carga de trabajo y la nómina de regiones donde se suscitan
más controversias.

4.  Ampliar  la  competencia  de  los  tribunales
ambientales  a  las  leyes  sectoriales  de  relevancia  ambiental,  como  por
ejemplo, la de bosque nativo, ya que actualmente las controversias que se
suscitan a su respecto son conocidas por los juzgados de policía local. 

VII.- DISCUSIÓN EN PARTICULAR DEL PROYECTO.
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Durante la discusión del articulado propuesto por
la Comisión de Recursos Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente, la
Comisión llegó a los siguientes acuerdos:

Artículo 1°.-

Este artículo trata del concepto de los tribunales
ambientales  a  los  que  define  como  órganos  jurisdiccionales  especiales,
sujetos a la superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte
Suprema,  cuya  función  es  resolver  las  controversias  y  ocuparse  de  las
demás materias ambientales que la ley somete a su conocimiento.

La Diputada señora Turres apoyó en general la
iniciativa por cuanto radicaba en un organismo especializado la facultad de
sancionar  las  conductas  que  dañan  el  medio  ambiente,  pero  que,  en
concepto de la Corte Suprema, se trataría de entidades que no responderían
a  los  estándares  mínimos  para  ser  considerados  tribunales,  sino  que  se
trataría de órganos administrativos y no jurisdiccionales. Agregó que en los
últimos  tiempos  se  habían  creado  una  serie  de  órganos  con  funciones
administrativas,  confundidas  con  labores  jurisdiccionales  propias  de  los
tribunales, dando lugar a órganos híbridos que serían la consecuencia de la
falta de tribunales contencioso administrativos. Creía necesario analizar con
más detención esta situación.

El  Diputado  señor  Araya  dijo  no  compartir  la
opinión de la Corte Suprema, toda vez que los tribunales que se creaban
tendrían el carácter de especiales y estarían sujetos a la superintendencia
directiva,  correccional  y  económica  del  Alto  Tribunal,  aplicándoseles  las
normas del Código Orgánico de Tribunales en lo que se refiere al  control
disciplinario.  Creía que la posición de la Corte obedecía al  hecho de que
durante el  debate de esta iniciativa en el  Senado,  se había eliminado su
participación en el nombramiento de los ministros, por lo que consideraba
improcedente  que  se  sujetara  a  tales  tribunales  a  su  superintendencia,
opinión esta última que fue compartida por los representantes del Ejecutivo.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  el  artículo  en  los
mismos términos,  por unanimidad,  con los votos de los Diputados señora
Turres y señores Araya, Burgos, Calderón, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans
y Squella.

Artículo 2°.- 

Se refiere a la integración de los tribunales y al
nombramiento de los ministros, señalando que cada tribunal estará integrado
por tres ministros, de los cuales dos deberán ser abogados, con, a lo menos,
diez años de ejercicio profesional y destacada participación en la actividad
profesional  o  académica  especializada  en  Derecho  Administrativo  o
Ambiental.  El  tercero  deberá  ser  un  licenciado  en  ciencias  con
especialización en materias medioambientales y, a lo menos, diez años de
ejercicio profesional.
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Su inciso segundo agrega que cada ministro será
nombrado por el Presidente de la República, con acuerdo del Congreso, de
una nómina de  cinco personas propuesta por el Consejo de la Alta Dirección
Pública, con sujeción a las normas de la ley N° 19.882, que regula nueva
política  de  personal  a  los  funcionarios  públicos,  pero  en  el  caso  de  los
ministros  abogados,  la  quina  la  formará  la  Corte  Suprema  de  una  lista
conformada  por  un  mínimo  de  ocho  nombres  y  un  máximo  de  doce,
elaborada por el Consejo de la Alta Dirección Pública.

El mismo inciso agrega que no podrán participar
en estos concursos quienes se desempeñen o hayan desempeñado el cargo
de abogado integrante de las Cortes de Apelaciones o de la Corte Suprema,
señalando que el respectivo acuerdo deberá adoptarlo el Senado en votación
única, por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. En el caso de no
aprobarse la propuesta, el Jefe del Estado deberá presentar a otra persona
que figure en el listado elaborado por la Corte y, en el caso de persistir el
rechazo, deberá llamarse a un nuevo concurso.

Su inciso tercero señala que cada tribunal tendrá
dos  ministros  suplentes,  los  que  deberán  ser  expertos  en  materias
medioambientales  y  acreditar,  a  lo  menos,  cinco  años  de  ejercicio
profesional.  Uno  de  éstos  deberá  ser  abogado  especializado  en  derecho
Administrativo  o  Ambiental  y  el  otro  licenciado  en  ciencias  con
especialización en materias medioambientales.

Su inciso cuarto  señala que los suplentes serán
designados de la misma forma que los titulares.

Su inciso quinto indica que el Presidente de cada
Tribunal  será designado por acuerdo de los ministros,  debiendo recaer el
nombramiento  en  uno  que  tenga  la  calidad  de  abogado.  El  elegido
permanecerá dos años en el cargo y no podrá ser reelegido para el período
inmediato.

Su inciso sexto añade que en el caso de ausencia
o impedimento del Presidente, presidirá el otro ministro titular abogado y a
falta también de éste, presidirá el otro ministro titular.

Su inciso séptimo señala que el nombramiento de
los ministros se hará mediante decreto supremo del Jefe del Estado, suscrito
por los Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.

Su inciso octavo agrega que los ministros titulares
y suplentes permanecerán seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos
hasta  por  dos  períodos  consecutivos.  No  obstante  lo  cual,  se  renovarán
parcialmente cada dos años.

Su  inciso  final  señala  que  el  tribunal  tendrá  el
tratamiento de “Ilustre”y sus integrantes el de “Ministro”.
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Sobre  este artículo  surgieron  posiciones
encontradas,  sosteniendo  algunos  Diputados  que  debería  tratarse  de  un
tribunal  integrado  únicamente  por  abogados  y  otros  defendiendo  la
composición mixta.

                                               En efecto, el Diputado señor Díaz sostuvo la
integración  mixta  dada  la  gran  especialidad  que  caracteriza  a  los  temas
ambientales,  pero discrepó de la  idea de incluir  al  Jefe del  Estado en el
nombramiento del ministro no abogado, dado que en el marco de la reforma
de la institucionalidad ambiental,  se aspiraba a establecer una separación
radical  entre  el  rol  del  Ejecutivo,  el  que se  asociaba a  la  generación  de
empleo, la actividad económica y el  incentivo a la inversión, lo cual suele
generar  un  impacto  ambiental,  y  el  que  corresponde  a  los  órganos
encargados de verificar que tales actividades se desarrollen de acuerdo con
las  exigencias  de  la  normativa  medioambiental.  Especialmente  grave  le
pareció una de las proposiciones que se analizaron,  la  que entregaba la
exclusividad en el nombramiento del ministro no letrado al Presidente de la
República, sin sujeción a control alguno.

El Diputado señor Araya apoyó esta posición por
cuanto,  a  su  parecer,  la  especialidad  del  tema  ambiental  requiere  un
conocimiento técnico sobre el que no siempre tienen dominio los abogados.
Por  otra  parte,  la  integración  de  dos  jueces  letrados  resguardaría
suficientemente la juridicidad de los fallos, sin perjuicio de que el integrante
experto pudiera entregar una visión distinta sobre la materia. En todo caso,
dado que el ministro no letrado sería tan juez como los dos abogados, creía
que en el nombramiento de todos ellos deberían participar el Presidente de la
República, la Corte Suprema y el Consejo de la Alta Dirección Pública.

El  Diputado  señor  Burgos  fue  partidario  de  la
integración  únicamente  con  abogados  en  atención  a  la  envergadura  que
tendrá esta nueva institucionalidad, al hecho de que deban estos tribunales
pronunciarse acerca de infracciones a leyes y a la naturaleza del recurso que
se otorga para impugnar las sentencias definitivas. En lo que se refería al
carácter técnico de las materias que deberán abordarse,  estimaba que la
asesoría por medio de informes periciales podría satisfacer esa necesidad.
Por otra parte, recordó que el Consejo de la Alta Dirección Pública elaboraba
las  listas  conforme  a  sus  reglas,  las  que  le  exigían  escoger  a  personas
competentes en el ámbito del Derecho y no podía olvidarse que desde hace
ya bastantes años, las mejores facultades de derecho impartían cursos de
Derecho Ambiental,  lo  que  había  permitido  la  especialización  de  muchos
abogados,  los  que  cumplirían  los  requisitos  para  ser  nombrados  en  el
tribunal. Recordó que el Tribunal Constitucional, integrado sólo por letrados,
debía  pronunciarse  sobre  materias  que  excedían  el  ámbito  puramente
jurídico y tenían un perfil  técnico,  como era el  caso de los planes de las
Instituciones de Salud Previsional.

En  todo  caso,  creía  que  de  mantenerse  la
composición mixta del tribunal, debería seguirse el modelo del Tribunal de
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Defensa  de  la  Libre  Competencia  por  cuanto,  a  su  parecer,  no
correspondería a la Corte Suprema intervenir en el nombramiento de un juez
que no fuera abogado.

El Diputado señor Eluchans, partidario también de
la integración sólo con letrados, creyó necesario, tomando como ejemplo a
los  tribunales  tributarios,  que  los  tribunales  ambientales  contemplen  la
asistencia de un comité  de  expertos que les  permita  contar  con distintas
opiniones  sobre  los  temas  técnicos  que  deban  tratar.  Agregó  que  si  se
estableciera la integración mixta, el tribunal contaría sólo con la visión técnica
del ministro lego y no con las que le propusiera el comité de expertos y que
le permitiría discernir la que le pareciera más ajustada al asunto sobre que
deba fallar.

La Diputada señora Turres, partidaria,  asimismo,
de la integración sólo con juristas por cuanto lo esencial en un tribunal era el
Derecho, señaló que no obstante el  ineludible componente técnico de los
temas ambientales, creía conveniente considerar la forma en que debería
mantenerse el equilibrio al momento de resolver, porque con una integración
mixta como la que se propone, dos ministros aportarían la visión jurídica y el
tercero  su  opinión  especializada  sobre  el  tema,  es  decir,  uno  de  ellos
entregaría asesoría técnica a los demás, cuestión que sería perfectamente
alcanzable con un tribunal compuesto por letrados que pudiera contar con la
asesoría de profesionales de primer nivel. 

El  Diputado señor Ceroni  sostuvo que lo normal
era que los tribunales estuvieran integrados por letrados, en atención a su
obligación de fallar conforme a Derecho. Creía que la falta de conocimientos
especializados sobre el  tema a tratar no era una objeción suficiente, más
aún, si la institución del “amigo de la Corte”que se establecía en el proyecto,
haría  posible  que  el  tribunal  contara  con  los  antecedentes  técnicos
necesarios.

El Diputado señor Squella creyó preferible que el
tribunal  ambiental  se  integrara  solamente  con  abogados  y  que  sobre  las
materias técnicas sobre las que no tuvieran conocimiento, pudieran contar
con  asesoría  especializada.  Al  efecto,  sostuvo  que  tratándose  de  un
organismo colegiado, deberían sus integrantes encontrarse en una situación
paritaria que les permitiera concurrir en igualdad de condiciones a la decisión
final, paridad que le parecía difícil de alcanzar si sólo uno de ellos dominaba
el ámbito técnico y los otros eran abogados sin mayor experticia en el tema a
tratar. Señaló, además, que siendo uno de los ministros un experto, lo más
seguro sería que su opinión excluyera la de cualquier otro especialista que
concurriera a prestar asesoría.

El asesor señor Aldunate hizo  presente  que  la
existencia de tribunales integrados con personas que no son versadas en
Derecho,  conocidos  también  como  tribunales  de  escabinos,  era  una
institución de larga data en Europa, común en la ordenanza  procesal penal
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alemana  y  en  otros  países,  especialmente  en  los  tribunales  de  inferior
jerarquía.

Los  representantes  del  Ejecutivo  dijeron  ser
partidarios de mantener la conformación mixta por cuanto a estos tribunales
corresponderá  conocer  materias  relacionadas con temas extremadamente
técnicos,  como son  las  demandas  por  daño  ambiental  y  las  medidas  de
reparación del  mismo. Añadieron que en las carreras relacionadas con el
medio ambiente, se enseñaba la forma en que debe avaluárselo,  por ello
creían necesario este tipo de integración a fin de contar con un elemento
técnico que estuviera, respecto del fallo, en el mismo nivel de influencia que
el elemento jurídico. Recordaron, por otra parte, que la sentencia definitiva
sería  apelable  ante  la  Corte Suprema,  la  que podrá  revisar  si  el  fallo  se
ajusta  al  ordenamiento  jurídico.  Asimismo,  hicieron  presente  que  las
sentencias  de  las  Cortes  de  Apelaciones  en  materia  de  recursos  de
protección,  interpuestos  en  resguardo  de  la  garantía  constitucional  del
derecho de vivir en un medioambiente libre de contaminación, no llegaban al
fondo  del  asunto,  limitándose  a  efectuar  pronunciamientos  de  carácter
formal, lo que arrojaba un diagnóstico negativo acerca del tratamiento dado
por los tribunales a los temas ambientales.

En  lo  que  se  refería  al  nombramiento  de  los
ministros, señalaron que les parecía una tanto complejo incluir a la Corte
Suprema en la designación del especialista en materias científicas, el que de
acuerdo al  texto  aprobado por  la  Comisión  de Recursos Naturales,  sería
propuesto  en  una  quina  por  el  Consejo  de  la  Alta  Dirección  Pública  y
designado por el Presidente de la República con acuerdo del Congreso. En
consecuencia, pensaban que la intervención del Consejo mencionado sería
una  garantía  de  imparcialidad  en  la  designación  y,   en  el  caso  de  los
ministros letrados, creían que la participación de la Corte Suprema y el citado
Consejo  constituirían  un  contrapeso  suficiente  frente  a  las  atribuciones
presidenciales.

El  Diputado  señor  Calderón  señaló  que  no  era
deseable  que el  Jefe  de la  Administración  designara  a  los  miembros del
Tribunal,  porque  ello  escapaba  a  la  lógica  de  la  independencia  de  los
Poderes del Estado. Recordó que este Tribunal deberá resolver acerca de
cuestiones sobre las que con anterioridad ya se ha pronunciado el Ejecutivo
y, si bien reconoció que en la generalidad de los casos el Presidente de la
República participaba en la designación de los jueces, en ninguno de ellos
correspondía  a  tales  jueces  fallar  sobre  aspectos  tan  directamente
vinculados  al  accionar  del  Gobierno,  como  sucedía  en  materia
medioambiental.  Creía,  en  todo  caso,  razonable  establecer  para  los
nombramientos  un  mecanismo  de  contrapesos,  tal  como  lo  proponía  el
Senado.

El  Diputado  señor  Harboe  estimó  inconveniente
que en la designación de este tipo de jueces participe el Jefe del Estado, por
cuanto en cada estamento de la institucionalidad ambiental el poder político
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tenía  una  actuación  determinante.  Así  sucedía  con  los  Secretarios
Regionales  Ministeriales,  los  que  son  funcionarios  de  la  confianza  del
Presidente y que deben participar en el proceso de decisiones ambientales.
Igual  cosa  sucedía  con  los  Intendentes  y  hasta  con  los  miembros  del
Consejo de la Alta Dirección Pública. Por ello estimaba aconsejable apartar
al Poder Ejecutivo de la designación de los jueces y que, al menos, en el
caso del ministro lego, no tuviera participación el Presidente de la República,
dejando su elección a la Corte Suprema.

Luego  de  este  debate,  la  Comisión  acordó  por
mayoría  de  votos  (6  a  favor  y  2  en  contra)  rechazar  la  propuesta  de  la
Comisión de Recursos Naturales y estudiar una nueva proposición sobre la
base del texto propuesto por el Senado en el primer trámite. Votaron a favor
los Diputados señora Turres y señores Burgos,  Calderón,  Cardemil,
Eluchans y Cristián Monckeberg. En contra lo hicieron los Diputados señores
Harboe y Schilling, justificando el primero su decisión en que votaría siempre
en contra toda propuesta que entregara al Senado facultades en materia de
designación de jueces, mientras no se estableciera la inhabilidad para litigar
de los Senadores que tienen la calidad de abogados, no sólo considerados
individualmente, tal como hoy lo establece la Constitución Política, sino por la
vía de su participación en estudios jurídicos cuyos integrantes intervienen
constantemente ante las Cortes.

De acuerdo a lo anterior, el texto sometido al
estudio de la Comisión fue el siguiente:

“Artículo  2°.-  Integración  y  nombramiento.
Cada Tribunal  Ambiental  estará integrado por tres ministros. Dos de ellos
deberán tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo  menos diez
años  y  haberse  destacado  en  la  actividad  profesional  o  académica
especializada en materias de Derecho Administrativo o Ambiental. El tercero
será  un  licenciado  en  ciencias  con  especialización  en  materias
medioambientales y, a lo menos, diez años de ejercicio profesional.

Cada ministro será nombrado por el Presidente de
la  República,  con acuerdo del  Senado,  a  partir  de  una nómina  de cinco
personas  que,  en  cada  caso,  propondrá  la  Corte  Suprema.  Para  la
confección de las nóminas dicha Corte realizará un concurso público para
seleccionar a los candidatos a los cargos de ministro. No podrán participar en
estos  concursos  quienes  se  desempeñen  o  hayan  ejercido  el  cargo  de
abogado integrante en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema. El
Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los dos tercios de sus
miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la
República deberá presentar  a  otra  persona que forme parte  de la  misma
nómina  elaborada  por  la  Corte  Suprema.  Si  se  rechazare  la  segunda
proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.

Cada  Tribunal  tendrá  dos  ministros  suplentes.
Ellos deberán ser expertos en materias ambientales y acreditar, a lo menos,
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diez  años de ejercicio  profesional.  Uno de ellos  será abogado y,  el  otro,
licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales.

Los  ministros  suplentes  serán  designados  de  la
misma forma que los titulares.

No  podrá  ser  elegido  ministro  titular  o  suplente
quien, en los dos años anteriores a la convocatoria del  concurso público,
haya desempeñado el cargo del Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario
del  Medio  Ambiente,  Secretario  Regional  Ministerial  del  Medio  Ambiente,
Director del Servicio de Evaluación Ambiental o Superintendente del Medio
Ambiente, así como cualquiera que hubiese desempeñado un cargo directivo
en las precitadas instituciones en el mismo período.

                                                El Presidente de cada Tribunal será elegido por
acuerdo de los ministros del mismo, debiendo recaer dicha designación en
un ministro  abogado.  Quien fuere  elegido  Presidente  permanecerá  en tal
calidad por el plazo de dos años, no siendo posible su reelección inmediata.

En  caso  de  ausencia  o  impedimento  del
Presidente del Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro
titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro titular.

El nombramiento de los ministros se hará por el
Presidente  de  la  República  mediante  decreto  supremo  suscrito  por  los
Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.

Los ministros titulares y suplentes permanecerán
seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos hasta por dos períodos
sucesivos. No obstante, se renovarán parcialmente cada dos años.

El  Tribunal  tendrá  el  tratamiento  de  “Ilustre”,  y
cada uno de sus miembros el de “Ministro”.

Respecto de esta nueva propuesta, la Comisión
debatió sobre los tres puntos siguientes:

a.-  Experiencia  profesional  exigida  a  los
ministros.

Ante la observación del Diputado señor Burgos en
el sentido que la propuesta original del Ejecutivo planteaba un mínimo de
cinco años de experiencia, lo que le parecía insuficiente, los representantes
del  Ejecutivo recordaron que ello había sido así en atención  al  mercado
objetivo  de  especialistas  en  la  materia.  No  obstante,  no  tenían
inconvenientes en apoyar la propuesta del Senado, aun cuando creían que la
exigencia de diez años de experiencia podría ser excesiva en el caso de los
suplentes ya que percibirían una remuneración igual a la mitad de la de los
titulares.
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Los  Diputados  señora  Turres  y  señor  Calderón
fueron partidarios de exigir los mismos diez años para titulares y suplentes ya
que estos últimos deberán conocer y resolver las mismas materias que los
titulares.

El  Diputado  señor  Eluchans  planteó  que  exigir
solamente cinco años de experiencia parecía poco, pero que podía buscarse
una solución intermedia,  exigiendo diez años a los titulares y siete  a los
suplentes.

Cerrado el debate, la Comisión se inclinó, en un
principio, por apoyar, por mayoría de votos (6 votos a favor y 1 abstención),
exigir  diez  años  de  experiencia  para  ambos  cargos,  pero  luego  de  un
segundo análisis, acogió por unanimidad, mantener la exigencia de diez años
para los titulares pero sólo de siete para los suplentes. Participaron en la
votación los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil,
Ceroni, Eluchans, Cristián Monckeberg y Squella. 

b.- Posibilidad de reelección en el cargo.

El  Diputado señor  Burgos consideró  excesiva  la
propuesta  del  Senado contenida  en  el  inciso  noveno,  la  que permite   la
reelección hasta por dos períodos sucesivos, señalando que ello posibilitaría
a una persona permanecer hasta un total  de dieciocho años en el  cargo,
cuestión  que  los  representantes  del  Ejecutivo  no  consideraron  negativa,
porque si  el  desempeño había  sido correcto,  no veían inconvenientes  en
mantener el cargo por un período prolongado.

Cerrado el debate, la Comisión se pronunció por
mayoría  de  votos  (6  votos  a  favor  y  1  abstención)  por  permitir  sólo  una
reelección. Votaron a favor los Diputados señora Turres y señores Burgos,
Calderón,  Cardemil,  Eluchans  y  Harboe.  Se  abstuvo  el  Diputado  señor
Schilling.

c.-  Participación  de  la  Corte  Suprema  en  la
designación del ministro no abogado.

El  Diputado  señor  Cardemil  hizo  presente  que
pese a que este ministro no tenía la calidad de abogado, lo verdaderamente
relevante era que se trataba de un integrante de un tribunal de justicia que
debería resolver causas, circunstancia que justificaba la participación de la
Corte Suprema en su designación, opinión que sustentó el Diputado señor
Eluchans,  añadiendo  que  ese  tribunal  estaría,  además,  sometido  a  la
superintendencia correccional, directiva y económica de la citada Corte.

El  Diputado  señor  Burgos  consideró  que  la
participación de la Corte Suprema en el nombramiento de un ministro no
letrado, no tenía sentido.
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Cerrado  el  debate,  la  Comisión  aprobó  por
mayoría de votos la participación de la Corte Suprema en la elección del
ministro no abogado. (4 votos a favor y 3 en contra). Votaron a favor los
Diputados  señora  Turres  y  señores  Calderón,  Cardemil  y  Eluchans.  En
contra lo hicieron los Diputados señores Burgos, Harboe y Schilling.

Finalmente, la Comisión acordó suprimir el inciso
quinto  de  este  artículo  por  estimar  más  propio  tratar  su  contenido  en  el
artículo 3°, según el texto propuesto por la Comisión de Recursos Naturales,
el que se refiere a las incompatibilidades que afectan a los ministros.

Por  último,  el  Ejecutivo,  validando  los  acuerdos
alcanzados,  propuso  una  indicación  reproduciendo  el  texto  ya  aprobado
durante el debate, el que se recoge en la redacción que figura  al final de
este informe, sin perjuicio de algunas modificaciones puramente formales.

Artículo 3°.- 

Se refiere a las incompatibilidades, señalando que
no  podrá  ser  elegido  ministro  titular  o  suplente  quien,  en  los  dos  años
anteriores  a  la  convocatoria  del  concurso  público,  haya  desempeñado  el
cargo de Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del Medio Ambiente,
Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, Director del Servicio de
Evaluación  Ambiental  o  Superintendente  del  Medio  Ambiente,  así  como
cualquiera que hubiere desempeñado un cargo directivo en las precitadas
instituciones en el mismo período.

Su inciso segundo agrega que el cargo de ministro
titular del Tribunal Ambiental es de dedicación exclusiva e incompatible con
todo otro empleo, cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza
en entidades privadas o públicas, sean estas últimas fiscales, municipales,
fiscales autónomas o semifiscales, en empresas del Estado o en que éste
tenga participación por aportes de capital.  Asimismo, es incompatible con
todo cargo de elección popular.

Su  inciso  tercero  exceptúa  de  estas
incompatibilidades los empleos docentes hasta un límite máximo de doce
horas semanales. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que
correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de
las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere esta norma.

Su  inciso  cuarto  dispone  que  los  ministros  no
podrán ejercer labor profesional ni judicial alguna. Tampoco podrán celebrar
o caucionar contratos con el Estado, ni actuar, ya sea por sí o por interpósita
persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la
que formen parte, como mandatarios en cualquier clase de juicio en contra
del  Fisco,  o  como  procuradores  o  agentes  en  gestiones  particulares  de
carácter  administrativo,  en  la  provisión  de  empleos  públicos,  consejerías,
funciones o comisiones de similar naturaleza, ni  podrán ser directores de
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bancos  o  de  alguna  sociedad  anónima,  o  ejercer  cargos  de  similar
importancia en esas actividades.

Su inciso quinto aplica a los ministros suplentes
las  mismas incompatibilidades,  prohibiciones,  obligaciones e  inhabilidades
que rigen para los ministros titulares. Se exceptúan de estas limitaciones los
empleos  docentes  y  las  funciones  o  comisiones  académicas  en
establecimientos  públicos  o  privados  de  la  enseñanza  superior,  media  y
especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en el inciso siguiente.

Su inciso final señala que los ministros suplentes
deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a
las demás que les encomiende el tribunal.

Respecto  de este  artículo,  el  Diputado  señor
Araya  quiso  conocer  las  razones  por  las  cuales  se  establecía  la
incompatibilidad a que se refiere el inciso primero, por cuanto entre quienes
han desempeñado  los  cargos  que se  mencionan  o  han trabajado  en  las
instituciones que se  señalan,  hay  profesionales  de  gran  experiencia  que,
perfectamente,  podrían  desempeñarse  como  ministros,  más  aún  si  se
considera la integración mixta de estos tribunales.

El  Diputado señor  Ceroni  hizo  presente  que las
incompatibilidades que establece esta norma, deberían coincidir con las que
contempla  el  Código Orgánico de Tribunales  para los jueces,  por  lo  cual
creía que bastaba con una remisión a las normas pertinentes de ese cuerpo
legal.

El  Diputado señor  Burgos aún cuando concordó
con los términos de la inhabilidad, no obstante estimar demasiado extenso el
plazo  de  dos  años  establecido  en  comparación  con  otros  casos,  sugirió
analizar más detenidamente la circunstancia de que el  plazo se cuente a
partir de la convocatoria al concurso, toda vez que ello podría dar lugar a
manipulaciones destinadas a evitar una determinada postulación al cargo de
ministro, planteando establecer una fecha más precisa y cierta.

Los  representantes  del  Ejecutivo,  haciéndose
cargo  de  las  observaciones  formuladas,  señalaron  que  en  la  evaluación
ambiental  de  los  proyectos  no  sólo  se  encuentran  involucrados  los
Secretarios Regionales Ministeriales, los que participan en la votación, sino
que  también,  en  caso  de  reclamaciones,  el  Ministro  o,  en  calidad  de
subrogante,  el  Subsecretario  del  Medio  Ambiente,  quienes  además,
intervienen en la elaboración de normas de emisión y de calidad. Por ello se
estimaba cuestionable que funcionarios que pudieron estar involucrados en
estos procesos, deban pronunciarse como ministros del tribunal acerca de
las acciones que se deduzcan en razón de dichos procesos.

El  Diputado  señor  Araya  puntualizó  que  la
situación  descrita  por  los  representantes  del  Ejecutivo,  se  encontraba
suficientemente resguardada por lo dispuesto en el artículo 9° de este mismo
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proyecto, el cual se remite en lo tocante a las inhabilidades de los ministros,
a  las  contempladas  en  los  artículos  195  y  196  del  Código  Orgánico  de
Tribunales,  una  de  las  cuales  inhabilita  a  quien  hubiere  manifestado
dictamen sobre la cuestión pendiente con conocimiento de los antecedentes
necesarios para dictar sentencia,  la que es aplicable, precisamente,  a los
jueces que pasan a integrar las Cortes de Apelaciones o la Corte Suprema.

Insistió en la inconveniencia de desaprovechar la
experiencia de estas personas, especialmente por lo dificultoso que ha de
ser encontrar expertos en la materia, dado lo reciente y novedoso del tema
medioambiental en el país. Creía debería analizarse la alternativa de reducir
el plazo de dos años establecido para la incompatibilidad, como también, al
igual  que  el  Diputado  señor  Burgos,  que  sería  necesario  establecer  una
fecha cierta a partir de la cual regirá.

Finalmente,  la  Comisión  acordó  tratar  y  votar
separadamente cada inciso de este artículo.

1.- Respecto del inciso primero, el Diputado señor
Schilling sugirió extender de dos a cuatro años el período de inhabilidad, de
tal modo de ampliar el término entre el tiempo en que se desempeñaron las
funciones inhabilitantes en el Gobierno y aquel en que se deba comenzar a
dirimir conflictos ambientales, propuesta que la Comisión no acogió.

Aceptó,  en  cambio,  la  sugerencia  del  Diputado
señor Burgos, de  precisar mejor la fecha a partir de cuando debería contarse
la incompatibilidad, sustituyendo, a propuesta del Diputado señor Eluchans,
las palabras “a la convocatoria”por “a su nombramiento”.

Asimismo,  por  razones  de  forma,  sustituyó  las
expresiones  “haya desempeñado  el  cargo  de”por  las  siguientes  “se  haya
desempeñado como”.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  el  inciso  con  las
modificaciones  señaladas,  por  mayoría  de  votos  (6  votos  a  favor  y  1
abstención). Votaron a favor los Diputados señora Turres y señores Burgos,
Calderón,  Cardemil,  Eluchans  y  Harboe.  Se  abstuvo  el  Diputado  señor
Schilling.

2.- En lo tocante al inciso segundo, no se produjo
debate,  aprobándoselo  en  los  mismos términos,  por  unanimidad,  con  los
votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil,
Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg y Schilling.

3.-  En  lo  que  se  refiere  al  inciso  tercero,  el
Diputado señor Burgos estimó que podría resultar excesivo que el ministro
pudiera  ausentarse  de  sus  funciones  para  realizar  actividades  docentes,
hasta por doce horas semanales.
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Al  respecto  se  hizo  presente  que  el  Estatuto
Administrativo contemplaba en sus artículos 87 y 88  la obligación de que el
funcionario compensara las horas no trabajadas en el servicio, por haberse
dedicado a labores académicas. Similar regla podría implementarse en este
caso.

Cerrado  el  debate,  la  Comisión  acordó  aprobar
este inciso con la modificación señalada, por unanimidad con los votos de los
Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Eluchans,
Harboe, Cristián Monckeberg y Schilling.

4.- Respecto del inciso cuarto (pasó a ser quinto),
el Diputado señor Calderón estimó excesiva la oración inicial por cuanto no
resultaba  posible  establecer  que  los  ministros  no  podrían  realizar  labor
judicial  alguna,  siendo  que  la  función  que  se  les  encomienda  es
precisamente de índole judicial. Por otra parte, en lo que se refería a esta
exclusividad,  quiso  saber  si  ello  alcanzaba  también  a  algún  ministro  que
debiera litigar en contra del Estado en causa propia o en la defensa de algún
familiar cercano; al respecto recordó que el artículo 316 del Código Orgánico
de Tribunales consagraba una excepción en tal sentido.

Se  hizo  presente  acerca  de  este  punto  que  el
inciso  cuarto  del  artículo  5°  del  Código citado,  disponía  que “Los demás
tribunales  especiales  se  regirán  por  las  leyes  que  los  establecen  y
reglamentan, sin perjuicio de quedar sujetos a las disposiciones generales de
este Código”, norma que, dada su extensión, debería entenderse como que
la  excepción  establecida  en  el  artículo  316  alcanzaba  también  a  los
tribunales ambientales.

Ante la sugerencia del Diputado señor Cardemil,
de incluir una remisión a las normas del Código Orgánico en el artículo 46 de
este proyecto, tal como allí se hace respecto de las disposiciones del Código
de  Procedimiento  Civil,  el  Diputado  señor  Calderón  sostuvo  que  las
remisiones  de  carácter  general  suelen  dar  lugar  a  inconvenientes  de
interpretación, por lo que fue partidario de agregar una norma expresa que
incluyera una excepción en los términos del artículo 316 del Código Orgánico
de Tribunales.

La Comisión, por unanimidad, acordó aprobar este
inciso, suprimiendo la oración inicial  y,  con el  mismo quórum, convino en
intercalar como nuevo inciso cuarto una disposición similar al artículo 316,
que  prohibiera  a  los  ministros  ejercer  la  abogacía,  pero  les  permitiera
defender  causas  personales  o  de  sus  cónyuges,  ascendientes,
descendientes, hermanos o pupilos. Participaron en ambas votaciones los
Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil, Eluchans,
Harboe, Cristián Monckeberg y Schilling.

5 y 6.- Los incisos quinto y sexto, que pasaron a
ser  sexto  y  séptimo,  respectivamente,  se  aprobaron  sin  debate,  por
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unanimidad, en los mismos términos, con los votos de los Diputados señora
Turres  y  señores Burgos,  Calderón,  Cardemil,  Eluchans,  Harboe,  Cristián
Monckeberg y Schilling. . 

Artículo 4°.-

Se refiere al  juramento o promesa que tanto los
ministros  titulares  como  los  suplentes  deberán  prestar  al  incorporarse  al
Tribunal, en el sentido de resguardar la Constitución y las leyes, acto que
deberán  realizar  ante  el  Presidente  de  la  Corte  Suprema  en  audiencia
especialmente citada para tal efecto y en la que actuará como ministro de fe
el Secretario de dicha Corte. 

Su inciso segundo agrega que el Secretario y los
relatores prestarán el juramento o promesa ante el Presidente del respetivo
Tribunal Ambiental.

No se produjo debate, aprobándoselo en iguales
términos, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora
Turres y señores Araya, Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz y Squella.

Artículo 5°.-

Se  refiere  al  número  de  tribunales  y  a  su
jurisdicción, disponiendo la creación de un tribunal ambiental con asiento en
cada una de las siguientes comunas del  territorio de la República, con la
jurisdicción territorial que en cada caso se indica:

a.-  Primer Tribunal  Ambiental,  con asiento en la
comuna de Antofagasta y con competencia territorial en las regiones de Arica
y Parinacota, de Tarapacá, de Antofagasta, de Atacama y de Coquimbo.

b.- Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la
comuna  de  Santiago,  y  con  competencia  territorial  en  las  regiones  de
Valparaíso,  Metropolitana  de  Santiago,  del  Libertador  General  Bernardo
O’Higgins y del Maule.

c..-  Tercer Tribunal  Ambiental,  con asiento en la
comuna de Valdivia, y con competencia territorial en las regiones del Biobío,
de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos, de Aysén del General Carlos
Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena.

El  Diputado  señor  Calderón  mostró  su
desacuerdo con la creación de macro - zonas para la instalación de estos
tribunales, toda vez que ello atentaba contra el  propósito del  proyecto de
facilitar el acceso a la justicia y garantizar la igualdad en la materia. Agregó
que lo que se proponía obligaba a traslados a lugares lejanos, incluso fuera
de la región del  reclamante, para presentar sus peticiones.  A su parecer,
debiera instalarse, a lo menos, un tribunal por región.
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La Diputada señora Turres señaló comprender la
inquietud  del  Diputado  señor  Calderón  como  también  las  dificultades
presupuestarias para materializar la aspiración que expresara, sin perjuicio
de  percibir  que  el  funcionamiento  de  los  tribunales  que  se  proponen,
permitirá  conocer  el  verdadero  nivel  de  demandas  y  la  consecuente
conveniencia  de  las  distintas  regiones  de  contar  con  un  tribunal  en  su
territorio. No obstante, creía que el criterio básico a observar para determinar
el lugar de instalación de estos tribunales, debía ser la facilidad de acceso a
ellos y, en tal sentido, estimaba que la ubicación del Tercer Tribunal debería
ser  Puerto  Montt  y  no  Valdivia,  por  cuanto,  sin  desconocer  la  gran
significación que en cuestiones medio ambientales tiene esta última ciudad,
el aeródromo de Puerto Montt recibía vuelos de todas las zonas de Chile y
no presentaba los inconvenientes climáticos que afectan los aterrizajes en
Valdivia,  como consecuencia de la neblina que suele presentarse en esa
localidad.

El  Diputado señor  Araya,  junto  con expresar  su
complacencia por la instalación de un tribunal en Antofagasta, dada la gran
concentración de problemas medio ambientales existentes en esa zona,
estimó necesario fijar  en la ley los criterios para la instalación de nuevos
tribunales, ya que, en la medida que los recursos lo permitieran, todas las
regiones deberían encontrarse en igualdad de condiciones en  cuanto  al
acceso a la justicia ambiental.

En  lo  referente  a  las  dificultades  de  acceso
mencionados  por  la  Diputada  señora  Turres,  recordó  que  había  tenido
conocimiento de las inquietudes expresadas por los Colegios de Abogados
de la zona sur, referente a dichas dificultades para el acceso a Valdivia, lo
que podría afectar la defensa de sus representados.

El  Diputado  señor  Díaz  expresó  su  desacuerdo
con los criterios empleados para determinar la ubicación  de los tribunales,
los que, a su juicio, habían obedecido al interés de los parlamentarios que
participaron en el debate en el primer trámite, para que éstos se ubicaran en
las  zonas  que  representan.  Citó  como ejemplo  de  lo  anterior,  que  a  los
habitantes de La Serena les sería más fácil y económico concurrir al tribunal
de Santiago que al ubicado en Antofagasta, según lo establece el proyecto. 

Creía necesario se fijaran criterios en la iniciativa
para la  instalación de los próximos tribunales,  de tal  manera que ello  no
dependiera exclusivamente de la voluntad del Ejecutivo, para lo cual podría
recurrirse  a  indicadores  como  número  de  demandas,  denuncias,
reclamaciones ante  la  Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  cantidad de
proyectos  sometidos a evaluación de impacto ambiental  y montos de las
inversiones. Asimismo, estimaba necesaria la implementación de un fondo
de  acceso  a  la  justicia  ambiental  que  subsistiría  mientras  no  existieran
tribunales ambientales en todas las regiones, a fin de garantizar el acceso a
este  tipo  de justicia,  como también  la  creación  de  un fondo de  asesoría
judicial.
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El  Diputado  señor  Ceroni  coincidió  con  la
necesidad de fijación  de criterios en  la  ley para  la  instalación de nuevos
tribunales, toda vez que el progresivo aumento del interés por las cuestiones
ambientales,  debería  traducirse  en  un  incremento  de  las  reclamaciones
sobre la materia.

El  Diputado  señor  De  Urresti  concordó  con  la
aspiración de que exista un tribunal ambiental en cada región como también
con el establecimiento de un cronograma para su concreción, para lo cual
creía  que  podría  echarse  mano  a  los  antecedentes  que,  de  acuerdo  al
artículo 15 del  proyecto, el  presidente y el  secretario del  tribunal deberán
entregar  anualmente  relativos  al  número  de  causas,  audiencias  y,  en
general, carga de trabajo del respectivo juzgado, todo lo cual constituiría un
dato objetivo para fijar  un orden de preferencia en la creación de nuevos
tribunales.

El  Diputado  señor  Squella  señaló  que  no  podía
afirmarse  que  el  proyecto  negara  el  acceso  a  la  justicia  ambiental  a  las
personas que viven en lugares que no son asiento de estos tribunales, pero
que, en todo caso, concordaba con la idea de fijar criterios objetivos para
determinar  la  ubicación  geográfica  que  debiera  dárseles,  evitando  así
posibles arbitrariedades. Por eso, pensaba que, inicialmente, podría ser más
lógico crear sólo un tribunal y, en base a la cuenta anual que debiera dar,
determinar con mayor certeza la oportunidad y ubicación que debiera darse a
los que se crearan a futuro.

Los representantes del Ejecutivo explicaron que la
idea del establecimiento de macro zonas para la instalación de los tribunales,
obedecía  al  propósito  de  dar  una  señal  regionalizadora,  por  cuanto  la
iniciativa original contemplaba solamente uno en todo el país, dado que los
estudios sobre la cantidad de demandas y reclamaciones ambientales no
justificaban más que ese número.  Agregaron que como no se trataba de
establecer  tribunales  que  prácticamente  no  tuvieran  trabajo,  lo  que  se
pretendía  era  determinar  la  cantidad  de  ellos  que  se  necesitaran  y
justificaran, para luego, decidir sobre la ubicación geográfica.

Expusieron, a continuación, mediante gráficos, las
razones que habían llevado al  Gobierno a establecer tres tribunales y su
correspondiente ubicación,  señalando que desde el  año 1997,  en que se
comenzó a aplicar el Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental hasta la
fecha, habían 63 causas en actual tramitación, cantidad que podría estimarse
reducida y justificar la creación de un solo tribunal.  En 14 de ellas, figura
como demandado el Consejo de Defensa del Estado (trece están radicadas
en la Región de Arica y Parinacota y una en la Región Metropolitana), y en
las 49 restantes, obra como demandante. La distribución de estas últimas
causas por región se sintetiza del modo siguiente: una en Tarapacá, cuatro
en Antofagasta, una en Atacama, siete en Valparaíso, una en O’Higgins, seis
en Biobío,  dos en La Araucanía,  dos en Los Ríos,  seis  en  Los Lagos y



42

diecinueve en la Región Metropolitana. En promedio, el Consejo de Defensa
del Estado recibe alrededor de cinco causas ambientales anualmente. 

Por otra parte, se contabilizaban 109 causas por
reclamaciones  contencioso  administrativas,  recursos  de  nulidad  y
reclamaciones judiciales entre los años 2004 y 2010, cuya distribución por
región y por año se exhiben en las siguientes tablas:

Indicaron  que  tales  cifras  no  justificarían  la
creación  de  un  tribunal  por  cada  región.  Por  su  parte,  los  proyectos  de
inversión sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental desde
1997 al 28 de marzo de 2011, se resumíann como sigue, distinguiendo entre
declaraciones  de  impacto  ambiental  (DIA)  y  evaluaciones  de  impacto
ambiental (EIA): 
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En la macrozona norte, la Región de Antofagasta
presentaba una mayor cantidad de proyectos y de inversión y lo mismo podía
decirse de la Región Metropolitana en la macrozona central. Por su parte, en
la zona sur,  si  bien la  Región de Los Ríos  registraba pocas inversiones,
debía tenerse en cuenta que estas estadísticas sólo consideraban,  en su
caso particular, información sólo a partir del año 2007, en que se creó dicha
Región. 

Por otro lado, si se consideraban los proyectos de
inversión sometidos al Sistema de Evaluación de Impacto Ambiental entre los
años 2008 y 2010, el resultado es el siguiente: 
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Agregaron  que  las  Regiones  de  Los  Lagos  y
Aysén contaban  con muchos proyectos referidos a la acuicultura y por lo
tanto  ingresaban  al  sistema  por  medio  de  una  declaración  de  impacto
ambiental y no generaban reclamaciones administrativas ni judiciales. En la
Región de La Araucanía, en cambio,  hacía años que no se presentaban
estudios de impacto ambiental.

Exhibieron, luego, otro gráfico demostrativo de las
declaraciones de impacto ambiental presentadas entre los años 2008 y 2010,
por sector productivo, en que destaca el de la pesca y la acuicultura, el que,
sin  embargo,  registraba  menos  reclamaciones  por  tratarse  de  proyectos
estándares. 

       En el  mismo período,  los estudios de impacto
ambiental  presentados  alcanzaban  los  siguientes  porcentajes,  según  el
sector productivo de que se tratare: 26%, en energía; 22% en minería; 1% en
equipamiento;  3%  en  instalaciones  fabriles,  y  el  21%  en  infraestructura
hidráulica, entre otros. 

             A su vez, las declaraciones de impacto ambiental
presentadas  en  la  macrozona  sur,  por  sector  productivo  y  por  región,
mostraban lo siguiente: 
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       En este gráfico se podía apreciar que en la Región
de  Los  Lagos  había  una  gran  cantidad  de  declaraciones  de  impacto
ambiental, referidos, en su mayoría, a proyectos de pesca y acuicultura, que
no  daban  lugar  a  conflictos.  Por  su  parte,  la  Región  de  Los  Ríos  tenía
bastantes iniciativas de saneamiento ambiental, de pesca y acuicultura y de
infraestructura de transporte.

       En lo que se refería a los estudios de impacto
ambiental, que generaban mayores reclamaciones y que se presentaron en
la macrozona sur, por sector productivo y por región, los resultados podían
apreciarse en el siguiente gráfico:
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        En este caso, podía apreciarse que la Región de
Los Ríos superaba a la de Los Lagos en la cantidad de estudios de impacto
ambiental,  destacándose  los  sectores  de  energía  y  de  saneamiento
ambiental por plantas de tratamiento. 

        Explicaron,  luego, que la inversión por sector
productivo  y  por  región  en  la  macrozona  sur,  podía  resumirse  en  los
siguientes gráficos de declaraciones de impacto ambiental y de evaluaciones
de impacto ambiental, respectivamente:
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Señalaron que como podía apreciarse, la cantidad
de  estudios  de  impacto  ambiental  de  la  Región  de  Los  Ríos  superaba
ampliamente a la de Los Lagos, realidad que se repetía si se sumaban a
ellas las declaraciones de impacto ambiental. 

Como consecuencia de lo demostrado a partir de
estas estadísticas, podía concluirse que la cantidad de causas en tramitación
no justificaban la creación de un tribunal por región, así como comprenderse,
también,  las razones de carácter técnico y no político que se habían tenido
en cuenta para establecer un tribunal ambiental en la Región de Los Ríos y
no en la de Los Lagos. 

El  Diputado  señor  Araya  consideró  que  los
antecedentes proporcionados eran bastante hipotéticos y ficticios, por cuanto
por el simple hecho de establecerse por esta iniciativa un mayor acceso a las
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reclamaciones de carácter ambiental, lo más seguro sería que las causas se
incrementaran  en  importantes  cantidades,  especialmente  durante  los
primeros años de funcionamiento de los nuevos tribunales.

Ante  nuevas  observaciones  de  los  Diputados
señora  Turres  y  señores  Díaz  y  Squella  relativos  a  que  debería  darse
preeminencia para los efectos de determinar la ubicación geográfica de los
tribunales,  a  la  accesibilidad  a  ellos  antes  que  al  número  de  proyectos,
inversiones o reclamaciones, los representantes del Ejecutivo explicaron que
las  reclamaciones  y  demandas  podían  presentarse  ante  la  Corte  de
Apelaciones correspondiente al domicilio del reclamante, la que las remitiría
al  Tribunal  Ambiental  competente.  Asimismo,  si  bien  se  establecían  tres
tribunales, durante la tramitación del proyecto se había modificado el artículo
15 para  disponer  que éstos,  anualmente,  deberían  dar  una cuenta  de  la
carga  de  trabajo  que  tenían,  antecedentes  que  podrían  servir  para
determinar  la  instalación  de  nuevos  juzgados,  objetivo  que  podría
consagrarse en dicha norma.

Por  último,  los  mismos  representantes  del
Ejecutivo señalaron que existía una gran incógnita respecto a esta nueva
institucionalidad y al  rol  de la Superintendencia del Medio Ambiente como
también frente a la cantidad de reclamos que podrían presentarse frente a
las resoluciones que emita esta última entidad, pero que, en todo caso, si se
decidía  aprobar  la  creación  de  tres  tribunales,  lo  lógico  era  que  se
determinaran  tres  macro  zonas:  Sur,  Centro  y  Norte,  inclinándose  el
Gobierno por estimar que la ciudad de Valdivia era la más indicada para ser
la sede del tribunal ambiental de la macro zona sur.

Los Diputados señora Turres y señores Calderón y
Eluchans presentaron  una  indicación  para  sustituir  en  la  letra  c)  de  este
artículo la expresión “Valdivia”por la siguiente “Puerto Montt”, la que resultó
aprobada  por  mayoría  de  votos  (4  votos  a  favor,  1  en  contra  y  2
abstenciones)  Votaron  a  favor  los  Diputados  señora  Turres  y  señores
Calderón, Cardemil y Eluchans. En contra lo hizo el Diputado señor Schilling.
Se abstuvieron los Diputados señores Harboe y Cristián Monckeberg.

Puesto en votación,  asimismo, el  artículo  con la
modificación acogida, se lo aprobó por mayoría de votos (6 votos a favor y 1
abstención).  Votaron  a  favor  los  Diputados  señora  Turres  y  señores
Calderón, Cardemil, Eluchans, Harboe y Cristián Monckeberg. Se abstuvo el
Diputado señor Schilling.

Artículo 6°.-

Se  refiere  al  funcionamiento  de  los  tribunales,
señalando  que  lo  harán  en  forma  permanente  y  que  fijarán  sus  días  y
horarios  de  sesión.  En  todo  caso,  deberán  sesionar  en  sala  legalmente
constituida  para  la  resolución  de  las  causas,  a  lo  menos  tres  días  a  la
semana.

Su  inciso  segundo  agrega  que  el  quórum  para
sesionar  será  de  tres  miembros  y  los  acuerdos  deberán  adoptarse  por
mayoría. En lo demás se estará a lo dispuesto en el párrafo 2° del Título V
del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto fuere aplicable (es decir, a las
normas sobre los acuerdos de las Cortes de Apelaciones).
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No  se  produjo debate,  aprobándoselo  en  los
mismos términos, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados
señora Turres y señores Araya, Cardemil, Ceroni, Eluchans y Squella.

Artículo 7°.-

Se  refiere  a  la  declaración  de  patrimonio  e
intereses, señalando que los ministros titulares y suplentes, los relatores y el
secretario deberán efectuar una declaración jurada de intereses y patrimonio,
en los mismos términos de los artículos 57, 60 B, 60 C y 60 D de la ley N°
18.575,  Orgánica Constitucional  de Bases Generales de la Administración
del Estado.

Su inciso segundo agrega que la declaración de
patrimonio deberá efectuarse ante el Secretario de cada Tribunal, quien la
mantendrá para su consulta pública. Una copia de esta declaración deberá
publicarse en el sitio electrónico del respectivo tribunal.

Su  inciso  tercero  añade  que  la  no  presentación
oportuna de la declaración de patrimonio y la falta de actualización de la
misma, se sancionará con la inhabilidad para integrar el tribunal ambiental
correspondiente,  la  que  se  mantendrá  hasta  que  el  ministro  presente  la
declaración, lo que deberá certificar el secretario del tribunal.

Los  Diputados  señores  Araya,  Burgos  y  Díaz
presentaron una indicación para sustituir el inciso segundo por el siguiente:

“La declaración de patrimonio e intereses deberá
efectuarse ante el secretario de cada tribunal, quien ordenará su inmediata
publicación en el sitio electrónico del respectivo tribunal.”.

El  Diputado  señor  Burgos  explicó  la  indicación
señalando que tenía por objeto incluir también la declaración de intereses
que la norma omitía, como asimismo disponer la publicación inmediata en el
sitio  electrónico  del  tribunal  en  reemplazo  de  mantenerla  en  poder  del
secretario para su consulta pública, por cuanto lo fundamental y suficiente
era  darla  a  conocer  de  inmediato  en el  correspondiente  sitio  electrónico,
cumpliendo  así  con  las  normas  de  la  ley  N°  20.285,  sobre  acceso  a  la
información pública.

Ante  la  prevención  formulada  por  el  Diputado
señor Squella, en cuanto a que prontamente ingresaría a trámite legislativo
un proyecto de ley sobre probidad en el ámbito público, que derogaba las
normas  de  la  ley  N°  18.575  referidas  a  la  materia,  lo  que  planteaba  la
conveniencia de suprimir la mención de las disposiciones de la citada ley
señaladas en el inciso primero, o bien, aprobar el artículo en atención a que
lo que se anunciaba sería sólo un proyecto, el mismo Diputado señor Burgos
sugirió  atenerse a la  actual  normativa en atención  a  que dicho proyecto,
seguramente, demoraría un tiempo en convertirse en ley.
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Finalmente, el Diputado señor Eluchans propuso,
en concordancia con la indicación que se presentaba, incluir también en el
inciso tercero la mención de la declaración de intereses.

Aprobada  en  principio  la  indicación  al  inciso
segundo, la Comisión, teniendo presente que este inciso establecía una regla
especial y, en consecuencia, debería aplicarse con preferencia respecto de
las disposiciones de la Ley de Bases que  se citan en el encabezado, reparó
que en tal caso el secretario debería realizar la declaración de intereses y
patrimonio ante sí mismo, por lo que a fin de corregir esta situación, acordó
dar la siguiente redacción a este inciso:

                                “La declaración de patrimonio e intereses deberá
efectuarse por los ministros y relatores ante el secretario del tribunal, quien
dispondrá  su  inmediata  publicación  en  el  sitio  electrónico  del  respectivo
tribunal. El secretario, a su vez, efectuará su declaración ante el Contralor
General de la República o ante el Contralor Regional, según corresponda,
con igual obligación en cuanto a su publicación”.

                                                Por último, en lo que se refería al inciso
tercero, observó que se establecían sanciones para la falta de la declaración
de patrimonio e intereses, solamente para los ministros, disponiendo que no
podrían integrar el Tribunal correspondiente mientras no la hicieran, dejando,
por tanto, a los relatores y al secretario, sin sanción alguna, por lo que, en la
práctica, respecto de ellos, la norma sería letra muerta.

                                 En consecuencia, propuso agregar un párrafo
final a este inciso para sujetar el incumplimiento de estos funcionarios a las
sanciones dispuestas en el artículo 65 de la Ley de Bases o los artículos 323
bis y 323 bis A del Código Orgánico, disposiciones que establecen multas
para estas omisiones.

Finalmente,  se  optó  por  la  primera  referencia,
agregando al inciso tercero, el siguiente párrafo:

                                   “En el caso del secretario y los relatores se
estará a lo dispuesto en el artículo 65 de la Ley Orgánica Constitucional de
Bases de la Administración del Estado.”.

Cerrado el debate, se aprobaron las correcciones
señaladas, conjuntamente con el artículo, por unanimidad. Participaron en la
votación los Diputados señores Araya, Burgos, Cardemil, Ceroni, Eluchans,
Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.

Artículo 8°.-

Señala  la  remuneración  de  que  gozarán  los
ministros del tribunal, disponiendo que el ingreso mensual de los ministros
titulares  equivaldrá  a  la  remuneración  bruta  mensualizada  de  carácter
permanente del cargo de Superintendente del Medio Ambiente.
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Su  inciso  segundo  agrega  que  los  ministros
suplentes recibirán mensualmente el equivalente al cincuenta por ciento de la
renta mensual de los ministros titulares.

El  Diputado  señor  Cardemil  recordó  que  sobre
este  punto  la  Corte  Suprema  había  expresado  un  parecer  negativo,  por
cuanto consideraba improcedente que si  la  remuneración que se fijara al
Superintendente del  Medio Ambiente fuera similar a la de los titulares de
otras  superintendencias,  la  de los  ministros de los  tribunales  ambientales
vendría a ser superior a la que corresponde a un ministro de la Corte de
Apelaciones, es decir, a la de un miembro de un tribunal superior, llamado a
revisar las cuestiones decididas por el tribunal ambiental.

El Diputado señor Ceroni fue partidario de nivelar
la remuneración de los ministros del tribunal ambiental con la de los ministros
de las  Cortes  de Apelaciones,  a  fin  de  evitar  la  observación de la  Corte
Suprema. En todo caso, creía conveniente revisar la remuneración de los
primeros, toda vez que, de acuerdo a los datos obtenidos, no tendrían mayor
carga de trabajo.

El  Diputado  señor  Eluchans  restó  novedad  a  la
opinión de la Corte Suprema sobre este punto, toda vez que muchas de las
resoluciones de los Superintendentes están sujetas a revisión por las Cortes
de Apelaciones,  de tal  manera que lo observado sería algo que se daba
actualmente.

Los representantes del  Ejecutivo recordaron que
los jueces del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia perciben una
remuneración equivalente a la del Fiscal Nacional Económico, que, a su vez,
sería  superior  a  la  del  Superintendente,  sin  perjuicio  de  lo  cual  sus
resoluciones son revisables por la Corte Suprema.

Agregaron, asimismo, que lo que justificaba la alta
remuneración de estos ministros, era la obligación de dedicación exclusiva
que  pesaba  sobre  ellos  y  las  estrictas  inhabilidades  que  los  afectaban,
agregando que, a diferencia de ellos, los jueces del Tribunal de Defensa de
la Libre Competencia podían realizar otras labores y estaban obligados a
sesionar con  un tope máximo de dos sesiones por semana, percibiendo una
remuneración  de  $  4.449.960.  A  su  parecer,  las  incompatibilidades  que
afectarían a los ministros de los tribunales ambientales como también la alta
especialización que deberán tener, justificaba una remuneración como la que
se  proponía,  señalando  que  la  retribución  bruta  de  los  superintendentes
alcanzaba a alrededor de $ 6.400.000.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  el  artículo,  en
iguales términos, por mayoría de votos. (6 votos a favor y 3 abstenciones).
Votaron a favor los Diputados señores Araya, Cardemil, Eluchans, Cristián
Monckeberg,  Schilling  y  Squella.  Se  abstuvieron  los  Diputados  señores
Burgos, Ceroni y Harboe.
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Artículo 9°.- (se dividió en 9° y 10).

Se refiere  a  las  inhabilidades que afectan a  los
ministros,  señalando que les  serán aplicables  las causales de inhabilidad
contempladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales.

Su inciso segundo agrega que se entenderá que
tanto el ministro titular como el suplente, estará especialmente inhabilitado
cuando:

a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de
sus  parientes  hasta  el  tercer  grado  de  consanguinidad  o  segundo  de
afinidad;  o  de  personas  que  estén  ligadas  al  mismo  por  vínculos  de
adopción,  o  de  las  empresas  o  sociedades  en  las  cuales  estas  mismas
personas sean sus representantes legales, mandatarios, directores, gerentes
o desempeñen otros cargos directivos, posean directamente o a través de
otras personas naturales o jurídicas un porcentaje del capital de la sociedad
superior al diez por ciento, o que les permita elegir o hacer elegir uno o más
de  sus  administradores,  o  ejerzan  una  influencia  decisiva  en  la
administración o gestión de la sociedad, según lo dispuesto por el artículo 99
de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, y

b)  Haya  asesorado  o  prestado  servicios
profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte
en esa causa, en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla o
durante el procedimiento sancionador por parte de la Superintendencia del
Medio Ambiente  que lo  haya originado,  así  como en el  procedimiento de
evaluación ante el Servicio de Evaluación Ambiental.

Su  inciso  tercero  agrega  que  será  causal  de
inhabilidad que el ministro haya asesorado o prestado servicios profesionales
a personas naturales o jurídicas que tengan o hayan tenido, en los dos años
anteriores  a  la  fecha  de  ingreso  de  la  causa  en  cuestión,  la  calidad  de
contraparte de las personas a que se refiere la letra b) del inciso segundo de
este artículo en algún proceso judicial o de negociación comercial que pueda
afectar la imparcialidad del ministro.

Su  inciso  cuarto  añade  que  la  causal  invocada
podrá ser aceptada por el ministro afectado. En caso contrario, será fallada
de plano por el Tribunal, con exclusión de aquél, aplicándose una multa a
beneficio  fiscal  de  hasta  veinte  unidades  tributarias  al  incidentista  si  la
implicancia  o  la  recusación  fuere  desestimada,  por  manifiesta  falta  de
fundamento, en forma unánime.

Su  inciso  quinto  indica  que  si  por  cualquier
impedimento un Tribunal  careciere de ministros titulares o suplentes para
formar  quórum,  se  procederá  a  la  subrogación  de  éstos  por  ministros
suplentes de otros Tribunales Ambientales, debiendo, aplicarse, al efecto, las
siguientes reglas:
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1.- En el Primer Tribunal Ambiental con asiento en
la  comuna  de  Antofagasta,  la  subrogación  se  efectuará  por  ministros
suplentes  del  Segundo Tribunal  Ambiental,  con asiento en la  comuna de
Santiago.

2.- En el Segundo Tribunal Ambiental con asiento
en  la  comuna  de  Santiago,  la  subrogación  se  efectuará  por  ministros
suplentes  del  Primer  Tribunal  Ambiental,  con  asiento  en  la  comuna  de
Antofagasta.

3.- En el Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en
la comuna de Valdivia la subrogación se efectuará por ministros suplentes
del Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago.

Su inciso sexto señala que la subrogación deberá
efectuarse  por  ministros  suplentes  que  provengan  de  la  misma  área
profesional que el ministro subrogado.

Por  último,  su inciso  séptimo dispone que si  un
Tribunal  Ambiental  careciere  de  la  totalidad  de  sus  miembros  titulares  y
suplentes, será subrogado por otro Tribunal Ambiental, de conformidad a las
siguientes reglas:

a.- El Primer Tribunal Ambiental con asiento en la
comuna de Antofagasta por el Segundo Tribunal Ambiental con asiento en la
comuna de Santiago.

b.- El Segundo Tribunal Ambiental con asiento en
la comuna de Santiago por el Primer Tribunal Ambiental con asiento en la
comuna de Antofagasta.

c.- El Tercer Tribunal Ambiental con asiento en la
comuna de Valdivia por el  Segundo Tribunal  Ambiental  con asiento en la
comuna de Santiago.

El  Diputado  señor  Harboe,  refiriéndose  a  la
inhabilidad  establecida  en  la  letra  a)  del  inciso  segundo,  señaló  que  el
Ejecutivo  trabajaba  en  la  elaboración  de  una  propuesta  referente  al
mecanismo del fideicomiso ciego, en cuya virtud se exigiría para los efectos
de constituir dicho fideicomiso, un porcentaje de participación accionaria en
las empresas de sólo 5%, inferior, por tanto, al que exige esta propuesta. Al
respecto, creía que con el objeto de armonizar los criterios en esta materia,
debería señalarse en este texto el porcentaje señalado.

Asimismo, creía innecesario repetir en los incisos
quinto  y  siguientes  de  este  artículo,  al  tratar  sobre  las  reglas  de  la
subrogación, la mención del lugar de asiento de cada tribunal.

Los  representantes  del  Ejecutivo,  ante  la
observación formulada por el Diputado señor Squella, en cuanto a que las
causales  de  inhabilidad  que  establecía  este  artículo,  constituirían  una
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excepción a lo dispuesto en materia de causales de implicancia y recusación
por los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales, como también
que la exigencia para configurar la inhabilidad del ministro, el hecho de haber
prestado éste asesoría profesional a las partes en los dos años anteriores al
ingreso de la causa, constituiría una novedad, señalaron que, en realidad, la
norma, que era  bastante  similar  a  la  establecida  para  los integrantes del
Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, no constituía una excepción a
las reglas del  Código Orgánico sino, más bien, una profundización de las
causales como lo demostraba la referida al interés de los parientes que, en
este caso, alcanza hasta el tercer grado de consanguinidad, a diferencia de
la que establece el Código que en la línea colateral alcanza sólo hasta el
segundo  grado,  argumento  que  los  llevó  a  proponer  reemplazar  la  frase
inicial de este inciso segundo por la siguiente:  “Sin perjuicio de lo dispuesto
en el inciso anterior”. Asimismo, en lo que se refería al plazo de dos años
para la  configuración de la  causal,  señalaron que ello  armonizaba con el
término  establecido  para  la  determinación  de  las  incompatibilidades
señaladas  en  el  artículo  3°,  plazo  adoptado  en  razón  de  que  los
procedimientos  administrativos  del  Sistema  de  Evaluación  de  Impacto
Ambiental, en lo que respecta a la elaboración de las normas, se extienden
normalmente por ese plazo.

El  Diputado  señor  Burgos  observó  que  no  se
indicaba  la  oportunidad  y  la  forma  en  que  deben  hacerse  valer  las
inhabilidades, puesto que el proyecto se remite al Código Orgánico sólo en lo
que se refiere a las causales mismas, pero no al procedimiento, algo que le
parecía  indispensable  puesto  que  algunas  de  las  causales  no  serían  de
aplicación automática como el  caso del  parentesco, sino que podrían dar
lugar a controversia, como sería la que se refiere al asesoramiento.

La  Diputada  señora  Turres  consideró  necesario
incluir  en  la  causal  de  inhabilidad  establecida  en  la  letra  a)  del  inciso
segundo, el interés que pudiera tener en la causa quien fuera conviviente del
ministro, ya que éste no podría quedar circunscrito sólo a la existencia del
vínculo  matrimonial.  Ante  las  argumentaciones  acerca  de  lo  mucho  que
complicaría  la  inclusión  de  esta  categoría,  no  sólo  por  la  falta  de  una
definición legal sino por lo dificultoso de acreditar, planteó la posibilidad de
elaborar una causal en términos genéricos, comprensiva de dicha situación.

Con respecto a la observación del Diputado señor
Burgos  acerca  de  la  falta  de  un  procedimiento  para  hacer  valer  las
inhabilidades, se hizo presente que el artículo 45 de este proyecto establecía
respecto  de  los  procedimientos  señalados  en  el  mismo,  que  les  serían
aplicables supletoriamente las disposiciones de los Libros I y II del Código de
Procedimiento Civil, disposiciones entre las que se contempla la regulación
correspondiente  para  hacer  efectivas  las  causales  de  implicancia  y
recusación.

Finalmente,  el  Diputado  señor  Cardemil  hizo
presente que por razones de orden y mejor comprensión, la segunda parte
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de  este  artículo,  referido  a  las  reglas  de  subrogación  de  los  tribunales
ambientales, debería segregarse y constituir un artículo separado, propuesta
que la Comisión acogió.

Cerrado, por último, el debate, la Comisión aprobó
este artículo,  sin  otras correcciones que la  de sustituir  la  frase inicial  del
inciso segundo “En todo caso”por la siguiente “Sin perjuicio de lo dispuesto
en el  inciso anterior”y el  porcentaje de 10% de participación en el  capital
social que contempla la letra a) de este mismo inciso, por 5%, más algunas
puramente  formales,  por  unanimidad.  Participaron  en  la  votación  los
Diputados señores Cardemil, Eluchans, Leopoldo Pérez, Rincón y Schilling.

Artículo  10.-   (anterior  segunda  parte  del
artículo 9°).

Como ya se señaló, la Comisión acordó expresar
las reglas de subrogación establecidas en los incisos quinto, sexto y séptimo
del artículo 9° en una norma separada,  que pasó ser artículo 10.

Respecto de esta propuesta, la Comisión se limitó
a acoger una sugerencia del Diputado señor Harboe, en cuanto a suprimir  la
mención del lugar de asiento de los tribunales.

Se  aprobó,  sin  mayor  debate,  sólo  con
adecuaciones  de  forma,  por  unanimidad.  Participaron  en  la  votación  los
Diputados  señora  Turres  y  señores  Cardemil,  Ceroni,  Díaz,  Eluchans,
Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.

Artículo 10.- (pasó a ser 11).

Trata de las prohibiciones a que están afectos los
ministros del tribunal ambiental, señalando que en el caso de los titulares que
hubieren cesado en su cargo,  no podrán en el  plazo de un año contado
desde la fecha de la cesación, ser administradores, gerentes, directores o
trabajadores dependientes, ni asesorar o prestar servicios profesionales, a
personas naturales o jurídicas en gestiones ante los mencionados tribunales
ambientales. En el caso de los ministros suplentes, la prohibición será de
seis meses.

El Diputado señor Harboe echó de menos en esta
norma el establecimiento de una sanción para el caso de su infracción y el
procedimiento para reclamar de ella, especialmente por el hecho de que las
prohibiciones se aplican una vez que los  ministros hayan cesado en sus
cargos y sean, por tanto, particulares.

El  Diputado  señor  Díaz  recordó  que  igual
prohibición se establecía para los ministros del Tribunal de Defensa de la
Libre Competencia, la que también duraba un año, pero no distinguía entre
titulares y suplentes.
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El  Diputado  señor  Squella,  sin  discrepar  de  la
prohibición misma, estimó exagerado el plazo de un año que se establece,
por cuanto no podía olvidarse que la característica de dedicación exclusiva
que tenía este cargo, impediría cualquier otra actividad al  ministro,  de tal
manera  que  al  cesar  en  sus  funciones  su  campo  laboral  se  vería
considerablemente reducido porque durante un plazo relativamente extenso,
no  podrá  desempeñarse  en  actividades  relacionadas  con  el  ámbito  más
acorde a su preparación. Señaló que su situación no era equiparable a la de
los ministros del Tribunal de Defensa de la Libre Competencia, porque éstos
podían desarrollar actividades docentes sin restricción.

El  Diputado  señor  Ceroni  estimó  adecuado  el
plazo de la prohibición, en especial teniendo en cuenta la trascendencia del
rol  que  deberán  desempeñar  los  ministros,  los  que  estarán  expuestos  a
ciertas  influencias  destinadas  a  orientar  sus  votaciones  en  el  tribunal.
Recordó  que  su  permanencia  en  estos  tribunales,  como  máximo  podría
extenderse por dieciocho años, por lo que esa misma temporalidad abonaba
las  medidas  para  garantizar  su  absoluta  independencia,  aún  después  de
cesados en sus cargos, a fin de evitar posibles relaciones con empresas que
deban litigar ante los tribunales que integran, opinión que apoyó el Diputado
señor Cardemil, señalando que este tipo de consideraciones destinadas al
resguardo  de  su  independencia,  habían  sido  tomadas  en  cuenta  para  la
fijación de sus remuneraciones, las que estimaba elevadas.

El Diputado señor Cristián Monckeberg estimó sin
sentido las prohibiciones, por cuanto una vez transcurrido el año de cesados
en sus cargos, los ex ministros podrán ser contratados por las empresas que
litigan ante esos tribunales. Creía que la prohibición solamente complicaría la
situación  laboral  de  los  ex  ministros  e,  incluso,  podría  dar  lugar  a
subterfugios para burlar la ley.

Los representantes del Ejecutivo señalaron que el
proyecto  original,  inspirándose  en  el  Tribunal  de  Defensa  de  la  Libre
Competencia,  contemplaba  una  sanción  para  las  infracciones  a  esta
prohibición  y  un  procedimiento  para  hacerla  efectiva,  pero  tales  aspectos
habían sido suprimidos durante la tramitación del mismo.

Haciéndose eco  de las observaciones formuladas
durante el debate, sugirieron la siguiente redacción para esta norma:

                                                 “Los Ministros titulares de los Tribunales
Ambientales que hubieren cesado en su cargo no podrán en el plazo de un
año contado desde la fecha de cesación en el cargo, ser administradores,
gerentes,  directores  o  trabajadores  dependientes,  ni   asesorar  o  prestar
servicios profesionales, a personas naturales o jurídicas en gestiones ante
los  Tribunales  Ambientales.  En  el  caso  de  los  ministros  suplentes  dicha
prohibición será de seis meses.



57

La infracción de esta prohibición será sancionada
con inhabilitación absoluta para desempeñar cargos públicos por el período
de cinco años  y con una multa a beneficio fiscal equivalente al  50% del
último año de remuneraciones percibidas en el cargo, sanciones que serán
aplicadas por la Corte Suprema a requerimiento de cualquier interesado.

El requerimiento a que alude el inciso precedente
señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y
a él se acompañaran o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba
en que se fundaren.  Si  el  requerimiento no cumpliere estos requisitos,  el
pleno,  convocado  al  efecto,  lo  declarará  inadmisible  en  cuenta,  sin  más
trámite.

Admitido  a  tramitación  el  requerimiento  el
Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al requerido, el que
deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de
recepción  del  oficio  respectivo,  que  le  será  remitido  junto  con  sus
antecedentes por la vía que se estime más expedita.

Evacuado  el  traslado  o  transcurrido  el  plazo
previsto  en  el  inciso  precedente,  el  Presidente  de  la  Corte  citará  a  una
audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el
ministro ante el cual deberá rendirse. Efectuadas las diligencias o vencidos
los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación
ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La
Corte Suprema sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez
terminada la vista de la causa.

Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la
Corte Suprema hasta antes de la  vista de la causa.

La sentencia que acoja la sanción a que se refiere
este artículo, dará derecho a quien se estime afectado a interponer recurso
de  revisión  del  fallo  en  que  haya  participado  el  sancionado  cuando
considerare que su actuación y decisión fue perjudicial a sus intereses.”.

El Diputado señor Calderón  criticó la propuesta
por  considerar  que  la  sanción  que  se  aplicaba  a  quien  infringiera  la
prohibición, era de naturaleza penal, por lo que su juzgamiento y aplicación
debería quedar entregado a los tribunales penales ordinarios. Añadió que, a
su juicio, la sanción penal debiera ser la última herramienta a la cual recurrir
para proteger derechos considerados relevantes por la sociedad.

El  Diputado  señor  Schilling  creyó  necesario
aumentar  la  duración  del  término  de  la  prohibición,  tanto  para  ministros
titulares como suplentes.

El Diputado señor Cristián Monckeberg insistió en
el poco sentido de la disposición, por cuanto los plazos que se establecen
son muy breves y,  por  lo  mismo,  no garantizarán el  cumplimiento de los
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objetivos que se persiguen,  esto es los  conflictos  de interés  que podrían
producirse  respecto  de  cuestiones  que  el  ministro  conoció  mientras
permaneció  en  su  cargo  y  el  posterior  ejercicio  profesional  atendiendo
materias vinculadas al tema ambiental. Dijo entender la posición de quienes
creían que extender el plazo de la prohibición afectaría a los ministros en su
trabajo  una  vez  fuera  del  tribunal,  en  temas  sobre  los  que  tienen
especialidad, por lo que pensaba que, tal como se presentaba la situación,
habría  que  decidir  entre  aumentar  los  plazos  de  la  prohibición  en  forma
pareja para titulares y suplentes, o bien, simplemente suprimir la norma. En
todo caso, estimaba que de mantenerse la prohibición, ésta debería limitarse
a las gestiones que pudieran realizarse ante los tribunales ambientales, pero
sin  impedirles  actuar  como  gerentes  o  administradores  de  empresas,
cualquiera fuera el rubro a que se dedicaran.

El Diputado señor Burgos presentó una indicación
para extender la prohibición a dos años luego de cesados en el cargo  para
los  titulares  y  uno   para  los  suplentes,  pero  limitado  solamente  a  las
gestiones que se hagan ante los tribunales ambientales, opinión con la que
coincidió el Diputado señor Calderón.

Por  último,  ante  la  consulta  del  Diputado  señor
Cardemil  acerca  de  la  imposición  de  una  pena  de  delito  a  quienes
transgredieran esta prohibición, los representantes del Ejecutivo explicaron
que la propuesta se fundaba en la normativa aplicable al Tribunal de Defensa
de la Libre Competencia, por cuanto el artículo 6° del decreto ley N° 211, de
1973, incompatibilizaba la asesoría o prestación de servicios profesionales a
personas naturales o jurídicas que hayan tenido la calidad de parte en alguna
causa que correspondió conocer al ministro, con la diferencia de que esta
propuesta  extendía  la  incompatibilidad  a  cualquier  gestión  que se  hiciera
ante  esos  tribunales  para  evitar  las  posibles  influencias  que  el  ministro
saliente pudiera ejercer sobre el  tribunal que integró, sin que ello pudiera
entenderse como una marginación absoluta de toda actividad relacionada
con su especialidad.

En  todo  caso,  acogiendo  la  observación  del
Diputado señor  Calderón,  estimaron más adecuado y suficiente reducir  la
sanción solamente a la aplicación de una multa.

De acuerdo a lo anterior, la Comisión procedió a
revisar el artículo sugerido por los representantes del Ejecutivo por incisos,
llegando a las siguientes conclusiones:

Inciso primero.

Acordó,  con  el  voto  unánime  de  los  Diputados
señores  Burgos,  Calderón,  Cardemil,  Eluchans  y  Cristián  Monckeberg,
redactar este inciso en los siguientes términos:

“Prohibiciones.  Los  ministros  de  los  Tribunales
Ambientales no podrán asesorar o prestar servicios profesionales a personas
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naturales  o  jurídicas  en  cualquier  tipo  de  gestiones  ante  los  Tribunales
Ambientales, por el lapso de dos años contados desde la cesación en su
cargo.”.

Inciso segundo.

Se propuso la siguiente redacción:

“La infracción de esta prohibición será  sancionada
con  una  multa  a  beneficio  fiscal  equivalente  al  50%  del  último  año  de
remuneraciones percibidas en el  cargo, la que será aplicada por la Corte
Suprema a requerimiento de cualquier interesado.”.

El  Diputado  señor  Calderón  hizo  presente  la
inconveniencia de entregar la aplicación de esta sanción a la Corte Suprema,
toda vez que dicha aplicación envuelve la posibilidad de recibir pruebas, en
circunstancias que dicha Corte es un tribunal de casación, orientado a dar
uniformidad del Derecho, sin perjuicio de lo complejo que podría resultar para
el requirente intentar su acción. Creía más lógico analizar la posibilidad de
entregar competencia a la Corte de Apelaciones respectiva.

El Diputado señor Burgos recordó que en la ley N°
18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, corresponde al Supremo
Tribunal declarar la existencia de ciertas causales de cesación en el cargo de
miembros  del  Consejo  Nacional  de  Televisión,  como  la  de  inhabilidad
sobreviniente, lo que se efectúa por medio de un procedimiento que incluye
la recepción de pruebas.

Los  representantes  del  Ejecutivo  señalaron  que
esta disposición tenía como modelo la Ley Orgánica del Tribunal de Defensa
de la Libre Competencia, la cual otorgaba competencia al pleno de la Corte
Suprema para conocer de los requerimientos por infracciones a prohibiciones
similares  a  las  expuestas.  En  todo  caso,  se  trataba  de  una  situación
excepcional  que  hasta  la  fecha  no  se  había  aplicado.  Respecto  a  la
posibilidad de que se entregara esta competencia a la Corte de Apelaciones
respectiva, creían que podría resultar inconveniente toda vez que la Corte
Suprema tiene la supervigilancia correccional sobre los tribunales especiales,
entre los que se cuentan los Ambientales, argumento este último que refutó
el  Diputado  señor  Calderón  por  cuanto  las  facultades  disciplinarias  de  la
Corte  no  podrían  hacerse  efectivas  contra  una  persona  que  ya  habría
perdido su condición de ministro.

Cerrado finalmente el debate, se aprobó el inciso
en  los  términos  propuestos,  por  mayoría  de  votos  (4  votos  a  favor  y  3
abstenciones). Votaron a favor los Diputados señores Calderón, Cardemil,
Eluchans  y  Cristián  Monckeberg.  Se  abstuvieron  los  Diputados  señores
Burgos, Harboe y Rincón.

Inciso tercero.
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Se  aprobó  sin  debate,  por  unanimidad,  con  los
votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil,
Eluchans, Harboe y Rincón.

Inciso cuarto.

Este  inciso  fue  objeto  de  una  observación  del
Diputado  señor  Calderón  quien  consideró  que  al  haberse  suprimido  la
sanción de inhabilitación, la expresión “”inculpado”, asociada al concepto de
delito,  no  resultaba  procedente,  por  lo  que  planteó  reemplazarla   por  la
palabra “requerido”, planteamiento que la Comisión acogió, sin perjuicio de
otras correcciones de forma.

Se  aprobó por  unanimidad  con las  correcciones
señaladas. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores
Burgos, Calderón, Cardemil, Eluchans, Harboe y Rincón.

Incisos quinto y sexto.

Se aprobaron sin debate, por unanimidad con los
votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos, Calderón, Cardemil,
Eluchans, Harboe y Rincón.

Inciso séptimo.

Ante las dudas expresadas por el Diputado señor
Calderón acerca del tipo de recurso de revisión a que se refería este inciso,
destinado  a  impugnar  el  fallo  en  que  tuvo  participación  el  ministro
sancionado,  en el  sentido de si  era el  que correspondía tramitar  ante los
tribunales  penales  o  civiles,  los  representantes  del  Ejecutivo,  junto  con
señalar  que  dicho  recurso  afectaba  el  fallo  dictado  por  un  ministro
sancionado por haber infringido la prohibición de asesorar en las gestiones
que se realicen ante estos tribunales, precisaron que esta disposición estaba
redactada en los mismos términos que los contemplados en el inciso final del
artículo  11  bis  del  decreto  ley   N°  211,  de  1973,  referido  al  Tribunal  de
Defensa de la Libre Competencia.

Se  hizo  presente  a  este  respecto  que  el  citado
artículo 11 bis del  decreto ley N° 211,  contenía una especificación en su
inciso primero que en este caso no se contemplaba, como era que el ministro
prestara servicios profesionales a quienes hubieran tenido la calidad de parte
en alguna causa que correspondió conocer a ese ministro.

La Comisión estimó que la especificación descrita
restringía  considerablemente  la  prohibición,  la  que  debería  concebirse  en
términos  amplios,  razón  que  unida  a  la  argumentación  de  los  Diputados
señores Burgos y Rincón, en el sentido que la fundamentación dada por los
representantes del Ejecutivo para justificar este recurso, se apartaba de la
finalidad  por  la  cual  la  ley  lo  establecía,  llevó  a  los  Diputados,  por
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unanimidad, a rechazar este inciso. Participaron en la votación los Diputados
señores Burgos, Calderón, Cardemil, Eluchans, Harboe, Rincón y Schilling.

Por último, el Ejecutivo con el propósito de validar
plenamente los acuerdos alcanzados, propuso una indicación reproduciendo
el texto ya aprobado durante el debate, a partir del inciso segundo, el que se
refleja en la redacción que se propone al final de este informe, sin perjuicio
de algunas modificaciones puramente formales.

Artículo 11.- (pasó a ser 12).

Se refiere a las causales de cesación en el cargo
de  los  ministros  del  tribunal  ambiental,  señalando  que  ellas  son  las
siguientes:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria.

c) Haber cumplido 75 años de edad.

d) Destitución por notable abandono de deberes.

e) Incapacidad sobreviniente. Se entiende por tal
la  que  impide  al  ministro  ejercer  el  cargo  por  un  período  de tres  meses
consecutivos o de seis meses en un año.

Su inciso segundo agrega que las medidas de las
letras d) y e) precedentes se harán efectivas por la Corte Suprema, a petición
del Presidente del Tribunal o de dos de sus miembros, sin perjuicio de las
facultades disciplinarias de dicha Corte.

Su  inciso  tercero  señala  que  la  resolución  que
haga efectiva la destitución deberá señalar los hechos en que se funda y los
antecedentes tenidos a la vista para acreditarlos.

Su inciso cuarto previene que si la cesación en el
cargo se produjere faltando más de ciento ochenta días para que se cumpla
el  período  de  quien  generó  la  vacante,  se  procederá  a  nombrar  a  su
reemplazante de conformidad a las reglas establecidas en el artículo 2°. En
el caso de las letras b), c), d) y e) precedentes, el reemplazante durará en el
cargo el tiempo que restare del respectivo período.

El  Diputado señor  Harboe  cuestionó  que  se
diferenciara  para  los  efectos  del  reemplazo  del  ministro  que  cesa  en
funciones, si este cese se produce antes o después de ciento ochenta días
del término del período. A su parecer, en ambos casos debería procederse al
reemplazo en los términos del artículo 2° y precisarse que en caso de faltar
menos de ciento ochenta días para el término del período del que cesa, el
reemplazante durará en el cargo el tiempo que faltare de dicho período.



62

Ante la propuesta de la Diputada señora Turres,
en el sentido de que si faltaren menos de ciento ochenta para el término del
período de quien generó la vacante, el cargo lo asuma un ministro suplente,
explicó  que,  de  acuerdo  a  la  normativa  vigente,  los  ministros  suplentes
suponen la existencia de un titular impedido temporalmente del ejercicio de
su  cargo;  en  consecuencia,  si  se  acogiera  la  propuesta  de  la  Diputada
señora Turres, la ley tendría que decirlo expresamente.

Recordó, asimismo, que el N° 3 del artículo 332
del Código Orgánico de Tribunales, contemplaba como causal de cese en el
cargo,  la  remoción  acordada  por  la  Corte  Suprema en  conformidad  a  la
Constitución y a las leyes. Al respecto creía que la propuesta podría remitirse
a dicho texto sin necesidad de mencionar el notable abandono de deberes.

El Diputado señor Rincón consideró improcedente
equiparar la destitución por notable abandono de deberes con la incapacidad
sobreviniente, que el proyecto encomienda hacer efectivas como causal de
cese  en  el  cargo,  a  la  Corte  Suprema.  A  su  juicio,  la  incapacidad
sobreviniente era un hecho constatable sin necesidad de un proceso que lo
declarara.

El Diputado señor Squella planteó la necesidad de
clarificar el  alcance de la causal sobre notable abandono de deberes, por
cuanto el artículo 333 del Código Orgánico de Tribunales, se refiere a ella
como una causal de cesación de las funciones de los magistrados de los
tribunales  superiores  de  justicia,  hecha  efectiva  tras  las  declaración  de
culpabilidad  pronunciada  por  el  Senado,  acogiendo  una  acusación
constitucional.

Acogiendo  todas  estas  observaciones,  los
Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Harboe, Rincón y Schilling
procedieron  a  presentar  una  indicación  para  sustituir  este  artículo  por  el
siguiente:

“Causales  de  cesación.  Los  miembros  de  los
Tribunales Ambientales cesarán en sus funciones por las siguientes causas:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria.

c) Haber cumplido 75 años de edad.

d) Remoción acordada por la Corte Suprema en
los términos que señala el  N° 3 del  artículo  332 del  Código Orgánico de
Tribunales,  entendiendo  para  estos  efectos  que  el  ministro  licenciado  en
ciencias tiene la calidad de letrado.

e) Incapacidad sobreviniente. Se entiende por tal,
la  que  impide  al  ministro  ejercer  el  cargo  por  un  período  de tres  meses
consecutivos o de seis meses en un año.
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Las  medidas  de  las  letras  d)  y  e)  se  harán
efectivas por la Corte Suprema, a petición del Presidente del Tribunal o de
dos de sus miembros, sin perjuicio de las facultades disciplinarias de dicha
Corte.

Si  la  cesación  en  el  cargo  se  produjere  como
consecuencia de las causales señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso
primero y faltaren más de ciento ochenta días para el término del período de
quien  origina  la  vacante,  el  reemplazante  será  elegido  conforme  al
procedimiento señalado en el artículo 2°, manteniéndose en el cargo por el
tiempo  que  restare  del  período.  Si  en  el  mismo  caso  señalado,  faltaren
menos de ciento  ochenta  días  para  el  término del  período,  el  reemplazo
corresponderá  al  ministro  suplente  de  la  misma  área  profesional  del
reemplazado, por el tiempo que restare del período.”.

                                               Al respecto se hizo presente que la indicación
introducía  tres  modificaciones  en  el  texto  original:  la  primera  sustituía  la
causal  de  cesación  incluida  en la  letra  d)  del  inciso primero,  es  decir,  la
destitución por notable abandono de deberes, por la siguiente: “Remoción
acordada por la Corte Suprema en los términos señalados el N° 3 del artículo
332 del Código Orgánico de Tribunales, entendiendo para estos efectos que
el ministro licenciado en ciencias tiene la calidad de letrado.”, precisándose
que esta remoción se llevaba a cabo por medio de un juicio de amovilidad
que corresponde conocer  en primera instancia a la  Corte de Apelaciones
respectiva,  pero  como  el  artículo  63  del  Código  citado,  al  referirse  a  la
competencia de esa Corte, señala en la letra c) del N° 2° que estos juicios se
entablan en contra  de  los  jueces letrados,  resultaba necesario  atribuir  tal
condición  al  ministro  especialista  en  ciencias,  a  fin  de  que se  le  pudiera
aplicar dicha norma.

La  segunda,  como  consecuencia  de  la  anterior,
suprimía el inciso tercero.

La  tercera  reemplazaba  el  inciso  final  para
precisar que el reemplazo en caso de faltar menos de ciento ochenta días
para el  término del  período,  correspondería al  ministro  de la  misma área
profesional del reemplazado, salvando así la observación que se hiciera en
cuanto a que las suplencias solamente pueden materializarse en la medida
que exista un titular temporalmente impedido, por cuanto en este caso la ley
establecería expresamente dicho reemplazo.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  la  indicación  por
unanimidad,  con  los  votos  de  los  Diputados  señores  Burgos,  Calderón,
Cardemil, Harboe, Rincón y Schilling.

Artículo 12.- (pasó a ser 13).

Trata de la planta de personal de cada Tribunal,
señalando que ella será la siguiente:
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Cargos                                            Grados                       N°  de cargos

Secretario abogado                           4°                                        1

Relator abogado                                5°                                        1

Relator abogado                                 6°                                       1

Profesional universitario

del ámbito económico                        5°                                        1

Profesional universitario

del ámbito de ciencias.                      6°                                         1

Jefe Oficina de Presupuesto            14°                                        1

Oficial Primero                                  16°                                        1

Oficial de Sala                                   17°                                       1

Auxiliar                                               20°                                       1

Total planta                                                                 9

Su  inciso  segundo  agrega  que,  adicionalmente,
cuando  las  necesidades  de  estos  tribunales  lo  requieran,  para  servicios
específicos,  se  podrá  contratar  personal  a  honorarios,  para  lo  cual  se
requerirá contar con disponibilidad presupuestaria.

Ante una consulta del Diputado señor Cardemil,
acerca de una observación de la Corte Suprema en el sentido de que estos
tribunales no contaban con un administrador, cargo que se estimaba exitoso
en los tribunales reformados, los representantes del Ejecutivo señalaron que
ello era así, porque a diferencia de tales tribunales, los ambientales contaban
con un secretario abogado que hacía las veces de jefe de servicio, razón por
la cual no se incluía un administrador. Asimismo, acerca de la consulta del
Diputado  señor  Harboe,  relativa  a  la  equiparidad  entre  los  grados
contemplados  para  este  personal  con  los  del  personal  de  los  tribunales
ordinarios, señalaron que lo que se pretendía era que correspondieran a los
grados  de  la  escala  de  fiscalizadores  de  la  Superintendencia  del  Medio
Ambiente,  lo  que  significaría  que  los  cargos  menores  recibieran  una
remuneración  bastante  más  elevada  que  la  de  cargos  similares  de  los
tribunales ordinarios.

En  lo  que  respecta  a  la  consulta  del  Diputado
señor  Rincón,  relativa  a  las  razones  por  las  que  se  había  cambiado  la
propuesta  original  del  Senado,  en  cuanto  a  permitir  la  contratación  de
personal  a contrata cuando los tribunales lo  requirieran,  salvo el  caso de
servicios específicos, los que se pagarían a suma alzada, hicieron presente
que durante el  debate  habido en la  Comisión  de Recursos Naturales,  se
había señalado que en muchas ocasiones estos tribunales requerirían de
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profesionales  con  una  mayor  experticia,  por  lo  que  resultaba  necesario
contar con disponibilidad presupuestaria para contratarlos bajo el régimen de
honorarios.

El Diputado señor Díaz manifestó su preocupación
por este tipo de contratos, por cuanto, normalmente, terminaban adquiriendo
el  carácter  de  permanentes  en  la  Administración,  con  la  consiguiente
situación  de  precariedad  de  los  trabajadores.  Planteó  la  posibilidad  de
precisar  que  este  tipo  de  contratos  se  aplicaría  únicamente  para  la
realización de servicios específicos y esporádicos.

Acogiendo  las  observaciones  anteriores,  el
Ejecutivo  presentó  una  indicación  para  sustituir  el  inciso  segundo  por  el
siguiente:

“Adicionalmente, cuando las necesidades de estos
tribunales lo requieran, para servicios específicos referidos a alguna de las
causas  o  materias  que  el  Tribunal  esté  conociendo,  se  podrá  contratar
expertos a honorarios,  para lo cual  se requerirá contar  con disponibilidad
presupuestaria.”.

Los representantes  del  Ejecutivo  explicaron esta
disposición, señalando que la realización de servicios específicos era propia
de quienes se desempeñaban a honorarios y no de quienes trabajaban a
contrata.

Por otra parte, el origen de este inciso segundo se
vinculaba  a  la  discusión  habida  durante  el  primer  trámite  constitucional,
relativa a la forma de garantizar simetría entre las partes, en aquellos juicios
ambientales en que se apreciaba desigualdad entre ellas,  denotando una
clara desventaja para uno de los contendientes. Por ello, se había pensado
nivelar esta situación por la vía de la entrega de informes periciales gratuitos,
la intervención del “amigo de la corte”y la facultad de contratar expertos a
honorarios, de tal manera de contrarrestar los efectos de un informe pericial
presentado por quien goza de una posición preeminente. 

Finalmente, ante la preocupación manifestada por
el Diputado señor Burgos acerca de que la excesiva amplitud con que estaba
redactado este inciso podría dar pie para que la contratación a honorarios
para prestar servicios específicos, tuviera, en definitiva, carácter permanente,
el Diputado señor Harboe propuso especificar que tales servicios específicos
se  refieren  al  apoyo  que  pueden  brindar  profesionales  expertos  en  las
materias de que conoce el tribunal, suprimiéndose las expresiones “cuando
las necesidades de estos tribunales lo requieran”.

Cerrado el debate, se aprobó la indicación, con la
supresión  señalada,  conjuntamente  con  el  artículo,  por  unanimidad.
Participaron  en  la  votación  los  Diputados  señores  Burgos,  Calderón,
Cardemil, Eluchans, Harboe, Rincón y Schilling.
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Artículo 13.- (pasó a ser 14).

Se  refiere  al  nombramiento  del  personal,
señalando  que  el  nombramiento  de  los  funcionarios  se  hará  por  cada
Tribunal, previo concurso de antecedentes o de oposición.

Su  inciso  segundo  agrega  que  el  presidente  de
cada Tribunal  cursará los nombramientos por  resolución que enviará a la
Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.

Su inciso tercero añade que el secretario abogado
será el jefe administrativo y la autoridad directa del personal, sin perjuicio de
otras funciones y atribuciones que le asigne o delegue el respectivo Tribunal.

Su inciso final prescribe que en caso de ausencia
o impedimento, el secretario será subrogado por el relator de mayor grado y,
a falta de éste, por el relator que tenga el cargo inmediatamente inferior a
aquél. El subrogante prestará el mismo juramento que el secretario para el
desempeño de este cargo, ante el presidente del Tribunal.

No  se  produjo  debate,  aprobándoselo  por
unanimidad  con  los  votos  de  los  Diputados  señora  Turres  y  señores
Cardemil, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg, Rincón y Squella.

Artículo 14.- (pasó a ser 15).

Se  refiere  al  régimen  laboral  del  personal,
señalando que se regirá por el derecho laboral común.

Su  inciso  segundo  agrega  que,  con  todo,  en
materia  de  remuneraciones  tendrá  el  mismo  régimen  remuneratorio,  de
dedicación  e  incompatibilidades  del  personal  de  la  Superintendencia  del
Medio Ambiente y estará sujeto a las normas de probidad y a los deberes y
prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica Constitucional
de Bases Generales de la Administración del Estado, debiendo consignarse
en los contratos respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a
las normas de probidad será causal de término del contrato de trabajo.

Ante la consulta formulada por el Diputado señor
Díaz  acerca  de  cuál  sería  la  fuente  que  inspiraba  esta  disposición,  los
representantes del Ejecutivo hicieron presente que la propuesta se basaba
en el  artículo  13  de  la  ley  orgánica  del  Tribunal  de  Defensa  de la  Libre
Competencia, como también que una norma similar se aplicaba al  personal
del Ministerio Público y al del Consejo para la Transparencia, los que si bien
se  regían  por  el  derecho  laboral  común,  estaban sometidos a  las  reglas
sobre probidad contempladas en la Ley Orgánica Constitucional de Bases
Generales de la Administración Pública.

El  Diputado  señor  Harboe  sugirió  agregar  en  el
inciso segundo la expresión “transparencia”, con el fin de precisar que estos
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personales no obstante estar afectos a la legislación laboral común, deben
someterse también a las obligaciones sobre tal materia que la ley impone.

Al respecto se hizo presente que el artículo octavo
de la ley N° 20.285, sobre Acceso a la Información Pública, aplicable a todos
los tribunales especiales y, en consecuencia, también a los Ambientales, ya
establecía  tal  obligación,  por  lo  que  resultaba  innecesario  efectuar  una
remisión expresa a dicha norma, observación que la Comisión no acogió,
mostrándose partidaria de efectuar tal remisión.

De acuerdo a lo anterior,  se acordó la siguiente
redacción para el inciso segundo:

“Con todo, en materia de remuneraciones tendrá
el  mismo  régimen  remuneratorio,  de  dedicación  e  incompatibilidades  del
personal de la Superintendencia del Medio Ambiente y estará sujeto a las
normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley N°
20.285 y probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en el Título III
de la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración
del Estado, debiendo consignarse en los contratos respectivos una cláusula
que así lo disponga. La infracción a las normas de probidad será causal de
término del contrato de trabajo.”.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  el  artículo  con  la
modificación  acordada,  por  unanimidad.  Participaron  en  la  votación  los
Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Harboe, Rincón y Schilling.

Artículo 15.- (pasó a ser 16).

Trata del presupuesto, señalando que la  Ley  de
Presupuestos  del  Sector  Público  deberá  consultar,  anualmente,  en  forma
global,  los  recursos  necesarios  para  el  funcionamiento  de  los  Tribunales
Ambientales.  Para tales efectos el Presidente de cada Tribunal  comunicará
al  Ministro  de  Hacienda  sus  necesidades  presupuestarias,  dentro  de  los
plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para el sector público.

Su  inciso  segundo  agrega  que  los  Tribunales
Ambientales mantendrán una cuenta corriente a su nombre contra la cual
girarán conjuntamente el Presidente y el Secretario.

Su  inciso  tercero  señala  que  en  la  primera
quincena  del  mes  de  enero  de  cada  año,  el  Presidente  y  el  Secretario
Abogado  de  cada  Tribunal  presentarán  una  cuenta  anual  respecto  del
funcionamiento del Tribunal, la que contendrá información precisa acerca del
número  de  causas,  número  de  audiencias  y  de  la  carga  de  trabajo  que
signifique la atención de dichas causas y audiencias. La referida cuenta será
pública  y  se  publicará  en  el  sitio  electrónico  del  respectivo  Tribunal.
Adicionalmente,  dicha  cuenta  considerará  una  rendición  de  gastos  del
Tribunal.
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Su  inciso  cuarto  prescribe  que  en  materia  de
información financiera, presupuestaria y contable, los Tribunales Ambientales
se  regirán  por  las  disposiciones  de  la  Ley  Orgánica  de  Administración
Financiera del Estado.

Ante  las  observaciones  que  formulara  el
Diputado señor  Díaz  al  momento  de tratarse  el  artículo  5°,  acerca  de  la
posibilidad  de  crear  nuevos  tribunales,  los  representantes  del  Ejecutivo
explicaron  que  la  cuenta  anual  a  que  se  refería  el  inciso  tercero  se
relacionaba con esa finalidad, para lo cual y con el objeto de precisar más
ese objetivo, sugerían señalar expresamente en dicho inciso que la citada
cuenta tenía por objeto  evaluar la necesidad de crear nuevos tribunales.

Al  efecto,  el  Ejecutivo  presentó  una  indicación
para  intercalar  en  el   inciso  tercero,  a  continuación  de  las  expresiones
“dichas  causas  y  audiencias”lo  siguiente:  “con  el  objeto,  entre  otros,  de
evaluar la necesidad de crear nuevos tribunales ambientales”.

El  Diputado  señor  Díaz  estimó  insuficiente  la
propuesta,  por  cuanto  creía  necesario  consagrar  un  procedimiento  más
objetivo  e  imperioso para  el  logro  de tal  finalidad,  de  tal  manera  que su
concreción no dependiera de la mera voluntad o decisión del Ejecutivo.

El  Diputado  señor  Burgos,  a  su  vez,  estimó
inconducente la indicación, porque existiendo tres Tribunales Ambientales,
perfectamente uno de ellos puede estimar necesario la creación de otros,
pero los dos restantes creer que no es conveniente.  Añadió creer  que si
quien  efectuara  la  evaluación  fuera  un  ente  superior,  como  la  Corte
Suprema, en ese caso la indicación podría tener sentido.

El Diputado señor Eluchans planteó, en lo que se
refiere al artículo en análisis , en primer lugar, dejar constancia que el empleo
de la expresión “consultar”, incluida en el inciso primero, se empleaba como
sinónimo  de  los  términos  “comprender”,  “contener”,  “formar  parte”o
“disponer”.

En  segundo  término,  señaló  que  era  necesario
hacer un distingo para los efectos de clarificar el debate, por cuanto en él se
mezclaban dos aspectos: por una parte el referido a la cuenta pública que
debe  rendir  cada  tribunal  acerca  de  su  funcionamiento,  lo  que  estaría
suficientemente  regulado  en  la  propuesta,  sin  necesidad  de  atender  la
sugerencia  de  los  representantes  del  Ejecutivo,  y,  por  otra,  la  idea  de
establecer criterios objetivos que, una vez cumplidos, obligarían a la creación
de nuevos tribunales, como lo pedía el Diputado señor Díaz, cuestión que,
ciertamente,  la propuesta no incluía.  A su parecer,  no existirían en estos
momentos  los  elementos  suficientes  para  determinar  tales  criterios  por
cuanto, de acuerdo a los antecedentes de que se dispone, tres tribunales
serían  suficientes  para  atender  la  actual  demanda  en  materia
medioambiental,  debiendo, por tanto, postergarse para otra oportunidad la
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decisión de crear  nuevos,  en función de los requerimientos que pudieren
presentarse en el futuro.

Finalmente  la  Comisión,  sin  perjuicio  de  acoger
algunas observaciones formales propuestas por la Diputada señora Turres y
por el Diputado señor Díaz, procedió a aprobar el artículo por mayoría de
votos (7 votos a favor y 1 abstención). Votaron a favor los Diputados señora
Turres y señores Cardemil, Díaz, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg y
Squella. Se abstuvo el Diputado señor Rincón.

Asimismo, rechazó la indicación del Ejecutivo por
mayoría de votos. Votaron en contra los Diputados señora Turres y señores
Burgos,  Ceroni,  Eluchans,   Cristián  Monckeberg,  Schilling  y  Squella.  Se
abstuvo el Diputado señor Cardemil.

Artículo 16.- (pasó a ser 17).

Trata  de  las  materias  de  competencia  de  estos
Tribunales, las que describe en un total de nueve números, todos los que la
Comisión acordó tratar separadamente:

Número 1.- 

                                    Señala  que  les  corresponderá  conocer  de  las
reclamaciones que se interpongan en contra de los decretos supremos que
establezcan las normas primarias o secundarias de calidad ambiental y las
normas de emisión;  los que declaren zonas del  territorio como latentes o
saturadas  y  los  que  establezcan  planes  de  prevención  o  de
descontaminación, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 50 de la ley
N°  19.300.  En  el  caso  de  las  normas  primarias  de  calidad  ambiental  y
normas de emisión, conocerá el tribunal que en primer lugar se avoque a su
consideración, excluyendo la competencia de los demás. Respecto de las
normas  secundarias  de  calidad  ambiental,  los  decretos  supremos  que
declaren  zonas  del  territorio  como  latentes  o  saturadas,  y  los  que
establezcan planes de prevención o de descontaminación, será competente
el  Tribunal  Ambiental  que  tenga  jurisdicción  sobre  la  zona  del  territorio
nacional en que sea aplicable el respectivo decreto.

Respecto de  este  número,  el  Diputado  señor
Harboe reconoció la importancia de los decretos supremos que incluye, los
que pueden ser objeto de reclamaciones ante los Tribunales Ambientales,
pero agregó que habrían otros que generarían un impacto ambiental  más
significativo y  que no guardarían  relación  con el  artículo  50 de la  ley N°
19.300,  todos  los  que  quedarían  fuera  de  la  competencia  de  dichos
Tribunales.  Citó  como  ejemplo  de  lo  anterior  la  modificación  de  normas
relativas a temas urbanos, lo que podría dar lugar a un efecto ambiental más
relevante que el  valor de una emisión, todo lo cual  lo llevó a sostener la
necesidad de ampliar la competencia señalada.
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Agregó creer que la capacidad de fiscalización de
la Superintendencia del Medio Ambiente debería ser lo bastante amplia como
para  concordar  con  tal  competencia,  la  que,  a  su  parecer,  podría  ser
insuficiente y dar lugar a que  tanto  instituciones  como  empresas,  operaran
por medio de instrumentos de planificación territorial y no mediante normas
ambientales, eludiendo así la jurisdicción de estos tribunales.

La Diputada señora Turres criticó la definición de
acto administrativo de carácter ambiental, contenida en el número 8 de este
artículo,  por  cuanto  los  municipios  pueden  dictar  resoluciones  con
repercusiones ambientales y, sin embargo, al no ser organismos del Estado
con competencia ambiental,  dichas resoluciones no podrían ser objeto de
reclamaciones ante los tribunales ambientales, crítica que respaldó el mismo
Diputado señor Harboe, señalando que la modificación del Plan Regulador
Metropolitano de Santiago deberá, sin duda alguna, producir consecuencias
ambientales, pero que al no cumplir con los requisitos que la mencionada
definición  establece,  no  será  reclamable  ante  el  tribunal.  Creía  debía
ampliarse dicha definición, conceptuando el acto administrativo de carácter
ambiental como toda decisión de carácter formal que emita un organismo de
la  Administración  del  Estado,  que  genere  un  impacto  ambiental  o
consecuencias sobre el  medio ambiente, en caso contrario,  la Contraloría
General de la República interpretará, ante un posible requerimiento contra el
citado  Plan  Regulador,  que  éste  no  es  más  que  un  instrumento  de
planificación urbana.

Señaló  que tal  situación  podría  dar  lugar  a  una
dualidad de competencias, por cuanto algunos conflictos ambientales serían
conocidos por estos nuevos tribunales especiales, en tanto que otros, que
incluso, podrían tener conexión con los anteriores, serían de la competencia
de la  justicia  ordinaria,  lo  que podría  entrabar  el  ejercicio  de  la  actividad
jurisdiccional. Terminó señalando que la definición de acto administrativo de
carácter ambiental sería errónea al incluir en ella el factor competencia, por
cuanto, en el caso de los municipios, éstos tendrían atribuciones en el ámbito
ambiental,  serían titulares de la  acción  ambiental  y  generarían  actos  que
producen impactos ambientales,  pero no tendrían competencia porque no
pueden  conocer  ni  resolver  temas  medioambientales,  como si  puede,  en
cambio, afirmarse de los juzgados de policía local que pueden conocer de las
infracciones a la ley sobre Bosques Nativos.

Recordó que las definiciones de medio ambiente y
de impacto ambiental contenidas en la ley N° 19.300, si bien son de carácter
genérico,  no  se  refieren  a  temas  de  competencia,  agregando  que  aún
cuando la definición que da el proyecto pretende ampliar la competencia de
los tribunales ambientales, ello no podrá conseguirse como consecuencia de
incluir el referido término en esa definición, lo que restringiría el ámbito de
acción de esos tribunales y podría dar lugar a la duplicidad jurisdiccional ya
aludida.
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Los representantes del  Ejecutivo reconocieron la
existencia de decretos supremos distintos a los que menciona este número,
que  pueden  tener  efectos  medioambientales,  pero  para  soslayar   el
inconveniente de que estos tribunales no tuvieran competencia para conocer
de ellos, se había agregado en el primer trámite constitucional el número 8)
de este artículo, que faculta en su primer párrafo a los tribunales ambientales
para conocer de las reclamaciones en contra de la resolución que resuelva,
conforme lo dispone la ley N° 19.880, un procedimiento administrativo de
invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental. Agregaron que,
en realidad, había una gran cantidad de órganos de la Administración del
Estado que tenían competencia ambiental y participaban en el Sistema de
Evaluación de Impacto Ambiental, como era el caso de la Dirección de Aguas
y  de  las  municipalidades.  Al  respecto,  estimaban  que  la  competencia
establecida en el número 8) de este artículo, ampliaba considerablemente las
facultades  de  estos  tribunales,  de  tal  modo  que  prácticamente  todos  los
actos administrativos de carácter ambiental  serían reclamables ante ellos.
Por vía de ejemplo, señalaron que las medidas que establece el Ministerio de
Transportes,  especialmente  en  Santiago,  se  basan  en  el  Plan  de
Descontaminación  de  la   Región  Metropolitana,  el  que  constituye  un
instrumento  de  gestión  ambiental,  susceptible  de  reclamación  ante  los
tribunales; los instrumentos de planificación territorial, que anteriormente se
evaluaban  a  través  del  Sistema  de  Evaluación  de  Impacto  Ambiental,
actualmente se someten a una evaluación ambiental estratégica, que por ser
un  instrumento  de  gestión  ambiental,  son  también  reclamables  ante  los
tribunales.

Por  último,  luego  de  las  modificaciones
introducidas a la definición de “acto administrativo de carácter ambiental”,
que figura en el párrafo segundo del número 8) de este artículo, la Comisión
procedió a aprobar este número,  en los mismos términos, por unanimidad.
Participaron  en  la  votación  los  Diputados  señores  Burgos,  Calderón,
Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans y Squella. 

Número 2.- 

Dispone que deberán conocer  de  las demandas
para obtener la reparación del medio ambiente dañado, en conformidad con
lo  dispuesto  en  el  Título  III  de  la  ley  N°  19.300.  Será  competente  para
conocer de estos asuntos el Tribunal Ambiental del lugar en que se haya
originado el hecho que causa el daño, o el de cualquier lugar en que el daño
se haya producido, a elección del afectado.

No  dio  lugar  a  debate,  aprobándoselo  por
mayoría de votos (6 votos a favor y 3 abstenciones).  Votaron a favor los
Diputados  señora  Turres  y  señores  Cardemil,  Ceroni,  Díaz,  Eluchans  y
Squella. Se abstuvieron los Diputados señores Burgos, Calderón y Harboe.
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Número 3.- 

Indica que deberán conocer de las reclamaciones
en contra de las resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente, en
conformidad con lo  dispuesto  en el  artículo  56 de la  Ley Orgánica de la
Superintendencia  del  Medio  Ambiente.  Será  competente  para  conocer  de
estas reclamaciones el Tribunal Ambiental del lugar en que se haya originado
la infracción.

No  se  produjo debate,  aprobándoselo  en  los
mismos términos, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados
señora Turres y señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans y Squella.

Número 4.- 

Señala  que  les  corresponderá   autorizar  las
medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e) del artículo 48 de la
Ley  Orgánica  de  la  Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  así  como  las
suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de esa ley, y las
resoluciones de la Superintendencia que apliquen la sanciones establecidas
en las letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en consulta.
Será  competente  para  autorizar  estas  medidas  el  Tribunal  Ambiental  del
lugar en que las mismas vayan a ser ejecutadas.

Los representantes  del Ejecutivo explicaron que
se  trataba  de  exigir  que  el  ejercicio  de  determinadas  facultades  de  la
Superintendencia,  contaran  con  la  autorización  del  Tribunal.  Hicieron
hincapié en la importancia de estas medidas, entre las que se comprendían
la  de  clausurar  o  detener  el  funcionamiento  de  una  instalación  y  la
suspensión  temporal  de  la  resolución  de  calificación  ambiental.  Ante  la
consulta del Diputado señor Burgos, en el sentido de que por qué se exigía el
pronunciamiento del tribunal únicamente en el caso que la Superintendencia
autorizara la aplicación de medidas y no en el caso que dicho organismo
negara su aplicación, expusieron que se trataba de un mecanismo similar al
contemplado  en  el  proceso  penal,  en  el  que  el  fiscal  requiere  de  la
autorización  del  tribunal  para la  adopción de ciertas  medidas de carácter
intrusivo; serían similares a las medidas prejudiciales y tendrían una duración
máxima de  treinta  días,  pudiendo la  parte  afectada  impugnarlas  ante  los
tribunales ambientales en virtud del número 3) de este artículo.

Ante  una nueva interrogante del  Diputado señor
Burgos, quien quiso saber si existiría un registro de tales medidas, porque el
afectado, dado que no conoce con antelación la medida, solamente podrá
reclamar de ella una vez que  se la ejecute, citaron el artículo 48 de la Ley
Orgánica  de  la  Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  disposición  que
establece  que  una  vez  obtenida  la  autorización  del  Tribunal  Ambiental,
deberá entregarse al propietario o encargado un certificado que indique la
medida adoptada, la individualización del instructor del procedimiento y la del



73

juez  que  lo  hubiere  ordenado  y  dejarse  copia  de  dicho  certificado  en  el
expediente.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  el  número  por
unanimidad.  Participaron  en  la  votación  los  Diputados  señora  Turres  y
señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans y Squella.

Número 5.- 

Señala  que  deberán  conocer  de  la  reclamación
que se interponga en contra de la resolución del Comité de Ministros o del
Director Ejecutivo, en conformidad con lo dispuesto en los artículos 20 y 25
quinquies  de  la  ley  N°  19.300.  Será  competente  para  conocer  de  esta
reclamación el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el
proyecto  por  la  correspondiente  Comisión  de  Evaluación  o  el  Director
Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

Los representantes  del Ejecutivo explicaron que
esta norma se refería a las resoluciones de calificación ambiental, precisando
que la mención del artículo 25 quinquies obedecía a la posibilidad de revisar
una resolución de calificación ambiental cuando las variables evaluadas y
contempladas  en  el  plan  de  seguimiento  original,  hubieran  sufrido
modificaciones sustanciales en relación a lo proyectado.

No  se  produjo  mayor  debate,  aprobándose  el
número por  unanimidad.  Participaron en la votación los Diputados señora
Turres y señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans y Squella.

Número 6.-

Indica que deberán conocer de las reclamaciones
que  interponga  cualquier  persona  natural  o  jurídica  en  contra  de  la
determinación del Comité de Ministros o Director Ejecutivo que resuelva el
recurso  administrativo,  cuando  sus  observaciones  no  hubieren  sido
consideradas en el procedimiento de evaluación ambiental, en conformidad
con lo dispuesto en los artículos 29 y 30 bis de la ley N° 19.300, en relación
con el artículo 20 de la misma ley. Será competente para conocer de esta
reclamación el Tribunal Ambiental del lugar en que haya sido evaluado el
proyecto  por  la  correspondiente  Comisión  de  Evaluación  o  el  Director
Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

Ante  una  consulta  del  Diputado  señor  Burgos
acerca de las razones de por qué en este número se permitía intentar la
reclamación  tanto  a  personas  naturales  como  jurídicas,  algo  que  no  se
aceptaba en los otros números, los representantes del Ejecutivo precisaron
que el número anterior se refería a los titulares de los proyectos y éste, en
cambio,  a  la  ciudadanía  que  participó  en  el  proceso  de  evaluación.
Recordaron, al efecto, que con anterioridad la ley permitía la participación de
las personas naturales y de las organizaciones ciudadanas sin fines de lucro.
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Finalmente, precisaron que la reclamación deberá
efectuarse en contra del Comité de Ministros o del Director Ejecutivo, según
se trate de declaraciones o estudios de impacto ambiental.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  el  número  por
unanimidad, con los votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos,
Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans y Squella.

Número 7.-

Dispone  que  deberán  conocer  de  las
reclamaciones que se interpongan en contra de los actos administrativos que
dicten los Ministerios o servicios públicos para la ejecución o implementación
de  las  normas  de  calidad,  de  emisión  y  los  planes  de  prevención  o
descontaminación, cuando éstos infrinjan la ley, las normas o los objetivos de
los instrumentos señalados. El plazo para reclamar será el establecido en el
artículo  50  de  la  ley  N°  19.300.  Tratándose  de  las  normas  primarias  de
calidad ambiental y normas de emisión, conocerá el tribunal que en primer
lugar  se  avoque  a  su  consideración,  excluyendo  la  competencia  de  los
demás.  Respecto  de  la  aplicación  de las  normas  secundarias  de  calidad
ambiental, de los decretos supremos que declaren zonas del territorio como
latentes o saturadas, y de los que establezcan planes de prevención o de
descontaminación,  será  competente  el  Tribunal  Ambiental  que  tenga
jurisdicción  sobre  la  zona  del  territorio  nacional  en  que  sea  aplicable  el
respectivo decreto.

Los  representantes del  Ejecutivo  hicieron
presente que esta norma se refería a los planes de descontaminación y de
prevención,  los  que  normalmente  incluían  una  serie  de  medidas  a
implementar por los Ministerios, todas las que podían ser objeto de reclamos
ante los Tribunales Ambientales.

No  se  produjo  mayor  debate,  procediéndose  a
aprobar el número por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados
señora Turres y señores Burgos, Cardemil, Ceroni, Díaz, Eluchans y Squella.

Número 8.- 

Señala que deberán conocer de las reclamaciones
en contra de la resolución que resuelva un procedimiento administrativo de
invalidación de un acto administrativo de carácter ambiental. El plazo para la
interposición de la acción será de treinta días contado desde la notificación
de la respectiva resolución.

El  párrafo  segundo de este  número agrega que
para  estos  efectos  se  entenderá  por  acto  administrativo  de  carácter
ambiental, toda decisión de carácter formal que emita un organismo de la
Administración  del  Estado,  con  competencia  ambiental,  que  contenga  el
ejercicio de una potestad pública y que corresponda a un instrumento de
gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.
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El  párrafo  tercero  señala  que  será  competente
para  conocer  de  esta  reclamación,  el  Tribunal  Ambiental  que  ejerza
jurisdicción  en  el  territorio  en  que  tenga  su  domicilio  el  órgano  de  la
Administración  del  Estado  que  hubiere  resuelto  el  procedimiento
administrativo de invalidación.

El párrafo cuarto agrega que en los casos de los
numerales  5)  y  6)   de  este  artículo  no  se  podrá  ejercer  la  potestad
invalidatoria  del  artículo  53  de  la  ley  N°  19.880,  una  vez  resueltos  los
recursos administrativos y jurisdiccionales  o transcurridos los plazos legales
para interponerlos sin que se hayan deducido.

Los  representantes  del  Ejecutivo  hicieron
presente que con el objeto de evitar las consecuencias restrictivas que se
atribuyeron  a  los  términos  “organismos  del  Estado  con  competencia
ambiental”, que figuran en la definición contenida en el párrafo segundo de
este número y que se hicieran notar al debatirse el número 1 de este artículo,
sugerían sustituir  las expresiones “con competencia ambiental”por la frase
“que tenga consecuencias ambientales”.

Asimismo, ante la observación del Diputado señor
Díaz, acerca de la necesidad de mantener las expresiones contenidas en el
mismo párrafo segundo, que señalan “que corresponda a un instrumento de
gestión ambiental o se encuentre directamente asociado con uno de éstos.”,
señalaron que tales instrumentos eran muy amplios dado que incluían  la
evaluación  ambiental  estratégica,  el  Sistema  de  Evaluación  de  Impacto
Ambiental y los planes de manejo, entre otros y que dada la amplitud de la
definición  de  medio  ambiente  que  establece  la  ley,  su  inclusión  en  este
párrafo permitía circunscribir el concepto de acto administrativo de carácter
ambiental.

Ante una nueva duda del Diputado señor Díaz, en
el  sentido de qué podría ocurrir  con los actos ejecutados por organismos
públicos que no están vinculados a instrumentos de gestión ambiental, pero
que tienen  consecuencias  ambientales,  señalaron  que existían  otras  vías
para  someter  un  asunto  al  conocimiento  del  Tribunal  Ambiental  y,  en  el
ejemplo citado por el parlamentario, si el acto ocasionaba un daño, se podía
intentar la acción de daño ambiental. Asimismo, si se tratara de un proyecto
no  sometido  al  sistema  de  evaluación  de  impacto  ambiental,  podría
denunciarse el  hecho ante la  Superintendencia y  de lo  resuelto  por  ésta,
recurrirse al Tribunal.

El  Diputado  señor  Calderón  expresó  dudas
respecto a las características del acto administrativo de carácter ambiental,
por  cuanto  todo  acto  administrativo  emitido  por  un  órgano  del  Estado
implicaba  el  ejercicio  de  una  potestad  pública,  por  lo  que  creía  que  la
redacción propuesta podría  transformarse en un elemento  limitativo  de la
reclamación. Ante la observación que se hiciera acerca de que una definición
similar contenía la ley N° 19.880, señaló que no toda declaración de voluntad
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se realizaba en el ejercicio de una potestad pública y que lo que realmente
interesaba,  era que en la  definición cupiera la  mayor  cantidad posible de
actos administrativos.

Finalmente,  la  Comisión  acordó  la  siguiente
redacción para este número:

“8.- Conocer de las reclamaciones en contra de la
resolución que resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de
un acto administrativo de carácter ambiental. El plazo para la interposición de
la acción será de treinta días contado desde la notificación de la respectiva
resolución.

Para  estos  efectos  se  entenderá  por  acto
administrativo  de  carácter  ambiental,  toda  decisión  formal  que  emita  un
organismo  de  la  Administración  del  Estado  que  tenga  consecuencias
ambientales y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se
encuentre directamente asociado con uno de éstos.

Será  competente  para  conocer  de  esta
reclamación, el Tribunal Ambiental que ejerza jurisdicción en el territorio en
que tenga su domicilio el órgano de la Administración del Estado que hubiere
resuelto el procedimiento administrativo de invalidación.

En los casos de los numerales 5) y 6)  de este
artículo no se podrá ejercer la potestad invalidatoria del artículo 53 de la ley
N° 19.880, una vez resueltos los recursos administrativos y jurisdiccionales  o
transcurridos  los  plazos  legales  para  interponerlos  sin  que  se  hayan
deducido.”.

                                    Se aprobó por unanimidad. Participaron en la
votación los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil,  Ceroni, Díaz,
Eluchans y Squella.

Número 9.-

 Conocer de los demás asuntos que señalen las
leyes.

Respecto  de  este  número  se  estimó  en  un
principio  más  acertado  intercalar  entre  las  palabras  “asuntos  “y  “que
señalen”las  expresiones  “de  relevancia  ambiental”,  pero  ante  una
observación del Diputado señor Burgos en el sentido que los términos que se
quería agregar  no se encontraban definidos en nuestro ordenamiento,  se
aprobó en los mismos términos, por mayoría de votos (6 votos a favor y 2
abstenciones)  Votaron  a  favor  los  Diputados  señores  Burgos,  Cardemil,
Ceroni,  Eluchans,  Cristián  Monckeberg  y  Squella.  Se  abstuvieron  los
Diputados señores Calderón y Díaz.
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Artículo 17.- (pasó a ser 18).

Este artículo,  primero del  Título III,  que trata del
procedimiento  y  primero  de  su  primer  párrafo,  que  se  refiere  a  las
disposiciones comunes, trata de las partes en un total de siete números, los
que  la  Comisión,  por  razones  de  mayor  claridad,  acordó  tratar
separadamente, como también su encabezamiento:

                                    a.- El encabezamiento señala  que en los
asuntos  de  competencia  de  los  Tribunales  Ambientales  podrán  intervenir
como partes los organismos de la Administración del Estado y, además, las
personas  que  se  indican  para  cada  uno  de  los  siguientes  números  del
artículo 16 (pasó a ser 17):

El Diputado señor Ceroni estimó confusa  la
redacción por cuanto daba a entender que cualquier organismo del Estado y
no solamente  los  que  señala  la  enumeración,  podrían  ser  partes  ante  el
Tribunal  Ambiental,  opinión  a  la  que  se  sumó el  Diputado  señor  Burgos
señalando, a vía de ejemplo, que tal redacción permitiría a organismos como
la Junta Nacional de Jardines Infantiles hacerse parte a todo evento y no sólo
cuando el hecho de que se trate se encuentre vinculado a materias dentro
del  ámbito  de  sus  atribuciones.  Estimó  demasiado  amplia  la  redacción,
señalando que debería precisarse que los organismos del Estado podrían
hacerse parte siempre que tuvieran un interés directo en el asunto.

Los  representantes  del  Ejecutivo  señalaron  que
esta redacción obedecía a una propuesta introducida en el  primer trámite
constitucional, destinada a otorgar una habilitación legal a los órganos del
Estado para comparecer ante los Tribunales Ambientales.

Acogiendo  las  observaciones  señaladas,  la
Comisión acordó la siguiente redacción para este encabezado:

“De  las  partes.  Los  organismos  de  la
Administración  del  Estado  y  las  personas  naturales  o  jurídicas  que  se
señalan, podrán intervenir como partes en los asuntos de competencia de los
Tribunales Ambientales, que en cada caso se indican: “.

Se aprobó por  unanimidad con los  votos de los
Diputados señores Burgos, Cardemil,  Ceroni, Díaz, Cristián Monckeberg y
Squella.

b.-  El  número  1)  señala  que  en  el  caso  del
número 1), podrá ser parte cualquier persona que considere que los decretos
supremos  que  establezcan  normas  primarias  y  secundarias  de  calidad
ambiental y normas de emisión, los que declaren zonas del territorio como
latentes  o  saturadas  y  los  que  establezcan  planes  de  prevención  o  de
descontaminación, no se ajustan a la ley N° 19.300 y le causan perjuicio.
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El  Diputado  señor  Ceroni  sostuvo  muy  difícil
determinar la existencia de perjuicio en el plazo que concede el artículo 50
de la ley N° 19.300 para intentar la acción,  de sólo treinta días a partir de la
publicación del correspondiente decreto,  dado que los daños ambientales o
a la salud de las personas, sólo pueden apreciarse con el transcurso del
tiempo.

El  Diputado  señor  Calderón  sostuvo  que  el
perjuicio  siempre se lo  ha entendido como vinculado al  daño patrimonial,
pero en materia de daño medio ambiental no necesariamente ese daño se
verá reflejado en el patrimonio de la persona.

Los representantes del Ejecutivo precisaron a este
respecto que la norma se fundaba en la ley N° 19.300, especialmente en lo
que  dice  relación  con  las  personas  legitimadas  para  intentar  la
correspondiente  acción,  agregando que  contrariamente  a  lo  afirmado,  los
tribunales habían entendido que el daño causado a la salud de las personas
constituía perjuicio.

En cuanto a lo breve del plazo para interponer la
demanda, señalaron que en el  caso de producirse daño ambiental,  no se
aplicaría este número sino el siguiente, caso en el cual el término aumentaba
a cinco años, contados desde la manifestación evidente del daño.

El  Diputado  señor  Calderón,  recurriendo  a  un
ejemplo teórico en la localidad de Huasco, señaló que la declaración de zona
saturada de esa localidad, afectaría económicamente a los agricultores por
las  restricciones  que  se  aplicarían  a  sus  productos  y,  al  resto  de  los
habitantes, por los perjuicios a la salud. Veía en esto una contradicción, por
lo  que  estimaba  que  la  exigencia  de  perjuicio  para  intentar  esta  acción,
podría  constituirse  en  un  obstáculo  para  acceder  a  la  jurisdicción
medioambiental, opinión que reforzó el Diputado señor Burgos considerando
tal  exigencia  como un requisito  vinculado a  la  admisibilidad misma de la
acción.

Ante  la  prevención  formulada  por  los
representantes del Ejecutivo en el sentido de que habría que distinguir entre
los motivos para declarar una zona saturada, puesto que dependiendo de
ellos, el objeto de la protección podía ser la agricultura o la salud humana, el
Diputado señor Cardemil planteó dejar constancia acerca de que el perjuicio
debería  entenderse  en  sentido  amplio  y  no  limitado  sólo  al  ámbito
patrimonial, agregando el Diputado señor Burgos que la existencia o no de
perjuicio  debería  ser  una  cuestión  que  el  tribunal  debería  dirimir,  no
exigiéndose otra cosa a la parte que la circunstancia de considerar haber
sufrido un perjuicio.

De conformidad a lo anterior, la Comisión acordó
establecer que los requisitos que establece esta norma para interponer la
acción, es decir, el no ajustarse los decretos a las normas de la ley N° 19.300
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y  causar  perjuicio  al  titular  de  la  acción,  son  de  carácter  copulativo  y
obedecen a una apreciación subjetiva del actor.

El texto de este número quedó como sigue:

“1.- En el caso del número 1), cualquier persona
que considere que los decretos que tal numeral menciona no se ajustan a la
ley N° 19.300 y que, como consecuencia de ello, le causan perjuicios.”.

Se aprobó por unanimidad, con los votos de los
Diputados señores Burgos, Cardemil,  Ceroni, Díaz, Cristián Monckeberg y
Squella.

c.-  El  número   2) agrega  que  en  el  caso  del
número 2), serán parte las personas naturales o jurídicas que hayan sufrido
el daño o perjuicio; las municipalidades, por los hechos acaecidos en sus
respectivas comunas, y el Estado, por intermedio del Consejo de Defensa del
Estado. Deducida demanda por alguno de los titulares señalados no podrán
interponerla los restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir como
terceros coadyuvantes. En el caso del inciso quinto del artículo 43 de la Ley
Orgánica  de  la  Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  la  acción  deberá
siempre ejercerla el Consejo de Defensa del Estado como parte principal.

Se  aprobó  sin  debate,  por  unanimidad.
Participaron  en  la  votación  los  Diputados  señores  Burgos,  Calderón,
Cardemil, Ceroni, Díaz, Cristián Monckeberg y Squella.

     d.-  El  número  3) añade  que  en  el  caso  del
número 3), podrán ser parte las personas naturales o jurídicas directamente
afectadas por la resolución de la Superintendencia del Medio Ambiente.

No  dio  lugar  a  debate,  aprobándoselo  por
unanimidad,  con  los  votos  de  los  Diputados  señores  Burgos,  Calderón,
Cardemil, Díaz, Cristián Monckeberg y Squella.

 e.-  El  número 4) establece que  en  el  caso del
número 4), intervendrá como parte la Superintendencia del Medio Ambiente.

Se  aprobó  sin  debate,  por  unanimidad,  con  los
votos de los Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Díaz, Cristián
Monckeberg y Squella.

f.- El número 5)  agrega que en los casos de los
números 5) y 6), podrán ser partes las personas naturales y jurídicas que
presentaron sus reclamaciones de conformidad a la ley.

Los  representantes  del  Ejecutivo  explicaron  que
para que pueda intentarse la acción en estos casos, las personas debieron
efectuar  sus observaciones durante el  proceso de evaluación,  para luego
poder recurrir de lo resuelto por el Comité de Ministros o el Director Ejecutivo
ante el Tribunal Ambiental; en otras palabras, se exige la participación de los
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interesados en el procedimiento como una forma de acreditar un interés real
en la causa. Ante una consulta del Diputado señor Cardemil acerca de la
necesidad  de  señalar  expresamente  que  las  presentaciones  deberán
efectuarse en conformidad a  ley,  señalaron que si  no se participó en el
estudio  de  impacto  ambiental  como  ciudadano  o  no  se  presentaron
observaciones  ante  el  Comité  de  Ministros,  no  se  estará  actuando  en
conformidad a la ley  y, por lo mismo, no se podrá recurrir ante el Tribunal.

Ante la consulta del Diputado señor Díaz acerca
de  las  dificultades,  ya  sea  por  lejanía  u  otra  circunstancia,  que  pueden
impedir  a  una  persona  intervenir  en  el  procedimiento  de  evaluación  de
impacto  ambiental,  señalaron  que  en  tal  caso  sería  aplicable  la  norma
residual  contenida  en  el  número  8)  del  artículo  anterior,  el  que  permite
solicitar la invalidación administrativa de lo resuelto por el órgano, en otras
palabras, quien no haya participado en el proceso de evaluación de impacto
ambiental, puede llegar por otras vías ante el Tribunal.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  el  número  por
unanimidad,  con  los  votos  de  los  Diputados  señores  Burgos,  Calderón,
Cardemil, Ceroni, Díaz, Cristián Monckeberg y Squella.

g,.  El  número  6)  señala  que  en  el  caso  del
número 7), podrá ser parte cualquier persona que considere que los actos
administrativos  que  dicten  los  Ministerios  o  servicios  públicos  para  la
ejecución o implementación de las normas de calidad, emisión y planes de
prevención o descontaminación, infringen la ley, las normas y los objetivos
de los instrumentos señalados.

Ante  la  observación  formulada  por  el  Diputado
señor Burgos acerca de las razones por las que en algunos de los números
de este artículo se emplean las expresiones “personas naturales o jurídicas”y
en otras sólo “personas”, diferencia que podría dar lugar a interpretaciones,
los representantes del Ejecutivo explicaron que en el primer caso se referían
a situaciones regladas en la ley N° 19.300, y, simplemente, se empleaban los
mismos  términos  que  utilizaba  esa  ley;  en  cambio,  los  otros  casos  no
abordaban asuntos tratados en dicha ley por lo que se empleaba solamente
la expresión “persona”.

La  Comisión  acordó  dejar  constancia  que  la
expresión  “personas”utilizada  en  este  artículo,  comprendía  tanto  a  las
naturales como a las jurídicas y sin otra corrección que sustituir  la forma
verbal  “infrinjan”por  “infringen,  procedió  a  aprobar  este  número  por
unanimidad.  Participaron  en  la  votación  los  Diputados  señora  Turres  y
señores Burgos, Cardemil Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.

h.- El número 7) indica que en el caso del número
8),  podrá  intervenir  como  parte  quien  hubiese  solicitado  la  invalidación
administrativa o el directamente afectado por la resolución que resuelva el
procedimiento administrativo de invalidación.
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Se aprobó sin debate, en los mismos términos, por
unanimidad, con los votos de los Diputados señora Turres y señores Burgos,
Cardemil Díaz, Eluchans, Harboe y Squella.

i.-  Por  último,  el  inciso  segundo  de  este
artículo, el que establece que en los procedimientos que se regulan en esta
ley, será aplicable lo dispuesto en el artículo 23 del Código de Procedimiento
Civil  y se presumirá que las municipalidades y el  Estado tienen el interés
actual en los resultados del juicio que dicha norma exige.

La disposición, que se refiere a los requisitos para
intervenir como tercero coadyuvante en estos procedimientos, se aprobó sin
debate, en los mismos términos, por unanimidad. Participaron en la votación
los Diputados señora Turres y señores Burgos, Cardemil,  Díaz, Eluchans,
Harboe y Squella.

Artículo 18.- (pasó a ser 19).

Trata  del  “amicus  curiae”o  amigo  de  la  Corte,
señalando que dentro de los treinta días siguientes a la notificación  de la
resolución que admite a tramitación la reclamación o la demanda por daño
ambiental,  cualquier  persona,  natural  o  jurídica,  que  no  sea  parte  en  el
procedimiento, que posea reconocida idoneidad técnica y profesional en la
materia objeto del asunto sometido al conocimiento del Tribunal Ambiental y
que invoque la protección de un interés público, podrá presentar, por escrito
y con patrocinio de abogado, un informe con sus comentarios, observaciones
o sugerencias.

Su inciso segundo agrega que para estos efectos,
el  Tribunal  dispondrá la publicación de un aviso en un medio electrónico,
dando  cuenta  de  la  circunstancia  de  haberse  practicado  la  notificación
señalada en el inciso anterior y los datos necesarios para identificar la causa.

Su  inciso  tercero  señala  que  al  informe,  al  que
deberán  adjuntarse  tantas  copias  como  partes  litiguen  en  la  causa,  se
acompañarán, además, los antecedentes que acrediten la idoneidad técnica
y profesional de quien lo presente.

Su inciso cuarto añade que la entrega del informe
no suspenderá ni alterará la tramitación del procedimiento, pero el tribunal
deberá considerarlo en la sentencia definitiva.

Su  inciso  final  señala  que  la  presentación  del
informe no conferirá a quien lo haya acompañado la calidad de parte, ni le
otorgará ninguna posibilidad de actuación adicional en el proceso. 

Respecto  de  esta  norma,  el  Diputado  señor
Cardemil recordó que la Corte Suprema opinaba que el informe del “amigo
de  la  Corte”debería  ser  requerido  por  el  Tribunal  en  la  medida  que  la
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complejidad del caso lo requiriera, como también que debería establecerse
un límite para la cantidad de informes que podrían recibirse.

La Diputada señora Turres hizo presente que el
nombre de esta institución le hacía pensar en el ejercicio de influencias, algo
que  estimaba  cuestionable.  Por  otra  parte,  le  parecía  que  la  exigencia
planteada  por  la  norma  en  el  sentido  de  que  el  informante  acreditara
idoneidad técnica y profesional sobre la materia, debería ser calificada por el
Tribunal,  algo  que  presentaba  serios  inconvenientes,  en  especial  por  el
hecho  del  sistema  de  macro  zonas  adoptado  para  la  distribución  de  los
tribunales,  toda  vez  que  una  persona  con  conocimientos  especializados
podría ser reconocida como tal en una región determinada, pero no en la que
se encontrara emplazado el tribunal, lo que podría llevar a que este último
resolviera que el informante no era idóneo.

El  Diputado  señor  Burgos  estimó  que  la
participación del “amigo de la Corte”, constituía más bien una opinión técnica
que  un  informe,  por  lo  que  creía  que  debería  hablarse  de  “opiniones,
sugerencias  u  observaciones”.  Creía,  asimismo,  que  la  exigencia  de
patrocinio de abogado no se justificaba porque este informante no era parte
en el proceso y, más aún, pensaba que podría convertirse en un desincentivo
para  su  participación.  Estimaba,  asimismo,   que  el  inciso  cuarto  estaba
demás, tanto porque no tenía sentido señalar que el informante no tendría
calidad de  parte  por  cuanto  el  inciso  primero  ya  lo  establecía  así,  como
porque el informe no era más que una mera opinión, por lo que señalar que
su entrega no suspendería ni alteraría la tramitación de la causa, resultaba
fuera  de  lugar.  Por  último,  estimaba  que  la  consideración  de  la  opinión
emitida, debería ser facultativa para el tribunal, según cual fuera su calidad y,
en todo caso, podría exigirse que se la tuviera a la vista al momento de fallar.

El Diputado señor Harboe, siguiendo la opinión de
la Diputada señora Turres, creía que correspondería al Tribunal calificar la
idoneidad técnica del  informante,  lo cual  abría  interrogantes acerca de la
posibilidad de que esa calificación pudiera ser objetada.  Igual  cosa podía
decirse de la exigencia de invocar este informante la protección de un interés
público,  carácter  que  debería  también  ser  calificado  por  el  Tribunal.  No
obstante, la propuesta no consagraba procedimiento incidental alguno que
permitiera resolver las controversias que podría suscitar la determinación del
mismo.

Por otra parte, creía necesario que se conociera la
identidad de quien emitía el informe y se exigiera una declaración de su falta
de interés personal en la causa, por cuanto la falta de regulación del lobby y
el patrocinio de abogado que se requería al informante, podían constituirse
en la base de un mecanismo empleado por las empresas dedicadas a esa
actividad, para hacer valer sus influencias.

Por  último,  creía  que  la  forma  de  efectuar  la
notificación debería precisarse, dado que el concepto de medios electrónicos
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le  parecía  demasiado  amplio.  Pensaba  que  debía  aludirse  a  medios  de
comunicación social  de carácter  nacional  y  a  los correspondientes de las
distintas localidades, única forma de garantizar el acceso de personas que
invoquen  la  protección  de  un  interés  público  frente  a  un  determinado
proyecto.

El Diputado señor Díaz se mostró favorable a esta
institución, especialmente dado el  carácter  altamente especializado de las
materias de conocimiento del  Tribunal  Ambiental,  ya que se contaría  con
opiniones versadas que podrían constituirse en un insumo adicional para la
decisión judicial. No creía, en todo caso, que la intervención del “amigo de la
Corte”se prestara para influir torcidamente en esa decisión.

Los  representantes  del  Ejecutivo  explicaron  que
esta institución había sido propuesta en el  primer trámite por la Senadora
señora Alvear, y ella tenía por objeto aumentar la participación ciudadana en
el trabajo de los Tribunales Ambientales, por lo que la propuesta de la Corte
Suprema  de  que  estos  informes  se  recibieran  sólo  a  requerimiento  del
tribunal,  contrariaba  dicho  propósito.  Asimismo,  en  ese  trámite  se  había
precisado que no se estaba ante un medio de prueba sino sólo ante una
opinión, pero si bien se establecía que debía considerarse en la sentencia
definitiva,  también  se  había  dejado  constancia  que  carecía  de  efectos
vinculantes.

El  Diputado  señor  Squella  estimó  indispensable
aclarar el carácter y el efecto que tendrá el informe del “amigo de la Corte”,
por  cuanto  podría  reclamarse  de  nulidad  contra  la  sentencia  que  no
mencionara tal informe u opinión.

Acogiendo  todas  estas  observaciones,  los
representantes del Ejecutivo sugirieron el siguiente texto de reemplazo:

“Amicus  curiae.  Dentro  de  los  treinta  días
siguientes  a  la  notificación  de  la  resolución  que  admite  a  tramitación  la
reclamación o la demanda por daño ambiental, cualquier persona, natural o
jurídica,  que  no  sea  parte  en  el  procedimiento,  que  posea  reconocida
idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto sometido a
conocimiento  del  Tribunal  Ambiental  y  que  invoque  la  protección  de  un
interés público, podrá presentar una opinión escrita con sus comentarios,
observaciones o sugerencias.

Para  estos  efectos,  el  Tribunal  dispondrá  la
publicación  de  un  aviso  en su  sitio  electrónico,  dando  cuenta  de  la
circunstancia  de  haberse  practicado  la  notificación  señalada  en  el  inciso
anterior y los datos necesarios para identificar la causa.

La  opinión  escrita deberá  acompañarse  con
tantas  copias  como  partes  litiguen  en  la  causa,  debiendo  agregarse,
además, los antecedentes que acrediten la idoneidad técnica y profesional
de quien la presente.
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La entrega de la opinión escrita no suspenderá ni
alterará la tramitación del procedimiento. El tribunal dejará constancia, en
la sentencia definitiva, de haberla tenido a la vista.

La presentación de la opinión escrita no conferirá
a  quien  la  haya  emitido,  la  calidad  de  parte,  ni  le  otorgará  ninguna
posibilidad de actuación adicional en el proceso.”.

Sobre esta nueva propuesta, el debate se centró
en la publicación del aviso de haberse admitido a tramitación la reclamación
o  demanda  por  daño  ambiental,  en  atención  a  facilitar  la  emisión  de
opiniones  especializadas  conforme  a  este  artículo,  señalando  los
representantes del Ejecutivo que cada tribunal cuenta con una página web a
la cual pueden acceder todas las personas, agregando que la publicación en
un  diario  de  circulación  nacional,  complicaría  mucho  por  cuanto  dicha
publicación debería efectuarse por cada una de las causas que se tramitaran
en estos tribunales. Por lo demás,  el  interés de emitir  opiniones se daría
sobre aquellos asuntos de mayor resonancia y alto impacto ambiental.

El Diputado señor Harboe insistió en su posición,
argumentando  que  si  bien  era  loable  recurrir  a  los  sistemas  electrónicos
como medios de notificación, no era posible olvidar que solamente el 32% de
la  población  nacional  tenía  acceso  a  internet,  limitación  que  afectaba
principalmente a localidades aisladas o pequeñas, lo que impediría a quienes
vivieran en ellas tomar conocimiento de reclamaciones sobre daño ambiental
en conflictos que pudieran ser de su interés. Los medios electrónicos podrían
utilizarse como complemento de formas más masivas de publicación, en la
medida  que  no  exista  un  acceso  universal  a  ellos.  A  su  juicio,  podría
recurrirse a diarios de circulación local a fin de asegurar el conocimiento de
parte  de  quienes  habitan  la  zona  en  que  está  radicado  el  conflicto,  sin
perjuicio de la publicación en el sitio electrónico del tribunal. De lo contrario,
solamente se enterarían del asunto los estudios jurídicos ambientales y las
agencias de lobby.

Los representantes del Ejecutivo propusieron que,
en el caso de insistirse en la publicación de avisos en diarios, éstos debieran
ser  de  carácter  nacional,  si  bien  no  en  días  fijos  preestablecidos  por  el
problema del vencimiento del plazo, al menos porque así podría resolverse el
problema  de  notificar  en  el   caso  de  controversias  que  surjan  por  la
aplicación de decretos de alcance nacional, como por ejemplo, los relativos a
las  normas  de  calidad.  Enfatizaron  que  la  institución  del  “amigo  de  la
Corte”había  sido  pensada  para  atraer  la  participación  de  instituciones  y
personas  de  reconocida  capacidad  técnica,  tales  como  universidades  o
profesores  que  pudieran  ilustrar  al  Tribunal  y  no  de  cualquier  persona
afectada por daño ambiental, ya que en tal caso esta última podría hacerse
parte en la reclamación o demanda. Por lo demás, las últimas modificaciones
introducidas en la ley N° 19.300, relativas a la participación ciudadana en el
procedimiento  de  evaluación  de  impacto  ambiental,  obligaban  a  las
Comisiones de Evaluación o al Director Ejecutivo a publicar en el primer día
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hábil del mes en el Diario Oficial y en un periódico de circulación nacional o
local, según el caso, un listado de los proyectos sometidos a declaración de
impacto  ambiental  en  el  mes  anterior,  para  mantener  informada  a  la
ciudadanía, sin perjuicio de que los proponentes deban publicar, a su vez, la
presentación  del  estudio  o  declaración,  a  su  costa,  en  un  medio  de
radiodifusión  de  alcance  local,  señalando  el  lugar  en  que  se  encuentran
disponibles los antecedentes y el plazo para realizar observaciones.

El Diputado señor Burgos coincidió con la posición
del Ejecutivo, por cuanto la publicación a que se refiere este artículo no sería
del interés de la comunidad afectada por un daño o conflicto ambiental, sino
a quienes preocupa el tema desde el punto de vista del interés general y
pueden entregar por ello una opinión técnica. De ahí la importancia que la
publicación tenga un carácter masivo o universal y no esté centrada en un
lugar determinado.

El  Diputado  señor  Harboe  reconoció  que  los
afectados por un proyecto ambiental cuentan con un espacio para participar
en el sistema, pero no sucedía lo mismo con quienes no reciben en forma
directa los efectos del proyecto. De ahí la necesidad de la publicación en un
medio local.

El  Diputado  señor  Squella  señaló  que  si  bien
comprendía la necesidad de mejorar el  acceso a la información relativa a
causas medio ambientales,  no creía conveniente generar un alto nivel  de
costos y burocracia para ese fin, por lo que parecía suficiente la publicación
en el sitio electrónico del tribunal, sin perjuicio, además, de que el plazo de
treinta días que establece el inciso primero, se contara desde la publicación
del aviso en el sitio electrónico o el medio que se determine.

Finalmente,  acogiendo  gran  parte  de  las
observaciones formuladas, los representantes del  Ejecutivo propusieron el
siguiente texto para este artículo:

“Amicus  Curiae.-  Dentro  de  los  treinta  días
siguientes  a  la  publicación  de  la  resolución  que  admite  a  tramitación  la
reclamación o la demanda por daño ambiental, cualquier persona, natural o
jurídica, que no sea parte en el proceso, que posea reconocida idoneidad
técnica  y  profesional  en  la  materia  objeto  del  asunto  sometido  al
conocimiento  del  Tribunal  Ambiental  y  que  invoque  la  protección  de  un
interés  público,  podrá  presentar  opinión  escrita  con  sus  comentarios,
observaciones o sugerencias.

Dicha  publicación  se  efectuará  en  el  sitio
electrónico  del  Tribunal  y  dará  cuenta  de  la  circunstancia  de  haberse
practicado la notificación de la resolución señalada en el inciso anterior y los
datos necesarios para identificar la causa.

La opinión escrita deberá acompañarse de tantas
copias  como  partes  litigantes  hubiere,  debiéndose  agregar,  además,  los
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antecedentes que acrediten la idoneidad técnica y profesional de quien la
presenta.

La entrega de la opinión escrita no suspenderá ni
alterará la tramitación del procedimiento. El Tribunal dejará constancia en la
sentencia definitiva de haberla tenido a la vista.

La presentación de la opinión escrita no conferirá
a quien la haya emitido la calidad de parte, ni le otorgará ninguna posibilidad
de actuación adicional en el proceso.”.

La  Comisión,  sin  nuevo  debate,  acogió  esta
redacción  sustitutiva,  sin  más  corrección  que  la  de  precisar  en  el  inciso
segundo que lo se quiere dar a conocer es el hecho de haberse acogido a
tramitación la reclamación o demanda,  cuestión que puede perfectamente
efectuarse  antes  de  notificar  al  demandado,  observación  con  la  que
concordaron los representantes del  Ejecutivo,  procediendo a sustituirse el
inciso segundo por el siguiente: 

“Para estos efectos, el Tribunal dispondrá se dé a
conocer la circunstancia señalada mediante la publicación de un aviso en su
sitio electrónico, que incluya, además, los datos necesarios para identificar la
causa.”.

Se  aprobó  esta  última  proposición,  con  la
corrección  señalada,  por  unanimidad.  Participaron  en  la  votación  los
Diputados señores Burgos, Calderón, Cardemil, Harboe, Rincón y Schilling.

Artículo 19.- (pasó a ser 20).

Se  refiere  a  la  presentación  de  la  demanda,
señalando que la reclamación, solicitud o demanda se presentará al Tribunal
Ambiental competente. Si el domicilio del legitimado se encontrare fuera de
la región de asiento del Tribunal, ellas podrán presentarse en la Corte de
Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional aquel esté domiciliado. En este
caso, la Corte deberá remitir el documento al Tribunal respectivo el mismo
día o, a más tardar, el día hábil siguiente al de su recepción.

El  Diputado  señor  Harboe recordó  respecto  a
este artículo, que la Corte Suprema había manifestado su desacuerdo  por
cuanto significaba un recargo de trabajo para las Cortes de Apelaciones y
había  propuesto  como  alternativa  que  esta  carga  se  impusiera  a  las
Intendencias  y  Gobernaciones.  Señaló  que  el  problema  del  recargo  de
trabajo era una cuestión que el Ejecutivo debería tratar con la Corporación
Administrativa  del  Poder  Judicial,  pero  que la  alternativa  propuesta  no le
parecía adecuada, porque supondría incorporar autoridades políticas en un
procedimiento jurisdiccional.
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La  Comisión  coincidió  con  el  Diputado  señor
Burgos,  en  cuanto  a  que  la  remisión  de  las  demandas  a  los  Tribunales
Ambientales, no sería una cuestión mayormente compleja, procediendo, en
consecuencia, a aprobar el artículo, en los mismos términos, por unanimidad.
Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores Burgos,
Cardemil, Díaz, Harboe y Squella.

Artículo 20.- (pasó a ser 21).

Se refiere a la publicidad del procedimiento y a la
representación de las partes, señalando que el procedimiento será público e
impulsado de oficio por el Tribunal hasta su resolución definitiva. Las partes
deberán actuar  representadas en la  forma prevista   en la  ley  N°  18.120,
sobre comparecencia en juicio.

No se produjo debate, aprobándose el artículo en
iguales términos,  por  unanimidad,  con los  votos  de los Diputados señora
Turres y señores Burgos, Cardemil, Díaz, Harboe y Squella.

Artículo 21.- (pasó a ser 22).

Se  refiere  a  las  notificaciones,  disponiendo  que
éstas se regirán por las reglas generales del Código de Procedimiento Civil,
pudiendo las partes solicitar que se les notifique por correo electrónico, caso
en el cual sólo se les notificará por esa vía.

No se produjo debate, aprobándose el artículo en
iguales términos, por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados
señora Turres y señores Burgos, Cardemil, Díaz, Harboe y Squella.

Artículo 22.- (pasó a ser 23).

Trata de los incidentes, señalando que los que se
promuevan no suspenderán el curso de la causa principal y serán resueltos
en la sentencia definitiva, a menos que el Tribunal, por razones fundadas, de
las  cuales  dejará  constancia,  resuelva  escuchar  previamente  a  la  parte
contraria o fallarlos antes de tal sentencia. Si fuere indispensable, el Tribunal
recibirá el incidente a prueba en la primera resolución recaída en él, la que
no será impugnable. La prueba se propondrá y producirá junto con la de la
causa  principal,  salvo  que  el  Tribunal  determine  convocar  a  audiencias
especiales para recibir la prueba y las alegaciones del incidente.

El Diputado señor Harboe objetó que la propuesta
no se refiriera a la oportunidad en que puedan hacerse valer los incidentes,
señalando  que  podrían  producirse  situaciones  de  difícil  solución  si,  por
ejemplo,  luego de recibida la causa a prueba, se promoviera un incidente.
En tal caso, como la prueba de la incidencia debe proponerse y producirse
conjuntamente con la de la cuestión principal, se produciría un problema en
lo  relativo  a  su  recepción.  Creía  conveniente,  a  fin  de  evitar  dificultades,
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establecer que los incidentes solamente se podrán promover hasta que se
reciba la causa a prueba.

Los  representantes  del  Ejecutivo  explicaron  que
en el procedimiento correspondiente a las reclamaciones, se procedía a la
vista  de  la  causa  y  a  recibir  la  prueba,  muy  acotada  y  reducida  a  la
documental. En el caso del procedimiento aplicable al daño ambiental, más
amplia,  se  contemplaba  una  audiencia  pública  en  que  se  rendía  toda  la
prueba,  razón por  la  que al  culminar  ésta,  el  juicio  estaba prácticamente
terminado.

El Diputado señor Cardemil recordó que el artículo
45 de esta iniciativa (pasó a ser 47), disponía la aplicación supletoria a todos
los procedimientos de este proyecto, de las disposiciones de los Libros I y II
del Código de Procedimiento Civil, entre las cuales se encuentran las que
regulan los incidentes; en consecuencia, la oportunidad para hacerlos valer
se regiría por las normas generales previstas en ese Código.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  el  artículo  por
unanimidad,  en  iguales  términos,  con  los  votos  de  los  Diputados  señora
Turres y señores Burgos, Cardemil, Harboe y Squella.

Artículo 23.- (pasó a ser 24).

Trata de las medidas cautelares,  señalando que
con  el  fin  de  resguardar  un  interés  jurídicamente  tutelado  y  teniendo  en
cuenta la verosimilitud del derecho invocado, el Tribunal podrá decretar las
medidas cautelares, conservativas o innovativas necesarias para impedir los
efectos negativos de los actos o conductas sometidos a su conocimiento.

Su inciso segundo agrega que el Tribunal  podrá
decretar  estas  medidas  en  cualquier  estado  del  juicio  o  antes  de  su
tramitación y por el  plazo que estime conveniente.  Podrá disponerlas  de
oficio o a petición de parte. En este último caso resolverá de plano o con
citación mediante resolución someramente fundada.

Su inciso tercero añade que cuando se soliciten
estas  medidas  el  requirente  deberá  acompañar  los  antecedentes  que
constituyan a lo menos presunción grave del derecho que se reclama o de
los hechos denunciados. El Tribunal podrá exigir caución al actor particular,
por  un  monto  no  superior  a  cien  unidades  tributarias  mensuales,  para
responder de los perjuicios que podrían originarse.

Su inciso cuarto dispone que deducida oposición o
pedido  el  alzamiento,  escritos  a  los  que  debe  adjuntarse  la  prueba
documental que se estime pertinente, el Tribunal la pondrá en conocimiento
de la parte contraria, citando a una audiencia dentro de un plazo no superior
a diez días, en la que escuchará a las partes y resolverá la mantención,
modificación o alzamiento de la medida.
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Su  inciso  quinto  establece  que  en  las
controversias cautelares sólo se admitirá prueba documental. Las medidas
decretadas se podrán modificar o dejar sin efecto en cualquier estado de la
causa.

Su inciso sexto previene que la cautela innovativa
sólo podrá decretarse ante la inminencia de un perjuicio irreparable. Si  el
Tribunal  estimare  que  no  concurren  las  circunstancias  que  la  hagan
procedente  podrá,  de  oficio,  decretar  la  medida  cautelar  que  a  su  juicio
corresponda.

Su  inciso séptimo señala que la resolución que
conceda  o  deniegue  una  medida  cautelar  se  notificará  al  afectado.  Si  la
medida  se  hubiere  concedido  prejudicialmente,  el  solicitante  deberá
presentar su demanda en el plazo de quince días hábiles contado desde que
se concedió la cautela o en el término mayor que fije el Tribunal. Si así no lo
hiciere la medida quedará sin efecto de pleno derecho.

Su inciso octavo añade que siempre que existiere
motivo grave el Tribunal podrá disponer que las medidas se lleven a efecto
antes  de  notificar  a  la  persona  contra  quien  se  dictan.  En  este  caso,
transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe, quedaran sin valor
las diligencias practicadas. El Tribunal podrá ampliar este plazo por motivos
fundados.

Su inciso final agrega que no regirá respecto de
las medidas prejudiciales y precautorias que dicte el Tribunal lo establecido
en los Títulos IV y V del Libro II del Código de Procedimiento Civil, salvo lo
señalado en los artículos 273, 274, 275, 276, 277, 278, 284 con la modalidad
de declaración de partes que se establece en esta ley, 285, 286, 294, 296 y
297 de dicho cuerpo legal, en cuanto resultaren aplicables.

Respecto  de  este  artículo,  el  Diputado  señor
Burgos expresó dudas acerca del significado y alcance de las expresiones
medidas cautelares innovativas, las que no tienen una definición legal y, más
aún, ni siquiera se las había considerado en el proyecto de nuevo Código de
Procedimiento Civil.  Según su parecer, estas medidas tendrían por objeto
impedir  los  efectos  negativos  de  los  actos  o  conductas  sometidos  al
conocimiento  del  Tribunal,  lo  que  guardaría  similitud  con  la  orden  de  no
innovar, por lo que no constituirían una mayor novedad.

Por  otra  parte,  recordando  la  observación
formulada por el  profesor señor Acosta, quien criticó el  tope puesto en el
inciso tercero a la caución que se establece para responder de los perjuicios
que pudieran ocasionar las medidas cautelares concedidas, señaló que el
monto  que  se  establecía  de  un  máximo  de  cien  unidades  tributarias
mensuales, podía resultar exiguo en relación a las cantidades involucradas
en ciertas causas. Señaló como ejemplo de lo que afirmaba, que si como
consecuencia de la interposición de una de estas medidas, se paralizaba una
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obra de gran envergadura, parecía lógico que el Tribunal pudiera fijar una
caución más elevada.

El  Diputado señor  Harboe explicó,  con el  fin  de
aclarar los términos del debate, que las medidas conservativas tenían por
objeto asegurar la protección de un bien; así, por ejemplo, si  se deseaba
proteger un bien patrimonial, la medida se orientaría a evitar su demolición.
La medida innovativa, en cambio, exigiría su reparación o restauración.

El Diputado señor Cardemil recordó que el artículo
22 de la ley N° 19.968, que crea los Tribunales de Familia, contempla este
tipo de medidas, señalando que son aquellas que sólo podrán disponerse en
situaciones urgentes y cuando lo exija el interés superior del niño o cuando lo
aconseje  la  inminencia  del  daño  que  se  trata  de  evitar.  Asimismo,  la
jurisprudencia  argentina  la  consideraba  como  una  diligencia  precautoria
excepcional  que  tiende  a  modificar  el  estado  de  hecho  o  de  derecho
existente antes de la petición de su dictado.

Los  representantes  del  Ejecutivo  resaltaron  la
importancia de que los Tribunales Ambientales contaran con la posibilidad de
conceder  o  disponer  cautelares  innovativas,  respecto  de  las  cuales  los
Tribunales de Familia  gozaban de amplias  facultades para  concederlas o
imponerlas, agregando que su eficacia partía de la base del requisito que se
establecía  para  su  interposición,  cual  era  la  inminencia  de  un  perjuicio
irreparable. Sus alcances serían más amplios que los que corresponden a
las  medidas  de  tipo  conservativo  contempladas  en  el  Código  de
Procedimiento Civil.

El  asesor  señor  Aldunate  precisó  que  en  la
legislación extranjera, estas medidas tienen por objeto evitar la modificación
de  una  situación,  es  decir,  procuran  mantener  la  situación  vigente  o  en
suspenso, a fin de que no se produzcan consecuencias que la sentencia no
podrá revertir.

Acogiendo  las observaciones  formuladas,  los
representantes del Ejecutivo propusieron las siguientes modificaciones a los
incisos primero y tercero de este artículo:

                                    1° Agregar al final del inciso primero una
definición  de  las  medidas  cautelares  conservativas  e  innovativas,  del
siguiente ten or:

“Son conservativas aquellas que tengan por objeto
asegurar el  resultado de la pretensión, a través de acciones destinadas a
mantener el estado de hecho o de derecho existente con anterioridad a la
solicitud de la medida. Son innovativas aquellas que, con el mismo objeto,
buscan modificar el estado de hecho o de derecho existente al tiempo de la
solicitud de la medida.”.

2° Sustituir el inciso tercero por el siguiente:
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“Cuando se soliciten estas medidas el requirente
deberá acompañar los antecedentes que constituyan a lo menos presunción
grave del derecho que se reclama o de los hechos denunciados. El Tribunal
podrá exigir caución al actor particular para responder a los perjuicios que
podrían originarse.”.

Respecto de este último inciso, se volvió al texto
originalmente propuesto por el Senado, dejando al criterio del juez la fijación
del monto de la caución.

En lo referente al inciso segundo, el  Diputado
señor Cardemil hizo presente que tratándose de medidas prejudiciales no era
posible que el Tribunal las declarara de oficio, opinión con la que coincidió el
Diputado señor Eluchans, señalando que ellas solamente pueden decretarse
a petición de parte.

Conforme  a  lo  anterior,  se  acordó  la  siguiente
redacción para este inciso:

“El  Tribunal  podrá  decretar  estas  medidas  en
cualquier estado del juicio o antes de su inicio y por el  plazo que estime
conveniente.  Podrá  decretarlas  de  oficio  o  a  petición  de  parte,  según
corresponda, de acuerdo a las normas generales, debiendo en este último
caso resolver de plano o con citación, mediante resolución fundada.”.

Respecto  del  inciso  cuarto,  el  Diputado  señor
Eluchans planteó un cambio en la redacción de la frase inicial, con el objeto
de dar más claridad a la norma, quedando su texto como sigue:

A  los  escritos  de  oposición  o  solicitud  de
alzamiento, debe adjuntarse la prueba documental que se estime pertinente.
El Tribunal la pondrá en conocimiento de la parte contraria, citando a  una
audiencia dentro de un plazo no superior a diez días, en la que escuchará a
las  partes  y  resolverá  la  mantención,  modificación  o  alzamiento  de  la
medida.”.

Por último, en lo que se refiere al inciso final de
este  artículo,  el  que  hace  aplicables  a  las  medidas  prejudiciales  y
precautorias  que  pueda  dictar  el  Tribunal  Ambiental,  sólo  determinados
artículos de los Títulos IV y V del Libro II del Código de Procedimiento Civil,
la Comisión coincidió con el parecer del Diputado señor Eluchans en cuanto
a  que  existiendo  una  disposición  de  este  proyecto  que  declaraba  la
supletoriedad de las normas contenidas en los Libros I y II  del Código de
Procedimiento  Civil,  parecía  innecesario  este  inciso,  por  cuanto  las
disposiciones de esos Libros que se excluían, de todas maneras quedarían
fuera porque primarían a su respecto las disposiciones especiales de esta
ley.

En consecuencia, se acordó suprimir este inciso.
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Cerrado  finalmente  el  debate,  se  aprobó  el
artículo, con las modificaciones señaladas, por unanimidad, con los votos de
los Diputados señores Cardemil, Eluchans, Leopoldo Pérez, Schilling y Van
Rysselberghe.

Artículo 24.- (pasó a ser 25).

Trata del contenido de las sentencias, señalando
que éstas se dictarán con arreglo a lo  establecido en el  artículo  170 del
Código de Procedimiento Civil, debiendo, además, en su caso, enunciar los
fundamentos técnico – ambientales con arreglo a los cuales se pronuncia.

Se aprobó sin  debate,  en los mismos términos,
por unanimidad. Participaron en la votación los Diputados señora Turres y
señores Burgos, Cardemil y Díaz.

Artículo 25.- (pasó a ser 26).

Trata  de  las  apelaciones  y  declara  la
improcedencia  del  recurso  de  casación,  señalando  que  en  estos
procedimientos sólo se admitirá apelación respecto de las resoluciones que
declaren la inadmisibilidad de la demanda; que reciban la causa a prueba o
que pongan término al procedimiento o hagan imposible su continuación. De
este  recurso  conocerá  la  Corte  de  Apelaciones  en  cuyo  territorio
jurisdiccional  tenga  asiento  el  Tribunal  Ambiental  que  haya  dictado  la
resolución apelada.

Su  inciso  segundo  agrega  que  en  contra  de  la
sentencia definitiva sólo procederá el recurso de apelación, del que conocerá
la Corte Suprema. Dicho recurso tendrá preferencia para su vista y fallo. Ante
la Corte sólo podrá rendirse prueba documental,  salvo que ella, de oficio,
disponga la práctica de otras pruebas.

Su  inciso  tercero  añade  que  en  estos
procedimientos no procederá el recurso de casación.

Los  representantes  del  Ejecutivo  señalaron
respecto  de  este  artículo,  que  el  Gobierno  se  inclinaba  por  consagrar  el
recurso de nulidad en el  procedimiento contencioso administrativo y el  de
casación, tanto en la forma como en el fondo. Asimismo, estaba por acoger
la sugerencia de la Corte Suprema en el sentido de limitar la interposición de
la casación de forma, sólo a las causales señaladas en los números 1, 4 y 6
del  artículo  768  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  es  decir,  contra  la
sentencia dictada por un tribunal incompetente,  contra de la dada ultrapetita
o contra de la dada en apelación declarada legalmente desierta, prescrita o
desistida. Señalaron que lo anterior significaba volver a anteriores etapas de
la  tramitación  de  esta  iniciativa,  atendiendo  a  la  especialidad  de  los
Tribunales  Ambientales  y  a  la  inconveniencia  de  dar  conocimiento  del
recurso de apelación a la Corte Suprema, por ser éste un tribunal de derecho
a quien no debiera corresponder la revisión de los hechos.
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Conforme a  lo  anterior,  propusieron  el  siguiente
texto para este artículo:

“Apelación  y  recurso  de  casación.  En  estos
procedimientos  se  admitirá  apelación  respecto  de  las  resoluciones  que
declaren la inadmisibilidad de la demanda, las que reciban la causa a prueba
o  las  que  pongan  término  al  procedimiento  o  hagan  imposible  su
continuación.  De este recurso conocerá la  Corte de Apelaciones en cuyo
territorio jurisdiccional tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado
la resolución apelada.

El plazo para la interposición de la apelación será
de diez días contados desde la notificación de la resolución recurrible.

En contra de la sentencia definitiva dictada en los
procedimientos de reclamación instruidos en relación con las materias que
son  de  competencia  de  los  Tribunales  Ambientales  establecidas  en  los
numerales 1.-, 2.-, 3.-, 5.-, 6.-, 7.- y 8.- del artículo 16 (17), procederá sólo el
recurso de casación en el fondo en conformidad a lo dispuesto en el artículo
767 del Código de Procedimiento Civil.

Además, procederá el recurso de casación en la
forma  en  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  768  del  Código  de
Procedimiento  Civil  sólo  por  las  causales  números  1,  4,  6  y  7  de  dicho
artículo.  Asimismo,  procederá  este  recurso  en  contra  de  la  sentencia
definitiva en que se hubiere omitido alguno de los requisitos establecidos en
el artículo 24 (25) de esta ley o cuando la sentencia haya sido pronunciada
con  infracción  manifiesta  a  las  normas  sobre  apreciación  de  la  prueba
conforme a las reglas de la sana crítica.

De estos recursos de casación conocerá la Corte
Suprema.

El recurso de casación deberá interponerse ante el
Tribunal Ambiental que dictó la resolución recurrida para ser conocido por  la
Corte y tendrá preferencia para su vista y fallo. Para tal efecto, los plazos y
procedimientos para el conocimiento del recurso de casación se regirán por
lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.

Ante  la  Corte  sólo  podrá  rendirse  prueba
documental salvo que ella, de oficio, disponga la práctica de otras pruebas.”.

Los  mismos  representantes  del  Ejecutivo
explicaron su propuesta, señalando que se pretendía otorgar los recursos de
casación en el fondo y en la forma en contra de la sentencia definitiva, pero
limitando este último a sólo determinadas causales, las que de acuerdo al
informe  de  la  Corte  Suprema,  serían  las  más  idóneas  conforme  al
procedimiento establecido.
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No se concedería, por tanto, apelación en contra
de dicha sentencia, por cuanto ésta se habría dictado en el  marco de un
procedimiento contencioso administrativo en el que habría habido, en primer
lugar, una resolución de un órgano administrativo y, luego, una del Tribunal
Ambiental, de tal manera que no se justificaría una tercera instancia en la
que la Corte Suprema revisara los hechos, fundamentalmente, si se tenía en
cuenta el grado de especialización de ese Tribunal.

La Comisión hizo presente la conveniencia de no
hacer aplicable en estos casos la exigencia contenida en el artículo 769 del
Código de Procedimiento Civil, relativa a la necesidad de preparar el recurso
de casación  en la  forma,  como también suprimir  el  inciso  quinto  por  ser
repetitivo. 

Finalmente,  los  mismos  representantes  del
Ejecutivo  sugirieron  excluir,  asimismo,  la  aplicación  del  artículo  775  del
mencionado Código, es decir, la posibilidad de casar de oficio la sentencia,
procediendo, mediante una indicación del  Jefe del  Estado, a proponer un
nuevo texto para este artículo, recogiendo las correcciones señaladas, la que
resultó aprobada sólo con adecuaciones de carácter formal, por unanimidad.
Participaron en la votación los Diputados señora Turres y señores Calderón,
Cardemil, Eluchans, Schilling y Van Rysselberghe. 

Artículo nuevo.- (pasó a ser 27).

Conforme a lo señalado al analizar el artículo 31
(pasó a ser 33), que trata del inicio del procedimiento por daño ambiental, se
acordó  expresar  su  inciso  cuarto  como nuevo artículo  e  incluirlo  en  este
párrafo  por  ser  de  aplicación  general  y  no  solamente  propio  de  ese
procedimiento.

En razón de lo anterior, el Ejecutivo presentó una
indicación para agregar el siguiente artículo:

“Artículo 27.- Contiendas de competencia. Las
contiendas de competencia que afecten a los Tribunales Ambientales entre sí
o con otros tribunales serán resueltas por la Corte Suprema.”.

La Comisión aprobó en un principio este artículo,
sin más cambios que sustituir la expresión “contiendas”por “conflictos”, pero
luego de un nuevo examen, pudo verificar que el término conflicto se aplica a
las dificultades que se generan entre los órganos de la administración y los
tribunales de justicia, razón que la llevó a mantener la redacción original.

Se aprobó por unanimidad, con los votos de los
Diputados señora Turres y señores Calderón, Cardemil, Eluchans, Leopoldo
Pérez, Schilling y Van Rysselberghe.
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Artículo 26.- (pasó a ser 28).

Trata  de  las  reclamaciones,  primero  de  los
procedimientos  que  trata  este  proyecto,  referido  al  contencioso
administrativo, señalando que toda reclamación se presentará por escrito, y
en ella se indicarán sus fundamentos de hecho y de derecho y las peticiones
concretas que se someten a la resolución del Tribunal. Éste examinará en
cuenta  si  la  reclamación  ha  sido  interpuesta  en  tiempo  y  forma.  Podrá
declararla inadmisible mediante resolución fundada si,  en opinión unánime
de sus miembros, no hubiere sido interpuesta dentro de plazo, se refiera a
materias  que  estén  manifiestamente  fuera  de  su  competencia,  no  esté
debidamente fundada o no contenga peticiones concretas. Esta resolución
podrá impugnarse, mediante reposición con apelación subsidiaria, dentro de
quinto día después de notificada.

Se aprobó sin debate, en los mismos términos, por
unanimidad.  Participaron  en  la  votación  los  Diputados  señora  Turres  y
señores Burgos, Cardemil, Díaz y Harboe.

Artículo 27.- (pasó a ser 29).

Se  refiere  a  la  solicitud  de  informes  y  medidas
para mejor resolver, señalando en su primer inciso que una vez declarada
admisible la reclamación, se pedirá informe al órgano público que emitió el
acto  impugnado,  el  que deberá,  además,  adjuntar  copia  autentificada del
expediente administrativo completo y debidamente foliado que sirvió de base
para dictar el acto que se impugna, de conformidad a lo señalado en la ley N°
19.880. El informe, que se limitará a consignar los fundamentos y motivos en
los que el acto administrativo se basa, deberá emitirse en el plazo de diez
días. Dentro del mismo lapso el órgano requerido podrá pedir, por una sola
vez, una prórroga del mismo hasta por un máximo de cinco días.

Su inciso segundo agrega que en caso de que el
órgano  no  presente  el  informe  en  el  plazo  conferido,  se  prescindirá  del
mismo.

Su inciso tercero señala q ue recibido el informe o
vencido el  plazo para presentarlo,  el  Tribunal  ordenará traer los autos en
relación. La tramitación de la reclamación se ajustará a las reglas para el
conocimiento y fallo del recurso de apelación civil, con la salvedad de que no
se admitirá prueba testimonial ni confesional, ni tendrá lugar lo previsto en el
artículo 165 del Código de Procedimiento Civil.

Su inciso final previene que una vez concluida la
vista  de  la  causa  quedará  cerrado  el  debate  y  el  proceso  en  estado  de
dictarse sentencia, la que deberá pronunciarse dentro del término de treinta
días. Sólo dentro de este plazo el Tribunal podrá dictar de oficio medidas
para mejor resolver.
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Respecto  de  esta  norma,  el  Diputado  señor
Burgos hizo notar que en frecuentes ocasiones los tribunales no cumplen con
los plazos establecidos en las leyes para que dicten sentencia, lo que impide
que los procesos se fallen con la celeridad debida. Por lo anterior, propuso
que el término de treinta días establecido en el inciso final, tuviera el carácter
de fatal.

Los representantes del Ejecutivo señalaron que el
establecimiento de plazos fatales ha sido de uso frecuente en las leyes, pero
que a este respecto la Contraloría General de la República ha resuelto en
diversos  dictámenes,  que,  pese  a  ello,  no  existen  plazos  fatales  para  la
Administración. Igual conclusión ha sido sostenida respecto de los tribunales
de justicia.

El  mismo  Diputado  señor  Burgos  insistió  en  su
ponencia, señalando que podría agregarse una norma que estableciera que
la Corte Suprema debería apercibir al tribunal que no dicta su resolución en
el plazo que la ley establece, con la imposición de una sanción. Al efecto,
presentó  una  indicación  para  agregar  un  nuevo  artículo  que  así  lo
estableciera, la que no se acogió.

La Comisión hizo presente que el inciso tercero de
esta norma, al referirse al conocimiento que tomaría el Tribunal Ambiental de
la reclamación,  disponía  que éste debería resolver  conforme a las reglas
propias de  la apelación civil, con algunas excepciones como la de no ser
aplicable lo previsto en el artículo 165 del Código de Procedimiento Civil ,  es
decir, las causales de suspensión o retardo de la vista de la causa.

Al  respecto,  sostuvo  que  lo  que  correspondería
sería  especificar  las  causales  que  deberían  excluirse,  por  cuanto  las
señaladas en los números 1°, 2° y 3° de este artículo justifican plenamente la
suspensión, ya que se refieren a la suspensión de la vista de la de causa por
impedirlo  el  examen  de  causas  colocadas  en  lugar  preferente;  por  faltar
miembros  para  la  integración  del  Tribunal,  y  por  la  muerte  del  abogado
patrocinante,  procurador  o  litigante  que gestiona por  sí  mismo.  Lo  lógico
sería excluir únicamente las causales contempladas en los numerales 4°, 5°
y 6° de ese artículo.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  el  artículo  con  la
modificación  señalada,  por  unanimidad.  Participaron  en  la  votación  los
Diputados señora Turres y señores Burgos, Cardemil y Díaz.

Artículo 28.- (pasó a ser 30).

Trata  del  contenido  de  la  sentencia  recaída  en
este procedimiento, señalando que la sentencia que acoja la acción deberá
declarar que el acto no es conforme a la normativa vigente y, en su caso,
anulará total o parcialmente la disposición o el acto recurrido y dispondrá que
se modifique, cuando corresponda, la actuación impugnada.
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Su inciso segundo agrega que en el ejercicio de
esta atribución, el Tribunal no podrá determinar el contenido específico de un
precepto de alcance general en sustitución de los que anulare en el caso de
los actos de los números 1.- y 7.-  del artículo 16 (17), así como tampoco
podrá determinar el contenido discrecional de los actos anulados.

Los representantes del Ejecutivo explicaron que
las materias señaladas en los números 1) y 7) del artículo 16 (pasó a ser 17),
corresponden a la potestad reglamentaria del Ejecutivo, de tal manera que el
inciso segundo de este artículo busca evitar la intervención del Poder Judicial
en materias que son de competencia de la Administración. En atención a lo
anterior, el Tribunal solamente puede anular el acto y disponer que el órgano
del cual emanó inicie nuevamente el procedimiento para dictar uno nuevo.
En otras palabras, se trata de actos que han sido impugnados, pero que el
tribunal  no  puede  eliminar  o  sustituir.  Agregaron  que  la  potestad
reglamentaria  tiene  un  ámbito  discrecional  y  normativo  específico,  de  tal
manera,  por  ejemplo,  que los procedimientos  de elaboración de planes y
normas de calidad de emisión son muy acotados, por lo que el tribunal no
podría fijar  los límites de emisión,  pero si  establecer que tales límites no
tienen sustento.

Por  último,  ante  la  inquietud  manifestada  por  el
Diputado señor Díaz ante la circunstancia de que la autoridad administrativa
no  modifique  el  acto  recurrido,  habiéndolo  resuelto  así  el  tribunal,  la
Comisión estimó que en tal caso se configuraría el delito de desacato.

Cerrado el debate, se aprobó el artículo en iguales
términos, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Burgos,
Cardemil, Díaz y Eluchans.

Artículo 29.- (pasó a ser 31).

           Trata  de  la  publicación  de  la  sentencia
disponiendo que las sentencias firmes que anulen un acto administrativo de
aquellos señalados en los números 1) y 7) del artículo 16 (17) producirán
efectos generales desde el día en que se publique la parte resolutiva de la
sentencia en el Diario Oficial.

Ante  la  explicación  entregada  por  los
representantes del Ejecutivo, en el sentido de que se disponía la publicación
de la parte  resolutiva de la  sentencia en el  Diario Oficial,  por  tratarse de
normas de alcance nacional, el Diputado señor Burgos quiso saber cuál sería
el plazo que tendría el Tribunal para efectuar la publicación.

Ante la objeción del Diputado señor Eluchans en el
sentido  de  que  la  sentencia  producía  sus  efectos  desde  el  momento  de
encontrarse firme o ejecutoriada,  se precisó que tal  efecto se producía a
partir  de  ese  momento  entre  las  partes,  pero  los  efectos  generales  que
declaraban  la  nulidad  del  acto  administrativo,  se  producirían  desde  la
publicación.
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Ante  la  sugerencia  de  los  representantes  del
Ejecutivo de fijar el plazo para la publicación en  treinta días, la Comisión lo
consideró excesivo y propuso sólo cinco.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  el  artículo  por
unanimidad con la fijación de un plazo de cinco días para publicar la parte
resolutiva de la sentencia en el Diario Oficial. Participaron en la votación los
Diputados señora Turres y señores Calderón, Cardemil, Eluchans, Leopoldo
Pérez, Schilling y Van Rysselberghe.

Artículo 30.- (pasó a ser 32).

Este artículo,  primero y único del  Párrafo 3°,  se
refiere  a  la  remisión  de  las  solicitudes,  señalando  que  la  solicitud  de
aprobación de medidas provisionales señaladas en las letras c), d) y e) del
artículo 48 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente;
las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de esa ley, y
las resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente que apliquen las
sanciones establecidas en las letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley,
elevadas  en  consulta,  deberán  remitirse  al  Tribunal  en  conformidad  a  lo
dispuesto en dicha ley.

Ante  una  consulta acerca  de  la  necesidad  de
incluir esta norma que trata materias ya previstas en la Ley Orgánica de la
Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  los  representantes  del  Ejecutivo
señalaron que por razones de mayor claridad, se distinguían en este Título
los  tres  procedimientos  existentes,  es  decir,  las  reclamaciones,  las
solicitudes de autorización y el daño ambiental.

Asimismo, ante una consulta  del  Diputado señor
Harboe, se precisó que la letra g) del artículo 3° de la ley orgánica de la
Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  se  refería  a  la  facultad  de  esta
entidad  para  suspender  transitoriamente  las  autorizaciones  de
funcionamiento contenidas en las resoluciones de calificación ambiental  o
adoptar otras medidas urgentes y transitorias para el resguardo del medio
ambiente, cuando la ejecución u operación de un proyecto o actividad genere
un daño grave e inminente para el  medio ambiente,  a consecuencias del
incumplimiento de las normas, medidas o condiciones previstas en dichas
resoluciones. La letra h), a su vez, se refiere a la facultad de la citada entidad
para  suspender  transitoriamente  las  autorizaciones  de  funcionamiento
contenidas  en  las  resoluciones  de  calificación  ambiental  o  adoptar  otras
medidas urgentes y transitorias para resguardar el medio ambiente, cuando
la  ejecución  u  operación  de proyectos  genere  efectos  no  previstos  en la
evaluación  y,  como  consecuencia  de  ello,  pueda  generarse  un  daño
inminente  y  grave  para  el  medio  ambiente,  actuaciones  todas  éstas  que
requieren autorización de los Tribunales Ambientales.
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Cerrado el debate, se aprobó el artículo en iguales
términos, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Burgos,
Cardemil, Harboe y Squella.

Artículo 31.- (pasó a ser 33).

Este artículo, primero del párrafo 4° que trata del
daño ambiental, regla el inicio de este procedimiento, señalando en su inciso
primero  que  este  procedimiento  se  iniciará  por  demanda  o  por  medida
prejudicial.  En la demanda sólo se podrá pedir  la declaración de haberse
producido daño ambiental por culpa o dolo del demandado y la condena de
éste a repararlo materialmente de conformidad con lo dispuesto en el artículo
53 de la ley N° 19.300. Si la demanda no contiene estas menciones y todas
las exigencias del artículo 254 del Código de Procedimiento Civil, el Tribunal
ordenará que la demanda se complemente dentro de quinto día. Si así no
aconteciere, se tendrá por no presentada.

Su  inciso  segundo  agrega  que  si  de  los  datos
aportados  en  la  demanda  se  desprendiere  claramente  que  la  acción  se
encuentra prescrita, el Tribunal deberá declararlo de oficio y no admitirá a
tramitación la demanda respecto de esa acción.

Su inciso tercero añade que si el Tribunal estima
que es  incompetente  para  conocer  de  la  demanda,  deberá  declararlo  de
oficio  y  señalará  en  la  misma  resolución  el  Tribunal  que  a  su  juicio  es
competente.

Su inciso  cuarto  establece que los  conflictos  de
competencia que afecten a los Tribunales Ambientales serán resueltos por la
Corte Suprema, de conformidad a las reglas de los artículos 190 y siguientes
del Código Orgánico de Tribunales.

Su inciso final previene que declarada admisible la
demanda se conferirá traslado a la demandada por el plazo de quince días.
Este plazo, que se aumentará  en los términos de los artículos 258 y 259 del
Código de Procedimiento Civil, no podrá exceder de treinta días.

El Diputado señor Cardemil hizo presente que la
Corte Suprema había objetado lo dispuesto en el inciso cuarto acerca de la
resolución de los conflictos de competencia, por considerarlo contradictorio,
ya que, por una parte, señalaba que correspondería a la Corte resolverlos, y
por la otra establecía que ello se haría de conformidad a lo establecido en el
artículo  190  y  siguientes  del  Código  Orgánico,  no  obstante  que  las
disposiciones citadas señalan que en caso de conflictos entre tribunales de
igual jerarquía dependientes de distintos superiores, corresponderá resolver
la contienda al  que sea superior del  tribunal  que hubiere prevenido en el
conocimiento del asunto.

El  Diputado señor  Harboe planteó que en estos
casos existen dos formas de iniciar el procedimiento: la demanda y la medida
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prejudicial,  pero no se señalan los requisitos de esta última. Asimismo, el
inciso segundo se refería a la prescripción de la acción, pero no indicaba su
plazo ni el momento desde el cual comenzaba a correr, algo importante de
dilucidar toda vez que en materia medio ambiental resultaba frecuente que el
daño se presentara con bastante posterioridad al hecho que lo generaba.

Los  representantes  del  Ejecutivo  precisaron  que
para el Gobierno era preferible que las contiendas se resolvieran por la Corte
Suprema, aunque consideraban que dicha materia debería figurar en la parte
general de este proyecto. En lo que se refería al plazo de la prescripción de
la acción, éste era de cinco años contados desde la manifestación evidente
del  daño  y,  por  último,  en  lo  tocante  a  los  requisitos  para  iniciar  este
procedimiento  por  la  vía  de  una  medida  prejudicial,  señalaron  se
encontraban establecidos en las disposiciones comunes de este proyecto.

Finalmente,  se  hizo  presente  que  si  como  lo
establecía  el  inciso  primero,  la  acción  de  daño  ambiental  era  una  sola,
señalar  en el  inciso segundo que en el  caso de encontrarse prescrita  tal
acción,  el  Tribunal  no  debería  dar  lugar  a  la  demanda  respecto  de  esa
acción, resultaba equívoco, porque, en realidad, a lo que no se daba lugar
era a la demanda.

Asimismo, en el  inciso final se establecía que el
plazo para contestar la demanda era de quince días, el que se aumentaría de
acuerdo a los artículos 258 y 259 del  Código de Procedimiento Civil.  En
realidad, tal aumento era aleatorio, porque dichas normas, referidas a la tabla
de emplazamiento, autorizan la extensión del plazo según si el demandado
se encuentra  fuera de los límites de la comuna en que tiene su asiento el
tribunal o en otro territorio jurisdiccional o fuera del país.

Cerrado  finalmente  el  debate,  la  Comisión
procedió  a  aprobar  este  artículo  por  unanimidad,  con  los  votos  de  los
Diputados señores Burgos, Cardemil, Harboe y Squella, con las siguientes
modificaciones:

1.- suprimió en el inciso segundo las expresiones
finales “respecto de esa acción”.

2.-  suprimió  el  inciso  cuarto  para  incorporarlo
como  nuevo  artículo  en  el  Párrafo  1°  de  este  Título,  que  trata  de  las
Disposiciones comunes.

3.-  intercaló en el  inciso final,  entre las palabras
“que”y “se aumentará”la frase “en su caso”.

Artículo 32.- (pasó a ser 34).

Trata de las excepciones dilatorias, señalando en
su  inciso  primero  que  las  excepciones  dilatorias  sólo  podrán  proponerse
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como  cuestiones  principales,  en  el  mismo  escrito  de  contestación.  La
contestación de la demanda tendrá, en este caso, el carácter de subsidiaria.

                                               Su inciso segundo agrega que las excepciones
se  tramitarán  conjuntamente  con  la  cuestión  principal,  sin  suspender  el
procedimiento.  No  obstante,  si  se  hubiere  deducido  la  excepción  de
incompetencia, el Tribunal podrá decretar la suspensión del procedimiento y
sustanciar y tramitar previamente dicha excepción. En este caso el Tribunal
dará traslado al demandante por un plazo de cinco días para que haga valer
sus alegaciones.

Ante  las  observaciones  de  los  Diputados
señores Burgos y Harboe quienes señalaron, el  primero, que en el  inciso
primero,  lo  lógico  era  señalar  que  las  excepciones  se  “oponían”y  no
“proponían”y,  para  evitar  confusiones,  debería  señalarse  en  el  inciso
segundo  que  las  excepciones  se  tramitarían  conjuntamente  con  la
“demanda”;  y,  el  segundo,  que  la  contestación  de  la  demanda  no  era
subsidiaria sino los argumentos de la misma, los representantes del Ejecutivo
explicaron que la norma se refería al contenido del escrito en que se  harían
valer las excepciones, oponiendo en lo principal del mismo, las excepciones
dilatorias y, en un otrosi, en forma subsidiaria, contestando la demanda.

La Comisión, por unanimidad, con los votos de los
Diputados señora Turres y señores Burgos, Cardemil, Díaz, Harboe, Cristián
Monckeberg y Squella, aprobó este artículo con la siguiente redacción:

“Excepciones  dilatorias.  Las  excepciones
dilatorias sólo podrán oponerse como cuestiones principales, en el  mismo
escrito de contestación y se tramitarán conjuntamente con la demanda, sin
suspender  el  procedimiento.  No  obstante,  si  se  hubiere  deducido  la
excepción de incompetencia,  el  Tribunal  podrá decretar la suspensión del
procedimiento y sustanciar y tramitar previamente dicha excepción. En este
caso el Tribunal dará traslado al demandante por un plazo de cinco días para
que haga valer sus alegaciones.”.

Artículo 33.- (pasó a ser 35).

Trata de la prueba, estableciendo que el Tribunal
apreciará  la  prueba  conforme  a  las  reglas  de  la  sana  crítica.  Serán
admisibles todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos y que
sean aptos para producir fe. El Tribunal podrá reducir el número de pruebas
de cada parte si estima que son reiterativas. El Tribunal podrá decretar, en
cualquier  estado  de  la  causa,  cuando  resulte  indispensable  para  aclarar
aquellos hechos que aún parezcan obscuros y dudosos, la práctica de las
diligencias probatorias que estime convenientes. No habrá testigos ni peritos
inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones
por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.

Su inciso segundo previene que en ningún caso se
podrá rendir pruebas ante un tribunal distinto que el Tribunal Ambiental.
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El  Diputado  señor  Burgos  quiso  saber  si  la
referencia que se hacía en este artículo a las reglas de  la sana crítica, eran
las  que  contemplaba  el  artículo  456  del  Código  Procesal  Penal,
manifestándose partidario, conjuntamente con la Diputada señora Turres, de
incorporar en la norma en estudio el concepto de dichas reglas.

La Diputada señora Turres, asimismo, preguntó si
la facultad entregada al Tribunal para reducir el número de pruebas cuando
las estimara reiteradas, obedece al mismo fin contemplado en el artículo 276
del Código Procesal Penal,  que  permite  excluir  pruebas  en  el  juicio  oral
cuando  son  manifiestamente  impertinentes  o  cuando  tengan  por  objeto
acreditar hechos públicos y notorios.

Los  representantes  del  Ejecutivo  señalaron
compartir la idea de incorporar el concepto de la sana crítica en esta norma,
por cuanto la definición contenida inicialmente en el articulado de la ley N°
19.300,  había  sido  suprimida  como  consecuencia  de  la  derogación  del
artículo respectivo. En cuanto a la exclusión de probanzas, explicaron que
el juicio por daño ambiental era de naturaleza mixta, es decir, parte escrita y
parte oral, por cuanto la demanda y contestación se realizaban por escrito y
la  probanza  se  rendía  íntegra  en  una  sola  audiencia.  Por  ello,  tal  como
ocurría en el proceso penal, se facultaba al tribunal para reducir probanzas a
fin  de  evitar  la  eternización  de  las  audiencias.  La  facultad  para  eliminar
pruebas reiteradas se basaba precisamente en esa finalidad, sin perjuicio de
que, por otra parte, en virtud de motivos calificados, pueda el Tribunal, tal
como lo señala el artículo 38 (pasó a ser 40) aumentar el número de testigos,
aunque no figuren en las listas presentadas.

El  Diputado  señor  Cristián  Monckeberg  estimó
necesario precisar que sólo se podrán excluir las probanzas manifiestamente
reiteradas, a fin de evitar posibles discriminaciones.

El  Diputado  señor  Squella  expresó  que  podría
darse una incongruencia entre el concepto de la sana crítica, la que incluye
la consideración de la multiplicidad de las probanzas y esta facultad para
eliminar pruebas.

Ante la propuesta del Diputado señor Harboe de
suprimir  las  expresiones  “no  habrá  testigos  ni  peritos  inhábiles”a  fin  de
permitir a las partes exigir la inhabilidad, el Diputado señor Burgos sostuvo
que el hecho de que el Tribunal deba resolver conforme a las reglas de la
sana crítica, permitiría a éste sopesar los distintos testimonios, considerando
las observaciones que se hagan a la probanza rendida, pero creía que el
mecanismo para inhabilitar a los testigos, es decir, la tacha de los mismos,
podría prolongar en exceso las audiencias.

Los Diputados señora  Turres  y  señores Burgos,
Cardemil  Díaz,  Harboe,  Cristián  Monckeberg  y  Squella  presentaron  una
indicación para incorporar, a continuación de las palabras “sana crítica”, lo
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siguiente:  “al  hacerlo  deberá  expresar  las  razones  jurídicas  y  las
simplemente lógicas, científicas, técnicas o de experiencia, en cuya virtud le
asigne valor o la desestime. En general, tomará en especial consideración la
multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia y conexión de las pruebas o
antecedentes del proceso que utilice, de manera que el examen conduzca
lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.”.

A petición del Diputado señor Harboe, la Comisión
acordó  votar  en  forma separada  la  oración  “No  habrá  testigos  ni  peritos
inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones
por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe merecer fe.”.

Cerrado finalmente el debate, la Comisión aprobó
por unanimidad la indicación más la corrección propuesta por el  Diputado
señor Monckeberg en el sentido de sustituir la palabra “reiterativas”por las
expresiones  “manifiestamente  reiteradas”,  con los  votos  de  los  Diputados
señora  Turres  y  señores  Burgos,  Cardemil,  Díaz,  Harboe,  Cristián
Mionckeberg y Squella. 

La  oración  votada  separadamente,  se  aprobó
asimismo por mayoría de votos (6 votos a favor y 1 en contra). Votaron a
favor los Diputados señora Turres y señores Burgos, Cardemil, Díaz, Cristián
Monckeberg y Squella. En contra lo hizo el Diputado señor Harboe.

Su texto quedó como sigue:

“De  la  prueba.  El  Tribunal  apreciará  la  prueba
conforme a  las  reglas  de  la  sana  crítica;  al  hacerlo  deberá  expresar  las
razones  jurídicas  y  las  simplemente  lógicas,  científicas,  técnicas  o  de
experiencia, en cuya virtud le asigne valor o la desestime. En general, tomará
en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia
y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera
que  el  examen  conduzca  lógicamente  a  la  conclusión  que  convence  al
sentenciador.

Serán  admisibles  todos  los  medios  de  prueba
obtenidos por medios lícitos y que sean aptos para producir fe. El Tribunal
podrá  reducir  el  número  de  pruebas  de  cada  parte  si  estima  que  son
manifiestamente  reiteradas  y  podrá  decretar,  en  cualquier  estado  de  la
causa, cuando resulte indispensable para aclarar hechos que aún parezcan
obscuros y dudosos,  la práctica de las diligencias probatorias que estime
convenientes.  No  habrá  testigos  ni  peritos  inhábiles,  lo  que  no  obsta  al
derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la
respectiva declaración no debe merecer fe.

En ningún caso se podrá rendir pruebas ante un
tribunal distinto que el Tribunal Ambiental.”.
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Artículo 34.- (pasó a ser 36).

Se refiere a la recepción de la causa a prueba y a
la impugnación, señalando que contestada la demanda o vencido el plazo
para cumplir con este trámite, el Tribunal recibirá la causa a prueba, si lo
estima  procedente.  En  contra  de  esta  resolución  podrá  interponerse  el
recurso de reposición dentro de tercero día y, subsidiariamente, el recurso de
apelación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25 (26) de esta ley. Si
no recibe la causa a prueba convocará a una audiencia, para una fecha no
superior  a  treinta  días,  y  en  ella  propondrá  a  las  partes  bases  para
conciliación, si ésta es pertinente. Si no lo fuere o no se llegare a acuerdo por
las partes en esa misma audiencia, el Tribunal fijará un término con el fin de
que cada una formule  sus alegaciones orales.  A continuación  el  Tribunal
citará a las partes para oír sentencia la que deberá dictarse en un lapso no
superior a treinta días, salvo que, de conformidad con el artículo 41 (42), se
hubiese solicitado informe pericial  y el  plazo para evacuarlo se encuentre
pendiente, caso en el cual se procederá según lo dispuesto en dicho artículo.
Este plazo podrá ampliarse hasta por cinco días, por razones fundadas, y si
vencido este aumento el fallo no se dictare, los ministros incurrirán en grave
incumplimiento de sus deberes.

Ante  las  objeciones formuladas  por  los
Diputados señor Harboe,  en el  sentido de parecerle excesivo el  plazo de
treinta días para dictar la sentencia luego de haber citado a las partes para
ello, y del Diputado señor Burgos, quien creyó que facultar al Tribunal para
recibir  la  causa  a  prueba  “si  lo  estima  procedente”,  podría  resultar
discrecional, los representantes del Ejecutivo hicieron presente que el plazo
señalado era el máximo, pudiendo, por tanto, hacerlo en menos tiempo, pero
que  en  el  caso  de  encontrarse  muy  recargado  el  Tribunal,  le  permitiría
programarse adecuadamente.

Recordaron, asimismo, que la prueba documental
debería  presentarse  antes  de la  audiencia,  de  tal  manera que las  partes
pudieran formular sus objeciones,  como también que las alegaciones que
pudieran hacer las partes no obstante no haberse recibido la causa a prueba
ni haber llegado a conciliación, versarían sobre lo expuesto por cada una en
los escritos de demanda y de contestación.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  el  artículo  en  los
mismos términos, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores
Cardemil, Díaz, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.

Artículo 35.- (pasó a ser 37). 

Trata  de  la  audiencia,  señalando  que  una  vez
notificada la resolución que recibe la causa a prueba o la que se pronuncia
sobre la reposición, si alguna se hubiere interpuesto en su contra, el Tribunal
convocará a una audiencia para no antes de veinte ni  después de treinta
días. Esta resolución se notificará por el estado diario y, si procediere, por
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correo electrónico. La fecha de la notificación será la de la publicación de la
resolución en el estado diario.

No  se  produjo  debate,  aprobándoselo  en  los
mismos términos, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores
Cardemil, Díaz, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.

Artículo 36.- (pasó a ser 38).

Se  refiere  a  la  conciliación  y  a  las  alegaciones
señalando  que  en  la  audiencia,  si  es  procedente,  el  Tribunal  propondrá
bases para la conciliación. Si ésta no se produce se recibirá la prueba de las
partes, comenzando con la del demandante. Concluida la prueba cada parte
tendrá un lapso de treinta minutos  para formular  sus alegaciones finales.
Esta audiencia no podrá suspenderse por acuerdo de las partes y continuará,
ininterrumpidamente, durante los días hábiles siguientes, si en el primero o
en uno posterior no se alcanzare a recibir toda la prueba o las alegaciones
finales  de las partes.  Sin perjuicio  de lo  anterior,  si  el  Tribunal  lo  estima
pertinente para su mejor funcionamiento, podrá fijar una nueva fecha para
proseguir la audiencia.

No  dio  lugar  a  debate, aprobándoselo  en  los
mismos términos, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores
Cardemil, Díaz, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.

Artículo 37.- (pasó a ser 39).

                                               Trata de la prueba documental, señalando que
ésta  la  acompañarán  las  partes  con  la  demanda  y  con  la  contestación,
respectivamente. No se admitirá su presentación posterior, a menos que, por
circunstancias  calificadas,  el  Tribunal  lo  autorice,  caso  en  el  cual  podrá
acompañarse hasta tres días antes de la celebración de la audiencia.

Los representantes del Ejecutivo explicaron que
la exigencia de presentar los documentos, a más tardar, tres días antes de la
audiencia,  tenía  por  objeto  permitir  a  la  otra  parte  acceder  a  dichos
documentos a fin de preparar debidamente su defensa. Ante la objeción del
Diputado  señor  Díaz,  quien  encontró  razonable  exigir  un  plazo  para  la
presentación de la prueba instrumental a fin de garantizar el principio de la
bilateralidad de la audiencia, no obstante lo cual le parecía excesivo facultar
al  Tribunal para permitir  acompañar los documentos tres días antes de la
audiencia, si consideraba que concurrían circunstancias calificadas para ello,
sostuvieron  que  en  muchas  ocasiones  surgían  pruebas  documentales
después de la presentación de la demanda o contestación.

Ante tal respuesta, el Diputado señor Díaz sostuvo
que en tal caso parecía más lógico fijar un plazo para la presentación de la
prueba documental algunos días antes de la audiencia.
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De  acuerdo  a  lo  anterior  y  a  sugerencia  del
Diputado señor Squella quien señaló que ante tal propuesta, la primera parte
de  esta  norma  sería  innecesaria,  la  Comisión  procedió  a  aprobar  este
artículo con la siguiente redacción:

“Prueba  documental. La  prueba  documental
podrá presentarse hasta cinco días antes de la celebración de la audiencia.”.

Se aprobó por  unanimidad con los  votos de los
Diputados señores Cardemil, Díaz, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.

Artículo 38.- (pasó a ser 40).

Trata  de  la  prueba  testimonial  disponiendo  que
dentro de quinto día de notificada la resolución que recibe la causa a prueba
la  parte  que  desee  rendir  prueba  testimonial  presentará  una  lista  con  la
individualización de sus testigos y la indicación precisa de los hechos acerca
de los cuales versará la declaración. Por cada hecho consignado en el auto
de prueba las partes podrán pedir la declaración de hasta un testigo experto
y dos testigos que no reúnan dicha calidad. Excepcionalmente y por motivos
calificados, de los que se dejará constancia, el Tribunal podrá aumentar tales
números. No se recibirá la declaración de quienes no aparezcan en dicha
lista,  a  menos  que,  de  modo  excepcional  y  por  concurrir  circunstancias
calificadas, el Tribunal autorice la declaración de un testigo no mencionado
en ella.

Su  inciso  segundo  señala  que  la  parte  que
presente  testigos  expertos  señalará,  además,  las  circunstancias  que
acrediten la idoneidad de ellos. Sin perjuicio de prestar su declaración en la
audiencia, el testigo podrá consignar su opinión en un informe escrito que la
parte respectiva deberá acompañar hasta cuarenta y ocho horas antes de
que ella se verifique.

Ante la observación del Diputado señor Harboe
en el  sentido  de que  las  expresiones finales  del  inciso  segundo  de  este
artículo, es decir, “antes de que ella se verifique”,  eran poco claras porque
podía entenderse que se referían  a la  realización de la  audiencia o a  la
declaración  misma  de  los  testigos,  la  Comisión,  por  unanimidad,  acordó
aprobar este artículo sin otra modificación que la de sustituir la mencionada
frase final por la siguiente “antes del inicio de la audiencia.”.

Participaron en la votación los Diputados señores
Cardemil, Díaz, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.

Artículo 39.- (pasó a ser 41).

Se  refiere  a  la  oportunidad  para  pedir  la
declaración de la parte contraria y los efectos de la misma, señalando que la
declaración de la parte contraria la debe pedir el interesado en su demanda o
contestación, según corresponda. Ella tendrá lugar en la audiencia indicada
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en el artículo 36 (37), sobre la base de las preguntas formuladas oralmente
por  quien  pidió  la  diligencia,  las  que  se  referirán  a  los  hechos  y
circunstancias del juicio. En caso de oposición, resolverá el Tribunal. Si quien
debe contestar no comparece se tendrán por reconocidos los hechos que se
le atribuyeren en la demanda o en la contestación, según corresponda. Si
quien debe responder se niega a hacerlo se tendrá  por reconocido el hecho,
si  la  pregunta  ha  sido  formulada  de  manera  asertiva.  Contestada  cada
pregunta  los  abogados  de  las  partes  podrán  pedir  las  aclaraciones  que
estimen necesarias.

Su  inciso  segundo  agrega  que  concluida  la
audiencia, el Tribunal citará  a las partes a oír sentencia. 

No se produjo debate, aprobándoselo en iguales
términos, por unanimidad, con los votos  de los Diputados señores Cardemil,
Díaz, Harboe, Cristián Monckeberg y Squella.

Artículo 40.- (pasó a ser 42).

Se  refiere  al  informe  pericial,  señalando  que
citadas  las  partes  a  oír  sentencia,  cualquiera  de  ellas  podrá  solicitar  al
Tribunal que disponga la práctica de un peritaje. El Tribunal podrá decretar la
realización  del  mismo,  pudiendo  designar  para  ese  efecto  a  una  o  más
personas naturales,  a  Facultades,  Institutos o Unidades de Universidades
reconocidas  por  el  Estado  o  a  organismos  públicos  especializados.  El
reconocimiento de los objetos de la pericia será facultativo y la aceptación y
juramento, en el caso de las personas jurídicas, corresponderá a la persona
natural que deba emitir  el  informe o dirigir  a quienes lo hagan. La pericia
debe evacuarse en el  término de quince días y el  perito  acompañará su
informe al tribunal con copias para las partes. Si dentro de este lapso no se
acompaña el informe, el Tribunal dictará sentencia en un plazo no superior a
treinta días.

Su  inciso  segundo  agrega  que  esta  prueba  la
puede también decretar el Tribunal en cualquier estado del juicio y, en ese
evento, se aplicarán las reglas precedentes.

Su  inciso  tercero  señala  que  los  honorarios  y
demás gastos derivados de la intervención de los peritos mencionados en
este artículo, corresponderán a la parte que los presente. Excepcionalmente,
el  Tribunal  podrá  eximir  a  la  parte,  total  o  parcialmente,  del  pago  del
honorario  del  perito  cuando  considere  que  ella  no  cuenta  con  medios
suficientes  para  solventarlos.  En  este  caso,  el  Tribunal  regulará
prudencialmente la remuneración del perito, teniendo presente los honorarios
habituales  de  la  plaza  y  el  porcentaje  de  la  remuneración  que  no  fuere
cancelada por  el  solicitante.  La cantidad asumida por  el  Tribunal  será de
cargo fiscal. Para lo anterior, el Tribunal requerirá contar con disponibilidad
presupuestaria para dichos fines.
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Su  inciso  cuarto  indica  que  podrá  el  Tribunal
condenar al pago de las costas, a la parte contra quien se dicte la sentencia
como responsable del daño ambiental.

Su inciso quinto  establece que cada una de las
partes podrá designar un perito adjunto, que podrá estar presente en todas
las  fases  del  estudio  y  análisis  que  sirvan  de  base  a  la  pericia.  De  las
observaciones  del  perito  adjunto,  deberá  darse  cuenta  en  el  informe
definitivo.  El  costo  que  represente  la  labor  de  estos  peritos  deberá  ser
asumido por la parte que lo designe.

Los representantes del Ejecutivo señalaron que
en los juicios ambientales, el informe pericial solía ser muy relevante, dada la
necesidad de acreditar el nexo causal entre el hecho y las consecuencias
que genera, agregando que en la Comisión de Recursos Naturales había
surgido la inquietud de buscar una forma que permitiera asegurar a todas las
partes la posibilidad de acceder a este tipo de probanza. Agregaron que la
autonomía financiera de que gozarán estos tribunales, les permitiría discutir
directamente su presupuesto con el Ministerio de Hacienda, el que deberá
comprender una sección referida al pago de informes periciales.

Ante  la  inquietud  manifestada  por  el  Diputado
señor  Díaz,  quien  señaló  que  en  este  tipo  de  juicios  las  facultades
económicas de los litigantes solían ser muy desiguales, por lo que le parecía
necesario garantizar el acceso a este tipo de probanza, señalaron que dentro
de la autonomía financiera de estos tribunales, se contemplaba la posibilidad
de destinar una parte de su presupuesto a la satisfacción de esta necesidad,
pero  que,  en  todo  caso,  no  sería  obligatorio  que  financiaran  todas  las
pericias, sino únicamente lo que sus posibilidades les permitieran.

Ante la insistencia del Diputado señor Díaz, en el
sentido  de  que  la  Ley  de  Presupuestos  debería  contemplar  una  glosa
destinada a hacer  frente a este gasto y  la  propuesta  del  Diputado señor
Cardemil  de agregar una norma en el inciso tercero de este artículo, que
obligara incluir un ítem en la mencionada ley para tales fines, señalaron que
resultaba muy dificultoso determinar  la  cantidad de recursos anuales  que
deberían destinarse a tales propósitos.

Finalmente, la Comisión, acogiendo la propuesta
de  los  Diputados  señores  Cardemil  y  Díaz,  acordó  agregar  la  siguiente
oración al final del inciso tercero: “la que deberá especificarse en la Ley de
Presupuestos de cada año.”.

Asimismo, en el  inciso primero, acordó intercalar
entre  las  palabras  “Tribunal”  y  “dictará  sentencia”,  las  expresiones
“prescindirá de él y”, por cuanto dicho inciso fija un plazo para acompañar el
informe  pericial  pero  no  indica  la  consecuencia  del  incumplimiento,
limitándose a señalar que se dictará sentencia en un plazo no superior a
treinta días.
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Cerrado el  debate, se aprobó el artículo con las
modificaciones señaladas, por unanimidad.  Participaron en la  votación los
Diputados señores Cardemil, Díaz, Harboe y Squella.

Posteriormente,  la  Comisión  acordó  rever  la
modificación introducida al  final del inciso tercero, acogiendo a debate un
requerimiento de los representantes del Ejecutivo, quienes señalaron haber
consultado a la Dirección de Presupuestos acerca de la frase que se había
acordado agregar a ese inciso, es decir, “la que deberá especificarse en la
Ley de Presupuestos de cada año.”.

                                               Según explicaron, esa Dirección había
sostenido  que  era  distinto  señalar  en  la  ley  que  el  Tribunal  Ambiental
“requerirá  contar  con  disponibilidad presupuestaria”  a  decir,  además,  que
dicha  disponibilidad  “deberá  especificarse  en  la  Ley  de  Presupuestos  de
cada año”, porque, en el primer caso no se requeriría que el presupuesto
estuviera definido de antemano ya que la disponibilidad podría surgir en el
momento  que  se  requiriera,  dependiendo  de  los  recursos  fiscales.  Sin
embargo, en el segundo caso, es decir, si se agrega la frase propuesta por
los  Diputados  señores  Cardemil  y  Díaz,  sería  necesario  dejar  un  monto
predefinido  en la  Ley de Presupuestos  de cada año,  lo  que,  además de
resultar muy complejo de estimar para cada tribunal, se acotaría el monto y si
el tribunal requiriere mayores recursos no podría solicitar más, cuestión que
no sucede si sólo se mantiene el texto propuesto.

Además  de  lo  anterior,  la  Dirección  habría
señalado que los tribunales ambientales tendrían un presupuesto global, por
lo que si se fija un monto en la Ley de Presupuestos, se correría el riesgo de
que tal monto, destinado originalmente al pago de peritajes, se  utilizara en
otros fines.

El Diputado señor Cardemil previno que si no se
exigía la especificación de estos fondos en la Ley de Presupuestos, lo más
seguro sería que la disposición fuera letra muerta por que nunca habrían
recursos para implementarla.

El  Diputado  señor  Eluchans  señaló  que  los
argumentos del Ejecutivo resultaban convincentes, razón que lo llevó a votar
en contra de la indicación.

Cerrado  definitivamente  el  debate,  se  aprobó
mantener la frase objetada, por mayoría de votos. (6 votos a favor y 2 en
contra).  Votaron  a  favor  los  Diputados  señora  Turres  y  señores  Burgos,
Calderón, Cardemil, Ceroni y Cristián Monckeberg. En contra lo hicieron los
Diputados señores Eluchans y Squella.

Artículo 41.- (pasó a ser 43).

Trata  de  las  medidas  para  mejor  resolver,
disponiendo en  su  inciso  primero  que el  Tribunal  podrá,  de  oficio  y  solo
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dentro del plazo que tiene para dictar sentencia, decretar medidas para mejor
resolver. La resolución que las ordene deberá ser notificada a las partes.

Su  inciso  segundo  agrega  que  estas  medidas
deberán cumplirse dentro del plazo de quince días, contado desde la fecha
de la notificación de la resolución que las disponga. Vencido este término, las
medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el Tribunal procederá
a dictar sentencia, sin más trámite.

Ante  la  consulta  del  Diputado  señor  Harboe
acerca de si se podía recurrir de la decisión del Tribunal de dictar medidas
para  mejor  resolver,  los  representantes  del  Ejecutivo  señalaron  que  la
cuestión relacionada con los recursos se encontraba en el artículo 25 (pasó a
ser 26) del proyecto y en él no figuraba que este tipo de resoluciones fueran
recurribles.

Ante  la  consulta  de  la  Diputada  señora  Turres
acerca de la posibilidad de pedir reposición de la decisión de disponer una de
estas medidas, el Diputado señor Calderón señaló que ésta siempre sería
procedente, pero que el Tribunal, si lo estima conveniente, igualmente podrá
decretar la medida, porque la reposición no impugna tal resolución por no ser
propiamente un recurso.

El  Diputado  señor  Burgos,  consecuente  con  su
propósito de establecer plazos fatales para la dictación de las sentencia del
Tribunal,  planteó  una  indicación  para  sustituir  las  expresiones  “sin  más
trámite”que figura en el final, por la frase “en el plazo de tres días hábiles”.

El Diputado señor Eluchans recordó que el artículo
27 (pasó a ser 28) establecía un plazo de treinta días para fallar y,  a su
parecer, lo lógico sería que los plazos fueran armónicos, lo que lo llevó a
rechazar la indicación.

Asimismo,  siempre  dentro  de  la  idea
armonizadora, señaló que si el Tribunal tenía treinta días para fallar y en el
primer día del plazo decretaba la medida para mejor resolver, como éstas
deberían cumplirse dentro de quince días, la obligación de fallar “sin más
trámite”,  significaría  que  el  plazo  de  treinta  días  se  reduciría  de  manera
significativa.

Por todo lo anterior, la Comisión acordó aprobar
por unanimidad este artículo, suprimiendo la oración final del inciso segundo
“y el Tribunal procederá a dictar sentencia, sin más trámite.”.

Participaron en la votación los Diputados señora
Turres  y  señores Calderón,  Cardemil,  Eluchans,  Leopoldo Pérez,  Rincón,
Schilling y Van Rysselberghe.

Con  igual  quórum y  participación  se  rechazó  la
indicación del Diputado señor Burgos.
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Artículo 42.- (pasó a ser 44).

Trata  de la  reparación  ambiental  señalando que
ésta no podrá ser objeto de transacción o cualquier otro tipo de acuerdo que
exima al autor de implementar medidas de reparación del daño causado.

No dio lugar a debate, aprobándoselo en iguales
términos, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Cardemil,
Díaz, Harboe y Squella.

Artículo 43.- (pasó a ser 45).

Este  artículo,  primero  del  Párrafo  final  de  este
Título, se refiere a la ejecución de las resoluciones, disponiendo que para
hacer ejecutar sus resoluciones el Tribunal podrá impartir órdenes directas a
la  fuerza  pública  o  ejercer  los  medios  de  acción  que  fueran  legalmente
procedentes.

No se produjo debate, aprobándoselo en iguales
términos, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Cardemil,
Díaz, Harboe y Squella.

Artículo 44.- (pasó a ser 46).

Trata de la indemnización de perjuicios, señalando
que  será  competente  para  conocer  de  la  acción  de  indemnización  de
perjuicios por la producción de daño ambiental establecida en la sentencia
del Tribunal Ambiental, el juzgado de letras civil con competencia en el lugar
donde se produjo el daño. Esta acción se tramitará de acuerdo a las normas
del juicio sumario. En éste no se podrá considerar pruebas o alegaciones
incompatibles con lo resuelto en la sentencia del Tribunal Ambiental ni con
los  hechos  que  le  han  servido  de  fundamento.  En  consecuencia,  dicha
sentencia  vinculará  al  juzgado  de  letras  civil  en  lo  que  se  refiere  a  la
existencia de los hechos y a la responsabilidad de las personas naturales o
jurídicas que ella establezca. Asimismo, al avaluar los eventuales perjuicios,
el referido juzgado deberá considerar lo resuelto por el Tribunal Ambiental
respecto de la obligación de reparar el medio ambiente dañado.

Su  inciso  segundo  agrega  que  la  acción  de
indemnización de perjuicios prescribirá de conformidad a lo dispuesto en el
artículo  63  de  la  ley  N°  19.300.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  la  señalada
prescripción se suspenderá desde la notificación de la acción de reparación
por daño ambiental, hasta que se encuentre firme o ejecutoriada la sentencia
que ponga término al respectivo juicio o haga imposible su continuación.

Los representantes del Ejecutivo explicaron que
se había separado el conocimiento de la acción indemnizatoria de perjuicios
de la  acción de reparación del  daño ambiental,  con el  fin  de resolver  en
primer  lugar  el  tema  de  interés  público  que  sería,  precisamente,  el  de
reparación  del  daño  al  medio  ambiente.  Asimismo,  se  deseaba  que  el
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Tribunal  Ambiental  se  concentrara  únicamente  en  los  temas  puramente
ambientales,  resaltando  así  su  carácter  “verde”  e  impidiendo  que  se
tergiversara  su  función,  inmiscuyéndose  en  cuestiones  relacionadas  con
indemnizaciones en dinero, las que corresponderían al tribunal civil.

En todo caso, la decisión del Tribunal Ambiental
condicionaba el actuar del tribunal civil, el cual no podría considerar pruebas
o alegaciones incompatibles con lo resuelto por el primero, ni con los hechos
que sirvieron de fundamento a su decisión. En otras palabras, al tribunal civil
solamente le correspondería avaluar los perjuicios por daño emergente, lucro
cesante y daño moral que pudiera corresponder a los afectados.

Ante  una  consulta  del  Diputado  señor  Cardemil
acerca de cuál sería el plazo de la prescripción de la acción ambiental, toda
vez  que  los  efectos  nocivos  de  asuntos  de  esta  naturaleza,  suelen
manifestarse bastante tiempo después de ocurrido el hecho que los origina,
señalaron que el plazo establecido en la ley N° 19.300 era de cinco años,
contados,  conforme  la  jurisprudencia  uniforme,  desde  la  manifestación
evidente del daño.

Ante la posibilidad planteada por el Diputado señor
Cardemil,  de establecer la imprescriptibilidad de la acción, el Diputado señor
Squella  hizo  presente  que  la  necesaria  certeza  jurídica,  hacía  necesario
contar con un plazo determinado.

Cerrado el debate, se aprobó el artículo, sólo con
adecuaciones  de  forma,  por  unanimidad,  con  los  votos  de  los  Diputados
señores Burgos, Cardemil, Díaz y Squella.

Artículo 45.- (pasó a ser 47).

Se  refiere  a  las  normas  supletorias  de  los
procedimientos establecidos en este proyecto, señalando que a ellos se les
aplicarán supletoriamente las disposiciones contenidas en los Libros I y II del
Código de Procedimiento Civil.

Se aprobó sin debate, en los mismos términos,
por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Calderón, Cardemil,
Cristián Monckeberg, Rincón y Schilling.

Artículo 46.- (pasó a ser 48).

Se  refiere  a  las  contiendas  de  competencia,
señalando  que  las  contiendas  de  competencia  que  se  susciten  entre  el
Ministerio  del  Medio  Ambiente,  el  Servicio  de  Evaluación  Ambiental  o  la
Superintendencia  del  Medio  Ambiente  y  un  gobierno  regional  o  una
municipalidad,  se  decidirán  de  común  acuerdo  entre  los  órganos
concernidos. Si éste no se produce, resolverá la Contraloría General de la
República.
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Ante  la  consulta del  Diputado  señor  Schilling
acerca de entre qué entidades podrían generarse las contiendas ya que no le
quedaba claro si era entre los servicios vinculados al tema medio ambiental o
a las que se produzcan entre tales servicios y un gobierno regional  o un
municipio,  se  precisó  que  las  contiendas  a  que  se  refería  esta  norma,
deberían producirse entre las entidades vinculadas al medio ambiente con un
gobierno regional o una municipalidad y no entre las primeras entre sí, por la
relación de jerarquía existente entre ellas.

Los representantes del Ejecutivo recordaron q ue
el  número  8)  del  artículo  16  (pasó  a  ser  17),  otorgaba  competencia  al
Tribunal para conocer de las reclamaciones en contra de la resolución que
resuelva  un  procedimiento  administrativo  de  invalidación  de  un  acto
administrativo de carácter ambiental, por lo tanto el conflicto de competencia
sólo podría producirse entre el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de
Evaluación  Ambiental  o  la  Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  por  un
lado, con gobiernos regionales o municipalidades, por el otro.

Finalmente, la Comisión había acordado aprobar
este  artículo  sustituyendo la  conjunción  “y”,  que figura  entre  las  palabras
Superintendencia  del  Medio  Ambiente  y  Gobierno  Regional,  por  la
preposición “con”, por parecerle más apropiado, pero un segundo análisis la
llevó a conservar la conjunción por corresponder a la forma utilizada por la
Carta Política en los artículos 53 N° 3 y 93 N° 12,  al referirse a entidades
que resuelven contiendas de competencia.

Cerrado finalmente el debate, se aprobó el artículo
en  iguales  términos,  por  unanimidad.  Participaron  en  la  votación  los
Diputados  señores  Calderón,  Cardemil,  Cristián  Monckeberg,  Rincón  y
Schilling.

Disposiciones transitorias

Artículo primero.-

Señala  que  el  Segundo Tribunal  Ambiental,  con
asiento en la comuna de Santiago, deberá entrar en funcionamiento dentro
del plazo de seis meses contado desde la publicación de esta ley.

Su inciso segundo agrega que para estos efectos
los  concursos  para  el  nombramiento  de  los  Ministros  de  dicho  Tribunal
deberán  realizarse  dentro  del  plazo  de  dos  meses  contado  desde  la
publicación de esta ley, en la forma dispuesta en el artículo 2°.

Los representantes del Ejecutivo explicaron que
originalmente se había establecido un plazo diferenciado para la entrada en
vigencia de los Tribunales Ambientales, de seis, doce y dieciocho meses,
respectivamente,  pero  luego  de  conversaciones  con  la  Dirección  de
Presupuesto, se acordó reducir los plazos de tal  manera que el Segundo
Tribunal, con sede en Santiago, entre en funciones seis meses después de la
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publicación  de  la  ley.  Añadieron  que  la  reducción  a  sólo  tres  meses
propuesta por el profesor señor Bermúdez, parecía demasiado breve, por la
necesidad de implementar el tribunal que, entre otras cosas, requiere llamar
a concurso para proveer los cargos.

Ante una consulta, señaló que se perseveraría en
la  creación  de  sólo  tres  tribunales,  pero  estableciendo  determinadas
condiciones para la creación de nuevos.

El Diputado señor Burgos se manifestó partidario
de crear un sólo tribunal porque a su juicio no había necesidad de más en las
actuales circunstancias.

La Comisión  acordó en un principio  suprimir  las
expresiones “con asiento en la comuna de Santiago”a la espera de precisar
la sede de los tribunales, pero, luego de aclarada la situación, mantuvo la
idea de la supresión por ser innecesaria tal mención.

Cerrado  el  debate,  se  aprobó  el  artículo  con  la
modificación  señalada  por  mayoría  de  votos  (5  votos  a  favor  y  3
abstenciones). Votaron a favor los Diputados señores Calderón, Cardemil,
Harboe,  Cristián  Monckeberg  y  Schilling.  Se  abstuvieron  los  Diputados
señores Burgos, Eluchans y Rincón.

Artículo segundo.-

Dispone  que  la  instalación  del  Primer  Tribunal
Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta y del Tercer Tribunal
Ambiental, con asiento en la comuna de Valdivia, se efectuará en el plazo de
doce meses contado desde la publicación de esta ley.

Su inciso segundo agrega que para estos efectos
los concursos para el nombramiento de los Ministros de dichos tribunales,
deberán  realizarse  dentro  del  plazo  de  dos  meses  contado  desde  la
publicación de esta ley, en la forma dispuesta en el artículo 2°.

La Comisión, sin debate, procedió a aprobar este
artículo por mayoría de votos (5 votos a favor y 3 abstenciones),  sin otra
corrección que la de suprimir la mención a los lugares de asiento de ambos
tribunales, por las mismas razones señaladas respecto del artículo anterior.
Votaron a favor los Diputados señores Calderón, Cardemil, Harboe, Cristián
Monckeberg  y  Schilling.  Se  abstuvieron  los  Diputados  señores  Burgos,
Eluchans y Rincón.

Artículo tercero.- 

                                               Establece que en el plazo que medie entre la
entrada en funcionamiento del Segundo Tribunal Ambiental y la instalación
del Primer y Tercer Tribunal Ambiental, la competencia quedará radicada en
el Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago.
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Su inciso segundo agrega que las competencias
del Primer y Tercer Tribunal Ambiental se radicarán en cada uno de ellos al
momento de su respectiva instalación, conforme a lo dispuesto por el artículo
16 (17).

Su  inciso  tercero  añade  que  no  obstante  lo
anterior,  las  causas  cuya  tramitación  se  hubiere  iniciado  en  el  Tribunal
Ambiental de Santiago continuarán siendo conocidas en el mismo hasta su
término.

La  Comisión,  sin  debate  y  por  las  mismas
razones  señaladas  anteriormente,  acordó  suprimir  las  menciones  a  los
lugares de asiento de los Tribunales e incorporar en el inciso tercero, antes
de las expresiones “Tribunal Ambiental” el término “Segundo”.

Se aprobó por mayoría de votos (5 votos a favor y
2 abstenciones). Votaron a favor los Diputados señores Calderón, Cardemil,
Harboe,  Cristián  Monckeberg  y  Schilling.  Se  abstuvieron  los  Diputados
señores Burgos y  Eluchans.

Artículo cuarto.- 

                                               Señala que el nombramiento de los primeros
integrantes  de  los  Tribunales  Ambientales  se  efectuará  conforme  a  las
siguientes reglas:

1.-  Un  ministro  titular  abogado  lo  será  por  dos
años  y  el  otro  por  seis;  el  ministro  titular  licenciado  en  ciencias  será
nombrado por cuatro años.

2.- Entre los ministros abogados la determinación
de quien asumirá el período de dos o seis años se efectuará por sorteo.

3.-  Tratándose  de  los  ministros  suplentes,  el
abogado será nombrado por cuatro años y el licenciado en ciencias lo será
por seis años.

Una vez resuelta la forma de integración de los
Tribunales,  la  Comisión  procedió  a  aprobar  este  artículo,  en  los  mismos
términos, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores Cardemil,
Eluchans, Leopoldo Pérez, Rincón y Schilling.

Artículo quinto.- 

                                               Señala que la incompatibilidad establecida en el
inciso  primero  del  artículo  3°  de  esta  ley,  regirá  respecto  de quienes se
hayan desempeñado como Director Ejecutivo o directores regionales de la
Comisión Nacional de Medio Ambiente.

No  se  produjo  debate,  aprobándoselo  en  los
mismos términos, por unanimidad, con los votos de los Diputados señores
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Burgos,  Calderón,  Cardemil,  Eluchans,  Harboe,  Cristián  Monckeberg  y
Schilling.

Artículo sexto.-

                                               Sustitúye en el artículo noveno transitorio de la
ley  N°  20.417,  la  locución  “Tribunal  Ambiental”  por  “Segundo  Tribunal
Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago”.

No se produjo  debate,  aprobándose el  artículo
sin otra corrección que la supresión de la mención del asiento del Tribunal
por las mismas razones ya señaladas.

Se aprobó por mayoría de votos (5 votos a favor y
2 abstenciones). Votaron a favor los Diputados señores Calderón, Cardemil,
Harboe,  Cristián  Monckeberg  y  Schilling.  Se  abstuvieron  los  Diputados
señores Burgos y Eluchans.

Artículo séptimo.

                                               Señala el financiamiento indicando que el gasto
que represente la aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia,
se financiará con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

Se  aprobó  sin  debate, por  unanimidad,  en
iguales términos. Participaron en la votación los Diputados señores Burgos,
Calderón, Cardemil, Eluchans, Harboe, Cristián Monckeberg y Schilling.

                                          ******

VIII.- PROPUESTA DE LA COMISIÓN

Por las razones señaladas y por las que expondrá
oportunamente el   señor  Diputado Informante,  esta Comisión propone las
siguientes  indicaciones  al  texto  propuesto  por  la  Comisión  de  Recursos
Naturales, Bienes Nacionales y Medio Ambiente: 

1.- Para anteponer a las expresiones “1. De la
organización y funcionamiento”, la expresión “Título I”.

2.-  Para  introducir  las  siguientes
modificaciones en el artículo 2°:

a) sustituir los incisos  y segundo tercero  por los
siguientes:

          “Cada ministro  será nombrado por  el  Presidente
de la República, con acuerdo del Senado, a partir de una nómina de cinco
personas  que,  en  cada  caso,  propondrá  la  Corte  Suprema.  Para  la
confección de las nóminas dicha Corte realizará un concurso público para
seleccionar a los candidatos a los cargos de ministro. No podrán participar en
estos  concursos  quienes  se  desempeñen  o  hayan  ejercido  el  cargo  de
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abogado integrante en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema. El
Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los dos tercios de sus
miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la
República deberá presentar  a  otra  persona que forme parte  de la  misma
nómina  elaborada  por  la  Corte  Suprema.  Si  se  rechazare  la  segunda
proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.

Cada  Tribunal  tendrá  dos  ministros  suplentes.
Ellos deberán ser expertos en materias ambientales y acreditar, a lo menos,
siete años de ejercicio profesional.  Uno de ellos será abogado y,  el  otro,
licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales.

b) Sustituir el inciso octavo por el siguiente:

                                                “Los ministros titulares y suplentes
permanecerán  seis  años en  sus cargos,  pudiendo ser  reelegidos para  el
período siguiente. No obstante, se renovarán parcialmente cada dos años.”.

3.-  Para  introducir  las  siguientes
modificaciones en el artículo 3°:

a.-  Sustitúyese  el  inciso  primero  por  el
siguiente:

                                               “Artículo 3°.- Incompatibilidades. No podrá
ser elegido ministro titular o suplente quien en los dos años anteriores a su
nombramiento  se haya desempeñado como Ministro  del  Medio Ambiente,
Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio
Ambiente, Director del Servicio de Educación Ambiental o Superintendente
del  Medio  Ambiente,  así  como cualquiera  que  hubiese  desempeñado  un
cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.

b.-  Sustitúyense  los  incisos  tercero  y  cuarto
por los tres siguientes:

                                                Se exceptúan de estas incompatibilidades los
empleos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales. Sin
embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la
dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la
incompatibilidad a que se refiere esta norma. En todo caso, los ministros
deberán  prolongar  su  jornada  para  compensar  el  tiempo  que  hayan
restado  a  su  trabajo  con  ocasión  del  desempeño  de  actividades
compatibles.

Los  ministros  no  podrán  ejercer  la  abogacía,
pudiendo  solamente  defender  causas  personales  o  de  sus  cónyuges,
ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos. 

Tampoco  podrán  celebrar  o  caucionar  contratos
con el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o
jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte,
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como mandatarios  en  cualquier  clase  de  juicios  contra  el  Fisco,  o  como
procuradores o agentes en gestiones particulares de carácter administrativo,
en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de
similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad
anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades.”.

4.-  Para  sustituir  en  el  inciso  primero  del
artículo 4° la expresión final “de la Corte Suprema”por “de dicha Corte”.

5.- Para sustituir en la letra c) del artículo 5° la
expresión “Valdivia”por “Puerto Montt”.

6.- Para sustituir el artículo 7° por el siguiente:

“Artículo  7°.-  Declaración  de  patrimonio  e
intereses.  Los ministros titulares y suplentes, los relatores y el  secretario de los
Tribunales  Ambientales  deberán  efectuar  una  declaración  jurada  de  intereses  y
patrimonio,  en los mismos términos de los artículos 57,  60 B,  60 C y 60 D del
decreto  con  fuerza  de  ley  N°  1/19.653,  del  Ministerio  Secretaría  General  de  la
Presidencia, de 2000, que fijó el texto refundido, coordinado y sistematizado de la
ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración
del Estado.

La  declaración  de  patrimonio  e  intereses  deberá
efectuarse  por  los  ministros  y  relatores  ante  el  secretario  del  tribunal,  quien
dispondrá su inmediata publicación en el sitio electrónico del respectivo tribunal. El
secretario,  a  su  vez,  efectuará  su  declaración  ante  el  Contralor  General  de  la
República o ante el Contralor Regional, según corresponda, con igual obligación en
cuanto a su publicación.

La  no  presentación  oportuna  de  la  declaración  de
patrimonio e intereses y la falta de actualización de las mismas,  se sancionará
respecto  de  los  ministros  con  la  inhabilidad  para  integrar  el  Tribunal
Ambiental  correspondiente,  la  que se  mantendrá  hasta  que  se   presente
dicha declaración, lo que deberá certificar el  secretario del Tribunal.  En el
caso de este último y de los relatores se estará a lo dispuesto en el artículo 65 de la
ley orgánica constitucional señalada en el inciso primero.”.

7.-  Para  sustituir  el  artículo  9°  por  los  dos
siguientes:

“Artículo 9°.-  Inhabilidades.  Serán aplicables a
los  ministros  de  los  Tribunales  Ambientales  las  causales  de  inhabilidad
contempladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales.

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  inciso
anterior, se entenderá que el ministro titular o suplente, según corresponda,
estará especialmente inhabilitado cuando:

a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de
sus  parientes  hasta  el  tercer  grado  de  consanguinidad  o  segundo  de
afinidad;  o  de  personas  que  estén  ligadas  al  mismo  por  vínculos  de
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adopción,  o  de  las  empresas  o  sociedades  en  las  cuales  estas  mismas
personas sean sus representantes legales, mandatarios, directores, gerentes
o desempeñen otros cargos directivos, posean directamente o a través de
otras personas naturales o jurídicas un porcentaje del capital de la sociedad
superior al  cinco por ciento, o que les permita elegir o hacer elegir uno o
más  de  sus  administradores,  o  ejerzan  una  influencia  decisiva  en  la
administración o gestión de la sociedad, según lo dispuesto por el artículo 99
de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, y 

b)  Haya  asesorado  o  prestado  servicios
profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte
en esa causa, en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla  o
durante el procedimiento sancionador por parte de la Superintendencia del
Medio Ambiente  que lo  haya originado,  así  como en el  procedimiento de
evaluación ante el Servicio de Evaluación Ambiental.

Será  causal  de  inhabilidad  que el  ministro  haya
asesorado  o  prestado  servicios  profesionales  a  personas  naturales  o
jurídicas que tengan o hayan tenido, en los dos años anteriores a la fecha de
ingreso de la causa en cuestión, la calidad de contraparte de las personas a
que  se  refiere  la  letra  b)  del  inciso  segundo  de  este  artículo,  en  algún
proceso  judicial  o  de  negociación  comercial  que  pueda  afectar  la
imparcialidad del ministro.

La  causal  invocada  podrá  ser  aceptada  por  el
ministro afectado. En caso contrario, será fallada de plano por el Tribunal,
con exclusión de aquél, aplicándose una multa a beneficio fiscal de hasta
veinte  unidades tributarias mensuales al  incidentista  si  la  implicancia o la
recusación fuere desestimada, por manifiesta falta de fundamento, en forma
unánime.

Artículo  10.-  Subrogación.  Si  por  cualquier
impedimento un Tribunal  careciere de ministros titulares o suplentes para
formar  quórum,  se  procederá  a  la  subrogación  de  éstos  por  ministros
suplentes de otros Tribunales Ambientales, debiendo, aplicarse, al efecto, las
siguientes reglas:

1.- En el Primer Tribunal Ambiental la subrogación
se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.

2.-  En  el  Segundo  Tribunal  Ambiental  la
subrogación  se  efectuará  por  ministros  suplentes  del  Primer  Tribunal
Ambiental.

3.- En el Tercer Tribunal Ambiental la subrogación
se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.

La  subrogación  deberá  efectuarse  por  ministros
suplentes  que  provengan  de  la  misma  área  profesional  que  el  ministro
subrogado.
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Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad
de  sus  miembros  titulares  y  suplentes,  será  subrogado  por  otro  Tribunal
Ambiental, de conformidad a las siguientes reglas:

a.-  El  Primer Tribunal  Ambiental  por el  Segundo
Tribunal Ambiental.

b.-  El  Segundo Tribunal  Ambiental  por el  Primer
Tribunal Ambiental.

c.- El Tercer Tribunal  Ambiental  por  el  Segundo
Tribunal Ambiental.”.

8.- Para sustituir  el artículo 10, que pasaría a
ser 11, por el siguiente:

“Artículo 11.- Prohibiciones. Los ministros de los
Tribunales Ambientales no podrán asesorar o prestar servicios profesionales
a personas naturales o jurídicas en cualquier tipo de gestiones ante dichos
Tribunales,  por  el  lapso  de dos  años,  contados  desde  la  cesación  en  el
cargo.

La infracción de esta prohibición será sancionada
con  una  multa  a  beneficio  fiscal,  equivalente  al  50%  del  último  año  de
remuneraciones percibidas en el  cargo,  sanción que será  aplicada por  la
Corte Suprema, a requerimiento de cualquier interesado.

El requerimiento a que alude el inciso precedente,
señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y
a él se acompañaran o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba
en que se fundaren.  Si  el  requerimiento no cumpliere estos requisitos,  el
pleno,  convocado  al  efecto,  lo  declarará  inadmisible  en  cuenta,  sin  más
trámite.

Admitido  a  tramitación  el  requerimiento,  el
Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al requerido, el que
deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de
recepción del mismo, el que le será remitido junto con sus antecedentes por
la vía que se estime más expedita.

Evacuado  el  traslado  o  transcurrido  el  plazo
previsto  en  el  inciso  precedente,  el  Presidente  de  la  Corte  citará  a  una
audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el
ministro ante el cual deberá rendirse. Efectuadas las diligencias o vencidos
los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación
ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La
Corte sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la
vista de la causa.

Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la
Corte Suprema hasta antes de la  vista de la causa.
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9.- Para sustituir  el artículo 11, que pasaría a
ser 12, por el siguiente:

“Artículo  12.-  Causales  de  cesación.  Los
miembros de los Tribunales Ambientales cesarán en sus funciones por las
siguientes causas:

a) Término del período legal de su designación.

b) Renuncia voluntaria.

c) Haber cumplido 75 años de edad.

d) Remoción acordada por la Corte Suprema en
los términos que señala el  N° 3 del  artículo  332 del  Código Orgánico de
Tribunales,  entendiendo  para  estos  efectos  que  el  ministro  licenciado  en
ciencias tiene la calidad de letrado.

e) Incapacidad sobreviniente. Se entiende por tal,
la  que  impide  al  ministro  ejercer  el  cargo  por  un  período  de tres  meses
consecutivos o de seis meses en un año.

Las  medidas  de  las  letras  d)  y  e)  se  harán
efectivas por la Corte Suprema, a petición del Presidente del Tribunal o de
dos de sus miembros, sin perjuicio de las facultades disciplinarias de dicha
Corte.

Si  la  cesación  en  el  cargo  se  produjere  como
consecuencia de las causales señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso
primero y faltaren más de ciento ochenta días para el término del período de
quien  origina  la  vacante,  el  reemplazante  será  elegido  conforme  al
procedimiento señalado en el artículo 2°, manteniéndose en el cargo por el
tiempo  que  restare  del  período.  Si  en  el  mismo  caso  señalado,  faltaren
menos de ciento  ochenta  días  para  el  término del  período,  el  reemplazo
corresponderá  al  ministro  suplente  de  la  misma  área  profesional  del
reemplazado, por el tiempo que restare del período.”.

10.-  Para  sustituir  el  inciso  segundo  del
artículo 12, que pasaría a ser 13, por el siguiente:

“Adicionalmente,  para  servicios  específicos
referidos a alguna de las causas o materias que esté conociendo, el Tribunal
podrá contratar expertos a honorarios, para lo cual se requerirá contar con
disponibilidad presupuestaria.”.

11.-  Para  intercalar  en  el  inciso  segundo  del
artículo 14, que pasaría a ser 15, entre las palabras “normas de” y “de
probidad”  lo  siguiente  :  “transparencia  a  que  se  refiere  el  artículo
octavo de la ley N° 20.285”
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12.-  Para  sustituir  en  el  inciso  tercero  del
artículo  15,  que  pasaría  a  ser  16,  las  expresiones  “dichas  causas  y
audiencias.  La  referida  cuenta  será  pública  y  se  publicará”por  lo
siguiente:  “las  mismas.  La  referida  cuenta  será  pública  y  se  dará  a
conocer”.

13.-  Para  anteponer  a  las  palabras  “De  la
competencia” las palabras “Título II”.

14.-  Para  sustituir  el  inciso  segundo  del
artículo 16, que pasaría a ser 17, por el siguiente:

“Para  estos  efectos  se  entenderá  por  acto
administrativo  de  carácter  ambiental,  toda  decisión  formal  que  emita  un
organismo  de  la  Administración  del  Estado  que  tenga  consecuencias
ambientales y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se
encuentre directamente asociado con uno de éstos.”.

15.-  Para  anteponer  a  las  palabras  “Del
procedimiento” las expresiones “Título III”

16.- Para sustituir en el artículo 17, que pasaría
a ser 18, el encabezamiento y el número 1) por lo siguiente:

“Artículo 18.- De las partes.  Los organismos de
la  Administración  del  Estado y  las  personas naturales  o  jurídicas  que se
señalan, podrán intervenir como partes en los asuntos de competencia de los
Tribunales Ambientales, que en cada caso se indican: 

1)En el caso del número 1) cualquier persona que
considere que los decretos que tal numeral menciona no se ajustan a la ley
N° 19.300 y le causan perjuicios.”.

17.- Para sustituir el artículo 18, que pasaría a
ser 19, por el siguiente:

“Artículo  19.-  Amicus  Curiae.-  Dentro  de  los
treinta  días  siguientes  a  la  publicación  de  la  resolución  que  admite  a
tramitación  la  reclamación  o  la  demanda  por  daño  ambiental,  cualquier
persona,  natural  o  jurídica,  que no  sea parte  en  el  proceso, que  posea
reconocida idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto
sometido al conocimiento del Tribunal Ambiental y que invoque la protección
de  un  interés  público,  podrá  presentar  opinión  escrita  con  sus
comentarios, observaciones o sugerencias.

Para estos efectos, el Tribunal dispondrá se dé
a  conocer  la  circunstancia  señalada  mediante  la  publicación  de  un
aviso en su sitio electrónico, que incluya, además, los datos necesarios
para identificar la causa.
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La  opinión  escrita  deberá  acompañarse  de
tantas  copias  como  partes  litigantes  hubiere,  debiéndose  agregar,
además, los antecedentes que acrediten la idoneidad técnica y profesional
de quien la presenta.

La entrega de la opinión escrita no suspenderá
ni  alterará  la  tramitación  del  procedimiento.  El  Tribunal  dejará
constancia en la sentencia definitiva de haberla tenido a la vista.

La presentación de la opinión escrita no conferirá
a quien la haya emitido la calidad de parte, ni le otorgará ninguna posibilidad
de actuación adicional en el proceso.

18.-  Para  introducir  las  siguientes
modificaciones en el artículo 23, que pasaría a ser 24:

a.-  Sustituir  los  incisos  primero,  segundo,
tercero y cuarto por los siguientes:

“Artículo 24.- De las medidas cautelares. Con el
fin de resguardar un interés jurídicamente tutelado y teniendo en cuenta la
verosimilitud del derecho invocado, el Tribunal podrá decretar las medidas
cautelares, conservativas o innovativas, necesarias para impedir los efectos
negativos  de  los  actos  o  conductas  sometidos  a  su  conocimiento.  Son
medidas  conservativas  aquellas  que  tengan  por  objeto  asegurar  el
resultado de la pretensión, a través de acciones destinadas a mantener
el  estado  de  hecho  o  de  derecho  existente  con  anterioridad  a  la
solicitud  de  la  medida.  Son innovativas  aquellas  que,  con  el  mismo
objeto, buscan modificar el estado de hecho o de derecho existente al
tiempo de la solicitud de la medida.

El  Tribunal  podrá  decretar  estas  medidas  en
cualquier estado del juicio o antes de su inicio y por el  plazo que estime
conveniente.  Podrá decretarlas de oficio o a petición de parte,  según
corresponda,  de  acuerdo  a  las  normas  generales,  debiendo  en  este
último  caso  resolver  de  plano  o  con  citación,  mediante  resolución
fundada.

Cuando se soliciten estas medidas, el requirente
deberá acompañar los antecedentes que constituyan, a lo menos, presunción
grave del derecho que se reclama o de los hechos denunciados. El Tribunal
podrá exigir caución al actor particular para responder de los perjuicios
que podrían originarse.

Deducida  oposición  o  pedido  el  alzamiento,
deberá  adjuntarse  a  los  correspondientes  escritos  la  prueba
documental que se estime pertinente, debiendo el Tribunal  poner las
respectivas solicitudes en conocimiento de la parte contraria, citando a
una  audiencia  dentro  de  un  plazo  no  superior  a  diez  días,  en  la  que



124

escuchará a las partes y resolverá la mantención, modificación o alzamiento
de la medida.

b.- Suprimir el inciso final.

19.- Para sustituir el artículo 25, que pasaría a
ser 26, por el siguiente:

“Artículo 26.- Recursos. En estos procedimientos
sólo serán apelables: 1) las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de
la demanda;  2)  las que reciban la  causa a prueba,  o  3)  las que pongan
término al procedimiento o hagan imposible su continuación. De este recurso
conocerá  la  Corte  de  Apelaciones  en  cuyo  territorio  jurisdiccional  tenga
asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la resolución apelada.

El plazo para la interposición de la apelación será
de diez días contados desde la notificación de la resolución respectiva.

En contra de la sentencia definitiva dictada en los
procedimientos relativos a las materias que son de la competencia de los
Tribunales Ambientales, establecidas en los numerales 1), 2), 3), 5), 6), 7) y
8) del  artículo 17, procederá sólo el  recurso de casación en el  fondo,  en
conformidad a lo dispuesto en el artículo 767 del Código de Procedimiento
Civil.

Además,  en  contra  de  la  sentencia  definitiva
dictada en los procedimientos señalados en el inciso anterior, procederá el
recurso de casación en la forma, en conformidad a lo dispuesto en el artículo
768 del Código de Procedimiento Civil, sólo por las causales números 1, 4, 6
y  7  de  dicho  artículo.  Asimismo,  procederá  este  recurso  cuando  en  la
sentencia definitiva se hubiere omitido alguno de los requisitos establecidos
en el artículo 25 de esta ley; o cuando la sentencia haya sido pronunciada
con  infracción  manifiesta  de  las  normas  sobre  apreciación  de  la  prueba
conforme a las reglas de la sana crítica.

El recurso de casación deberá interponerse ante el
Tribunal  Ambiental  que  dictó  la  resolución  recurrida  para  ante  la  Corte
Suprema y tendrá preferencia para su vista y fallo. Para tales efectos, los
plazos y procedimientos para el  conocimiento del  recurso de casación se
ajustarán a lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.

No será aplicable para estos efectos lo dispuesto
en los artículos 769 y 775 del mismo Código.

Ante  la  Corte  sólo  podrá  rendirse  prueba
documental salvo que ella, de oficio, disponga la práctica de otras pruebas.”.

20.- Para intercalar el siguiente artículo:
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“Artículo 27.- Contiendas de competencia. Las
contiendas de competencia que afecten a los Tribunales Ambientales entre sí
o con otros tribunales serán resueltas por la Corte Suprema.”.

21.-  Para  sustituir  en  el  inciso  tercero  del
artículo 27, que pasaría a ser 29, las palabras “en el”que siguen a los
términos “lo previsto” por las siguientes “en los números 4°, 5° y 6°
del”.

22.-  Para  sustituir  en  el  inciso  segundo  del
artículo 28, que pasaría a ser 30, la mención del artículo “16”por “17”.

23.-  Para  introducir  las  siguientes
modificaciones en el artículo 29, que pasaría a ser 31:

a.-  Sustituir  la  mención  del  artículo  “16”por
”17”.

b.- Agregar al final del artículo, sustituyendo el
punto aparte (.) por una coma (,) lo siguiente: 

“a costas del Tribunal,  lo que deberá efectuarse
dentro de quinto día de ejecutoriada.”.

24.-  Para  introducir  las  siguientes
modificaciones en el artículo 31, que pasaría a ser 33:

a.-  Sustituir  en el  inciso primero las expresiones
“que la demanda se complemente” por lo siguiente “complementarla”.

b.-  Suprimir  en  el  inciso  segundo  la  frase  final
“respecto de esa acción”.

c.- Suprimir el inciso cuarto.

d.- Intercalar en el inciso quinto, entre las palabras
“Este plazo,  que” y  las expresiones “se aumentará” los términos “,  en su
caso, “.

25.- Para sustituir el artículo 32, que pasaría a
ser 34, por el siguiente:

“Artículo  34.-  Excepciones  dilatorias.  Las
excepciones dilatorias sólo podrán oponerse como cuestiones principales, en
el  mismo  escrito  de  contestación  y  se  tramitarán  conjuntamente  con  la
demanda,  sin  suspender  el  procedimiento.  No  obstante,  si  se  hubiere
deducido  la  excepción  de  incompetencia,  el  Tribunal  podrá  decretar  la
suspensión  del  procedimiento  y  sustanciar  y  tramitar  previamente  dicha
excepción.  En este  caso el  Tribunal  dará  traslado al  demandante por  un
plazo de cinco días para que haga valer sus alegaciones.”.
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26.- Para sustituir el artículo 33, que pasaría a
ser 35, por el siguiente:

“Artículo 35.- De la prueba. El Tribunal apreciará
la  prueba  conforme  a  las  reglas  de  la  sana  crítica; al  hacerlo  deberá
expresar las  razones jurídicas y las  simplemente lógicas,  científicas,
técnicas o de experiencia, en cuya virtud le asigne valor o la desestime.
En  general,  tomará  en  especial  consideración  la  multiplicidad,
gravedad,  precisión,  concordancia  y  conexión  de  las  pruebas  o
antecedentes  del  proceso  que  utilice,  de  manera  que  el  examen
conduzca lógicamente a la conclusión que convence al sentenciador.

Serán  admisibles  todos  los  medios  de  prueba
obtenidos por medios lícitos y que sean aptos para producir fe. El Tribunal
podrá  reducir  el  número  de  pruebas  de  cada  parte  si  estima  que  son
manifiestamente  reiteradas  y  podrá  decretar,  en  cualquier  estado  de  la
causa, cuando resulte indispensable para aclarar hechos que aún parezcan
obscuros y dudosos,  la práctica de las diligencias probatorias que estime
convenientes.  No  habrá  testigos  ni  peritos  inhábiles,  lo  que  no  obsta  al
derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la
respectiva declaración no debe merecer fe.

En ningún caso se podrá rendir pruebas ante un
tribunal distinto que el Tribunal Ambiental.

27.- Para sustituir en el artículo 34, que pasaría
a ser 36 la mención de los artículos “25”y “40”por los artículos “26”y
“42”.

28.- Para sustituir el artículo 37, que pasaría a
ser 39, por el siguiente:

“Artículo  39.-  Prueba  documental.  La  prueba
documental podrá presentarse hasta cinco días antes de la celebración de la
audiencia.”.

29.-  Para  sustituir  en  el  inciso  segundo  del
artículo 38, que pasaría a ser 40, la frase final “de que ella se verifique”
por la siguiente “del inicio de la audiencia”.

30.- Para sustituir en el artículo 39, que pasaría
a ser 41, la mención del artículo “35”por “37”.

31.-  Para  introducir  las  siguientes
modificaciones en el artículo 40, que pasaría a ser 42:

a.-  Intercalar  en  el  inciso  primero,  entre  las
palabras “el Tribunal” y “dictará sentencia” las expresiones “prescindirá de él
y”.
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b.-  Sustituir  en  el  inciso  tercero  la  expresión
“cancelada” por “pagada” y agregar al final del inciso, sustituyendo el punto
final (.) por una coma (,) lo siguiente “la que deberá especificarse en la ley de
Presupuestos de cada año.”.

32.- Para suprimir en el artículo 41, que pasaría
a  ser  43,  las  expresiones  finales  del  inciso  segundo  “y  el  Tribunal
procederá a dictar sentencia, sin más trámite”.

33.-  Para sustituir  el  subtítulo del artículo 46,
que pasaría a ser 48, del siguiente modo:

“Contiendas  de  competencia  entre  órganos
administrativos.”

34.-  Para  suprimir  en  el  artículo  primero
transitorio, la frase “con asiento en la comuna de Santiago”.

35.-  Para  suprimir  en  el  artículo  segundo
transitorio  las  frases  “con  asiento  en  la  comuna  de  Antofagasta”  y
“con asiento en la comuna de Valdivia”.

36.-  Para  introducir  las  siguientes
modificaciones en el artículo tercero transitorio:

a.-  Suprimir  en  el  inciso  primero  la  frase  “con
asiento en la comuna de Santiago.”, sustituyendo la coma(,) que la precede,
por un punto final (.).

b.- Sustituir  en el  inciso segundo la mención del
artículo “16”por “17”.

c.- Sustituir en el inciso tercero la frase “Tribunal
Ambiental de Santiago” por “Segundo Tribunal Ambiental”.

37.-  Para  suprimir  en  el  artículo  sexto
transitorio  la  frase   “con  asiento  en  la  comuna  de  Santiago”,
sustituyendo la coma (,) que la precede por un punto final (.).

********
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IX.- TEXTO DEL PROYECTO COMO QUEDARÍA DE ACOGERSE LAS 
MODIFICACIONES INTRODUCIDAS POR ESTA COMISIÓN

“PROYECTO DE LEY:

TÍTULO I

De la Organización y Funcionamiento

Artículo  1°.-  Concepto. Los  Tribunales
Ambientales  son  órganos  jurisdiccionales  especiales,  sujetos  a  la
superintendencia directiva, correccional y económica de la Corte Suprema,
cuya función es resolver las controversias y ocuparse de las demás materias
ambientales que la ley somete a su conocimiento.

Artículo 2°.- Integración y nombramiento. Cada
Tribunal Ambiental estará integrado por tres ministros. Dos de ellos deberán
tener título de abogado, haber ejercido la profesión a lo menos diez años y
haberse destacado en la actividad profesional o académica, especializada en
materias  de  Derecho  Administrativo  o  Ambiental.  El  tercero  será  un
licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales y,
a lo menos, diez años de ejercicio profesional.

Cada ministro será nombrado por el Presidente de
la  República,  con acuerdo del  Senado,  a  partir  de  una nómina  de cinco
personas  que,  en  cada  caso,  propondrá  la  Corte  Suprema.  Para  la
confección de las nóminas dicha Corte realizará un concurso público para
seleccionar a los candidatos a los cargos de ministro. No podrán participar en
estos  concursos  quienes  se  desempeñen  o  hayan  ejercido  el  cargo  de
abogado integrante en las Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema. El
Senado adoptará el acuerdo en votación única, por los dos tercios de sus
miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el Presidente de la
República deberá presentar  a  otra  persona que forme parte  de la  misma
nómina  elaborada  por  la  Corte  Suprema.  Si  se  rechazare  la  segunda
proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.

Cada  Tribunal  tendrá  dos  ministros  suplentes.
Ellos deberán ser expertos en materias ambientales y acreditar, a lo menos,
siete años de ejercicio profesional.  Uno de ellos será abogado y,  el  otro,
licenciado en ciencias con especialización en materias medioambientales.

Los  ministros  suplentes  serán  designados  de  la
misma forma que los titulares.

El  Presidente de cada Tribunal  será elegido por
acuerdo de los ministros del mismo, debiendo recaer dicha designación en
un ministro  abogado.  Quien fuere  elegido  Presidente  permanecerá  en tal
calidad por el plazo de dos años, no siendo posible su reelección inmediata.
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En  caso  de  ausencia  o  impedimento  del
Presidente del Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro
titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro titular.

El nombramiento de los ministros se hará por el
Presidente  de  la  República  mediante  decreto  supremo  suscrito  por  los
Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.

Los ministros titulares y suplentes permanecerán
seis años en sus cargos, pudiendo ser reelegidos para el período siguiente.
No obstante, se renovarán parcialmente cada dos años.

El  Tribunal  tendrá  el  tratamiento  de  “Ilustre”,  y
cada uno de sus miembros el de “Ministro”.

Artículo  3°.-  Incompatibilidades.  No podrá  ser
elegido  ministro  titular  o  suplente  quien  en los  dos  años anteriores  a  su
nombramiento  se haya desempeñado como Ministro  del  Medio Ambiente,
Subsecretario del Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio
Ambiente, Director del Servicio de Educación Ambiental o Superintendente
del  Medio  Ambiente,  así  como cualquiera  que  hubiese  desempeñado  un
cargo directivo en las precitadas instituciones en el mismo período.

El cargo de ministro titular del Tribunal Ambiental
es  de  dedicación  exclusiva  e  incompatible  con  todo  otro  empleo,  cargo,
función o comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades privadas o
públicas,  sean  estas  últimas  fiscales,  municipales,  fiscales  autónomas  o
semifiscales, en empresas del Estado o en las que  éste tenga participación
por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo cargo de elección
popular.

Se  exceptúan  de  estas  incompatibilidades  los
empleos docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales. Sin
embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la
dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la
incompatibilidad a que se refiere esta norma. En todo caso, los ministros
deberán  prolongar  su  jornada  para  compensar  el  tiempo  que  hayan
restado  a  su  trabajo  con  ocasión  del  desempeño  de  actividades
compatibles.

Los  ministros  no  podrán  ejercer  la  abogacía,
pudiendo  solamente  defender  causas  personales  o  de  sus  cónyuges,
ascendientes, descendientes, hermanos o pupilos. 

Tampoco  podrán  celebrar  o  caucionar  contratos
con el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o
jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte,
como mandatarios  en  cualquier  clase  de  juicios  contra  el  Fisco,  o  como
procuradores o agentes en gestiones particulares de carácter administrativo,
en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de
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similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad
anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades.

A  los  ministros  suplentes  se  les  aplicarán  las
mismas incompatibilidades, prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que
rigen  para  los  ministros  titulares.  Se  exceptúan  de  estas  limitaciones  los
empleos  docentes  y  las  funciones  o  comisiones  académicas  en
establecimientos  públicos  o  privados  de  la  enseñanza  superior,  media  y
especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en el inciso siguiente.

Los  ministros  suplentes  deberán  destinar  a  lo
menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les
encomiende el tribunal.

Artículo  4°.-  Juramento  o  Promesa. Los
ministros  titulares  y  suplentes  deberán  prestar  juramento  o  promesa  de
guardar la Constitución y las leyes de la República ante el Presidente de la
Corte Suprema en audiencia especialmente celebrada para tal efecto, en la
que actuará como ministro de fe el Secretario de dicha Corte.

El secretario y los relatores prestarán su juramento
o promesa ante el Presidente del respectivo Tribunal Ambiental.

Artículo  5°.-  Número  de  Tribunales  y
Jurisdicción. Créase un Tribunal Ambiental con asiento en cada una de las
siguientes comunas del territorio de la República, con la jurisdicción territorial
que en cada caso se indica:

a)  Primer  Tribunal  Ambiental,  con  asiento  en  la
comuna de Antofagasta, y con competencia territorial  en las Regiones de
Arica  y  Parinacota,  de  Tarapacá,  de  Antofagasta,  de  Atacama  y  de
Coquimbo.

b) Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la
comuna  de  Santiago,  y  con  competencia  territorial  en  las  Regiones  de
Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador General Bernardo O
´Higgins y del Maule.

c)  Tercer  Tribunal  Ambiental,  con  asiento  en  la
comuna de Puerto Montt, y con competencia territorial en las Regiones del
Biobío, de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos, de Aysén del General
Carlos Ibáñez del Campo, y de Magallanes y de la Antártica Chilena. 

Artículo  6°.-  Funcionamiento. Los  Tribunales
Ambientales funcionarán en forma permanente y fijarán sus días y horarios
de sesión. En todo caso deberán sesionar, en sala legalmente constituida
para la resolución de las causas, a lo menos tres días a la semana.

El quórum para sesionar será de tres miembros y
los acuerdos se adoptarán por mayoría. En lo demás se estará a lo dispuesto
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en el párrafo 2° del Título V del Código Orgánico de Tribunales, en cuanto
fuere aplicable.

Artículo  7°.-  Declaración  de  patrimonio  e
intereses. Los ministros titulares y suplentes, los relatores y el secretario de
los  Tribunales  Ambientales  deberán  efectuar  una  declaración  jurada  de
intereses y patrimonio, en los mismos términos de los artículos 57, 60 B, 60
C y 60 D del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría
General de la Presidencia, de 2000, que fijó el texto refundido, coordinado y
sistematizado  de  la  ley  N°  18.575,  Orgánica  Constitucional  de  Bases
Generales de la Administración del Estado.

La declaración de patrimonio e intereses deberá
efectuarse por los ministros y relatores ante el secretario del tribunal, quien
dispondrá  su  inmediata  publicación  en  el  sitio  electrónico  del  respectivo
tribunal. El secretario, a su vez, efectuará su declaración ante el Contralor
General de la República o ante el Contralor Regional, según corresponda,
con igual obligación en cuanto a su publicación.

La  no  presentación  oportuna  de  la  declaración  de
patrimonio  e  intereses  y  la  falta  de  actualización  de las  mismas,  se  sancionará
respecto  de  los  ministros  con  la  inhabilidad  para  integrar  el  Tribunal  Ambiental
correspondiente, la que se mantendrá hasta que se  presente dicha declaración, lo
que deberá certificar el secretario del Tribunal. En el caso de este último y de los
relatores se estará a lo dispuesto en el artículo 65 de la ley orgánica constitucional
señalada en el inciso primero.

Artículo 8°.- Remuneraciones de los ministros.
La remuneración mensual de los ministros titulares de los tribunales será la
suma  equivalente  a  la  remuneración  bruta  mensualizada  de  carácter
permanente del cargo de Superintendente del Medio Ambiente.

Los  ministros  suplentes,  en  su  caso,  recibirán
mensualmente  la  suma  equivalente  al  cincuenta  por  ciento  de  la  remuneración
mensual de los ministros titulares.

Artículo 9°.- Inhabilidades. Serán aplicables a los
ministros  de  los  Tribunales  Ambientales  las  causales  de  inhabilidad
contempladas en los artículos 195 y 196 del Código Orgánico de Tribunales.

Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso anterior,
se entenderá que el ministro titular o suplente, según corresponda, estará
especialmente inhabilitado cuando:

a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de
sus  parientes  hasta  el  tercer  grado  de  consanguinidad  o  segundo  de
afinidad;  o  de  personas  que  estén  ligadas  al  mismo  por  vínculos  de
adopción,  o  de  las  empresas  o  sociedades  en  las  cuales  estas  mismas
personas sean sus representantes legales, mandatarios, directores, gerentes
o desempeñen otros cargos directivos, posean directamente o a través de
otras personas naturales o jurídicas un porcentaje del capital de la sociedad
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superior al cinco por ciento, o que les permita elegir o hacer elegir uno o más
de  sus  administradores,  o  ejerzan  una  influencia  decisiva  en  la
administración o gestión de la sociedad, según lo dispuesto por el artículo 99
de la ley N° 18.045, de Mercado de Valores, y 

b)  Haya  asesorado  o  prestado  servicios
profesionales a personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de parte
en esa causa, en los dos años anteriores a la fecha de ingreso de aquélla  o
durante el procedimiento sancionador por parte de la Superintendencia del
Medio Ambiente  que lo  haya originado,  así  como en el  procedimiento de
evaluación ante el Servicio de Evaluación Ambiental.

Será  causal  de  inhabilidad  que el  ministro  haya
asesorado  o  prestado  servicios  profesionales  a  personas  naturales  o
jurídicas que tengan o hayan tenido, en los dos años anteriores a la fecha de
ingreso de la causa en cuestión, la calidad de contraparte de las personas a
que  se  refiere  la  letra  b)  del  inciso  segundo  de  este  artículo,  en  algún
proceso  judicial  o  de  negociación  comercial  que  pueda  afectar  la
imparcialidad del ministro.

La  causal  invocada  podrá  ser  aceptada  por  el
ministro afectado. En caso contrario, será fallada de plano por el Tribunal,
con exclusión de aquél, aplicándose una multa a beneficio fiscal de hasta
veinte  unidades tributarias mensuales al  incidentista  si  la  implicancia o la
recusación fuere desestimada, por manifiesta falta de fundamento, en forma
unánime.

Artículo  10.-  Subrogación.  Si  por  cualquier
impedimento un Tribunal  careciere de ministros titulares o suplentes para
formar  quórum,  se  procederá  a  la  subrogación  de  éstos  por  ministros
suplentes de otros Tribunales Ambientales, debiendo, aplicarse, al efecto, las
siguientes reglas:

1.- En el Primer Tribunal Ambiental la subrogación
se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.

2.-  En  el  Segundo  Tribunal  Ambiental  la
subrogación  se  efectuará  por  ministros  suplentes  del  Primer  Tribunal
Ambiental.

3.- En el Tercer Tribunal Ambiental la subrogación
se efectuará por ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental.

La  subrogación  deberá  efectuarse  por  ministros
suplentes  que  provengan  de  la  misma  área  profesional  que  el  ministro
subrogado.

Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad
de  sus  miembros  titulares  y  suplentes,  será  subrogado  por  otro  Tribunal
Ambiental, de conformidad a las siguientes reglas:
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a.-  El  Primer Tribunal  Ambiental  por el  Segundo
Tribunal Ambiental.

b.-  El  Segundo Tribunal  Ambiental  por el  Primer
Tribunal Ambiental.

c.- El Tercer Tribunal  Ambiental  por  el  Segundo
Tribunal Ambiental.

Artículo 11.- Prohibiciones.  Los ministros de los
Tribunales Ambientales no podrán asesorar o prestar servicios profesionales
a personas naturales o jurídicas en cualquier tipo de gestiones ante dichos
Tribunales,  por  el  lapso  de dos  años,  contados  desde  la  cesación  en  el
cargo.

La infracción de esta prohibición será sancionada
con  una  multa  a  beneficio  fiscal,  equivalente  al  50%  del  último  año  de
remuneraciones percibidas en el  cargo,  sanción que será  aplicada por  la
Corte Suprema, a requerimiento de cualquier interesado.

El requerimiento a que alude el inciso precedente,
señalará con claridad y precisión los hechos que configuraren la infracción y
a él se acompañaran o se ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba
en que se fundaren.  Si  el  requerimiento no cumpliere estos requisitos,  el
pleno,  convocado  al  efecto,  lo  declarará  inadmisible  en  cuenta,  sin  más
trámite.

Admitido  a  tramitación  el  requerimiento,  el
Presidente de la Corte Suprema dará traslado de éste al requerido, el que
deberá ser evacuado dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha de
recepción del mismo, el que le será remitido junto con sus antecedentes por
la vía que se estime más expedita.

Evacuado  el  traslado  o  transcurrido  el  plazo
previsto  en  el  inciso  precedente,  el  Presidente  de  la  Corte  citará  a  una
audiencia en que se recibirá la prueba que se hubiere ofrecido y designará el
ministro ante el cual deberá rendirse. Efectuadas las diligencias o vencidos
los plazos sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en relación
ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente convocado al efecto. La
Corte sólo podrá decretar medidas para mejor resolver una vez terminada la
vista de la causa.

Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la
Corte Suprema hasta antes de la  vista de la causa.

Artículo  12.-  Causales  de  cesación.  Los
miembros de los Tribunales Ambientales cesarán en sus funciones por las
siguientes causas:

a) Término del período legal de su designación.
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b) Renuncia voluntaria.

c) Haber cumplido 75 años de edad.

d)  Remoción acordada  por  la  Corte  Suprema en los
términos que señala el N° 3 del artículo 332 del Código Orgánico de Tribunales,
entendiendo  para  estos  efectos  que  el  ministro  licenciado  en  ciencias  tiene  la
calidad de letrado.

e) Incapacidad sobreviniente. Se entiende por tal,
la  que  impide  al  ministro  ejercer  el  cargo  por  un  período  de tres  meses
consecutivos o de seis meses en un año.

Las medidas de las letras d) y e) se harán efectivas por
la Corte Suprema, a petición del Presidente del Tribunal o de dos de sus miembros,
sin perjuicio de las facultades disciplinarias de dicha Corte.

Si  la  cesación  en  el  cargo  se  produjere  como
consecuencia de las causales señaladas en las letras b), c), d) y e) del inciso
primero y faltaren más de ciento ochenta días para el término del período de
quien  origina  la  vacante,  el  reemplazante  será  elegido  conforme  al
procedimiento señalado en el artículo 2°, manteniéndose en el cargo por el tiempo
que restare del período. Si en el  mismo caso señalado, faltaren menos de
ciento ochenta días para el término del período, el reemplazo corresponderá
al ministro suplente de la misma área profesional del reemplazado, por el
tiempo que restare del período.

                                               Artículo 13.- Planta de personal. La planta de cada
Tribunal Ambiental será la siguiente:

Cargos                                            Grados                       N°  de cargos

Secretario abogado                           4°                                        1

Relator abogado                                5°                                        1

Relator abogado                                 6°                                       1

Profesional universitario

del ámbito económico                        5°                                        1

Profesional universitario

del ámbito de ciencias.                      6°                                         1

Jefe Oficina de Presupuesto            14°                                        1

Oficial Primero                                  16°                                        1

Oficial de Sala                                   17°                                       1

Auxiliar                                               20°                                       1

Total planta                                                                 9
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Adicionalmente,  para  servicios  específicos
referidos a alguna de las causas o materias que esté conociendo, el Tribunal
podrá contratar expertos a honorarios, para lo cual se requerirá contar con
disponibilidad presupuestaria.

Artículo  14.-  Nombramiento  de  los
funcionarios.  El  nombramiento  de  los  funcionarios  se  hará  por  cada
Tribunal, previo concurso de antecedentes o de oposición.

El  presidente  de  cada  Tribunal  cursará  los
nombramientos por  resolución que enviará a la  Contraloría  General  de la
República para el solo efecto de su registro.

El secretario abogado será el jefe administrativo y
la  autoridad  directa  del  personal,  sin  perjuicio  de  otras  funciones  y
atribuciones específicas que le asigne o delegue el respectivo Tribunal.

En caso de ausencia o impedimento, el secretario
será subrogado por el relator de mayor grado y, a falta de éste, por el relator
que tenga el cargo inmediatamente inferior a aquél. El subrogante prestará el
mismo juramento que el secretario para el desempeño de este cargo, ante el
presidente del Tribunal.

Artículo 15.- Régimen laboral del personal. El
personal  de  los  Tribunales  Ambientales  se  regirá  por  el  derecho  laboral
común.

Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el
mismo  régimen  remuneratorio,  de  dedicación  e  incompatibilidades  del
personal de la Superintendencia del Medio Ambiente y estará sujeto a las
normas de transparencia a que se refiere el artículo octavo de la ley N°
20.285  y de probidad y  a  los  deberes y prohibiciones establecidos en el
Título  III  de  la  Ley  Orgánica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la
Administración  del  Estado,  debiendo  consignarse  en  los  contratos
respectivos una cláusula que así lo disponga. La infracción a las normas de
probidad será causal de término del contrato de trabajo.

Artículo  16.-  Presupuesto.  La  Ley  de
Presupuestos  del  Sector  Público  deberá  consultar  anualmente,  en  forma
global,  los  recursos  necesarios  para  el  funcionamiento  de  los  Tribunales
Ambientales. Para estos efectos el presidente de cada Tribunal comunicará
al  Ministro  de  Hacienda  sus  necesidades  presupuestarias,  dentro  de  los
plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para el sector público.

Los  Tribunales  Ambientales  mantendrán  una
cuenta corriente bancaria a su nombre contra la cual girarán conjuntamente
el presidente y el secretario.

En la primera quincena del mes de enero de cada
año,  el  presidente  y  el  secretario  abogado  de  cada  Tribunal  Ambiental
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presentarán una cuenta anual respecto del funcionamiento del Tribunal, la
que contendrá información precisa acerca del número de causas, número de
audiencias y de la carga de trabajo que signifique la atención de las mismas.
La referida cuenta será pública y se dará a conocer en el sitio electrónico del
respectivo Tribunal. Adicionalmente, dicha cuenta considerará una rendición
de gastos del Tribunal.

En  materia  de  información  financiera,
presupuestaria  y  contable,  los  Tribunales  Ambientales  se  regirán  por  las
disposiciones de la Ley Orgánica de Administración Financiera del Estado.

TÍTULO II

 De la Competencia.

Artículo  17.-  Competencia. Los  Tribunales
Ambientales serán competentes para:

1)  Conocer  de  las  reclamaciones  que  se
interpongan en contra de los decretos supremos que establezcan las normas
primarias o secundarias de calidad ambiental y las normas de emisión; los
que  declaren  zonas  del  territorio  como  latentes  o  saturadas  y  los  que
establezcan planes de prevención o de descontaminación, en conformidad
con lo dispuesto en el  artículo 50 de la ley N° 19.300. En el caso de las
normas primarias de calidad ambiental  y normas de emisión,  conocerá el
tribunal que en primer lugar se avoque a su consideración, excluyendo la
competencia de los demás. Respecto de las normas secundarias de calidad
ambiental,  los  decretos  supremos que  declaren zonas del  territorio  como
latentes  o  saturadas,  y  los  que  establezcan  planes  de  prevención  o  de
descontaminación,  será  competente  el  Tribunal  Ambiental  que  tenga
jurisdicción  sobre  la  zona  del  territorio  nacional  en  que  sea  aplicable  el
respectivo decreto.

2)  Conocer  de  las  demandas  para  obtener  la
reparación del medio ambiente dañado, en conformidad con lo dispuesto en
el  Título  III  de la  ley N° 19.300.  Será competente para conocer de estos
asuntos el Tribunal Ambiental del lugar en que se haya originado el hecho
que causa el daño, o el de cualquier lugar en que el daño se haya producido,
a elección del afectado.

3) Conocer de las reclamaciones en contra de las
resoluciones de la  Superintendencia del  Medio Ambiente,  en conformidad
con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley Orgánica de la Superintendencia
del Medio Ambiente. Será competente para conocer de estas reclamaciones
el Tribunal Ambiental del lugar en que se haya originado la infracción.

4) Autorizar las medidas provisionales señaladas
en  las  letras  c),  d)  y  e)  del  artículo  48  de  la  Ley  Orgánica  de  la
Superintendencia del Medio Ambiente, así como las suspensiones señaladas
en las  letras  g)  y  h)  del  artículo  3°  de  esa ley,  y  las  resoluciones de la
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Superintendencia que apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y
d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en consulta. Será competente
para  autorizar  estas  medidas  el  Tribunal  Ambiental  del  lugar  en  que  las
mismas vayan a ser ejecutadas.

5) Conocer de la reclamación que se interponga
en contra de la resolución del Comité de Ministros o del Director Ejecutivo, en
conformidad con lo dispuesto en los artículos 20 y 25 quinquies de la ley N°
19.300.  Será  competente  para  conocer  de  esta  reclamación  el  Tribunal
Ambiental  del  lugar  en  que  haya  sido  evaluado  el  proyecto  por  la
correspondiente Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio
de Evaluación Ambiental, en su caso.

6) Conocer de las reclamaciones que interponga
cualquier persona natural o jurídica en contra de la determinación del Comité
de Ministros o del Director Ejecutivo que resuelva el recurso administrativo,
cuando  sus  observaciones  no  hubieren  sido  consideradas  en  el
procedimiento de evaluación ambiental, en conformidad con lo dispuesto en
los artículos 29 y 30 bis de la ley N° 19.300, en relación con el artículo 20 de
la misma ley. Será competente para conocer de esta reclamación el Tribunal
Ambiental  del  lugar  en  que  haya  sido  evaluado  el  proyecto  por  la
correspondiente Comisión de Evaluación o el Director Ejecutivo del Servicio
de Evaluación Ambiental, en su caso.

7)  Conocer  de  las  reclamaciones  que  se
interpongan en contra de los actos administrativos que dicten los Ministerios
o servicios públicos para la ejecución o implementación de las normas de
calidad, de emisión y los planes de prevención o descontaminación, cuando
éstos  infrinjan  la  ley,  las  normas  o  los  objetivos  de  los  instrumentos
señalados. El plazo para reclamar será el establecido en el artículo 50 de la
ley N° 19.300. Tratándose de las normas primarias de calidad ambiental y
normas de emisión, conocerá el tribunal que en primer lugar se avoque a su
consideración,  excluyendo  la  competencia  de  los  demás.  Respecto  de la
aplicación de las normas secundarias de calidad ambiental, de los decretos
supremos que declaren zonas del territorio como latentes o saturadas, y de
los  que  establezcan  planes  de  prevención  o  de  descontaminación,  será
competente el Tribunal Ambiental que tenga jurisdicción sobre la zona del
territorio nacional en que sea aplicable el respectivo decreto.

8) Conocer de las reclamaciones en contra de la
resolución que resuelva un procedimiento administrativo de invalidación de
un acto administrativo de carácter ambiental. El plazo para la interposición de
la acción será de treinta días contado desde la notificación de la respectiva
resolución.

Para  estos  efectos  se  entenderá  por  acto
administrativo  de  carácter  ambiental,  toda  decisión  formal  que  emita  un
organismo  de  la  Administración  del  Estado  que  tenga  consecuencias
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ambientales y que corresponda a un instrumento de gestión ambiental o se
encuentre directamente asociado con uno de éstos.

Será  competente  para  conocer  de  esta
reclamación, el Tribunal Ambiental que ejerza jurisdicción en el territorio en
que tenga su domicilio el órgano de la Administración del Estado que hubiere
resuelto el procedimiento administrativo de invalidación.

En los casos de los numerales 5) y 6)  de este
artículo no se podrá ejercer la potestad invalidatoria del artículo 53 de la ley
N° 19.880, una vez resueltos los recursos administrativos y jurisdiccionales  o
transcurridos  los  plazos  legales  para  interponerlos  sin  que  se  hayan
deducido.

9) Conocer de los demás asuntos que señalen las
leyes.

TÍTULO III

Del procedimiento.

  Párrafo 1°

Disposiciones comunes

Artículo 18.- De las partes. Los organismos de la
Administración  del  Estado  y  las  personas  naturales  o  jurídicas  que  se
señalan, podrán intervenir como partes en los asuntos de competencia de los
Tribunales Ambientales, que en cada caso se indican: 

1) En el caso del número 1) cualquier persona que
considere que los decretos que tal numeral menciona no se ajustan a la ley
N° 19.300 y le causan perjuicios.

2)  En  el  caso  del  número  2),  las  personas
naturales  o  jurídicas  que  hayan  sufrido  el  daño  o  perjuicio;  las
municipalidades, por los hechos acaecidos en sus respectivas comunas, y el
Estado,  por  intermedio  del  Consejo  de  Defensa  del  Estado.  Deducida
demanda por alguno de los titulares señalados no podrán interponerla los
restantes,  lo  que  no  obsta  a  su  derecho  a  intervenir  como  terceros
coadyuvantes. En el caso del inciso quinto del artículo 43 de la Ley Orgánica
de  la  Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  la  acción  deberá  siempre
ejercerla el Consejo de Defensa del Estado como parte principal.

3)  En  el  caso  del  número  3),  las  personas
naturales  o  jurídicas  directamente  afectadas  por  la  resolución  de  la
Superintendencia del Medio Ambiente.

4) En el caso del número 4), la Superintendencia
del Medio Ambiente.
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5)  En  los  casos  de  los  números  5)  y  6),  las
personas  naturales  y  jurídicas  que  presentaron  sus  reclamaciones  de
conformidad a la ley.

6)  En el  caso del  número 7),  cualquier  persona
que  considere  que  los  actos  administrativos  que  dicten  los  Ministerios  o
servicios  públicos  para  la  ejecución  o  implementación  de  las  normas  de
calidad, emisión y planes de prevención o descontaminación, infringen la ley,
las normas y los objetivos de los instrumentos señalados.

7)  En  el  caso  del  número  8),  quien  hubiese
solicitado  la  invalidación  administrativa  o  el  directamente  afectado  por  la
resolución que resuelva el procedimiento administrativo de invalidación.

En los procedimientos que se regulan en esta ley
será aplicable lo dispuesto en el  artículo 23 del Código de Procedimiento
Civil.  Se presumirá  que las municipalidades y  el  Estado tienen el  interés
actual en los resultados del juicio que dicha norma exige.

Artículo  19.-  Amicus  Curiae.-  Dentro  de  los
treinta  días  siguientes  a  la  publicación  de  la  resolución  que  admite  a
tramitación  la  reclamación  o  la  demanda  por  daño  ambiental,  cualquier
persona,  natural  o  jurídica,  que  no  sea  parte  en  el  proceso,  que  posea
reconocida idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del asunto
sometido al conocimiento del Tribunal Ambiental y que invoque la protección
de un interés público, podrá presentar opinión escrita con sus comentarios,
observaciones o sugerencias.

Para estos efectos, el Tribunal dispondrá se dé a
conocer la circunstancia señalada mediante la publicación de un aviso en su
sitio electrónico, que incluya, además, los datos necesarios para identificar la
causa.

La opinión escrita deberá acompañarse de tantas
copias  como  partes  litigantes  hubiere,  debiéndose  agregar,  además,  los
antecedentes que acrediten la idoneidad técnica y profesional de quien la
presenta.

La entrega de la opinión escrita no suspenderá ni
alterará la tramitación del procedimiento. El Tribunal dejará constancia en la
sentencia definitiva de haberla tenido a la vista.

La presentación de la opinión escrita no conferirá
a quien la haya emitido la calidad de parte, ni le otorgará ninguna posibilidad
de actuación adicional en el proceso.

Artículo 20.- Presentación de la demanda.-   La
reclamación,  solicitud  o  demanda  se  presentará  al  Tribunal  Ambiental
competente. Si el domicilio del legitimado se encontrare fuera de la región de
asiento del Tribunal, ellas podrán presentarse en la Corte de Apelaciones en
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cuyo territorio jurisdiccional aquél esté domiciliado. En este caso, la Corte
deberá remitir  el documento al Tribunal respectivo el  mismo día o, a más
tardar, el día hábil siguiente al de su recepción.

Artículo  21.-  Publicidad  del  procedimiento  y
representación de las partes. El procedimiento será público e impulsado de
oficio por el Tribunal hasta su resolución definitiva. Las partes deberán actuar
en la forma prevista en la ley N° 18.120, sobre comparecencia en juicio.

Artículo  22.-  De  las  notificaciones.  Las
notificaciones  se  regirán  por  las  reglas  generales  del  Código  de
Procedimiento  Civil.  Las  partes  podrán  solicitar  que  se  les  notifique  por
correo electrónico, caso en el cual sólo se les notificará por esa vía.

Artículo  23.-  De los  incidentes.  Los incidentes
que se promuevan no suspenderán el curso de la causa principal y serán
resueltos en la sentencia definitiva, a menos que el Tribunal,  por razones
fundadas, de las cuales dejará constancia, resuelva escuchar previamente a
la parte contraria o fallarlos antes de tal sentencia. Si fuere indispensable, el
Tribunal recibirá el incidente a prueba en la primera resolución recaída en él,
la que no será impugnable. La prueba se propondrá y producirá junto con la
de la causa principal, salvo que el tribunal determine convocar a audiencias
especiales para recibir la prueba y las alegaciones del incidente.

Artículo 24.- De las medidas cautelares. Con el
fin de resguardar un interés jurídicamente tutelado y teniendo en cuenta la
verosimilitud del derecho invocado, el Tribunal podrá decretar las medidas
cautelares, conservativas o innovativas, necesarias para impedir los efectos
negativos  de  los  actos  o  conductas  sometidos  a  su  conocimiento.  Son
medidas conservativas aquellas que tengan por objeto asegurar el resultado
de la pretensión, a través de acciones destinadas a mantener el estado de
hecho o de derecho existente con anterioridad a la solicitud de la medida.
Son  innovativas  aquellas  que,  con  el  mismo  objeto,  buscan  modificar  el
estado  de  hecho  o  de  derecho  existente  al  tiempo  de  la  solicitud  de  la
medida.

El  Tribunal  podrá  decretar  estas  medidas  en
cualquier estado del juicio o antes de su inicio y por el  plazo que estime
conveniente.  Podrá  decretarlas  de  oficio  o  a  petición  de  parte,  según
corresponda, de acuerdo a las normas generales, debiendo en este último
caso resolver de plano o con citación, mediante resolución fundada.

Cuando se soliciten estas medidas, el requirente
deberá acompañar los antecedentes que constituyan, a lo menos, presunción
grave del derecho que se reclama o de los hechos denunciados. El Tribunal
podrá exigir caución al actor particular para responder de los perjuicios que
podrían originarse.

Deducida  oposición  o  pedido  el  alzamiento,
deberá adjuntarse a los correspondientes escritos la prueba documental que
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se estime pertinente, debiendo el Tribunal poner las respectivas solicitudes
en conocimiento de la parte contraria, citando a una audiencia dentro de un
plazo no superior a diez días, en la que escuchará a las partes y resolverá la
mantención, modificación o alzamiento de la medida.

En  las  controversias  cautelares  sólo  se  admitirá
prueba documental. Las medidas decretadas se podrán modificar o dejar sin
efecto en cualquier estado de la causa.

La cautela innovativa sólo podrá decretarse ante la
inminencia  de  un  perjuicio  irreparable.  Si  el  Tribunal  estimare  que  no
concurren  las  circunstancias  que  la  hagan  procedente  podrá,  de  oficio,
decretar la medida cautelar que a su juicio corresponda.

La  resolución  que  conceda  o  deniegue  una
medida cautelar se notificará al afectado. Si la medida se hubiere concedido
prejudicialmente, el solicitante deberá presentar su demanda en el plazo de
quince días hábiles contado desde que se concedió la cautela o en el término
mayor que fije el Tribunal. Si así no lo hiciere la medida quedará sin efecto
de pleno derecho.

Siempre  que  existiere  motivo  grave,  el  Tribunal
podrá disponer que las medidas se lleven a efecto antes de notificar a la
persona contra quien se dictan. En este caso, transcurridos cinco días sin
que la notificación se efectúe, quedaran sin valor las diligencias practicadas.
El Tribunal podrá ampliar este plazo por motivos fundados.  

Artículo  25.-  Contenido  de  las  sentencias.  La
sentencia  de  los  Tribunales  Ambientales  se  dictará  con  arreglo  a  lo
establecido en el artículo 170 del Código de Procedimiento Civil, debiendo,
además, en su caso, enunciar los fundamentos técnico – ambientales  con
arreglo  a los cuales se pronuncia.

Artículo 26.- Recursos.  En estos procedimientos
sólo serán apelables: 1) las resoluciones que declaren la inadmisibilidad de
la demanda;  2)  las que reciban la  causa a prueba,  o  3)  las que pongan
término al procedimiento o hagan imposible su continuación. De este recurso
conocerá  la  Corte  de  Apelaciones  en  cuyo  territorio  jurisdiccional  tenga
asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la resolución apelada.

El plazo para la interposición de la apelación será
de diez días contados desde la notificación de la resolución respectiva.

En contra de la sentencia definitiva dictada en los
procedimientos relativos a las materias que son de la competencia de los
Tribunales Ambientales, establecidas en los numerales 1), 2), 3), 5), 6), 7) y
8) del  artículo 17, procederá sólo el  recurso de casación en el  fondo,  en
conformidad a lo dispuesto en el artículo 767 del Código de Procedimiento
Civil.
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Además,  en  contra  de  la  sentencia  definitiva
dictada en los procedimientos señalados en el inciso anterior, procederá el
recurso de casación en la forma, en conformidad a lo dispuesto en el artículo
768 del Código de Procedimiento Civil, sólo por las causales números 1, 4, 6
y  7  de  dicho  artículo.  Asimismo,  procederá  este  recurso  cuando  en  la
sentencia definitiva se hubiere omitido alguno de los requisitos establecidos
en el artículo 25 de esta ley; o cuando la sentencia haya sido pronunciada
con  infracción  manifiesta  de  las  normas  sobre  apreciación  de  la  prueba
conforme a las reglas de la sana crítica.

El recurso de casación deberá interponerse ante el
Tribunal  Ambiental  que  dictó  la  resolución  recurrida  para  ante  la  Corte
Suprema y tendrá preferencia para su vista y fallo. Para tales efectos, los
plazos y procedimientos para el  conocimiento del  recurso de casación se
ajustarán a lo dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.

No será aplicable para estos efectos lo dispuesto
en los artículos 769 y 775 del mismo Código.

Ante  la  Corte  sólo  podrá  rendirse  prueba
documental salvo que ella, de oficio, disponga la práctica de otras pruebas.

Artículo 27.-  Contiendas de competencia. Las
contiendas de competencia que afecten a los Tribunales Ambientales entre sí
o con otros tribunales serán resueltas por la Corte Suprema.

Párrafo 2°

De las reclamaciones

Artículo  28.-  De  la  reclamación.  Toda
reclamación  se  presentará  por  escrito,  y  en  ella  se  indicarán  sus
fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  y  las  peticiones  concretas  que  se
someten  a  la  resolución  del  Tribunal.  Éste  examinará  en  cuenta  si  la
reclamación  ha  sido  interpuesta  en  tiempo  y  forma.  Podrá  declararla
inadmisible  mediante  resolución  fundada  si,  en  opinión  unánime  de  sus
miembros, no hubiere sido interpuesta dentro de plazo, se refiera a materias
que estén manifiestamente fuera de su competencia, no esté debidamente
fundada  o  no  contenga  peticiones  concretas.  Esta  resolución  podrá
impugnarse, mediante reposición con apelación subsidiaria, dentro de quinto
día después de notificada.

Artículo 29.-  Solicitud de informes y medidas
para mejor resolver. Declarada admisible la reclamación, se pedirá informe
al  órgano público que emitió  el  acto impugnado,  el  que deberá,  además,
adjuntar  copia  autentificada  del  expediente  administrativo  completo  y
debidamente foliado que sirvió de base para dictar el acto que se impugna,
de conformidad a lo señalado en la ley N° 19.880. El informe, que se limitará
a consignar los fundamentos y motivos en los que el acto administrativo se
basa, deberá emitirse en el plazo de diez días. Dentro del mismo lapso el
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órgano requerido podrá pedir,  por  una sola  vez,  una prórroga del  mismo
hasta por un máximo de cinco días.

En caso de que el órgano no presente el informe
en el plazo conferido, se prescindirá del mismo.

Recibido  el  informe  o  vencido  el  plazo  para
presentarlo, el Tribunal ordenará traer los autos en relación. La tramitación
de la reclamación se ajustará a las reglas para el conocimiento y fallo del
recurso de apelación civil,  con la salvedad de que no se admitirá prueba
testimonial ni confesional, ni tendrá lugar lo previsto en los números 4°, 5° y
6° del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil.

Concluida la vista de la causa quedará cerrado el
debate  y  el  proceso  en  estado  de  dictarse  sentencia,  la  que  deberá
pronunciarse dentro del término de treinta días. Sólo dentro de este plazo el
Tribunal podrá dictar de oficio medidas para mejor resolver.

Artículo 30.- Sentencia.  La sentencia que acoja
la acción deberá declarar que el acto no es conforme a la normativa vigente
y, en su caso, anulará total o parcialmente la disposición o el acto recurrido y
dispondrá que se modifique, cuando corresponda, la actuación impugnada.

En el  ejercicio de esta atribución, el  Tribunal  no
podrá determinar el contenido específico de un precepto de alcance general
en sustitución de los que anulare en el caso de los actos de los números 1) y
7)   del  artículo  17,  así  como  tampoco  podrá  determinar  el  contenido
discrecional de los actos anulados.

Artículo 31.-  Publicación de la  sentencia.  Las
sentencias firmes que anulen un acto administrativo de aquellos señalados
en los números 1) y 7) del artículo 17, producirán efectos generales desde el
día en que se publique la parte resolutiva de la sentencia en el Diario Oficial,
a  costas  del  Tribunal,  lo  que  deberá  efectuarse  dentro  de  quinto  día  de
ejecutoriada.

Párrafo 3°

      De las solicitudes

Artículo  32.-  Remisión  de  las  solicitudes.  La
solicitud de aprobación de medidas provisionales señaladas en las letras c),
d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio
Ambiente; las suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de
esa ley, y las resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente que
apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y d) del artículo 38 de la
misma  ley,  elevadas  en  consulta,  deberán  remitirse  al  Tribunal  en
conformidad a lo dispuesto en dicha ley.
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Párrafo 4°

                                      Del daño ambiental

Artículo  33.-  Inicio  del  procedimiento.  Este
procedimiento  se  iniciará  por  demanda  o  por  medida  prejudicial.  En  la
demanda sólo  se  podrá  pedir  la  declaración  de  haberse  producido  daño
ambiental por culpa o dolo del demandado y la condena a éste a repararlo
materialmente de conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 de la ley N°
19.300. Si la demanda no contiene estas menciones y todas las exigencias
del  artículo  254  del  Código  de  Procedimiento  Civil,  el  Tribunal  ordenará
complementarla dentro de quinto día. Si así no aconteciere, se tendrá por no
presentada.

Si  de  los  datos  aportados  en  la  demanda  se
desprendiere claramente que la acción se encuentra prescrita,  el  Tribunal
deberá declararlo de oficio y no admitirá a tramitación la demanda.

Si  el  Tribunal  estima  que  es  incompetente  para
conocer de la demanda, deberá declararlo de oficio y señalará en la misma
resolución el Tribunal que, a su juicio, es competente.

Declarada  admisible  la  demanda  se  conferirá
traslado a la demandada por el plazo de quince días. Este plazo, que, en su
caso, se aumentará  en los términos de los artículos 258 y 259 del Código de
Procedimiento Civil, no podrá exceder de treinta días.

Artículo  34.-  Excepciones  dilatorias.  Las
excepciones dilatorias sólo podrán oponerse como cuestiones principales, en
el  mismo  escrito  de  contestación  y  se  tramitarán  conjuntamente  con  la
demanda,  sin  suspender  el  procedimiento.  No  obstante,  si  se  hubiere
deducido  la  excepción  de  incompetencia,  el  Tribunal  podrá  decretar  la
suspensión  del  procedimiento  y  sustanciar  y  tramitar  previamente  dicha
excepción.  En este  caso el  Tribunal  dará  traslado al  demandante por  un
plazo de cinco días para que haga valer sus alegaciones.

Artículo 35.- De la prueba.  El Tribunal apreciará
la prueba conforme a las reglas de la sana crítica; al hacerlo deberá expresar
las razones jurídicas y las simplemente lógicas,  científicas,  técnicas o de
experiencia, en cuya virtud le asigne valor o la desestime. En general, tomará
en especial consideración la multiplicidad, gravedad, precisión, concordancia
y conexión de las pruebas o antecedentes del proceso que utilice, de manera
que  el  examen  conduzca  lógicamente  a  la  conclusión  que  convence  al
sentenciador.

Serán  admisibles  todos  los  medios  de  prueba
obtenidos por medios lícitos y que sean aptos para producir fe. El Tribunal
podrá  reducir  el  número  de  pruebas  de  cada  parte  si  estima  que  son
manifiestamente  reiteradas  y  podrá  decretar,  en  cualquier  estado  de  la
causa, cuando resulte indispensable para aclarar hechos que aún parezcan
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obscuros y dudosos,  la práctica de las diligencias probatorias que estime
convenientes.  No  habrá  testigos  ni  peritos  inhábiles,  lo  que  no  obsta  al
derecho de cada parte de exponer las razones por las que, a su juicio, la
respectiva declaración no debe merecer fe.

En ningún caso se podrá rendir pruebas ante un
tribunal distinto que el Tribunal Ambiental.

Artículo 36.- Recepción de la causa a prueba e
impugnación.  Contestada la demanda o vencido el plazo para cumplir con
este trámite, el Tribunal recibirá la causa a prueba, si lo estima procedente.
En contra de esta resolución podrá interponerse el  recurso de reposición
dentro  de  tercero  día  y,  subsidiariamente,  el  recurso  de  apelación,  de
conformidad a lo dispuesto en el artículo 26 de esta ley. Si no recibe la causa
a prueba convocará a una audiencia, para una fecha no superior a treinta
días, y en ella propondrá a las partes bases para conciliación, si  ésta es
pertinente. Si no lo fuere o no se llegare a acuerdo por las partes en esa
misma audiencia, el Tribunal fijará un término con el fin de que cada una
formule sus alegaciones orales. A continuación el Tribunal citará a las partes
para oír sentencia la que deberá dictarse en un lapso no superior a treinta
días,  salvo  que,  de  conformidad con el  artículo  42,  se hubiese solicitado
informe pericial y el plazo para evacuarlo se encuentre pendiente, caso en el
cual  se procederá según lo dispuesto en dicho artículo.  Este plazo podrá
ampliarse  hasta  por  cinco  días,  por  razones fundadas,  y  si  vencido  este
aumento  el  fallo  no  se  dictare,  los  ministros  incurrirán  en  grave
incumplimiento de sus deberes.

Artículo 37.- Audiencia. Notificada la resolución
que recibe la causa a prueba o la que se pronuncia sobre la reposición, si
alguna se  hubiere  interpuesto  en su  contra,  el  Tribunal  convocará  a  una
audiencia para no antes de veinte ni después de treinta días. Esta resolución
se notificará por el estado diario y, si procediere, por correo electrónico. La
fecha de la notificación será la de la publicación de la resolución en el estado
diario.

Artículo 38.- Conciliación y alegaciones.  En la
audiencia, si es procedente, el Tribunal propondrá bases para la conciliación.
Si ésta no se produce se recibirá la prueba de las partes, comenzando con la
del demandante. Concluida la prueba cada parte tendrá un lapso de treinta
minutos  para  formular  sus  alegaciones  finales.  Esta  audiencia  no  podrá
suspenderse por acuerdo de las partes y continuará, ininterrumpidamente,
durante los días hábiles siguientes, si en el primero o en uno posterior no se
alcanzare a recibir toda la prueba o las alegaciones finales de las partes. Sin
perjuicio  de  lo  anterior,  si  el  Tribunal  lo  estima  pertinente  para  su  mejor
funcionamiento, podrá fijar una nueva fecha para proseguir la audiencia.

Artículo  39.-  Prueba  documental.  La  prueba
documental podrá presentarse hasta cinco días antes de la celebración de la
audiencia.
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Artículo  40.-  Prueba  testimonial.  Dentro  de
quinto día de notificada la resolución que recibe la causa a prueba, la parte
que  desee  rendir  prueba  testimonial  presentará  una  lista  con  la
individualización de sus testigos y la indicación precisa de los hechos acerca
de los cuales versará la declaración. Por cada hecho consignado en el auto
de prueba las partes podrán pedir la declaración de hasta un testigo experto
y dos testigos que no reúnan dicha calidad. Excepcionalmente y por motivos
calificados, de los que se dejará constancia, el Tribunal podrá aumentar tales
números. No se recibirá la declaración de quienes no aparezcan en dicha
lista,  a  menos  que,  de  modo  excepcional  y  por  concurrir  circunstancias
calificadas, el Tribunal autorice la declaración de un testigo no mencionado
en ella.

La parte que presente testigos expertos señalará,
además, las circunstancias que acrediten la idoneidad de ellos. Sin perjuicio
de  prestar  su  declaración  en  la  audiencia,  el  testigo  podrá  consignar  su
opinión  en  un  informe escrito  que  la  parte  respectiva  deberá  acompañar
hasta cuarenta y ocho horas antes del inicio de la audiencia.

Artículo  41.-  Oportunidad  para  pedir  la
declaración y efectos de la misma. La declaración de la parte contraria la
debe pedir el interesado en su demanda o contestación, según corresponda.
Ella tendrá lugar en la audiencia indicada en el artículo 37, sobre la base de
las preguntas formuladas oralmente por quien pidió la diligencia, las que se
referirán  a  los  hechos  y  circunstancias  del  juicio.  En  caso  de  oposición,
resolverá el Tribunal. Si quien debe contestar no comparece se tendrán por
reconocidos  los  hechos  que  se  le  atribuyeren  en  la  demanda  o  en  la
contestación,  según  corresponda.  Si  quien  debe  responder  se  niega  a
hacerlo se tendrá  por reconocido el hecho, si la pregunta ha sido formulada
de manera asertiva. Contestada cada pregunta los abogados de las partes
podrán pedir las aclaraciones que estimen necesarias.

Concluida  la  audiencia,  el  Tribunal  citará   a  las
partes a oír sentencia.

Artículo 42.- Informe pericial. Citadas las partes
a oír sentencia, cualquiera de ellas podrá solicitar al Tribunal que disponga la
práctica de un peritaje. El Tribunal podrá decretar la realización del mismo,
pudiendo  designar  para  ese  efecto  a  una  o  más  personas  naturales,  a
Facultades,  Institutos  o  Unidades  de  Universidades  reconocidas  por  el
Estado o a organismos públicos especializados.  El  reconocimiento de los
objetos de la pericia será facultativo y la aceptación y juramento, en el caso
de las personas jurídicas, corresponderá a la persona natural que deba emitir
el  informe o dirigir  a  quienes lo  hagan.  La  pericia  debe evacuarse en el
término de quince días y el  perito acompañará su informe al  tribunal  con
copias para las partes. Si dentro de este lapso no se acompaña el informe, el
Tribunal  prescindirá  de  él  y  dictará  sentencia  en  un  plazo  no  superior  a
treinta días.
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Esta prueba la puede también decretar el Tribunal
en  cualquier  estado  del  juicio  y,  en  ese  evento,  se  aplicarán  las  reglas
precedentes.

Los honorarios  y  demás gastos  derivados de la
intervención de los peritos mencionados en este artículo, corresponderán a la
parte que los presente. Excepcionalmente, el Tribunal podrá eximir a la parte,
total o parcialmente, del pago del honorario del perito cuando considere que
ella no cuenta con medios suficientes para solventarlos. En este caso, el
Tribunal  regulará  prudencialmente  la  remuneración  del  perito,  teniendo
presente  los  honorarios  habituales  de  la  plaza  y  el  porcentaje  de  la
remuneración que no fuere pagada por el solicitante. La cantidad asumida
por el  Tribunal será de cargo fiscal. Para lo anterior, el  Tribunal requerirá
contar  con disponibilidad presupuestaria  para  dichos fines,  la  que deberá
especificarse en la Ley de Presupuestos de cada año.

Podrá el Tribunal condenar al pago de las costas a
la  parte  contra  quien  se  dicte  la  sentencia  como  responsable  del  daño
ambiental.

Cada una de las partes podrá designar un perito
adjunto, que podrá estar presente en todas las fases del estudio y análisis
que sirvan de base a  la  pericia.  De las  observaciones del  perito  adjunto
deberá darse cuenta en el informe definitivo. El costo que represente la labor
de estos peritos deberá ser asumido por la parte que los designe.

Artículo  43.-  Medidas  para  mejor  resolver.  El
Tribunal  podrá,  de  oficio  y  solo  dentro  del  plazo  que  tiene  para  dictar
sentencia,  decretar  medidas  para  mejor  resolver.  La  resolución  que  las
ordene deberá ser notificada a las partes.

Estas medidas deberán cumplirse dentro del plazo
de quince días, contado desde la fecha de la notificación de la resolución que
las disponga. Vencido este término, las medidas no cumplidas se tendrán por
no decretadas.

Artículo  44.-  Acción  de reparación ambiental.
La acción  de reparación  ambiental  no  podrá  ser  objeto  de  transacción  o
cualquier otro tipo de acuerdo que exima al autor de implementar medidas de
reparación ambiental del daño causado.

Párrafo final

Artículo  45.-  Ejecución  de  las  resoluciones.
Para  hacer  ejecutar  sus  resoluciones,  el  Tribunal  podrá  impartir  órdenes
directas  a  la  fuerza  pública  o  ejercer  los  medios  de  acción  que  fueren
legalmente procedentes.

Artículo 46- Indemnización de perjuicios.  Será
competente para conocer de la acción de indemnización de perjuicios por la



148

producción  de  daño  ambiental  establecida  en  la  sentencia  del  Tribunal
Ambiental, el juzgado de letras civil con competencia en el lugar donde se
produjo el daño. Esta acción se tramitará de acuerdo a las normas del juicio
sumario.  En  éste  no  se  podrá  considerar  pruebas  o  alegaciones
incompatibles con lo resuelto en la sentencia del Tribunal Ambiental ni con
los  hechos  que  le  han  servido  de  fundamento.  En  consecuencia,  dicha
sentencia  vinculará  al  juzgado  de  letras  civil  en  lo  que  se  refiere  a  la
existencia de los hechos y a la responsabilidad de las personas naturales o
jurídicas que ella establezca. Asimismo, al avaluar los eventuales perjuicios,
el referido juzgado deberá considerar lo resuelto por el Tribunal Ambiental
respecto de la obligación de reparar el medio ambiente dañado.

La  acción  de  indemnización  de  perjuicios
prescribirá  de  conformidad  a  lo  dispuesto  en  el  artículo  63  de  la  ley  N°
19.300. Sin perjuicio de lo anterior, la señalada prescripción se suspenderá
desde la notificación de la acción de reparación por daño ambiental, hasta
que se encuentre firme o ejecutoriada la  sentencia que ponga término al
respectivo juicio o haga imposible su continuación.

Artículo  47.-  Normas  supletorias.  A  los
procedimientos establecidos en esta ley se les aplicarán supletoriamente las
disposiciones contenidas en los Libros I  y II  del Código de Procedimiento
Civil.

Artículo 48.- Contiendas de competencia entre
órganos administrativos.  Las contiendas de competencia que se susciten
entre el Ministerio del Medio Ambiente, el Servicio de Evaluación Ambiental o
la  Superintendencia  del  Medio  Ambiente  y  un  gobierno  regional  o  una
municipalidad se decidirán de común acuerdo entre los órganos concernidos.
Si éste no se produce, resolverá la Contraloría General de la República.

Disposiciones Transitorias

Artículo primero.- El Segundo Tribunal Ambiental
deberá entrar en funcionamiento dentro del  plazo de seis  meses contado
desde la publicación de esta ley.

Para  estos  efectos  los  concursos  para  el
nombramiento de los Ministros de dicho Tribunal deberán realizarse dentro
del plazo de dos meses contado desde la publicación de esta ley, en la forma
dispuesta en el artículo 2°.

Artículo segundo.-   La instalación del  Primer y
del  Tercer  Tribunal  Ambiental,  se  efectuará  en  el  plazo  de  doce  meses
contado desde la publicación de esta ley.

Para  estos  efectos  los  concursos  para  el
nombramiento  de  los  Ministros  de  dichos  tribunales,  deberán  realizarse
dentro del plazo de dos meses contado desde la publicación de esta ley, en
la forma dispuesta en el artículo 2°.
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Artículo tercero.- En el plazo que medie entre la
entrada en funcionamiento del Segundo Tribunal Ambiental y la instalación
del Primer y Tercer Tribunal Ambiental, la competencia quedará radicada en
el Segundo Tribunal Ambiental.

Las  competencias  del  Primer  y  Tercer  Tribunal
Ambiental se radicarán en cada uno de ellos al momento de su respectiva
instalación, conforme a lo dispuesto por el artículo 17.

No  obstante  lo  anterior,  las  causas  cuya
tramitación  se  hubiere  iniciado  en  el  Segundo  Tribunal  Ambiental
continuarán siendo conocidas en el mismo hasta su término.

Artículo  cuarto.-   El  nombramiento  de  los
primeros integrantes de los Tribunales Ambientales se efectuará conforme a
las siguientes reglas:

1.-  Un  ministro  titular  abogado  lo  será  por  dos
años  y  el  otro  por  seis;  el  ministro  titular  licenciado  en  ciencias  será
nombrado por cuatro años.

2.- Entre los ministros abogados la determinación
de quien asumirá el período de dos o seis años se efectuará por sorteo.

3.-  Tratándose  de  los  ministros  suplentes,  el
abogado será nombrado por cuatro años y el licenciado en ciencias lo será
por seis años.

Artículo quinto.- La incompatibilidad establecida
en el inciso primero del artículo 3° de esta ley, regirá respecto de quienes se
hayan desempeñado como Director Ejecutivo o directores regionales de la
Comisión Nacional de Medio Ambiente.

Artículo sexto.- Sustitúyese en el artículo noveno
transitorio de la ley N° 20.417, la locución “Tribunal Ambiental” por “Segundo
Tribunal Ambiental”.

Artículo  séptimo.-  El  gasto  que  represente  la
aplicación de esta ley durante el primer año de su vigencia, se financiará con
cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.

******

Sala de la Comisión, a 21  de junio de 2011.
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Acordado en sesiones de fechas 16, 22 y 23 de
marzo; 6, 12, 19 y 20 de abril, 3, 4, 10,  11 y 12 de mayo y 21 de junio de
2011  con  la  asistencia  de  los  Diputados  señor  Alberto  Cardemil  Herrera
(Presidente),  señora  Marisol  Turres  Figueroa  y  señores  Pedro  Araya
Guerrero, Jorge Burgos Varela, Giovanni Calderón Bassi, Guillermo Ceroni
Fuentes,  Aldo  Cornejo  González,  Marcelo  Díaz  Díaz,  Edmundo Eluchans
Urenda,  Felipe  Harboe  Bascuñán,  Cristián  Monckeberg  Bruner,  Ricardo
Rincón González y Arturo Squella Ovalle.

En  reemplazo  del  Diputado  señor  Marcelo  Díaz
Díaz asistió a dos sesiones el Diputado señor Marcelo Schilling Rodríguez.

Asistió asimismo a dos sesiones el Diputado señor
Alfonso de Urresti Longton.

EUGENIO FOSTER MORENO
                             Abogado Secretario de la Comisión
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PROYECTO DE LEY QUE CREA EL TRIBUNAL AMBIENTAL. BOLETÍN 6747-12
SECRETARÍA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN Y JUSTICIA- CÁMARA DE DIPUTADOS. 2306.2011.

PROYECTO APROBADO EN EL H. SENADO TEXTO APROBADO COMISIÓN RECURSOS
NATURALES

INDICACIONES COMISIÓN CONSTITUCIÓN

“1.- De la Organización y Funcionamiento

Artículo 1°.- Concepto. Los Tribunales Ambientales son
órganos  jurisdiccionales  especiales,  sujetos  a  la
superintendencia directiva, correccional y económica de la
Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias
y ocuparse de las demás materias ambientales que la ley
somete a su conocimiento.

 “1.- De la Organización y Funcionamiento

Artículo  1°.- Concepto.  Los  Tribunales  Ambientales  son
órganos  jurisdiccionales  especiales,  sujetos  a  la
superintendencia directiva, correccional y económica de la
Corte Suprema, cuya función es resolver las controversias y
ocuparse  de  las  demás  materias  ambientales  que  la  ley
somete a su conocimiento.

1.- Para anteponer a las expresiones “1. De la organización y
funcionamiento”, la expresión “Título I”.

Artículo 2°.- Integración y nombramiento. Cada Tribunal
Ambiental estará integrado por tres ministros. Dos de ellos
deberán  tener  título  de  abogado,  haber  ejercido  la
profesión a lo menos diez años y haberse destacado en la
actividad  profesional  o  académica  especializada  en
materias  de  Derecho  Administrativo  o  Ambiental.  El
tercero será un licenciado en ciencias con especialización
en materias medioambientales y, a lo menos, diez años
de ejercicio profesional. 

Cada  ministro  será  nombrado  por  el  Presidente  de  la
República,  con  acuerdo  del  Senado, a  partir  de  una
nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá
la  Corte  Suprema.  Para  la  confección  de  las  nóminas
dicha Corte realizará un concurso público para seleccionar
a  los  candidatos  a  los  cargos  de  ministro.  No  podrán
participar en estos concursos quienes se desempeñen o

Artículo  2°.- Integración  y  nombramiento.  Cada  Tribunal
Ambiental estará integrado por tres ministros. Dos de ellos
deberán tener título de abogado, haber ejercido la profesión
a lo menos diez años y haberse destacado en la actividad
profesional  o  académica  especializada  en  materias  de
Derecho  Administrativo  o  Ambiental.  El  tercero  será  un
licenciado  en  ciencias  con  especialización  en  materias
medioambientales  y,  a  lo  menos,  diez  años  de  ejercicio
profesional.

Cada  ministro  será  nombrado  por  el  Presidente  de  la
República,  con  acuerdo  del  Congreso,  a  partir  de  una
nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá el
Consejo  de  Alta  Dirección  Pública  con  sujeción  al
procedimiento establecido para el  nombramiento de altos
directivos públicos del primer nivel jerárquico, contenido en
el párrafo tercero del titulo VI de la Ley N° 19.882.1 Con

AL ARTÍCULO 2°
2.- Para introducir las siguientes modificaciones:

a) Sustituir los incisos  y segundo tercero  por los siguientes:
“Cada  ministro  será  nombrado  por  el  Presidente  de  la
República,  con  acuerdo  del  Senado,  a  partir  de  una
nómina de cinco personas que, en cada caso, propondrá
la Corte Suprema. Para la confección de las nóminas dicha
Corte realizará un concurso público para seleccionar a los
candidatos a los cargos de ministro. No podrán participar
en  estos  concursos  quienes  se  desempeñen  o  hayan

1 Los artículos cuadragésimo octavo y siguientes de la Ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica , disponen que para proveer las vacantes de cargos de alta dirección, el Consejo de
Alta Dirección Pública convocará a un proceso de selección público abierto, de amplia difusión.
Los ministros respectivos deberán definir los perfiles profesionales y de competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos a los cargos de jefes superiores de servicio. Estos perfiles deberán ser aprobados por el Consejo de Alta
Dirección Pública y ser enviados a la Dirección Nacional del Servicio Civil para su registro. 
En el caso de los altos directivos públicos del segundo nivel jerárquico de la respectiva institución, corresponderá a los jefes superiores de servicio definir dichos perfiles. 
El consejo entregará, en carácter reservado, la nómina de entre 3 y 5 candidatos seleccionados, acompañada de los antecedentes profesionales y laborales de los mismos,  sin expresar preferencia por ninguno de ellos. 
El Presidente de la República podrá nombrar a uno de los candidatos propuestos por el consejo o declarar desierto el proceso de selección, caso en el cual se realizará un nuevo proceso de selección. Una misma persona no podrá ser
incluida en más de una nómina. 
La selección será un proceso técnico de evaluación de los candidatos, que incluirá entre otros aspectos, la verificación de los requisitos y la evaluación de los factores de mérito y de las competencias específicas. La evaluación se expresará
en un sistema de puntajes.
El consejo sólo podrá incluir en la propuesta de nombramiento que formulen a la autoridad competente, a aquellos candidatos que hayan acreditado los requisitos exigidos para el desempeño del cargo y que respondan al perfil profesional
definido. 

153



PROYECTO DE LEY QUE CREA EL TRIBUNAL AMBIENTAL. BOLETÍN 6747-12
SECRETARÍA COMISIÓN DE CONSTITUCIÓN, LEGISLACIÓN Y JUSTICIA- CÁMARA DE DIPUTADOS. 2306.2011.

PROYECTO APROBADO EN EL H. SENADO TEXTO APROBADO COMISIÓN RECURSOS
NATURALES

INDICACIONES COMISIÓN CONSTITUCIÓN

hayan  ejercido  el  cargo  de  abogado  integrante  en  las
Cortes de Apelaciones o en la Corte Suprema. El Senado
adoptará el acuerdo en votación única, por los dos tercios
de  sus  miembros  en  ejercicio.  Si  no  se  aprobare  la
propuesta, el Presidente de la República deberá presentar
a  otra  persona  que  forme  parte  de  la  misma  nómina
elaborada  por  la  Corte  Suprema.  Si  se  rechazare  la
segunda  proposición  se  deberá  llamar  a  un  nuevo
concurso.

Cada  Tribunal  tendrá  dos  ministros  suplentes.  Ellos
deberán ser expertos en materias ambientales y acreditar,
a lo  menos,  diez años de ejercicio  profesional.  Uno de
ellos será abogado y, el otro, licenciado en ciencias con
especialización en materias medioambientales. 

Los  ministros  suplentes  serán  designados  de  la  misma
forma que los titulares.

No podrá ser elegido ministro titular o suplente quien, en
los  dos  años anteriores  a  la  convocatoria  del  concurso
público,  haya  desempeñado  el  cargo  de  Ministro  del
Medio  Ambiente,  Subsecretario  del  Medio  Ambiente,
Secretario  Regional  Ministerial  del  Medio  Ambiente,

todo,  tratándose  de  aquellos  ministros  que  detentan  la
calidad de abogados, en la designación intervendrá la Corte
Suprema, la que elaborará la quina correspondiente de una
lista de un mínimo de ocho y un máximo de doce nombres
que  le  será  propuesta  por  el  Consejo  de  Alta  Dirección
Pública. No podrán participar en estos concursos quienes
se  desempeñen  o  hayan  ejercido  el  cargo  de  abogado
integrante  en  las  Cortes  de  Apelaciones  o  en  la  Corte
Suprema. El Senado adoptará el acuerdo en votación única,
por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Si no se
aprobare la propuesta, el Presidente de la República deberá
presentar  a  otra  persona  que  forme  parte  de  la  misma
nómina elaborada por la Corte Suprema. Si se rechazare la
segunda  proposición  se  deberá  llamar  a  un  nuevo
concurso.

Cada  Tribunal  tendrá  dos  ministros  suplentes.  Ellos
deberán ser expertos en materias ambientales y acreditar, a
lo menos, cinco años de ejercicio profesional. Uno de ellos
será  abogado  especialista  en  derecho  administrativo  o
ambiental  y,  el  otro,  licenciado  en  ciencias  con
especialización en materias medioambientales.

Los  ministros  suplentes  serán  designados  de  la  misma
forma que los titulares.

ejercido el cargo de abogado integrante en las Cortes de
Apelaciones o en la Corte Suprema. El Senado adoptará el
acuerdo  en  votación  única,  por  los  dos  tercios  de  sus
miembros en ejercicio. Si no se aprobare la propuesta, el
Presidente  de  la  República  deberá  presentar  a  otra
persona que forme parte de la misma nómina elaborada
por  la  Corte  Suprema.  Si  se  rechazare  la  segunda
proposición se deberá llamar a un nuevo concurso.

Cada  Tribunal  tendrá  dos  ministros  suplentes.  Ellos
deberán ser expertos en materias ambientales y acreditar,
a  lo menos,  siete  años de ejercicio  profesional.  Uno de
ellos será abogado y, el otro, licenciado en ciencias con
especialización en materias medioambientales.

Ambos organismos podrán entrevistar a los candidatos que así determinen, según el ámbito que les corresponda. 
En el caso de no haber a lo menos tres candidatos, el proceso deberá repetirse. Del mismo modo, tanto el consejo como el comité, podrán fundadamente declarar desierto un proceso de selección. 
El proceso de selección tendrá el carácter de confidencial, manteniéndose en reserva la identidad de cada candidato. La Dirección Nacional del Servicio Civil dispondrá las medidas necesarias para garantizar esta condición. 
Los postulantes de un proceso de selección, una vez concluido éste, tendrán derecho a reclamar ante el consejo, cuando consideren que se han producido vicios o irregularidades que afecten su participación igualitaria conforme a las
disposiciones de la presente ley. Para estos efectos tendrán un plazo de cinco días contados desde el cierre del proceso. 
Dentro del plazo de diez días el consejo podrá desestimar el reclamo o acogerlo, pudiendo, en este caso, corregir o repetir el procedimiento aplicado o anular el proceso de selección de un jefe superior de servicio. 
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Director  del  Servicio  de  Evaluación  Ambiental  o
Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera
que  hubiese  desempeñado  un  cargo  directivo  en  las
precitadas instituciones en el mismo período. 

El Presidente de cada Tribunal será elegido por acuerdo
de  los  ministros  del  mismo,  debiendo  recaer  dicha
designación en un ministro abogado. Quien fuere elegido
Presidente permanecerá en tal calidad por el plazo de dos
años, no siendo posible su reelección inmediata.

En caso de ausencia o impedimento del  Presidente del
Tribunal,  éste  sesionará  bajo  la  presidencia  del  otro
ministro  titular  abogado.  Si  faltaren  ambos,  presidirá  el
otro ministro titular.

El  nombramiento  de  los  ministros  se  hará  por  el
Presidente  de  la  República  mediante  decreto  supremo
suscrito  por  los  Ministros  del  Medio  Ambiente  y  de
Justicia.

Los  ministros  titulares  y  suplentes  permanecerán  seis
años en sus cargos,  pudiendo ser  reelegidos hasta por
dos  períodos  sucesivos.  No  obstante,  se  renovarán
parcialmente cada dos años. 

El Tribunal tendrá el tratamiento de “Ilustre”, y cada uno
de sus miembros el de “Ministro”.

El Presidente de cada Tribunal será elegido por acuerdo de
los ministros del mismo, debiendo recaer dicha designación
en  un  ministro  abogado.  Quien  fuere  elegido  Presidente
permanecerá en tal calidad por el plazo de dos años, no
siendo posible su reelección inmediata.

En  caso  de  ausencia  o  impedimento  del  Presidente  del
Tribunal, éste sesionará bajo la presidencia del otro ministro
titular abogado. Si faltaren ambos, presidirá el otro ministro
titular.

El nombramiento de los ministros se hará por el Presidente
de la República mediante decreto supremo suscrito por los
Ministros del Medio Ambiente y de Justicia.

Los ministros titulares y suplentes permanecerán seis años
en  sus  cargos,  pudiendo  ser  reelegidos  hasta  por  dos
períodos  sucesivos.  No  obstante,  se  renovarán
parcialmente cada dos años.

El Tribunal tendrá el tratamiento de “Ilustre”, y cada uno de
sus miembros el de “Ministro”.

b) Sustituir el inciso octavo por el siguiente:
 “Los ministros  titulares  y  suplentes  permanecerán seis
años  en  sus  cargos,  pudiendo  ser  reelegidos  para  el
período siguiente. No obstante, se renovarán parcialmente
cada dos años.”.

Artículo  3°.- Incompatibilidades.  No  podrá  ser  elegido
ministro titular o suplente quien, en los dos años anteriores
a la convocatoria del concurso público, haya desempeñado
el cargo de Ministro del Medio Ambiente, Subsecretario del
Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio
Ambiente, Director del Servicio de Evaluación Ambiental o
Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera

AL ARTÍCULO 3°
3.- a)  Para sustituir el inciso primero por el siguiente:

“Artículo  3°.-  Incompatibilidades.  No  podrá  ser  elegido
ministro  titular  o  suplente  quien  en  los  dos  años
anteriores  a  su  nombramiento  se  haya  desempeñado
como  Ministro  del  Medio  Ambiente,  Subsecretario  del
Medio Ambiente, Secretario Regional Ministerial del Medio
Ambiente, Director del Servicio de Educación Ambiental o
Superintendente del Medio Ambiente, así como cualquiera
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Artículo  3°.- Incompatibilidades.  El  cargo  de  ministro
titular de Tribunal Ambiental es de dedicación exclusiva e
incompatible  con  todo  otro  empleo,  cargo,  función  o
comisión, remunerada o no, que se ejerza en entidades
privadas  o  públicas,  sean  éstas  últimas  fiscales,
municipales,  fiscales  autónomas  o  semifiscales,  en
empresas del Estado o en las que éste tenga participación
por  aportes  de  capital.  Asimismo,  es  incompatible  con
todo cargo de elección popular.

Se  exceptúan  de  estas  incompatibilidades  los  empleos
docentes  hasta  un  límite  máximo  de  doce  horas
semanales.  Sin  embargo,  no  se  considerarán  labores
docentes las que correspondan a la dirección superior de
una entidad académica, respecto de las cuales regirá la
incompatibilidad a que se refiere esta norma.

Los  ministros  no  podrán  ejercer  labor  profesional  ni
judicial  alguna.  Tampoco  podrán  celebrar  o  caucionar
contratos  con  el  Estado  ni  actuar,  ya  sea  por  sí  o  por
interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una
sociedad  de  personas  de  la  que  formen  parte,  como
mandatarios en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o
como procuradores  o  agentes en gestiones  particulares
de  carácter  administrativo,  en  la  provisión  de  empleos
públicos,  consejerías,  funciones o comisiones de similar
naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna
sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia
en esas actividades.

que  hubiese  desempeñado  un  cargo  directivo  en  las
precitadas instituciones en el mismo período.

El  cargo  de  ministro  titular  de  Tribunal  Ambiental  es  de
dedicación exclusiva e incompatible con todo otro empleo,
cargo, función o comisión, remunerada o no, que se ejerza
en  entidades  privadas  o  públicas,  sean  éstas  últimas
fiscales, municipales, fiscales autónomas o semifiscales, en
empresas del Estado o en las que éste tenga participación
por aportes de capital. Asimismo, es incompatible con todo
cargo de elección popular.

Se  exceptúan  de  estas  incompatibilidades  los  empleos
docentes hasta un límite máximo de doce horas semanales.
Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que
correspondan  a  la  dirección  superior  de  una  entidad
académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad
a que se refiere esta norma.

Los ministros no podrán ejercer labor profesional ni judicial
alguna. Tampoco podrán celebrar o caucionar contratos con
el Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona,
natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas
de  la  que  formen  parte,  como  mandatarios  en  cualquier
clase  de  juicio  contra  el  Fisco,  o  como  procuradores  o
agentes  en  gestiones  particulares  de  carácter
administrativo,  en  la  provisión  de  empleos  públicos,
consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza,
ni  podrán  ser  directores de banco o de alguna sociedad
anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas
actividades.

que  hubiese  desempeñado  un  cargo  directivo  en  las
precitadas instituciones en el mismo período.

b)  Para  sustituir  los  incisos  tercero  y  cuarto  por  los  tres
siguientes:
Se  exceptúan  de  estas  incompatibilidades  los  empleos
docentes  hasta  un  límite  máximo  de  doce  horas
semanales.  Sin  embargo,  no  se  considerarán  labores
docentes las que correspondan a la dirección superior de
una entidad académica, respecto de las cuales regirá la
incompatibilidad  a  que  se  refiere  esta  norma.  En  todo
caso,  los  ministros  deberán  prolongar  su  jornada  para
compensar el tiempo que hayan restado a su trabajo con
ocasión del desempeño de actividades compatibles.

Los  ministros  no  podrán  ejercer  la  abogacía,  pudiendo
solamente  defender  causas  personales  o  de  sus
cónyuges,  ascendientes,  descendientes,  hermanos  o
pupilos. 

Tampoco  podrán  celebrar  o  caucionar  contratos  con  el
Estado ni actuar, ya sea por sí o por interpósita persona,
natural  o  jurídica,  o  por  medio  de  una  sociedad  de
personas de la  que formen parte,  como mandatarios en
cualquier  clase  de  juicios  contra  el  Fisco,  o  como
procuradores  o  agentes  en  gestiones  particulares  de
carácter  administrativo,  en  la  provisión  de  empleos
públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar
naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna
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A  los  ministros  suplentes  se  les  aplicarán  las  mismas
incompatibilidades,  prohibiciones,  obligaciones  e
inhabilidades  que  rigen  para  los  ministros  titulares.  Se
exceptúan de estas limitaciones los empleos docentes y
las  funciones  o  comisiones  académicas  en
establecimientos  públicos  o  privados  de  la  enseñanza
superior,  media  y  especial,  siempre  que  no  afecten  la
dedicación prevista en el inciso siguiente. 

Los  ministros  suplentes  deberán  destinar  a  lo  menos
media jornada a las tareas de integración y a las demás
que les encomiende el Tribunal.

A  los  ministros  suplentes  se  les  aplicarán  las  mismas
incompatibilidades,  prohibiciones,  obligaciones  e
inhabilidades  que  rigen  para  los  ministros  titulares.  Se
exceptúan de estas limitaciones los empleos docentes y las
funciones  o  comisiones  académicas  en  establecimientos
públicos  o  privados  de  la  enseñanza  superior,  media  y
especial, siempre que no afecten la dedicación prevista en
el inciso siguiente. 

Los ministros suplentes deberán destinar a lo menos media
jornada a las tareas de integración y a las demás que les
encomiende el Tribunal.

sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia
en esas actividades.”.

Artículo 4°.- Juramento o Promesa. Los ministros titulares
y  suplentes  deberán  prestar  juramento  o  promesa  de
guardar la Constitución y las leyes de la República ante el
Presidente  de  la  Corte  Suprema  en  audiencia
especialmente celebrada para tal efecto, en la que actuará
como ministro de fe el Secretario de la Corte Suprema.

El  Secretario  y  los  relatores  prestarán  su  juramento  o
promesa  ante  el  Presidente  del  respectivo  Tribunal
Ambiental. 

Artículo 4°.- Juramento o Promesa. Los ministros titulares y
suplentes deberán prestar juramento o promesa de guardar
la  Constitución  y  las  leyes  de  la  República  ante  el
Presidente  de  la  Corte  Suprema  en  audiencia
especialmente celebrada para tal efecto, en la que actuará
como ministro de fe el Secretario de la Corte Suprema.

El  Secretario  y  los  relatores  prestarán  su  juramento  o
promesa  ante  el  Presidente  del  respectivo  Tribunal
Ambiental.

AL ARTÍCULO 4°

4.-  Para sustituir en el inciso primero la expresión final “de la
Corte Suprema” por “ de dicha Corte”.

Artículo 5°.- Número de Tribunales y Jurisdicción. Créase
un Tribunal  Ambiental  con  asiento  en  cada  una  de  las
siguientes comunas del territorio de la República, con la
jurisdicción territorial que en cada caso se indica:

a) Primer Tribunal Ambiental,  con asiento en la comuna
de  Antofagasta,  y  con  competencia  territorial  en  las
Regiones  de  Arica  y  Parinacota,  de  Tarapacá,  de
Antofagasta, de Atacama y de Coquimbo. 

b) Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna
de Santiago, y con competencia territorial en las Regiones
de Valparaíso, Metropolitana de Santiago, del Libertador

Artículo 5°.- Número de Tribunales y Jurisdicción. Créase
un  Tribunal  Ambiental  con  asiento  en  cada  una  de  las
siguientes  comunas del  territorio  de la  República,  con  la
jurisdicción territorial que en cada caso se indica:

a) Primer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de
Antofagasta, y con competencia territorial en las Regiones
de Arica  y  Parinacota,  de  Tarapacá,  de  Antofagasta,  de
Atacama y de Coquimbo. 

b) Segundo Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna
de Santiago, y con competencia territorial en las Regiones
de  Valparaíso,  Metropolitana  de  Santiago,  del  Libertador

AL ARTÍCULO 5°
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General Bernardo O´Higgins y del Maule.

c) Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de
Valdivia, y con competencia territorial en las Regiones del
Biobío, de La Araucanía, de Los Ríos, de Los Lagos, de
Aysén  del  General  Carlos  Ibáñez  del  Campo,  y  de
Magallanes y de la Antártica Chilena.

General Bernardo O´Higgins y del Maule.

c) Tercer Tribunal Ambiental, con asiento en la comuna de
Valdivia, y con competencia territorial en las Regiones del
Biobío,  de La Araucanía,  de Los Ríos,  de Los Lagos,  de
Aysén  del  General  Carlos  Ibáñez  del  Campo,  y  de
Magallanes y de la Antártica Chilena.

5.-  Para  sustituir  en  la  letra  c)  la  expresión  “Valdivia”  por
“Puerto Montt”.

Artículo 6°.- Funcionamiento. Los Tribunales Ambientales
funcionarán  en  forma  permanente  y  fijarán  sus  días  y
horarios de sesión.  En todo caso deberán sesionar,  en
sala  legalmente  constituida  para  la  resolución  de  las
causas, a lo menos tres días a la semana.

El  quórum para  sesionar  será  de  tres  miembros,  y  los
acuerdos  se  adoptarán  por  mayoría.  En  lo  demás  se
estará  a  lo  dispuesto  en  el  párrafo  2°  del  Título  V  del
Código Orgánico de Tribunales, en cuanto fuere aplicable.

Artículo 6°.- Funcionamiento. Los Tribunales Ambientales
funcionarán  en  forma  permanente  y  fijarán  sus  días  y
horarios de sesión. En todo caso deberán sesionar, en sala
legalmente constituida para la resolución de las causas, a lo
menos tres días a la semana.

El  quórum  para  sesionar  será  de  tres  miembros,  y  los
acuerdos se adoptarán por mayoría. En lo demás se estará
a  lo  dispuesto  en  el  párrafo  2°  del  Título  V  del  Código
Orgánico de Tribunales2, en cuanto fuere aplicable.

2 Los artículos 72 y siguientes del Código Orgánico de Tribunales se refieren a los acuerdos de las Cortes de Apelaciones y disponen básicamente lo siguiente:
Las Cortes de Apelaciones deberán funcionar con un número de miembros que no sea inferior al mínimum determinado en cada caso por la ley, y sus resoluciones se adoptarán por mayoría absoluta de votos conformes. 
Si con ocasión de conocer alguna causa en materia criminal, se produce una dispersión de votos entre los miembros de la Corte, se seguirá las reglas señaladas para los tribunales de juicio oral en lo penal. 
 No podrán tomar parte en ningún acuerdo los que no hubieren concurrido como jueces a la vista del negocio. 
Ningún acuerdo podrá efectuarse sin que tomen parte todos los que como jueces hubieren concurrido a la vista, salvo las excepciones que a continuación se señalan: 
- Si antes del acuerdo falleciere, fuere destituido o suspendido de sus funciones, trasladado o jubilado, alguno de los jueces que concurrieron a la vista, se procederá a ver de nuevo el negocio. 
- Si antes del acuerdo se imposibilitare por enfermedad alguno de los jueces que concurrieron a la vista, se esperará hasta por treinta días su comparecencia al tribunal; y si, transcurrido este término, no pudiere comparecer, se hará nueva
vista.
Sin perjuicio de lo recién expuesto, todos los jueces que hubieren asistido a la vista de una causa quedan obligados a concurrir al fallo de la misma, aunque hayan cesado en sus funciones, salvo que, a juicio del tribunal, se encuentren
imposibilitados física o moralmente para intervenir en ella. 
En los casos antes citados, no se verá de nuevo la causa aunque deje de tomar parte en el acuerdo alguno o algunos de los que concurrieron a la vista, siempre que el fallo sea acordado por el voto conforme de la mayoría del total de jueces
que haya intervenido en la vista de la causa.
Las Cortes de Apelaciones celebrarán sus acuerdos privadamente; pero podrán llamar a ellos a los relatores u otros empleados cuando lo estimen necesario. 
Cuando alguno de los miembros del tribunal necesite estudiar con más detenimiento el asunto que va a fallarse, se suspenderá el debate y se señalará, para volver a la discusión y al acuerdo, un plazo que no exceda de treinta días, si varios
ministros hicieren la petición, y de quince días cuando la hiciere uno solo. 
En los acuerdos de los tribunales colegiados, después de debatida suficientemente la cuestión o cuestiones promovidas, se observarán las reglas siguientes para formular la resolución: 
1° Se establecerán primeramente con precisión los hechos sobre que versa la cuestión que debe fallarse, sin entrar en apreciaciones ni observaciones que no tengan por exclusivo objeto el esclarecimiento de los hechos; 
2° Si en el debate se hubiere suscitado cuestión sobre la exactitud o falsedad de uno o más hechos controvertidos entre las partes, cada una de las cuestiones suscitadas será resuelta por separado; 
3° La cuestión que ya hubiere sido resuelta servirá de base, en cuanto la relación o encadenamiento de los hechos lo exigiere, para la decisión de las demás cuestiones que en el debate se hubieren suscitado; 
4° Establecidos los hechos en la forma prevenida por las reglas anteriores, se procederá a aplicar las leyes que fueren del caso, si el tribunal estuviere de acuerdo en este punto; 
5° Si en el debate se hubieren suscitado cuestiones de derecho, cada una de ellas será resuelta por separado, y las cuestiones resueltas servirán de base para la resolución de las demás, y 
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Artículo 7°.- Declaración de Patrimonio e Intereses. Los
ministros  titulares  y  suplentes  de  los  Tribunales
Ambientales deberán efectuar una declaración jurada de
intereses  y  patrimonio,  en  los  mismos  términos  de  los
artículos  57,  60  B,  60  C  y  60  D  de  la  ley  Nº  18.575,
Orgánica  Constitucional  de  Bases  Generales  de  la
Administración del Estado.

Artículo  7°.- Declaración  de Patrimonio  e  Intereses.  Los
ministros titulares y suplentes, los relatores y el secretario
de  los  Tribunales  Ambientales  deberán  efectuar  una
declaración jurada de intereses y patrimonio, en los mismos
términos de los artículos 57, 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº
18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la
Administración del Estado3.

AL ARTÍCULO 7°
6.- Para sustituirlo por el siguiente:
“Artículo 7°.-  Declaración de patrimonio e intereses. Los
ministros titulares y suplentes, los relatores y el secretario
de  los  Tribunales  Ambientales  deberán  efectuar  una
declaración  jurada  de  intereses  y  patrimonio,  en  los
mismos términos de los artículos 57, 60 B, 60 C y 60 D del
decreto  con  fuerza  de  ley  N°  1/19.653,  del  Ministerio
Secretaría General de la Presidencia, de 2000, que fijó el
texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N°
18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la
Administración del Estado.

6° Resueltas todas las cuestiones de hecho y de derecho que se hubieren suscitado, las resoluciones parciales del tribunal se tomarán por base para dictar la resolución final del asunto.
En los acuerdos de los tribunales colegiados dará primero su voto el ministro menos antiguo, y continuarán los demás en orden inverso al de su antigüedad. El último voto será el del Presidente. 
Se entenderá terminado el acuerdo cuando se obtenga mayoría legal sobre la parte resolutiva del fallo y sobre un fundamento, a lo menos, en apoyo de cada uno de los puntos que dicho fallo comprenda. 
Obtenido este resultado, se redactará la resolución por el ministro que el tribunal señalare, el cual se ceñirá estrictamente a lo aceptado por la mayoría. 
Si se suscitare dificultad acerca de la redacción, será decidida por el tribunal. 
Aprobada la redacción, se firmará la sentencia por todos los miembros del tribunal que hayan concurrido al acuerdo, a más tardar en el término de tercero día; y en ella se expresará, al final, el nombre del ministro que la hubiere redactado.
Cuando en los acuerdos para formar resolución resultare discordia de votos, cada opinión particular será sometida separadamente a votación y si ninguna de ellas obtuviere mayoría absoluta, se excluirá la opinión que reúna menor número
de sufragios en su favor, repitiéndose la votación entre las restantes. 
Si la exclusión pudiere corresponder a más de una opinión por tener igual número de votos, decidirá el tribunal cuál de ellas debe ser excluida; y si tampoco resultare mayoría para decidir la exclusión, se llamarán tantos jueces cuantos
sean necesarios para que cualquiera de las opiniones pueda formar sentencia, debiendo, en todo caso, quedar constituido el tribunal con un número impar de miembros. 
Los jueces que hubieren sostenido una opinión excluida, deberán optar por alguna de las otras sometidas a votación. 
3 Los artículos artículos 57, 60 B, 60 C y 60 D de la ley Nº 18.575, LOC BGAE  establecen que el Presidente de la República, los Ministros de Estado, los Subsecretarios, los Intendentes y Gobernadores, los Secretarios Regionales
Ministeriales, los Jefes Superiores de Servicio, los Embajadores, los Consejeros del Consejo de Defensa del Estado, el Contralor General de la República, los oficiales generales y oficiales superiores de las Fuerzas Armadas y niveles
jerárquicos equivalentes de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, los Alcaldes, Concejales y Consejeros Regionales deberán presentar una declaración de intereses, dentro del plazo de treinta días contado desde la fecha de asunción
del cargo. 
Igual obligación recaerá sobre las demás autoridades y funcionarios directivos, profesionales, técnicos y fiscalizadores de la Administración del Estado que se desempeñen hasta el nivel de jefe de departamento o su equivalente. 
La obligación de presentar declaración de intereses regirá independientemente de la declaración de patrimonio que leyes especiales impongan a esas autoridades y funcionarios. 
La declaración de patrimonio comprenderá también los bienes del cónyuge de las personas antes mencionadas, siempre que estén casados bajo el régimen de sociedad conyugal. 
La declaración de patrimonio deberá contener la individualización de los siguientes bienes: 
a) inmuebles del declarante, indicando las prohibiciones, hipotecas, embargos, litigios, usufructos, fideicomisos y demás gravámenes que les afecten, con mención de las respectivas inscripciones; b) vehículos motorizados, indicando su
inscripción; c) valores del declarante a que se refiere el inciso primero del artículo 3º de la ley Nº 18.045, sea que se transen en Chile o en el extranjero; d) derechos que le corresponden en comunidades o en sociedades constituidas en
Chile o en el extranjero. 
La declaración contendrá también una enunciación del pasivo, si es superior a cien unidades tributarias mensuales. 
 La declaración de patrimonio será pública y deberá actualizarse cada cuatro años y cada vez que el declarante sea nombrado en un nuevo cargo. 
Sin perjuicio de lo anterior, al concluir sus funciones el declarante también deberá actualizarla. 
Esta declaración deberá ser presentada, dentro de los treinta días siguientes a la asunción en el cargo o la ocurrencia de algunos de los hechos que obligan a actualizarla, ante el Contralor General de la República o el Contralor Regional
respectivo, quien la mantendrá para su consulta.
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La declaración  de patrimonio  deberá efectuarse  ante  el
Secretario de cada Tribunal, quien la mantendrá para su
consulta  pública.  Una copia  de esta declaración deberá
ser  publicada  en  el  sitio  electrónico  del  respectivo
Tribunal.

La  no  presentación  oportuna  de  la  declaración  de
patrimonio  y  la  falta  de  actualización  de  la  misma  se
sancionará  con  la  inhabilidad  para  integrar  el  Tribunal
Ambiental  correspondiente,  la  que  se  mantendrá  hasta
que el ministro presente dicha declaración, lo que deberá
certificar el Secretario del Tribunal. 

La  declaración  de  patrimonio  deberá  efectuarse  ante  el
Secretario de cada Tribunal,  quien la mantendrá para su
consulta pública. Una copia de esta declaración deberá ser
publicada en el sitio electrónico del respectivo Tribunal.

La  no  presentación  oportuna  de  la  declaración  de
patrimonio  y  la  falta  de  actualización  de  la  misma  se
sancionará  con  la  inhabilidad  para  integrar  el  Tribunal
Ambiental correspondiente, la que se mantendrá hasta que
el  ministro  presente  dicha  declaración,  lo  que  deberá
certificar el Secretario del Tribunal.

La  declaración  de  patrimonio  e  intereses  deberá
efectuarse por los ministros y relatores ante el secretario
del tribunal, quien dispondrá su inmediata publicación en
el sitio electrónico del respectivo tribunal. El secretario, a
su vez, efectuará su declaración ante el Contralor General
de  la  República  o  ante  el  Contralor  Regional,  según
corresponda,  con  igual  obligación  en  cuanto  a  su
publicación.

La  no  presentación  oportuna  de  la  declaración  de
patrimonio e intereses y la  falta  de actualización de las
mismas, se sancionará respecto de los ministros con la
inhabilidad  para  integrar  el  Tribunal  Ambiental
correspondiente,  la  que  se  mantendrá  hasta  que  se
presente  dicha  declaración,  lo  que  deberá  certificar  el
secretario del Tribunal. En el caso de este último y de los
relatores se estará a lo dispuesto en el artículo 65 de la ley
orgánica constitucional señalada en el inciso primero.”.

Artículo  8°.- Remuneraciones  de  los  ministros.  La
remuneración  mensual  de  los  ministros  titulares  de  los
tribunales  será  la  suma  equivalente  a  la  remuneración
bruta mensualizada de carácter permanente del cargo de
Superintendente del Medio Ambiente.

Los  ministros  suplentes,  en  su  caso,  recibirán
mensualmente la suma equivalente al cincuenta por ciento
de la remuneración mensual de los ministros titulares. 

En  caso  de  ausencia  injustificada,  calificada  por  la
mayoría  de  los  miembros  del  tribunal  respectivo,  al
ministro ausente se le descontará de su sueldo un monto
equivalente  a  cinco  unidades  tributarias  mensuales  por
cada sesión a la que no haya concurrido.

Artículo  8°.- Remuneraciones  de  los  ministros.  La
remuneración  mensual  de  los  ministros  titulares  de  los
tribunales será la suma equivalente a la remuneración bruta
mensualizada  de  carácter  permanente  del  cargo  de
Superintendente del Medio Ambiente.

Los  ministros  suplentes,  en  su  caso,  recibirán
mensualmente la suma equivalente al cincuenta por ciento
de la remuneración mensual de los ministros titulares. 

Artículo  9°.- Inhabilidades.  Serán  aplicables  a  los Artículo 9°.- Inhabilidades. Serán aplicables a los ministros

AL ARTÍCULO 9

7.- Para sustituirlo por los dos siguientes:
“Artículo  9°.-  Inhabilidades.  Serán  aplicables  a  los
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ministros de los Tribunales Ambientales las causales de
inhabilidad contempladas en los artículos 195 y 196 del
Código Orgánico de Tribunales.

En  todo  caso,  se  entenderá  que  el  ministro  titular  o
suplente,  según  corresponda,  estará  especialmente
inhabilitado cuando:

a) El interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus
parientes  hasta  el  tercer  grado  de  consanguinidad  o
segundo de afinidad; o de personas que estén ligadas al
mismo por  vínculos  de  adopción,  o  de las  empresas  o
sociedades en las  cuales  estas  mismas personas sean
sus  representantes  legales,  mandatarios,  directores,
gerentes o desempeñen otros cargos directivos, posean
directamente  o  a  través  de  otras  personas  naturales  o
jurídicas un porcentaje del capital de la sociedad superior
al diez por ciento, o que les permita elegir o hacer elegir
uno  o  más  de  sus  administradores,  o  ejerzan  una
influencia  decisiva  en  la  administración  o  gestión  de  la
sociedad, según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley Nº
18.045, de Mercado de Valores, y

b) Haya asesorado o prestado servicios profesionales a
personas naturales o jurídicas que tengan la calidad de
parte en esa causa, en los dos años anteriores a la fecha
de  ingreso  de  aquélla  o  durante  el  procedimiento
sancionador por parte de la Superintendencia del Medio
Ambiente  que  lo  haya  originado,  así  como  en  el

de los Tribunales Ambientales las causales de inhabilidad
contempladas  en  los  artículos  195  y  196  del  Código
Orgánico de Tribunales.4

En  todo  caso,  se  entenderá  que  el  ministro  titular  o
suplente,  según  corresponda,  estará  especialmente
inhabilitado cuando:

a) El  interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus
parientes  hasta  el  tercer  grado  de  consanguinidad  o
segundo de afinidad; o de personas que estén ligadas al
mismo  por  vínculos  de  adopción,  o  de  las  empresas  o
sociedades en las cuales estas mismas personas sean sus
representantes legales, mandatarios, directores, gerentes o
desempeñen otros cargos directivos, posean directamente
o  a  través  de  otras  personas  naturales  o  jurídicas  un
porcentaje del  capital  de la sociedad superior al  diez por
ciento, o que les permita elegir o hacer elegir uno o más de
sus administradores, o ejerzan una influencia decisiva en la
administración o gestión de la sociedad, según lo dispuesto
por  el  artículo  99  de  la  ley  Nº  18.045,  de  Mercado  de
Valores5, y

b)  Haya  asesorado  o  prestado  servicios  profesionales  a
personas  naturales  o  jurídicas  que  tengan  la  calidad  de
parte en esa causa, en los dos años anteriores a la fecha
de  ingreso  de  aquélla  o  durante  el  procedimiento
sancionador  por  parte  de  la  Superintendencia  del  Medio

ministros de los Tribunales Ambientales las causales de
inhabilidad contempladas en los artículos 195 y 196 del
Código Orgánico de Tribunales.

Sin  perjuicio  de  lo  dispuesto  en  el  inciso  anterior,  se
entenderá  que  el  ministro  titular  o  suplente,  según
corresponda, estará especialmente inhabilitado cuando:

a) El  interés en esa causa sea de su cónyuge o de sus
parientes  hasta  el  tercer  grado  de  consanguinidad  o
segundo de afinidad; o de personas que estén ligadas al
mismo por  vínculos  de  adopción,  o  de  las  empresas  o
sociedades en las cuales estas mismas personas sean sus
representantes legales, mandatarios, directores, gerentes
o  desempeñen  otros  cargos  directivos,  posean
directamente  o  a  través  de  otras  personas  naturales  o
jurídicas un porcentaje del capital de la sociedad superior
al cinco por ciento, o que les permita elegir o hacer elegir
uno  o  más  de  sus  administradores,  o  ejerzan  una
influencia  decisiva  en  la  administración o  gestión  de  la
sociedad, según lo dispuesto por el artículo 99 de la ley N°
18.045, de Mercado de Valores, y 

b)  Haya asesorado o prestado servicios profesionales a
personas naturales o jurídicas que tengan la  calidad de
parte en esa causa, en los dos años anteriores a la fecha
de  ingreso  de  aquélla   o  durante  el  procedimiento
sancionador por parte  de la Superintendencia del  Medio
Ambiente  que  lo  haya  originado,  así  como  en  el

4 Los artículos 195 y 196 del COT enumeran las causales de implicancia y recusación respectivamente.
5 Artículo 99: Se entenderá que influye decisivamente en la administración o en la gestión de una sociedad toda persona, o grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta, que, directamente o a través de otras personas naturales o
jurídicas, controla al menos un 25% del capital con derecho a voto de la sociedad, o del capital de ella si no se tratare de una sociedad por acciones, con las siguientes excepciones: 
a) Que exista otra persona, u otro grupo de personas con acuerdo de actuación conjunta, que controle, directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas, un porcentaje igual o mayor; 
b) Que no controle directamente o a través de otras personas naturales o jurídicas más del 40% del capital con derecho a voto de la sociedad, o del capital de ella si no se tratare de una sociedad por acciones, y que simultáneamente el
porcentaje controlado sea inferior a la suma de las participaciones de los demás socios o accionistas con más de un 5% de dicho capital. Para determinar el porcentaje en que participen dichos socios o accionistas, se deberá sumar el que
posean por sí solos con el de aquéllos con quienes tengan acuerdo de actuación conjunta; 
c) Cuando así lo determine la Superintendencia en consideración de la distribución y dispersión de la propiedad de la sociedad.
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procedimiento  de  evaluación  ante  el  Servicio  de
Evaluación Ambiental.

Será causal de inhabilidad que el ministro haya asesorado
o prestado servicios profesionales a personas naturales o
jurídicas  que  tengan  o  hayan  tenido,  en  los  dos  años
anteriores a la fecha de ingreso de la causa en cuestión,
la calidad de contraparte de las personas a que se refiere

Ambiente  que  lo  haya  originado,  así  como  en  el
procedimiento de evaluación ante el Servicio de Evaluación
Ambiental.

Será causal de inhabilidad que el ministro haya asesorado o
prestado  servicios  profesionales  a  personas  naturales  o
jurídicas  que  tengan  o  hayan  tenido,  en  los  dos  años

procedimiento  de  evaluación  ante  el  Servicio  de
Evaluación Ambiental.

Será causal de inhabilidad que el ministro haya asesorado
o prestado servicios profesionales a personas naturales o
jurídicas  que  tengan  o  hayan  tenido,  en  los  dos  años
anteriores a la fecha de ingreso de la causa en cuestión, la
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la  letra b) del  inciso segundo de este artículo en algún
proceso  judicial  o  de  negociación  comercial  que  pueda
afectar la imparcialidad del ministro.

La  causal  invocada podrá  ser  aceptada  por  el  ministro
afectado. En caso contrario, será fallada de plano por el
Tribunal, con exclusión de aquél, aplicándose una multa a
beneficio  fiscal  de  hasta  veinte  unidades  tributarias

anteriores a la fecha de ingreso de la causa en cuestión, la
calidad de contraparte de las personas a que se refiere la
letra b) del inciso segundo de este artículo en algún proceso
judicial  o  de negociación  comercial  que pueda afectar  la
imparcialidad del ministro.

La  causal  invocada  podrá  ser  aceptada  por  el  ministro
afectado.  En caso contrario,  será fallada de plano por el

calidad de contraparte de las personas a que se refiere la
letra  b)  del  inciso  segundo  de  este  artículo,  en  algún
proceso  judicial  o  de  negociación  comercial  que  pueda
afectar la imparcialidad del ministro.

La  causal  invocada  podrá  ser  aceptada  por  el  ministro
afectado. En caso contrario, será fallada de plano por el
Tribunal, con exclusión de aquél, aplicándose una multa a
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mensuales al incidentista si la implicancia o la recusación
fuere desestimada, por manifiesta falta de fundamento, en
forma unánime.

Si  por  cualquier  impedimento  un  Tribunal  careciere  de
ministros  titulares  o  suplentes  para  formar  quórum,  se
procederá  a  la  subrogación  de  éstos  por  ministros
suplentes  de  otros  Tribunales  Ambientales,  debiendo

Tribunal, con exclusión de aquél, aplicándose una multa a
beneficio  fiscal  de  hasta  veinte  unidades  tributarias
mensuales al incidentista si la implicancia o la recusación
fuere desestimada, por manifiesta falta de fundamento, en
forma unánime.

Si  por  cualquier  impedimento  un  Tribunal  careciere  de
ministros  titulares  o  suplentes  para  formar  quórum,  se

beneficio  fiscal  de  hasta  veinte  unidades  tributarias
mensuales al incidentista si la implicancia o la recusación
fuere desestimada, por manifiesta falta de fundamento, en
forma unánime.
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aplicarse, al efecto, las siguientes reglas:

a. En  el  Primer  Tribunal  Ambiental  con  asiento  en  la
comuna de Antofagasta la subrogación se efectuará por
ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental con
asiento en la comuna de Santiago.

b. En el  Segundo Tribunal Ambiental  con asiento en la
comuna  de  Santiago  la  subrogación  se  efectuará  por
ministros  suplentes  del  Primer  Tribunal  Ambiental  con
asiento en la comuna de Antofagasta.

c. En  el  Tercer  Tribunal  Ambiental  con  asiento  en  la
comuna  de  Valdivia  la  subrogación  se  efectuará  por
ministros suplentes del Segundo Tribunal Ambiental con
asiento en la comuna de Santiago.

La subrogación deberá efectuarse por ministros suplentes
que  provengan  de  la  misma  área  profesional  que  el
ministro subrogado.

Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad de sus
miembros titulares y suplentes, será subrogado por otro
Tribunal  Ambiental,  de  conformidad  a  las  siguientes
reglas:

a. El Primer Tribunal Ambiental con asiento en la comuna
de Antofagasta  por  el  Segundo Tribunal  Ambiental  con
asiento en la comuna de Santiago.

b.  El  Segundo  Tribunal  Ambiental  con  asiento  en  la
comuna de Santiago por el Primer Tribunal Ambiental con
asiento en la comuna de Antofagasta.

c. El Tercer Tribunal Ambiental con asiento en la comuna
de Valdivia por el Segundo Tribunal Ambiental con asiento
en la comuna de Santiago.

procederá a la subrogación de éstos por ministros suplentes
de  otros  Tribunales  Ambientales,  debiendo  aplicarse,  al
efecto, las siguientes reglas:

a.  En  el  Primer  Tribunal  Ambiental  con  asiento  en  la
comuna  de  Antofagasta  la  subrogación  se  efectuará  por
ministros  suplentes  del  Segundo  Tribunal  Ambiental  con
asiento en la comuna de Santiago.

b.  En  el  Segundo  Tribunal  Ambiental  con  asiento  en  la
comuna  de  Santiago  la  subrogación  se  efectuará  por
ministros  suplentes  del  Primer  Tribunal  Ambiental  con
asiento en la comuna de Antofagasta.

c.  En  el  Tercer  Tribunal  Ambiental  con  asiento  en  la
comuna  de  Valdivia  la  subrogación  se  efectuará  por
ministros  suplentes  del  Segundo  Tribunal  Ambiental  con
asiento en la comuna de Santiago.

La subrogación deberá efectuarse por ministros suplentes
que provengan de la misma área profesional que el ministro
subrogado.

Si un Tribunal Ambiental  careciere de la totalidad de sus
miembros  titulares  y  suplentes,  será  subrogado  por  otro
Tribunal Ambiental, de conformidad a las siguientes reglas:

a. El Primer Tribunal Ambiental con asiento en la comuna
de  Antofagasta  por  el  Segundo  Tribunal  Ambiental  con
asiento en la comuna de Santiago.

b. El Segundo Tribunal Ambiental con asiento en la comuna
de Santiago por el Primer Tribunal Ambiental con asiento en
la comuna de Antofagasta.

c. El Tercer Tribunal Ambiental con asiento en la comuna
de Valdivia por el Segundo Tribunal Ambiental con asiento
en la comuna de Santiago.
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Artículo  10.-  Subrogación.  Si  por cualquier  impedimento
un Tribunal  careciere  de  ministros  titulares  o  suplentes
para  formar  quórum,  se  procederá  a  la  subrogación  de
éstos  por  ministros  suplentes  de  otros  Tribunales
Ambientales, debiendo, aplicarse, al efecto, las siguientes
reglas:
1.-  En  el  Primer  Tribunal  Ambiental  la  subrogación  se
efectuará  por  ministros  suplentes  del  Segundo Tribunal
Ambiental.
2.-  En el  Segundo Tribunal Ambiental  la subrogación se
efectuará  por  ministros  suplentes  del  Primer  Tribunal
Ambiental.
3.-  En  el  Tercer  Tribunal  Ambiental  la  subrogación  se
efectuará  por  ministros  suplentes  del  Segundo Tribunal
Ambiental.

La subrogación deberá efectuarse por ministros suplentes
que  provengan  de  la  misma  área  profesional  que  el
ministro subrogado.

Si un Tribunal Ambiental careciere de la totalidad de sus
miembros titulares y suplentes, será subrogado por otro
Tribunal  Ambiental,  de  conformidad  a  las  siguientes
reglas:
a.- El Primer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal
Ambiental.
b.- El Segundo Tribunal Ambiental por el Primer Tribunal
Ambiental.
c.- El Tercer Tribunal Ambiental por el Segundo Tribunal
Ambiental.”.

Artículo  10.- Prohibiciones.  Los  ministros  titulares  y
suplentes  de  los  Tribunales  Ambientales  que  hubieren
cesado en su cargo no podrán,  en el  plazo de un año
contado  desde  la  fecha  de  cesación  en  el  cargo,  ser
administradores,  gerentes,  directores  o  trabajadores
dependientes,  ni  asesorar  o  prestar  servicios

Artículo 10.- Prohibiciones.  Los ministros titulares de los
Tribunales Ambientales que hubieren cesado en su cargo
no podrán, en el plazo de un año contado desde la fecha de
cesación  en  el  cargo,  ser  administradores,  gerentes,
directores  o  trabajadores  dependientes,  ni  asesorar  o
prestar  servicios  profesionales,  a  personas  naturales  o

AL ARTÍCULO 10 (QUE PASARÍA A SER 11)
8.- Para sustituirlo por el siguiente:
“Artículo  11.-  Prohibiciones.  Los  ministros  de  los
Tribunales  Ambientales  no  podrán  asesorar  o  prestar
servicios profesionales a personas naturales o jurídicas en
cualquier tipo de gestiones ante dichos Tribunales, por el
lapso  de  dos  años,  contados  desde  la  cesación  en  el
cargo.
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profesionales,  a  personas  naturales  o  jurídicas  en
gestiones  ante  el  mismo  Tribunal  Ambiental  en  que  se
hubieren desempeñado.

jurídicas en gestiones ante los Tribunales Ambientales. En
el caso de los ministros suplentes, dicha prohibición será de
seis meses.

La infracción de esta prohibición será sancionada con una
multa a beneficio fiscal, equivalente al 50% del último año
de remuneraciones percibidas  en el  cargo,  sanción que
será  aplicada por  la  Corte  Suprema,  a  requerimiento de
cualquier interesado.

El  requerimiento  a  que  alude  el  inciso  precedente,
señalará  con  claridad  y  precisión  los  hechos  que
configuraren  la  infracción  y  a  él  se  acompañaran  o  se
ofrecerán, si fuera el caso, los medios de prueba en que se
fundaren.  Si  el  requerimiento  no  cumpliere  estos
requisitos,  el  pleno,  convocado  al  efecto,  lo  declarará
inadmisible en cuenta, sin más trámite.

Admitido a tramitación el requerimiento, el Presidente de
la Corte Suprema dará traslado de éste al requerido, el que
deberá  ser  evacuado  dentro  de  los  ocho  días  hábiles
siguientes a la fecha de recepción del  mismo, el  que le
será remitido junto con sus antecedentes por la vía que se
estime más expedita.

Evacuado el traslado o transcurrido el plazo previsto en el
inciso precedente, el Presidente de la Corte citará a una
audiencia  en  que  se  recibirá  la  prueba  que  se  hubiere
ofrecido  y  designará  el  ministro  ante  el  cual  deberá
rendirse. Efectuadas las diligencias o vencidos los plazos
sin que se hubieren evacuado, ordenará traer los autos en
relación ante el pleno de la Corte Suprema, especialmente
convocado  al  efecto.  La  Corte  sólo  podrá  decretar
medidas para mejor resolver una vez terminada la vista de
la causa.

Cualquiera de las partes podrá comparecer ante la Corte
Suprema hasta antes de la  vista de la causa.

Artículo 11.- Causales de cesación. Los miembros de los Artículo 11.- Causales de cesación. Los miembros de los

AL ARTÍCULO 11 (QUE PASARÍA A SER 12)
9.- Para sustituirlo por el siguiente:
“Artículo 12.- Causales de cesación. Los miembros de los
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Tribunales Ambientales cesarán en sus funciones por las
siguientes causas:
a) Término del período legal de su designación.
b) Renuncia voluntaria.
c) Haber cumplido 75 años de edad.
d) Destitución por notable abandono de deberes.
e) Incapacidad sobreviniente. Se entiende por tal, la que
impide al ministro ejercer el cargo por un período de tres
meses consecutivos o de seis meses en un año.

Las medidas de las letras d) y e) precedentes se harán
efectivas por la Corte Suprema, a petición del Presidente
del Tribunal o de dos de sus miembros, sin perjuicio de las
facultades disciplinarias de dicha Corte.

La  resolución  que  haga  efectiva  la  destitución  deberá
señalar los hechos en que se funda y los antecedentes
tenidos a la vista para acreditarlos.

Si la cesación en el cargo se produjere faltando más de
ciento  ochenta  días  para  que  se  cumpla  el  período  de
quien generó la  vacante,  se procederá a nombrar  a  su
reemplazante de conformidad a las reglas establecidas en
el  artículo  2º.  En  el  caso  de  las  letras  b),  c),  d)  y  e)
precedentes, el reemplazante durará en el cargo el tiempo
que restare del respectivo período. 

Tribunales Ambientales cesarán en sus funciones por las
siguientes causas:
a) Término del período legal de su designación.
b) Renuncia voluntaria.
c) Haber cumplido 75 años de edad.
d) Destitución por notable abandono de deberes.

e)  Incapacidad sobreviniente.  Se entiende por  tal,  la  que
impide al ministro ejercer el cargo por un período de tres
meses consecutivos o de seis meses en un año.

Las  medidas de  las  letras d)  y  e)  precedentes se harán
efectivas por la Corte Suprema, a petición del Presidente
del Tribunal o de dos de sus miembros, sin perjuicio de las
facultades disciplinarias de dicha Corte.

La  resolución  que  haga  efectiva  la  destitución  deberá
señalar  los  hechos  en  que  se  funda  y  los  antecedentes
tenidos a la vista para acreditarlos.

Si  la cesación en el  cargo se produjere faltando más de
ciento ochenta días para que se cumpla el período de quien
generó  la  vacante,  se  procederá  a  nombrar  a  su
reemplazante de conformidad a las reglas establecidas en
el  artículo  2º.  En  el  caso  de  las  letras  b),  c),  d)  y  e)
precedentes, el reemplazante durará en el cargo el tiempo
que restare del respectivo período. 

Tribunales Ambientales cesarán en sus funciones por las
siguientes causas:
a) Término del período legal de su designación.
b) Renuncia voluntaria.
c) Haber cumplido 75 años de edad.
d)  Remoción  acordada  por  la  Corte  Suprema  en  los
términos que señala el  N° 3 del  artículo 332 del Código
Orgánico de Tribunales,  entendiendo para  estos  efectos
que el ministro licenciado en ciencias tiene la calidad de
letrado.
e) Incapacidad sobreviniente. Se entiende por tal,  la que
impide al ministro ejercer el cargo por un período de tres
meses consecutivos o de seis meses en un año.

Las medidas de las letras d) y e) se harán efectivas por la
Corte Suprema, a petición del Presidente del Tribunal o de
dos  de  sus  miembros,  sin  perjuicio  de  las  facultades
disciplinarias de dicha Corte.

Si  la  cesación  en  el  cargo  se  produjere  como
consecuencia de las causales señaladas en las letras b),
c),  d)  y  e)  del  inciso  primero  y  faltaren  más  de  ciento
ochenta días para el término del período de quien origina
la  vacante,  el  reemplazante  será  elegido  conforme  al
procedimiento señalado en el artículo 2°, manteniéndose
en el cargo por el tiempo que restare del período. Si en el
mismo caso señalado, faltaren menos de ciento ochenta
días  para  el  término  del  período,  el  reemplazo
corresponderá  al  ministro  suplente  de  la  misma  área
profesional del reemplazado, por el tiempo que restare del
período.”.

Artículo  12.-  Planta  de  personal.  La  Planta  de  cada
Tribunal Ambiental será la siguiente:

Artículo  12.- Planta  de  personal.  La  Planta  de  cada
Tribunal Ambiental será la siguiente:

AL ARTÍCULO 12 (QUE PASARÍA A SER 13)
10.- Para sustituir el inciso segundo por el siguiente:
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Cargos                        Grados   Nº Cargos
Secretario Abogado 4º 1
Relator Abogado 5º 1
Relator Abogado 6º 1
Profesional Universitario del ámbito
económico 5º 1
Profesional Universitario del ámbito
de ciencias 6º 1
Jefe Oficina de Presupuesto14º 1
Oficial Primero 16º 1
Oficial de Sala 17º 1
Auxiliar 20º 1

Total Planta 9

Adicionalmente,  cuando  las  necesidades  de  estos
tribunales lo requieran, se podrá contratar personal bajo
régimen  de  contrata,  salvo  que  se  trate  de  servicios
específicos,  los que serán pagados a suma alzada.  En
ambos  casos  se  requerirá  contar  con  disponibilidad
presupuestaria para dichos fines.

Cargos Grados   Nº Cargos
Secretario Abogado                          4º    1
Relator Abogado                               5º    1
Relator Abogado                               6º    1
Profesional Universitario 
del ámbito económico                       5º    1
Profesional Universitario 
del ámbito de ciencias                      6º    1
Jefe Oficina de Presupuesto          14º    1
Oficial Primero                                16º    1
Oficial de Sala                                 17º    1
Auxiliar                                            20º    1

Total Planta                            9

Adicionalmente,  cuando  las  necesidades  de  estos
tribunales lo requieran, para servicios específicos, se podrá
contratar personal a honorarios,  para lo cual se requerirá
contar con disponibilidad presupuestaria.

“Adicionalmente,  para  servicios  específicos  referidos  a
alguna de las causas o materias que esté conociendo, el
Tribunal  podrá  contratar  expertos  a  honorarios,  para  lo
cual  se  requerirá  contar  con  disponibilidad
presupuestaria.”.

Artículo  13.- Nombramiento  de  los  funcionarios.  El
nombramiento  de  los  funcionarios  se  hará  por  cada
Tribunal, previo concurso de antecedentes o de oposición.

El Presidente de cada Tribunal cursará los nombramientos
por resolución que enviará a la Contraloría General de la
República para el solo efecto de su registro.

El  Secretario  Abogado  será  el  jefe  administrativo  y  la
autoridad  directa  del  personal,  sin  perjuicio  de  otras
funciones  y  atribuciones  específicas  que  le  asigne  o
delegue el respectivo Tribunal.

En caso de ausencia o impedimento,  el Secretario será
subrogado por  el  Relator  de  mayor  grado  y,  a  falta  de

Artículo  13.- Nombramiento  de  los  funcionarios.  El
nombramiento  de  los  funcionarios  se  hará  por  cada
Tribunal, previo concurso de antecedentes o de oposición.

El Presidente de cada Tribunal cursará los nombramientos
por resolución que enviará a la Contraloría General de la
República para el solo efecto de su registro.

El  Secretario  Abogado  será  el  jefe  administrativo  y  la
autoridad  directa  del  personal,  sin  perjuicio  de  otras
funciones  y  atribuciones  específicas  que  le  asigne  o
delegue el respectivo Tribunal.

En  caso  de  ausencia  o  impedimento,  el  Secretario  será
subrogado por el Relator de mayor grado y, a falta de éste,
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éste,  por el  Relator que tenga el  cargo inmediatamente
inferior  a  aquél.  El  subrogante  prestará  el  mismo
juramento que el Secretario para el desempeño de este
cargo, ante el Presidente del Tribunal.

por el Relator que tenga el cargo inmediatamente inferior a
aquél.  El  subrogante prestará el  mismo juramento que el
Secretario  para  el  desempeño  de  este  cargo,  ante  el
Presidente del Tribunal.

Artículo 14.- Régimen laboral del personal. El personal de
los  Tribunales  Ambientales  se  regirá  por  el  derecho
laboral común.

Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo
régimen  remuneratorio,  de  dedicación  e
incompatibilidades  del  personal  de  la  Superintendencia
del  Medio  Ambiente  y  estará  sujeto  a  las  normas  de
probidad y a los deberes y prohibiciones establecidos en
el Título III  de la Ley Orgánica Constitucional de Bases
Generales  de  la  Administración  del  Estado,  debiendo
consignarse en los contratos respectivos una cláusula que
así lo disponga. La infracción a las normas de probidad
será causal de término del contrato de trabajo.

Artículo 14.- Régimen laboral del personal. El personal de
los Tribunales Ambientales se regirá por el derecho laboral
común.

Con todo, en materia de remuneraciones tendrá el mismo
régimen remuneratorio, de dedicación e incompatibilidades
del personal de la Superintendencia del Medio Ambiente y
estará sujeto a las  normas de probidad y a los deberes y
prohibiciones establecidos en el Título III de la Ley Orgánica
Constitucional de Bases Generales de la Administración del
Estado,6 debiendo consignarse en los contratos respectivos
una  cláusula  que  así  lo  disponga.  La  infracción  a  las
normas de probidad será causal de término del contrato de
trabajo.

AL ARTÍCULO 14 (QUE PASARÍA A SER 15)

11.-  Para intercalar en el  inciso segundo, entre las palabras
“normas de” y “probidad” lo siguiente:  “transparencia a que
se refiere el artículo octavo de la ley N° 20.285 y de”.

Artículo 15.- Presupuesto.  La Ley de Presupuestos del
Sector  Público  deberá  consultar  anualmente,  en  forma
global, los recursos necesarios para el funcionamiento de
los  Tribunales  Ambientales.  Para  estos  efectos  el
Presidente  de  cada  Tribunal  comunicará  al  Ministro  de
Hacienda sus necesidades presupuestarias, dentro de los
plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para
el sector público.

Los  Tribunales  Ambientales  mantendrán  una  cuenta
corriente  bancaria  a  su  nombre  contra  la  cual  girarán
conjuntamente el Presidente y el Secretario.

En la primera quincena del mes de enero de cada año, el
Presidente  y  el  Secretario  Abogado  de  los  Tribunales
Ambientales  presentarán  una  rendición  de  cuenta  de
gastos ante el Tribunal.

Artículo  15.- Presupuesto.  La  Ley  de  Presupuestos  del
Sector  Público  deberá  consultar  anualmente,  en  forma
global, los recursos necesarios para el funcionamiento de
los  Tribunales  Ambientales.  Para  estos  efectos  el
Presidente  de  cada  Tribunal  comunicará  al  Ministro  de
Hacienda sus necesidades presupuestarias, dentro de los
plazos y de acuerdo a las modalidades establecidas para el
sector público.

Los  Tribunales  Ambientales  mantendrán  una  cuenta
corriente  bancaria  a  su  nombre  contra  la  cual  girarán
conjuntamente el Presidente y el Secretario.

En la primera quincena del mes de enero de cada año, el
Presidente  y  el  Secretario  Abogado  de  cada  Tribunal
Ambiental  presentarán  una  cuenta  anual  respecto  del
funcionamiento del Tribunal,  la que contendrá información
precisa  acerca  del  número  de  causas,  número  de

AL ARTÍCULO 15 (QUE PASARÍA A SER 16)

12.- Para sustituir en el inciso tercero, las expresiones “dichas

6 El Título III de dicha ley, referido a la probidad administrativa, contempla normas sobre inhabilidades e incompatibilidades administrativas, declaración de intereses y patrimonio, y  establece un régimen de responsabilidad y sanciones.
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En  materia  de  información  financiera,  presupuestaria  y

audiencias  y  de  la  carga  de  trabajo  que  signifique  la
atención de dichas causas y audiencias. La referida cuenta
será  pública  y  se  publicará en  el  sitio  electrónico  del
respectivo  Tribunal.  Adicionalmente,  dicha   cuenta
considerará una rendición de de gastos del Tribunal.

En  materia  de  información  financiera,  presupuestaria  y

causas  y  audiencias.  La  referida  cuenta  será  pública  y  se
publicará” por lo siguiente:  “las mismas. La referida cuenta
será pública y se dará a conocer”.
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contable,  los  Tribunales  Ambientales  se  regirán  por  las
disposiciones  de  la  Ley  Orgánica  de  Administración
Financiera del Estado.

contable,  los  Tribunales  Ambientales  se  regirán  por  las
disposiciones  de  la  Ley  Orgánica  de  Administración
Financiera del Estado.

2.- De la Competencia

Artículo  16.- Competencia.  Los  Tribunales  Ambientales
serán competentes para:

1) Conocer de las reclamaciones que se interpongan en
contra  de  los  decretos  supremos  que  establezcan  las
normas primarias o secundarias de calidad ambiental y las
normas de emisión; los que declaren zonas del territorio
como latentes o saturadas y los que establezcan planes
de  prevención  o  de  descontaminación,  en  conformidad
con lo dispuesto en el artículo 50 de la ley Nº 19.300. En
el caso de las normas primarias de calidad ambiental y
normas de emisión,  conocerá el  tribunal  que en primer
lugar  se  avoque  a  su  consideración,  excluyendo  la
competencia  de  los  demás.  Respecto  de  las  normas
secundarias de calidad ambiental, los decretos supremos
que  declaren  zonas  del  territorio  como  latentes  o
saturadas, y los que establezcan planes de prevención o

2.- De la Competencia

Artículo  16.- Competencia.  Los  Tribunales  Ambientales
serán competentes para:

1)  Conocer  de las reclamaciones que se interpongan en
contra  de  los  decretos  supremos  que  establezcan  las
normas primarias o secundarias de calidad ambiental y las
normas de  emisión;  los que declaren zonas del  territorio
como latentes o saturadas y los que establezcan planes de
prevención o de descontaminación, en conformidad con lo
dispuesto en el artículo 50 de la ley Nº 19.3007. En el caso
de las normas primarias de calidad ambiental y normas de
emisión8,  conocerá  el  tribunal  que  en  primer  lugar  se
avoque a su consideración, excluyendo la competencia de
los demás. Respecto de las normas secundarias de calidad
ambiental, los decretos supremos que declaren zonas del
territorio como latentes o saturadas9, y los que establezcan
planes  de  prevención  o  de  descontaminación,  será

13.-  Para anteponer a las palabras “De la  competencia”  las
palabras “Título II”

AL ARTÍCULO 16 (QUE PASARÍA A SER 17)

7 Artículo 50:  Los decretos supremos que establezcan las normas primarias y secundarias de calidad ambiental y las normas de emisión, los que declaren zonas del territorio como latentes o saturadas, los que establezcan planes de
prevención o de descontaminación, serán reclamables ante el Tribunal Ambiental por cualquier persona que considere que no se ajustan a esta ley y a la cual causen perjuicio. El plazo para interponer el reclamo será de treinta días,
contado desde la fecha de publicación del decreto en el Diario Oficial o, desde la fecha de su aplicación, tratándose de las regulaciones especiales para casos de emergencia. La interposición del reclamo no suspenderá en caso alguno los
efectos del acto impugnado.
8 El artículo 2° letras n), ñ) y o) de la ley N°19.300 definen a las normas primarias y secundarias de calidad ambiental y a las normas de emisión de la siguiente manera:
n)  Norma Primaria de Calidad Ambiental: aquélla que establece los valores de las concentraciones y períodos, máximos o mínimos permisibles de elementos, compuestos, sustancias, derivados químicos o biológicos, energías,
radiaciones, vibraciones, ruidos o combinación de ellos, cuya presencia o carencia en el ambiente pueda constituir un riesgo para la vida o la salud de la población;
 ñ) Norma Secundaria de Calidad Ambiental: aquélla que establece los valores de las concentraciones y períodos, máximos o mínimos permisibles de sustancias, elementos, energía o combinación de ellos, cuya presencia o carencia en
el ambiente pueda constituir un riesgo para la protección o la conservación del medio ambiente, o la preservación de la naturaleza;
o) Normas de Emisión: las que establecen la cantidad máxima permitida para un contaminante medida en el efluente de la fuente emisora.
9Artículo 2° ley N°19.300: letra  t) Zona Latente: aquélla en que la medición de la concentración de contaminantes en el aire, agua o suelo se sitúa entre el 80% y el 100% del valor de la respectiva norma de calidad ambiental, y
 u) Zona Saturada: aquélla en que una o más normas de calidad ambiental se encuentran sobrepasadas.
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de  descontaminación,  será  competente  el  Tribunal
Ambiental  que  tenga  jurisdicción  sobre  la  zona  del
territorio  nacional  en  que  sea  aplicable  el  respectivo
decreto.

2) Conocer de las demandas para obtener la reparación
del  medio  ambiente  dañado,  en  conformidad  con  lo
dispuesto  en  el  Título  III  de  la  ley  Nº  19.300.  Será
competente  para  conocer  de  estos  asuntos  el  Tribunal
Ambiental  del  lugar  en que se haya originado el  hecho
que causa el daño, o el de cualquier lugar en que el daño
se haya producido, a elección del afectado.

3)  Conocer  de  las  reclamaciones  en  contra  de  las
resoluciones de la Superintendencia del Medio Ambiente,
en conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 de la
Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente.
Será competente para conocer de estas reclamaciones el

competente  el  Tribunal  Ambiental  que  tenga  jurisdicción
sobre la zona del territorio nacional en que sea aplicable el
respectivo decreto.

2) Conocer de las demandas para obtener la reparación del
medio ambiente dañado10, en conformidad con lo dispuesto
en el Título III de la ley Nº 19.30011. Será competente para
conocer de estos asuntos el Tribunal Ambiental del lugar en
que se haya originado el hecho que causa el daño, o el de
cualquier  lugar  en  que  el  daño  se  haya  producido,  a
elección del afectado.

3)  Conocer  de  las  reclamaciones  en  contra  de  las
resoluciones de la Superintendencia del  Medio Ambiente,
en conformidad con lo dispuesto en el artículo 56 de la Ley
Orgánica  de  la  Superintendencia  del  Medio  Ambiente12.
Será competente para conocer de estas reclamaciones el
Tribunal Ambiental del  lugar en que se haya originado la

10 Se entiende por daño ambiental “toda pérdida, disminución, detrimento o menoscabo significativo inferido al medio ambiente o a uno o más de sus componentes”.  Artículo 2°, letra e), ley N°19.300.   A su vez, se entiende por
reparación la “acción de reponer el medio ambiente o uno o más de sus componentes a una calidad similar a la que tenían con anterioridad al daño causado o, en caso de no ser ello posible, restablecer sus propiedades básicas”. Artículo
2° letra s), ley N°19.300.
11 El Título III de la Ley Nº19.300 se refiere a la Responsabilidad por Daño Ambiental (artículos 51 y siguientes). En éste se establece que todo el que culposa o dolosamente cause daño ambiental responderá del mismo en conformidad a
la presente ley. 
No obstante, las normas sobre responsabilidad por daño al medio ambiente contenidas en leyes especiales prevalecerán sobre las de la presente ley. 
En lo no previsto por esta ley o por leyes especiales, se aplicarán las disposiciones del Título XXXV del Libro IV del Código Civil. 
Se presume legalmente la responsabilidad del autor del daño ambiental, si existe infracción a las normas de calidad ambiental, a las normas de emisiones, a los planes de prevención o de descontaminación, a las regulaciones especiales
para los casos de emergencia ambiental o a las normas sobre protección, preservación o conservación ambientales, establecidas en la presente ley o en otras disposiciones legales o reglamentarias. 
Con todo, sólo habrá lugar a la indemnización, en este evento, si se acreditare relación de causa a efecto entre la infracción y el daño producido. 
 Producido daño ambiental, se concede acción para obtener la reparación del medio ambiente dañado, lo que no obsta al ejercicio de la acción indemnizatoria ordinaria por el directamente afectado. 
No procederá la acción para obtener la reparación del medio ambiente dañado cuando quien cometió el daño ejecutó satisfactoriamente un plan de reparación aprobado por la Superintendencia del Medio Ambiente. 
 Son titulares de la acción ambiental, y con el solo objeto de obtener la reparación del medio ambiente dañado, las personas naturales o jurídicas, públicas o privadas, que hayan sufrido el daño o perjuicio, las municipalidades, por los
hechos acaecidos en sus respectivas comunas, y el Estado, por intermedio del Consejo de Defensa del Estado. Deducida demanda por alguno de los titulares señalados, no podrán interponerla los restantes, lo que no obsta a su derecho a
intervenir como terceros. 
Cualquier persona podrá requerir a la municipalidad en cuyo ámbito se desarrollen las actividades que causen daño al medio ambiente para que ésta, en su representación y sobre la base de los antecedentes que el requirente deberá
proporcionarle, deduzca la respectiva acción ambiental. La municipalidad demandará en el término de 45 días, y si resolviere no hacerlo, emitirá dentro de igual plazo una resolución fundada que se notificará al requirente por carta
certificada. La falta de pronunciamiento de la municipalidad en el término indicado la hará solidariamente responsable de los perjuicios que el hecho denunciado ocasionare al afectado. 
Cuando los responsables de fuentes emisoras sujetas a planes de prevención o descontaminación, o a regulaciones especiales para situaciones de emergencia, según corresponda, acreditaren estar dando íntegro y cabal cumplimiento a las
obligaciones establecidas en tales planes o regulaciones, sólo cabrá la acción indemnizatoria ordinaria deducida por el personalmente afectado, a menos que el daño provenga de causas no contempladas en el respectivo plan.
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Tribunal Ambiental del lugar en que se haya originado la
infracción.

4) Autorizar las medidas provisionales señaladas en las
letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la
Superintendencia  del  Medio  Ambiente,  así  como  las
suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo
3° de esa ley, y las resoluciones de la Superintendencia
que apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y
d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en consulta.
Será competente para autorizar estas medidas el Tribunal
Ambiental  del  lugar  en  que  las  mismas  vayan  a  ser
ejecutadas.

5) Conocer de la reclamación que se interponga en contra
de la  resolución  del  Comité  de Ministros  o  del  Director
Ejecutivo, en conformidad con lo dispuesto en los artículos
20 y 25 quinquies de la ley Nº 19.300. Será competente
para conocer de esta reclamación el  Tribunal Ambiental

infracción.

4)  Autorizar  las  medidas  provisionales  señaladas  en  las
letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la
Superintendencia  del  Medio  Ambiente13,  así  como  las
suspensiones señaladas en las letras g) y h) del artículo 3°
de esa ley14, y las resoluciones de la Superintendencia que
apliquen las sanciones establecidas en las letras c) y d) del
artículo 38 de la misma ley15,  elevadas en consulta. Será
competente  para  autorizar  estas  medidas  el  Tribunal
Ambiental  del  lugar  en  que  las  mismas  vayan  a  ser
ejecutadas.

5) Conocer de la reclamación que se interponga en contra
de  la  resolución  del  Comité  de  Ministros  o  del  Director
Ejecutivo, en conformidad con lo dispuesto en los artículos
20 y 25 quinquies de la ley Nº 19.300.16 Será competente
para conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental del

12 Artículo 56.- Los afectados que estimen que las resoluciones de la Superintendencia no se ajustan a la ley, reglamentos o demás disposiciones que le corresponda aplicar, podrán reclamar de las mismas, dentro del plazo de quince días
hábiles, contado desde la notificación, ante el Tribunal Ambiental. 
Las resoluciones que impongan multas serán siempre reclamables y aquéllas no serán exigibles mientras no esté vencido el plazo para interponer la reclamación, o ésta no haya sido resuelta. 
Para el caso que el infractor no interponga reclamo de ilegalidad ante el Tribunal Ambiental en contra de las resoluciones de la Superintendencia que impongan sanciones pecuniarias y pague la respectiva multa, dentro del plazo de cinco
días hábiles, contado desde la notificación de la resolución, se le reducirá un 25% del valor de la multa. El pago deberá ser acreditado en el plazo señalado presentando copia de la consignación del valor de la multa reducida efectuado en
la Tesorería General de la República. 
13 Artículo 48.- Cuando se haya iniciado el  procedimiento sancionador,  el  instructor del procedimiento,  con el  objeto de evitar daño inminente al  medio ambiente o a la salud de las personas,  podrá solicitar fundadamente al
Superintendente la adopción de alguna o algunas de las siguientes medidas provisionales: c) Clausura temporal, parcial o total, de las instalaciones. d) Detención del funcionamiento de las instalaciones. e) Suspensión temporal de la
resolución de calificación ambiental. 
14 11  Artículo 3º.- La Superintendencia tendrá las siguientes funciones y atribuciones: g) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras
medidas urgentes y transitorias para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de un proyecto o actividad genere un daño grave e inminente para el medio ambiente, a consecuencia del incumplimiento grave de las
normas, medidas y condiciones previstas en dichas resoluciones. h) Suspender transitoriamente las autorizaciones de funcionamiento contenidas en las Resoluciones de Calificación Ambiental o adoptar otras medidas urgentes y
transitorias, para el resguardo del medio ambiente, cuando la ejecución u operación de los proyectos o actividades, genere efectos no previstos en la evaluación y como consecuencia de ello se pueda generar un daño inminente y grave para
el medio ambiente. 
15 Artículo 38.- Las infracciones cuyo conocimiento compete a la Superintendencia, podrán ser objeto de las siguientes sanciones: c) Clausura temporal o definitiva. d) Revocación de la Resolución de Calificación Ambiental. 
16 Artículo 20.- En contra de la resolución que niegue lugar, rechace o establezca condiciones o exigencias a una Declaración de Impacto Ambiental, procederá la reclamación ante el Director Ejecutivo. En contra de la resolución que
rechace o establezca condiciones o exigencias a un Estudio de Impacto Ambiental, procederá la reclamación ante un comité integrado por los Ministros del Medio Ambiente, que lo presidirá, y los Ministros de Salud; de Economía,
Fomento y Reconstrucción; de Agricultura; de Energía, y de Minería. Estos recursos deberán ser interpuestos por el responsable del respectivo proyecto, dentro del plazo de treinta días contado desde la notificación de la resolución
recurrida. La autoridad competente resolverá, mediante resolución fundada, en un plazo fatal de treinta o sesenta días contado desde la interposición del recurso, según se trate de una Declaración o un Estudio de Impacto Ambiental. 
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del lugar  en que haya sido evaluado el  proyecto por la
correspondiente  Comisión  de  Evaluación  o  el  Director
Ejecutivo  del  Servicio  de  Evaluación  Ambiental,  en  su
caso.

6) Conocer de las reclamaciones que interponga cualquier
persona natural o jurídica en contra de la determinación
del Comité de Ministros o Director Ejecutivo que resuelva
el  recurso  administrativo  cuando  sus  observaciones  no
hubieren  sido  consideradas  en  el  procedimiento  de
evaluación ambiental, en conformidad con lo dispuesto en

lugar  en  que  haya  sido  evaluado  el  proyecto  por  la
correspondiente  Comisión  de  Evaluación  o  el  Director
Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

6) Conocer de las reclamaciones que interponga cualquier
persona natural o jurídica en contra de la determinación del
Comité  de Ministros o  Director  Ejecutivo que resuelva  el
recurso  administrativo  cuando  sus  observaciones  no
hubieren  sido  consideradas  en  el  procedimiento  de
evaluación ambiental, en conformidad con lo dispuesto en
los artículos 29 y 30 bis de la ley Nº 19.30017, en relación

Con el objeto de resolver las reclamaciones señaladas en el inciso primero, el Director Ejecutivo y el Comité de Ministros podrá solicitar a terceros, de acreditada calificación técnica en las materias de que se trate, un informe
independiente con el objeto de ilustrar adecuadamente la decisión. El reglamento establecerá cómo se seleccionará a dicho comité y las condiciones a las que deberá ajustarse la solicitud del informe. 
En el caso de los Estudios de Impacto Ambiental, el Comité de Ministros deberá solicitar siempre informe a los organismos sectoriales que participaron de la evaluación ambiental. 
De lo resuelto mediante dicha resolución fundada se podrá reclamar, dentro del plazo de treinta días contado desde su notificación, ante el Tribunal Ambiental, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 60 y siguientes de esta ley. 
La resolución que niegue lugar o que rechace o establezca condiciones o exigencias a un Estudio o Declaración de Impacto Ambiental, será notificada a todos los organismos del Estado que sean competentes para resolver sobre la
realización del respectivo proyecto o actividad. 
Artículo 25 quinquies.- La Resolución de Calificación Ambiental podrá ser revisada, excepcionalmente, de oficio o a petición del titular o del directamente afectado, cuando ejecutándose el  proyecto,  las variables evaluadas y
contempladas en el plan de seguimiento sobre las cuales fueron establecidas las condiciones o medidas, hayan variado sustantivamente en relación a lo proyectado o no se hayan verificado, todo ello con el objeto de adoptar las medidas
necesarias para corregir dichas situaciones. 
Con tal finalidad se deberá instruir un procedimiento administrativo, que se inicie con la notificación al titular de la concurrencia de los requisitos y considere la audiencia del interesado, la solicitud de informe a los organismos sectoriales
que participaron de la evaluación y la información pública del proceso, de conformidad a lo señalado en la ley Nº 19.880. 
El acto administrativo que realice la revisión podrá ser reclamado de conformidad a lo señalado en el artículo 20.
17 Artículo 29.- Cualquier persona, natural o jurídica, podrá formular observaciones al Estudio de Impacto Ambiental, ante el organismo competente, para lo cual dispondrán de un plazo de sesenta días, contado desde la respectiva
publicación del extracto. 
Si durante el procedimiento de evaluación el Estudio de Impacto Ambiental hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente al proyecto, el organismo competente deberá abrir una nueva
etapa de participación ciudadana, esta vez por treinta días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación del Estudio de Impacto Ambiental.  El Reglamento deberá precisar qué tipo de aclaraciones,
rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos. 
El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento
deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto. 
Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones señaladas en los incisos anteriores no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá
presentar recurso de reclamación de conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución.
Artículo 30 bis.- Las Direcciones Regionales o el Director Ejecutivo, según corresponda, podrán decretar la realización de un proceso de participación ciudadana por un plazo de veinte días, en las Declaraciones de Impacto Ambiental
que se presenten a evaluación y se refieran a proyectos que generen cargas ambientales para las comunidades próximas. Todo ello, siempre que lo soliciten a lo menos dos organizaciones ciudadanas con personalidad jurídica, a través de
sus representantes, o como mínimo diez personas naturales directamente afectadas. Esta solicitud deberá hacerse por escrito y presentarse dentro del plazo de 10 días, contado desde la publicación en el Diario Oficial del proyecto sometido
a Declaración de Impacto Ambiental de que se trate. 
Si durante el procedimiento de evaluación de la Declaración de Impacto Ambiental, ésta hubiese sido objeto de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones que afecten sustantivamente los impactos ambientales del proyecto, el organismo
competente deberá abrir una nueva etapa de participación ciudadana, esta vez por diez días, período en el cual se suspenderá de pleno derecho el plazo de tramitación de la Declaración de Impacto Ambiental. El Reglamento deberá
precisar qué tipo de aclaraciones, rectificaciones o ampliaciones, según el tipo de proyecto o actividad, serán consideradas como modificaciones sustantivas a los proyectos. 
Tratándose de los proyectos sometidos a evaluación de conformidad a lo establecido en el artículo 18 ter, el plazo para la realización del proceso de participación ciudadana será de diez días. 
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los artículos 29 y 30 bis de la ley Nº 19.300, en relación
con el artículo 20 de la misma ley. Será competente para
conocer  de  esta  reclamación  el  Tribunal  Ambiental  del
lugar  en  que  haya  sido  evaluado  el  proyecto  por  la
correspondiente  Comisión  de  Evaluación  o  el  Director
Ejecutivo  del  Servicio  de  Evaluación  Ambiental,  en  su
caso.

7) Conocer de las reclamaciones que se interpongan en
contra  de  los  actos  administrativos  que  dicten  los
Ministerios  o  servicios  públicos  para  la  ejecución  o
implementación de las normas de calidad, de emisión y
los  planes  de  prevención  o  descontaminación,  cuando
estos infrinjan la  ley,  las normas o los objetivos de los
instrumentos  señalados.  El  plazo  para reclamar será el
establecido  en  el  artículo  50  de  la  ley  Nº  19.300.
Tratándose de las normas primarias de calidad ambiental
y normas de emisión, conocerá el tribunal que en primer
lugar  se  avoque  a  su  consideración,  excluyendo  la
competencia de los demás. Respecto de la aplicación de
las  normas  secundarias  de  calidad  ambiental,  de  los
decretos supremos que declaren zonas del territorio como
latentes o saturadas, y de los que establezcan planes de
prevención  o  de  descontaminación,  será  competente  el
Tribunal  Ambiental  que tenga jurisdicción sobre la zona
del territorio nacional en que sea aplicable el respectivo
decreto.
8)  Conocer  de  las  reclamaciones  en  contra  de  la
resolución que resuelva un procedimiento administrativo

con el artículo 20 de la misma ley. Será competente para
conocer de esta reclamación el Tribunal Ambiental del lugar
en  que  haya  sido  evaluado  el  proyecto  por  la
correspondiente  Comisión  de  Evaluación  o  el  Director
Ejecutivo del Servicio de Evaluación Ambiental, en su caso.

7)  Conocer  de las reclamaciones que se interpongan en
contra  de  los  actos  administrativos  que  dicten  los
Ministerios  o  servicios  públicos  para  la  ejecución  o
implementación de las normas de calidad, de emisión y los
planes  de  prevención  o  descontaminación,  cuando  estos
infrinjan  la  ley,  las  normas  o  los  objetivos  de  los
instrumentos  señalados.  El  plazo  para  reclamar  será  el
establecido  en  el  artículo  50  de  la  ley  Nº  19.30018.
Tratándose de las normas primarias de calidad ambiental y
normas de emisión, conocerá el tribunal que en primer lugar
se avoque a su consideración, excluyendo la competencia
de  los  demás.  Respecto  de  la  aplicación  de  las  normas
secundarias  de  calidad  ambiental,  de  los  decretos
supremos que declaren zonas del territorio como latentes o
saturadas, y de los que establezcan planes de prevención o
de  descontaminación,  será  competente  el  Tribunal
Ambiental que tenga jurisdicción sobre la zona del territorio
nacional en que sea aplicable el respectivo decreto.

8) Conocer de las reclamaciones en contra de la resolución
que  resuelva  un  procedimiento  administrativo  de
invalidación  de  un  acto  administrativo  de  carácter
ambiental. El plazo para la interposición de la acción será

El Servicio de Evaluación Ambiental considerará las observaciones como parte del proceso de calificación y deberá hacerse cargo de éstas, pronunciándose fundadamente respecto de todas ellas en su resolución. Dicho pronunciamiento
deberá estar disponible en la página web del servicio con a lo menos cinco días de anticipación a la calificación del proyecto. 
Cualquier persona, natural o jurídica, cuyas observaciones no hubieren sido debidamente consideradas en los fundamentos de la resolución de calificación ambiental establecida en el artículo 24, podrá presentar recurso de reclamación de
conformidad a lo señalado en el artículo 20, el que no suspenderá los efectos de la resolución. Para los efectos de este artículo, se entenderá que provocan cargas ambientales aquellos proyectos que generan beneficios sociales y que
ocasionan externalidades ambientales negativas en localidades próximas durante su construcción u operación. 
La participación ciudadana comprende los derechos a acceder y conocer el expediente físico o electrónico de la evaluación, formular observaciones y obtener respuesta fundada de ellas.

18 El plazo para interponer el reclamo será de treinta días, contado desde la fecha de publicación del decreto en el Diario Oficial o, desde la fecha de su aplicación, tratándose de las regulaciones especiales para casos de emergencia
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de  invalidación  de  un  acto  administrativo  de  carácter
ambiental. El plazo para la interposición de la acción será
de  treinta  días  contado  desde  la  notificación  de  la
respectiva resolución.

Para estos efectos se entenderá por acto administrativo
de  carácter  ambiental  toda  decisión  de  carácter  formal
que emita un organismo de la Administración del Estado,
con competencia ambiental, que contenga el ejercicio de
una potestad pública y que corresponda a un instrumento
de  gestión  ambiental  o  se  encuentre  directamente
asociado con uno de éstos.

Será  competente  para  conocer  de  esta  reclamación  el
Tribunal Ambiental que ejerza jurisdicción en el territorio
en que tenga su domicilio el órgano de la Administración
del  Estado  que  hubiere  resuelto  el  procedimiento
administrativo de invalidación.

En los casos de los numerales 5) y 6) del presente artículo
no se podrá ejercer la potestad invalidatoria del artículo 53
de  la  ley  Nº  19.880  una  vez  resueltos  los  recursos
administrativos  y  jurisdiccionales  o  transcurridos  los
plazos  legales  para  interponerlos  sin  que  se  hayan
deducido.

9) Conocer de los demás asuntos que señalen las leyes.

de  treinta  días  contado  desde  la  notificación  de  la
respectiva resolución.

Para estos efectos se entenderá por acto administrativo de
carácter  ambiental  toda  decisión  de  carácter  formal  que
emita un organismo de la Administración del  Estado, con
competencia  ambiental,  que contenga el  ejercicio  de una
potestad pública y  que corresponda a un instrumento de
gestión  ambiental  o  se  encuentre  directamente  asociado
con uno de éstos.

Será  competente  para  conocer  de  esta  reclamación  el
Tribunal Ambiental que ejerza jurisdicción en el territorio en
que tenga su domicilio el órgano de la Administración del
Estado que hubiere resuelto el procedimiento administrativo
de invalidación.

En los casos de los numerales 5) y 6) del presente artículo
no se podrá ejercer la potestad invalidatoria del artículo 53
de  la  ley  Nº  19.88019 una  vez  resueltos  los  recursos
administrativos y jurisdiccionales o transcurridos los plazos
legales para interponerlos sin que se hayan deducido.

9) Conocer de los demás asuntos que señalen las leyes.

14.- Para sustituir el inciso segundo por el siguiente:

“Para estos efectos se entenderá por acto administrativo
de carácter ambiental, toda decisión formal que emita un
organismo  de  la  Administración  del  Estado  que  tenga
consecuencias  ambientales  y  que  corresponda  a  un
instrumento  de  gestión  ambiental  o  se  encuentre
directamente asociado con uno de éstos.”.

3. Del Procedimiento

Párrafo 1º
Disposiciones Comunes

3. Del Procedimiento

Párrafo 1º
Disposiciones Comunes

15.-  Para  anteponer  a  las  palabras  “Del  procedimiento”  las
expresiones “Título III”

AL ARTÍCULO 17 (QUE PASARÍA A SER 18)

16.-  Para sustituir  el  encabezamiento y  el  número 1) por lo

19 Artículo 53. Invalidación. La autoridad administrativa podrá, de oficio o a petición de parte, invalidar los actos contrarios a derecho, previa audiencia del interesado, siempre que lo haga dentro de los dos años contados desde la
notificación o publicación del acto. La invalidación de un acto administrativo podrá ser total o parcial. La invalidación parcial no afectará las disposiciones que sean independientes de la parte invalidada.  El acto invalidatorio será siempre
impugnable ante los Tribunales de Justicia, en procedimiento breve y sumario.
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Artículo  17.- De  las  partes.  En  los  asuntos  de
competencia  de  los  Tribunales  Ambientales  podrán
intervenir  como  partes  los  organismos  de  la
Administración del Estado y, además, las personas que se
indican  para  cada  uno  de  los  siguientes  números  del
artículo 16:

1)  En  el  caso  del  número  1),  cualquier  persona  que
considere  que  los  decretos  supremos  que  establezcan
normas primarias  y  secundarias  de calidad ambiental  y
normas de emisión, los que declaren zonas del territorio
como latentes o saturadas y los que establezcan planes
de prevención o de descontaminación no se ajustan a la
ley Nº 19.300 y le causan perjuicio.

2)  En el  caso  del  número  2),  las  personas naturales  o
jurídicas  que  hayan  sufrido  el  daño  o  perjuicio;  las
municipalidades,  por  los  hechos  acaecidos  en  sus
respectivas  comunas,  y  el  Estado,  por  intermedio  del
Consejo de Defensa del Estado. Deducida demanda por
alguno de los titulares señalados no podrán interponerla
los restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir
como terceros.

3)  En el  caso  del  número  3),  las  personas naturales  o
jurídicas  directamente afectadas por  la  resolución  de la
Superintendencia del Medio Ambiente.
4)  En  el  caso  del  número  4),  la  Superintendencia  del
Medio Ambiente.

Artículo 17.- De las partes. En los asuntos de competencia
de  los  Tribunales  Ambientales  podrán  intervenir  como
partes los organismos de la Administración del  Estado y,
además, las personas que se indican para cada uno de los
siguientes números del artículo 16:

1)  En  el  caso  del  número  1),  cualquier  persona  que
considere  que  los  decretos  supremos  que  establezcan
normas  primarias  y  secundarias  de  calidad  ambiental  y
normas de  emisión,  los que declaren zonas del  territorio
como latentes o saturadas y los que establezcan planes de
prevención o de descontaminación no se ajustan a la ley Nº
19.300 y le causan perjuicio.

2)  En  el  caso  del  número  2),  las  personas  naturales  o
jurídicas  que  hayan  sufrido  el  daño  o  perjuicio;  las
municipalidades,  por  los  hechos  acaecidos  en  sus
respectivas  comunas,  y  el  Estado,  por  intermedio  del
Consejo  de  Defensa  del  Estado.  Deducida  demanda por
alguno de los titulares señalados no podrán interponerla los
restantes, lo que no obsta a su derecho a intervenir como
terceros  coadyuvantes.  En  el  caso  del  inciso  quinto  del
artículo 43 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del
Medio  Ambiente20,  la  acción  deberá  siempre  ejercerla  el
Consejo de Defensa del Estado como parte principal.

3)  En  el  caso  del  número  3),  las  personas  naturales  o
jurídicas  directamente  afectadas  por  la  resolución  de  la
Superintendencia del Medio Ambiente.
4) En el caso del número 4), la Superintendencia del Medio
Ambiente.

5)  En  los  casos  de  los  números  5)  y  6),  las  personas

siguiente:
“Artículo  18.-  De  las  partes.  Los  organismos  de  la
Administración  del  Estado  y  las  personas  naturales  o
jurídicas que se señalan, podrán intervenir como partes en
los  asuntos  de  competencia  de  los  Tribunales
Ambientales, que en cada caso se indican: 

1)  En  el  caso  del  número  1)  cualquier  persona  que
considere que los decretos que tal numeral menciona no
se ajustan a la ley N° 19.300 y le causan perjuicios.”.

20 El inciso quinto del artículo 43 de la Ley Orgánica de la Superintendencia del Medio Ambiente establece que si existiere daño ambiental y el infractor no presentare voluntariamente un plan de reparación, se deberá ejercer la acción por
daño ambiental ante el Tribunal Ambiental.
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5)  En  los  casos  de  los  números  5)  y  6),  las  personas
naturales y jurídicas que presentaron sus reclamaciones
de conformidad a la ley.

6)  En  el  caso  del  número  7),  cualquier  persona  que
considere  que  los  actos  administrativos  que  dicten  los
Ministerios  o  servicios  públicos  para  la  ejecución  o
implementación  de  las  normas  de  calidad,  emisión  y
planes de prevención o descontaminación, infrinjan la ley,
las normas y los objetivos de los instrumentos señalados.

7) En el caso del número 8), quien hubiese solicitado la
invalidación administrativa o el directamente afectado por
la resolución que resuelva el procedimiento administrativo
de invalidación.

En los procedimientos que se regulan en esta  ley será
aplicable  lo  dispuesto  en  el  artículo  23  del  Código  de
Procedimiento Civil. Se presumirá que las municipalidades
y el Estado tienen el interés actual en los resultados del
juicio que dicha norma exige.

naturales y jurídicas que presentaron sus reclamaciones de
conformidad a la ley.

6)  En  el  caso  del  número  7),  cualquier  persona  que
considere  que  los  actos  administrativos  que  dicten  los
Ministerios  o  servicios  públicos  para  la  ejecución  o
implementación de las normas de calidad, emisión y planes
de  prevención  o  descontaminación,  infrinjan  la  ley,  las
normas y los objetivos de los instrumentos señalados.

7)  En el  caso del  número 8),  quien hubiese solicitado la
invalidación administrativa o el directamente afectado por la
resolución que resuelva el procedimiento administrativo de
invalidación.

En  los  procedimientos  que  se  regulan  en  esta  ley  será
aplicable  lo  dispuesto  en  el  artículo  23  del  Código  de
Procedimiento Civil.21 Se presumirá que las municipalidades
y el  Estado tienen el  interés actual  en los resultados del
juicio que dicha norma exige.

Artículo  18.- Amicus Curiae.  Dentro  de los treinta  días
siguientes a la notificación de la resolución que admite a
tramitación  la  reclamación  o  la  demanda  por  daño
ambiental,  cualquier  persona,  natural  o  jurídica,  que no
sea  parte  en  el  procedimiento,  que  posea  reconocida
idoneidad técnica y profesional en la materia objeto del
asunto sometido a conocimiento del Tribunal Ambiental y
que  invoque la protección de un interés público, podrá
presentar,  por  escrito  y  con  patrocinio  de  abogado,  un

Artículo  18.- Amicus  Curiae.  Dentro  de  los  treinta  días
siguientes a la notificación de la resolución que admite a
tramitación  la  reclamación  o  la  demanda  por  daño
ambiental, cualquier persona, natural o jurídica, que no sea
parte en el procedimiento, que posea reconocida idoneidad
técnica  y  profesional  en  la  materia  objeto  del  asunto
sometido  a  conocimiento  del  Tribunal  Ambiental  y  que
invoque  la  protección  de  un  interés  público,  podrá
presentar,  por  escrito  y  con  patrocinio  de  abogado,  un

AL ARTÍCULO 18 (QUE PASARÍA A SER 19)
17.- Para sustituirlo por el siguiente:
“Artículo 19.-  Amicus Curiae.-  Dentro de los treinta días
siguientes a la publicación de la resolución que admite a
tramitación  la  reclamación  o  la  demanda  por  daño
ambiental,  cualquier  persona,  natural  o  jurídica,  que  no
sea parte en el proceso, que posea reconocida idoneidad
técnica  y  profesional  en  la  materia  objeto  del  asunto
sometido  al  conocimiento  del  Tribunal  Ambiental  y  que
invoque  la  protección  de  un  interés  público,  podrá
presentar  opinión  escrita  con  sus  comentarios,

21 Artículo 23.- Los que, sin ser partes directas en el juicio, tengan interés actual en sus resultados, podrán en cualquier estado de él intervenir como coadyuvantes, y tendrán en tal caso los mismos derechos 
que concede el artículo 16 a cada una de las partes representadas por un procurador común, continuando el juicio en el estado en que se encuentre. 
Se entenderá que hay interés actual siempre que exista comprometido un derecho y no una mera expectativa, salvo que la ley autorice especialmente la intervención fuera de estos casos. 
Si el interés invocado por el tercero es independiente del que corresponde en el juicio a las dos partes, se observará lo dispuesto en el artículo anterior.
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informe  con  sus  comentarios,  observaciones  o
sugerencias.

Para estos efectos, el Tribunal dispondrá la publicación de
un  aviso  en  un  medio  electrónico,  dando  cuenta  de  la
circunstancia  de  haberse  practicado  la  notificación
señalada en el inciso anterior y los datos necesarios para
identificar la causa.

Al informe, al que deberán adjuntarse tantas copias como
partes litiguen en la causa, se acompañarán, además, los
antecedentes  que  acrediten  la  idoneidad  técnica  y
profesional de quien lo presente.

La  entrega  del  informe  no  suspenderá  ni  alterará  la
tramitación  del  procedimiento,  pero  el  tribunal  deberá
considerarlo en la sentencia definitiva.

La presentación del informe no conferirá a quien lo haya
acompañado la calidad de parte,  ni  le  otorgará ninguna
posibilidad de actuación adicional en el proceso.

informe con sus comentarios, observaciones o sugerencias.

Para estos efectos, el Tribunal dispondrá la publicación de
un  aviso  en  un  medio  electrónico,  dando  cuenta  de  la
circunstancia  de  haberse  practicado  la  notificación
señalada en el inciso anterior y los datos necesarios para
identificar la causa.

Al informe, al que deberán adjuntarse tantas copias como
partes litiguen en la causa, se acompañarán, además, los
antecedentes  que  acrediten  la  idoneidad  técnica  y
profesional de quien lo presente.

La  entrega  del  informe  no  suspenderá  ni  alterará  la
tramitación  del  procedimiento,  pero  el  tribunal  deberá
considerarlo en la sentencia definitiva.

La presentación del  informe no conferirá  a quien lo haya
acompañado  la  calidad  de  parte,  ni  le  otorgará  ninguna
posibilidad de actuación adicional en el proceso.

observaciones o sugerencias.

Para estos efectos, el Tribunal dispondrá se dé a conocer
la  circunstancia señalada mediante la publicación de un
aviso  en  su  sitio  electrónico,  que  incluya,  además,  los
datos necesarios para identificar la causa.

La opinión escrita deberá acompañarse de tantas copias
como  partes  litigantes  hubiere,  debiéndose  agregar,
además,  los  antecedentes  que  acrediten  la  idoneidad
técnica y profesional de quien la presenta.

La entrega de la opinión escrita no suspenderá ni alterará
la  tramitación  del  procedimiento.  El  Tribunal  dejará
constancia en la sentencia definitiva de haberla tenido a la
vista.

La presentación de la opinión escrita no conferirá a quien
la haya emitido la calidad de parte, ni le otorgará ninguna
posibilidad de actuación adicional en el proceso.

Artículo 19.- Presentación de la demanda. La reclamación,
solicitud  o  demanda  se  presentará  al  Tribunal  Ambiental
competente. Si el domicilio del legitimado se encontrare fuera
de la región de asiento del Tribunal, ellas podrán presentarse
en la Corte  de Apelaciones en cuyo territorio  jurisdiccional
aquel esté domiciliado. En este caso, la Corte deberá remitir
el documento al Tribunal respectivo el mismo día o, a más
tardar, el día hábil siguiente al de su recepción.

Artículo 19.- Presentación de la demanda. La reclamación,
solicitud  o  demanda  se  presentará  al  Tribunal  Ambiental
competente.  Si  el  domicilio  del  legitimado  se  encontrare
fuera  de  la  región  de  asiento  del  Tribunal,  ellas  podrán
presentarse en la Corte de Apelaciones en cuyo territorio
jurisdiccional aquel esté domiciliado. En este caso, la Corte
deberá remitir el documento al Tribunal respectivo el mismo
día o, a más tardar, el día hábil siguiente al de su recepción.

Artículo  20.-  Publicidad  del  procedimiento  y
representación  de  las  partes.  El  procedimiento  será
público  e  impulsado  de  oficio  por  el  Tribunal  hasta  su
resolución  definitiva.  Las  partes  deberán  actuar
representadas en la forma prevista en la ley Nº 18.120,
sobre comparecencia en juicio.

Artículo 20.- Publicidad del procedimiento y representación
de las partes. El procedimiento será público e impulsado de
oficio  por  el  Tribunal  hasta  su  resolución  definitiva.  Las
partes deberán actuar representadas en la forma prevista
en la ley Nº 18.120, sobre comparecencia en juicio.

Artículo 21.- De las notificaciones. Las notificaciones se Artículo  21.- De  las  notificaciones.  Las  notificaciones  se
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regirán  por  las  reglas  generales  del  Código  de
Procedimiento Civil. Las partes podrán solicitar que se les
notifique por correo electrónico, caso en el cual sólo se les
notificará por esa vía.

regirán  por  las  reglas  generales  del  Código  de
Procedimiento Civil. Las partes podrán solicitar que se les
notifique por correo electrónico, caso en el cual sólo se les
notificará por esa vía.

Artículo  22.- De  los  incidentes.  Los  incidentes  que  se
promuevan no suspenderán el curso de la causa principal
y serán resueltos en la sentencia definitiva, a menos que
el Tribunal,  por razones fundadas,  de las cuales dejará
constancia,  resuelva  escuchar  previamente  a  la  parte
contraria  o  fallarlos  antes  de  tal  sentencia.  Si  fuere
indispensable, el Tribunal recibirá el incidente a prueba en
la  primera  resolución  recaída  en  él,  la  que  no  será
impugnable. La prueba se propondrá y producirá junto con
la de la causa principal,  salvo que el tribunal determine
convocar a audiencias especiales para recibir la prueba y
las alegaciones del incidente.

Artículo  22.- De  los  incidentes.  Los  incidentes  que  se
promuevan no suspenderán el curso de la causa principal y
serán resueltos en la sentencia definitiva, a menos que el
Tribunal,  por  razones  fundadas,  de  las  cuales  dejará
constancia,  resuelva  escuchar  previamente  a  la  parte
contraria  o  fallarlos  antes  de  tal  sentencia.  Si  fuere
indispensable, el Tribunal recibirá el incidente a prueba en
la  primera  resolución  recaída  en  él,  la  que  no  será
impugnable. La prueba se propondrá y producirá junto con
la  de  la  causa  principal,  salvo  que  el  tribunal  determine
convocar a audiencias especiales para recibir la prueba y
las alegaciones del incidente.

Artículo  23.- De las medidas cautelares.  Con el  fin  de
resguardar un interés jurídicamente tutelado y teniendo en
cuenta la  verosimilitud del  derecho invocado, el  tribunal
podrá  decretar  las  medidas  cautelares,  conservativas  o
innovativas necesarias para impedir  los efectos negativos
de los actos o conductas sometidos a su conocimiento.

El  Tribunal  podrá  decretar  estas  medidas  en  cualquier
estado del juicio o antes de su tramitación y por el plazo
que estime conveniente. Podrá disponerlas de oficio o a

Artículo  23.- De  las  medidas  cautelares.  Con  el  fin  de
resguardar un interés jurídicamente tutelado y teniendo en
cuenta  la  verosimilitud  del  derecho  invocado,  el  tribunal
podrá  decretar  las  medidas  cautelares,  conservativas  o
innovativas necesarias para impedir  los efectos negativos
de los actos o conductas sometidos a su conocimiento.

El  Tribunal  podrá  decretar  estas  medidas  en  cualquier
estado del juicio o antes de su tramitación y por el plazo
que estime conveniente.  Podrá disponerlas  de oficio  o  a

AL ARTÍCULO 23 (QUE PASARÍA A SER 24)

18.- Para introducir las siguientes modificaciones:
a.-  Sustituir los incisos primero, segundo, tercero y cuarto por
los siguientes:
“Artículo  24.-  De  las  medidas  cautelares.  Con  el  fin  de
resguardar un interés jurídicamente tutelado y teniendo en
cuenta la verosimilitud del derecho invocado, el Tribunal
podrá  decretar  las  medidas  cautelares,  conservativas  o
innovativas, necesarias para impedir los efectos negativos
de los actos o conductas sometidos a su conocimiento.
Son  medidas  conservativas  aquellas  que  tengan  por
objeto asegurar el resultado de la pretensión, a través de
acciones destinadas a mantener el estado de hecho o de
derecho  existente  con  anterioridad  a  la  solicitud  de  la
medida.  Son  innovativas  aquellas  que,  con  el  mismo
objeto, buscan modificar el estado de hecho o de derecho
existente al tiempo de la solicitud de la medida.

El  Tribunal  podrá  decretar  estas  medidas  en  cualquier
estado del juicio o antes de su inicio y por el plazo que
estime  conveniente.  Podrá  decretarlas  de  oficio  o  a
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petición de parte. En este último caso resolverá de plano o
con citación mediante resolución someramente fundada.

Cuando se soliciten estas medidas el requirente deberá
acompañar los antecedentes que constituyan a lo menos
presunción grave del  derecho que se reclama o de los
hechos denunciados. El Tribunal podrá exigir caución al
actor  particular  para  responder  de  los  perjuicios  que
podrían originarse.

Deducida oposición o pedido el alzamiento, escritos a los
que debe adjuntarse la prueba documental que se estime
pertinente,  el  Tribunal  la  pondrá  en conocimiento  de  la
parte  contraria,  citando  a  una  audiencia  dentro  de  un
plazo no superior a diez días, en la que escuchará a las
partes  y  resolverá  la  mantención,  modificación  o
alzamiento de la medida.

En las controversias cautelares sólo  se admitirá prueba
documental. Las medidas decretadas se podrán modificar
o dejar sin efecto en cualquier estado de la causa.

La  cautela  innovativa  sólo  podrá  decretarse  ante  la
inminencia  de  un  perjuicio  irreparable.  Si  el  Tribunal
estimare  que  no  concurren  las  circunstancias  que  la
hagan  procedente  podrá,  de  oficio,  decretar  la  medida
cautelar que a su juicio corresponda.

La  resolución  que  conceda  o  deniegue  una  medida
cautelar se notificará al afectado. Si la medida se hubiere
concedido prejudicialmente el solicitante deberá presentar
su demanda en el plazo de quince días hábiles contado
desde que se concedió la cautela o en el término mayor
que fije el Tribunal. Si así no lo hiciere la medida quedará
sin efecto de pleno derecho.

petición de parte. En este último caso resolverá de plano o
con citación mediante resolución someramente fundada.

Cuando  se  soliciten  estas  medidas  el  requirente  deberá
acompañar los antecedentes que constituyan a lo menos
presunción  grave  del  derecho  que  se  reclama  o  de  los
hechos  denunciados.  El  Tribunal  podrá  exigir  caución  al
actor particular, por un monto no superior a cien unidades
tributarias mensuales, para responder de los perjuicios que
podrían originarse.

Deducida oposición o pedido el alzamiento, escritos a los
que debe adjuntarse la prueba documental que se estime
pertinente, el Tribunal la pondrá en conocimiento de la parte
contraria,  citando a una audiencia dentro de un plazo no
superior  a diez días,  en la que escuchará a las partes y
resolverá la  mantención,  modificación o  alzamiento de la
medida.

En  las  controversias  cautelares  sólo  se  admitirá  prueba
documental. Las medidas decretadas se podrán modificar o
dejar sin efecto en cualquier estado de la causa.

La  cautela  innovativa  sólo  podrá  decretarse  ante  la
inminencia  de  un  perjuicio  irreparable.  Si  el  Tribunal
estimare que no concurren las circunstancias que la hagan
procedente podrá, de oficio, decretar la medida cautelar que
a su juicio corresponda.

La resolución que conceda o deniegue una medida cautelar
se notificará al afectado. Si la medida se hubiere concedido
prejudicialmente el solicitante deberá presentar su demanda
en el plazo de quince días hábiles contado desde que se
concedió  la  cautela  o  en  el  término  mayor  que  fije  el
Tribunal. Si así no lo hiciere la medida quedará sin efecto
de pleno derecho.

petición de parte,  según corresponda,  de acuerdo a las
normas generales, debiendo en este último caso resolver
de plano o con citación, mediante resolución fundada.

Cuando se soliciten estas medidas, el  requirente deberá
acompañar los antecedentes que constituyan, a lo menos,
presunción  grave  del  derecho que  se  reclama o  de  los
hechos denunciados. El Tribunal podrá exigir caución al
actor  particular  para  responder  de  los  perjuicios  que
podrían originarse.

Deducida  oposición  o  pedido  el  alzamiento,  deberá
adjuntarse  a  los  correspondientes  escritos  la  prueba
documental que se estime pertinente, debiendo el Tribunal
poner las  respectivas  solicitudes en conocimiento de la
parte contraria, citando a una audiencia dentro de un plazo
no superior a diez días, en la que escuchará a las partes y
resolverá la mantención, modificación o alzamiento de la
medida.
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Siempre  que  existiere  motivo  grave  el  Tribunal  podrá
disponer  que  las  medidas  se  lleven  a  efecto  antes  de
notificar a la persona contra quien se dictan. En este caso,
transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe,
quedarán sin valor las diligencias practicadas. El Tribunal
podrá ampliar este plazo por motivo fundado.

No  regirá  respecto  de  las  medidas  prejudiciales  y
precautorias  que dicte  el  Tribunal  lo  establecido  en  los
Títulos IV y V del  Libro II  del  Código de Procedimiento
Civil,  salvo  lo  señalado  en  los  artículos  273,  274,  275,
276, 277, 278, 284 con la modalidad de declaración de
partes que se establece en esta ley, 285, 286, 294, 296 y
297  de  dicho  cuerpo  legal,  en  cuanto  resultaren

Siempre  que  existiere  motivo  grave  el  Tribunal  podrá
disponer  que  las  medidas  se  lleven  a  efecto  antes  de
notificar a la persona contra quien se dictan. En este caso,
transcurridos cinco días sin que la notificación se efectúe,
quedarán sin valor las diligencias practicadas. El Tribunal
podrá ampliar este plazo por motivo fundado.

No  regirá  respecto  de  las  medidas  prejudiciales  y
precautorias  que  dicte  el  Tribunal  lo  establecido  en  los
Títulos  IV  y  V  del  Libro  II  del  Código  de  Procedimiento
Civil22, salvo lo señalado en los artículos 273, 274, 275, 276,
277, 278, 284 con la modalidad de declaración de partes
que se establece en esta ley, 285, 286, 294, 296 y 29723 de
dicho cuerpo legal, en cuanto resultaren aplicables.

b.- Suprimir el inciso final.

22 El Título IV se  refiere a las medidas prejudiciales y  el Título V  a las medidas precautorias. 
23 Tales artículos establecen básicamente lo siguiente: Artículo 273.- El juicio ordinario podrá prepararse, exigiendo el que pretende demandar de aquel contra quien se propone dirigir la demanda: 
1° Declaración jurada acerca de algún hecho relativo a su capacidad para parecer en juicio, o a su personería o al nombre y domicilio de sus representantes; 2° La exhibición de la cosa que haya de ser objeto de la acción que se trata de
entablar; 3° La exhibición de sentencias, testamentos, inventarios, tasaciones, títulos de propiedad u otros instrumentos públicos o privados que por su naturaleza puedan interesar a diversas personas; 4° Exhibición de los libros de
contabilidad relativos a negocios en que tenga parte el solicitante y 5° El reconocimiento jurado de firma, puesta en instrumento privado. 
Artículo 274.- Si, decretada la diligencia a que se refiere el número 1° del artículo anterior, se rehúsa prestar la declaración ordenada o ésta no es categórica en conformidad a lo mandado, podrán imponerse al desobediente multas que no
excedan de dos sueldos vitales, o arrestos hasta de dos meses, determinados prudencialmente por el tribunal; sin perjuicio de repetir la orden y el apercibimiento. 
Artículo 275.- La exhibición, en el caso del número 2° del artículo 273, se hará mostrando el objeto que deba exhibirse, o autorizando al interesado para que lo reconozca y dándole facilidades para ello, siempre que el objeto se encuentre
en poder de la persona a quien se ordene la exhibición. Si el objeto se halla en poder de terceros, cumplirá la persona a quien se ordene la exhibición, expresando el nombre y residencia de dichos terceros, o el lugar donde el objeto se
encuentre. 
Artículo 276.- Si se rehúsa hacer la exhibición, podrá apremiarse al desobediente con multa o arresto y aun decretarse allanamiento del local donde se halle el objeto cuya exhibición se pide. 
Iguales apremios podrán decretarse contra los terceros que, siendo meros tenedores del objeto, se nieguen a exhibirlo. 
Artículo 277.- Siempre que se dé lugar a las medidas mencionadas en los números 3° y 4° del artículo 273, y la persona a quien incumba su cumplimiento desobedezca, existiendo en su poder los instrumentos o libros a que las medidas se
refieren, perderá el derecho de hacerlos valer después, salvo que la otra parte los haga también valer en apoyo de su defensa, o si se justifica o aparece de manifiesto que no los pudo exhibir antes, o si se refieren a hechos distintos de
aquellos que motivaron la solicitud de exhibición. 
Artículo 278.- Si se rehúsa el reconocimiento de firma decretado en el caso del número 5° del artículo 273, se procederá en conformidad a las reglas establecidas para el reconocimiento judicial de documentos en el Juicio Ejecutivo. 
Artículo 284.- Si hay motivo fundado para temer que una persona se ausente en breve tiempo del país, podrá exigírsele como medida prejudicial que absuelva posiciones sobre hechos calificados previamente de conducentes por el
tribunal, el que, sin ulterior recurso, señalará día y hora para la práctica de la diligencia. 
Si se ausenta dicha persona dentro de los treinta días subsiguientes al de la notificación sin absolver las posiciones, o sin dejar apoderado con autorización e instrucciones bastantes para hacerlo durante la secuela del juicio, se le dará por
confesa en el curso de éste, salvo que aparezca suficientemente justificada la ausencia sin haber cumplido lo orden del tribunal. 
Artículo 285.- En el caso del inciso 1° del artículo anterior, podrá también pedirse que aquel cuya ausencia se teme, constituya en el lugar donde va a entablarse el juicio apoderado que le represente y que responda por las costas y multas
en que sea condenado, bajo apercibimiento de nombrársele un curador de bienes. 
Artículo 286.- Se podrá, asimismo, solicitar antes de la demanda el examen de aquellos testigos cuyas declaraciones, por razón de impedimentos graves, haya fundado temor de que no puedan recibirse oportunamente. Las declaraciones
versarán sobre los puntos que indique el actor, calificados de conducentes por el tribunal. 
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aplicables.
Artículo 24.- Contenido de las sentencias. La sentencia
de los Tribunales Ambientales se dictará con arreglo a lo
establecido  en  el  artículo  170  del  Código  de
Procedimiento  Civil,  debiendo,  además,  en  su  caso,
enunciar los fundamentos técnico-ambientales con arreglo
a los cuales se pronuncia.

Artículo 24.- Contenido de las sentencias. La sentencia de
los  Tribunales  Ambientales  se  dictará  con  arreglo  a  lo
establecido en el artículo 170 del Código de Procedimiento
Civil24,  debiendo,  además,  en  su  caso,  enunciar  los
fundamentos técnico-ambientales con arreglo a los cuales
se pronuncia.

Artículo 25.- Apelaciones e improcedencia del recurso de
casación.  En  estos  procedimientos  sólo  se  admitirá
apelación  respecto  de  las  resoluciones  que  declaren  la
inadmisibilidad  de  la  demanda,  que  reciban  la  causa  a
prueba o que pongan término al procedimiento o hagan
imposible  su continuación.  De este  recurso conocerá la
Corte  de  Apelaciones  en  cuyo  territorio  jurisdiccional
tenga asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la
resolución apelada.

Artículo 25.- Apelaciones e improcedencia del recurso de
casación.  En  estos  procedimientos  sólo  se  admitirá
apelación  respecto  de  las  resoluciones  que  declaren  la
inadmisibilidad  de  la  demanda,  que  reciban  la  causa  a
prueba  o  que  pongan  término  al  procedimiento  o  hagan
imposible  su  continuación.  De  este  recurso  conocerá  la
Corte de Apelaciones en cuyo territorio jurisdiccional tenga
asiento el Tribunal Ambiental que haya dictado la resolución
apelada.

AL ARTÍCULO 25 (QUE PASARÍA A SER 26)
19.- Para sustituirlo por el siguiente:
“Artículo  26.-  Recursos.  En  estos  procedimientos  sólo
serán  apelables:  1)  las  resoluciones  que  declaren  la
inadmisibilidad de la demanda; 2) las que reciban la causa
a prueba, o 3) las que pongan término al procedimiento o
hagan  imposible  su  continuación.  De  este  recurso
conocerá  la  Corte  de  Apelaciones  en  cuyo  territorio
jurisdiccional  tenga  asiento  el  Tribunal  Ambiental  que
haya dictado la resolución apelada.

El plazo para la interposición de la apelación será de diez

Para practicar esta diligencia, se dará previamente conocimiento a la persona a quien se trata de demandar, sólo cuando se halle en el lugar donde se expidió la orden o donde deba tomarse la declaración; y en los demás casos se procederá
con intervención del defensor de ausentes. 
Artículo 294.- Las facultades del interventor judicial se limitarán a llevar cuenta de las entradas y gastos de los bienes sujetos a intervención, pudiendo para el desempeño de este cargo imponerse de los libros, papeles y operaciones del
demandado. 
Estará, además, el interventor obligado a dar al interesado o al tribunal noticia de toda malversación o abuso que note en la administración de dichos bienes; y podrá en este caso decretarse el depósito y retención de los productos líquidos
en un establecimiento de crédito o en poder de la persona que el tribunal designe, sin perjuicio de las otras medidas más rigurosas que el tribunal estime necesario adoptar. 
Artículo 296.- La prohibición de celebrar actos o contratos podrá decretarse con relación a los bienes que son materia del juicio, y también respecto de otros bienes determinados del demandado, cuando sus facultades no ofrezcan
suficiente garantía para asegurar el resultado del juicio. Para que los objetos que son materia del juicio se consideren comprendidos en el número 4° del artículo 1464 del Código Civil, será necesario que el tribunal decrete prohibición
respecto de ellos. 
Artículo 297.- Cuando la prohibición recaiga sobre bienes raíces se inscribirá en el registro del Conservador respectivo, y sin este requisito no producirá efecto respecto de terceros. 
Cuando verse sobre cosas muebles, sólo producirá efecto respecto de los terceros que tengan conocimiento de ella al tiempo del contrato; pero el demandado será en todo caso responsable de fraude, si ha procedido a sabiendas. 
24 Artículo 170.- Las sentencias definitivas de primera o de única instancia y las de segunda que modifiquen o revoquen en su parte dispositiva las de otros tribunales, contendrán: 
1° La designación precisa de las partes litigantes, su domicilio y profesión u oficio; 2° La enunciación breve de las peticiones o acciones deducidas por el demandante y de sus fundamentos; 3° Igual enunciación de las excepciones o
defensas alegadas por el reo; 4° Las consideraciones de hecho o de derecho que sirven de fundamento a la sentencia; 5° La enunciación de las leyes, y en su defecto de los principios de equidad, con arreglo a los cuales se pronuncia el
fallo; y 6° La decisión del asunto controvertido. Esta decisión deberá comprender todas las acciones y excepciones que se hayan hecho valer en el juicio; pero podrá omitirse la resolución de aquellas que sean incompatibles con las
aceptadas. 
En igual forma deberán dictarse las sentencias definitivas de segunda instancia que confirmen sin modificación las de primera cuando éstas no reúnen todos o algunos de los requisitos indicados en la enunciación precedente. 
Si la sentencia de primera instancia reúne estos requisitos, la de segunda que modifique o revoque no necesita consignar la exposición de las circunstancias mencionadas en los números 1°, 2° y 3° del presente artículo y bastará referirse a
ella.
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En  contra  de  la  sentencia  definitiva  sólo  procederá  el
recurso de apelación, del que conocerá la Corte Suprema.
Dicho recurso tendrá preferencia para su vista y fallo. Ante
la Corte sólo podrá rendirse prueba documental, salvo que
ella, de oficio, disponga la práctica de otras pruebas.

En  estos  procedimientos  no  procederá  el  recurso  de
casación.

En  contra  de  la  sentencia  definitiva  sólo  procederá  el
recurso de apelación, del que conocerá la Corte Suprema.
Dicho recurso tendrá preferencia para su vista y fallo. Ante
la Corte sólo podrá rendirse prueba documental, salvo que
ella, de oficio, disponga la práctica de otras pruebas.

En  estos  procedimientos  no  procederá  el  recurso  de
casación.

días  contados  desde  la  notificación  de  la  resolución
respectiva.
En  contra  de  la  sentencia  definitiva  dictada  en  los
procedimientos  relativos  a  las  materias  que  son  de  la
competencia de los Tribunales Ambientales, establecidas
en los numerales 1), 2),  3),  5),  6),  7) y 8) del artículo 17,
procederá  sólo  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  en
conformidad a lo dispuesto en el artículo 767 del Código
de Procedimiento Civil.

Además, en contra de la sentencia definitiva dictada en los
procedimientos señalados en el inciso anterior, procederá
el recurso de casación en la forma, en conformidad a lo
dispuesto en el artículo 768 del Código de Procedimiento
Civil, sólo por las causales números 1, 4, 6 y 7 de dicho
artículo. Asimismo, procederá este recurso cuando en la
sentencia  definitiva  se  hubiere  omitido  alguno  de  los
requisitos  establecidos  en  el  artículo  25  de  esta  ley;  o
cuando la sentencia haya sido pronunciada con infracción
manifiesta de las normas sobre apreciación de la prueba
conforme a las reglas de la sana crítica.

El  recurso  de  casación  deberá  interponerse  ante  el
Tribunal Ambiental que dictó la resolución recurrida para
ante la Corte Suprema y tendrá preferencia para su vista y
fallo. Para tales efectos, los plazos y procedimientos para
el conocimiento del recurso de casación se ajustarán a lo
dispuesto en el Código de Procedimiento Civil.
No será aplicable para estos efectos lo dispuesto en los
artículos 769 y 775 del mismo Código.

Ante  la  Corte  sólo  podrá  rendirse  prueba  documental
salvo  que  ella,  de  oficio,  disponga  la  práctica  de  otras
pruebas.”.
ARTÍCULO NUEVO
20.- Para intercalar el siguiente artículo:
“Artículo 27.- Contiendas de competencia. Las contiendas
de competencia que afecten a los Tribunales Ambientales
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entre sí o con otros tribunales serán resueltas por la Corte
Suprema.”.

Párrafo 2º
De las reclamaciones

Artículo  26.- De  la  reclamación.  Toda  reclamación  se
presentará  por  escrito,  y  en  ella  se  indicarán  sus
fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  y  las  peticiones
concretas que se someten a la  resolución del  Tribunal.
Éste  examinará  en  cuenta  si  la  reclamación  ha  sido
interpuesta  en  tiempo  y  forma.  Podrá  declararla
inadmisible  mediante  resolución  fundada  si,  en  opinión
unánime de  sus  miembros,  no  hubiere  sido  interpuesta
dentro  de  plazo,  se  refiera  a  materias  que  estén
manifiestamente  fuera  de  su  competencia,  no  esté
debidamente fundada o no contenga peticiones concretas.
Esta  resolución  podrá  impugnarse,  mediante  reposición
con apelación subsidiaria,  dentro de quinto día después
de notificada.

Párrafo 2º
De las reclamaciones

Artículo  26.- De  la  reclamación.  Toda  reclamación  se
presentará  por  escrito,  y  en  ella  se  indicarán  sus
fundamentos  de  hecho  y  de  derecho  y  las  peticiones
concretas que se someten a la resolución del Tribunal. Éste
examinará en cuenta si la reclamación ha sido interpuesta
en tiempo y forma. Podrá declararla inadmisible mediante
resolución  fundada  si,  en  opinión  unánime  de  sus
miembros, no hubiere sido interpuesta dentro de plazo, se
refiera a materias que estén manifiestamente fuera de su
competencia, no esté debidamente fundada o no contenga
peticiones  concretas.  Esta  resolución  podrá  impugnarse,
mediante  reposición  con  apelación  subsidiaria,  dentro  de
quinto día después de notificada.

Artículo 27.- Solicitud de informes y medidas para mejor
resolver.  Declarada  admisible  la  reclamación  se  pedirá
informe al órgano público que emitió el acto impugnado,
que  deberá,  además,  adjuntar  copia  autentificada  del
expediente administrativo completo y debidamente foliado
que sirvió de base para dictar el acto que se impugna, de
conformidad a lo señalado en la ley Nº 19.880. El informe,
que se limitará a consignar los fundamentos y motivos en
los que el acto administrativo se basa, deberá emitirse en
el plazo de diez días. Dentro del mismo lapso el órgano
requerido podrá pedir, por una sola vez, una prórroga del
mismo hasta por un máximo de cinco días.

En caso de que el órgano no presente el informe en el
plazo conferido se prescindirá del mismo.

Recibido el informe o vencido el plazo para presentarlo el

Artículo 27.- Solicitud de informes y medidas para mejor
resolver.  Declarada  admisible  la  reclamación  se  pedirá
informe al  órgano público  que emitió  el  acto  impugnado,
que  deberá,  además,  adjuntar  copia  autentificada  del
expediente administrativo completo y debidamente foliado
que sirvió de base para dictar el acto que se impugna, de
conformidad a lo señalado en la ley Nº 19.880. El informe,
que se limitará a consignar los fundamentos y motivos en
los que el acto administrativo se basa, deberá emitirse en el
plazo  de  diez  días.  Dentro  del  mismo  lapso  el  órgano
requerido podrá pedir, por una sola vez, una prórroga del
mismo hasta por un máximo de cinco días.

En caso de que el órgano no presente el informe en el plazo
conferido se prescindirá del mismo.

Recibido el informe o vencido el plazo para presentarlo el

AL ARTÍCULO 27 (QUE PASARÍA A SER 29)
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Tribunal  ordenará  traer  los  autos  en  relación.  La
tramitación de la reclamación se ajustará a las reglas para
el conocimiento y fallo del recurso de apelación civil, con
la salvedad de que no se admitirán prueba testimonial ni
confesional, ni tendrá lugar lo previsto en el artículo 165
del Código de Procedimiento Civil.

Concluida la vista de la causa quedará cerrado el debate y
el proceso en estado de dictarse sentencia, la que deberá
pronunciarse  dentro  del  término  de  treinta  días.  Sólo
dentro  de  este  plazo  el  Tribunal  podrá  dictar  de  oficio
medidas para mejor resolver.

Tribunal ordenará traer los autos en relación. La tramitación
de  la  reclamación  se  ajustará  a  las  reglas  para  el
conocimiento y fallo del recurso de apelación civil,  con la
salvedad  de  que  no  se  admitirán  prueba  testimonial  ni
confesional, ni tendrá lugar lo previsto en el artículo 165 del
Código de Procedimiento Civil.25

Concluida la vista de la causa quedará cerrado el debate y
el proceso en estado de dictarse sentencia, la que deberá
pronunciarse dentro del término de treinta días. Sólo dentro
de este  plazo  el  Tribunal  podrá  dictar  de  oficio  medidas
para mejor resolver.

21.- Para sustituir en el inciso tercero las palabras “en el” que
siguen a los términos “lo previsto” por las siguientes: “en los
números 4°, 5° y 6° del”.

Artículo 28.- Sentencia. La sentencia que acoja la acción
deberá declarar que el acto no es conforme a la normativa
vigente  y,  en  su  caso,  anulará  total  o  parcialmente  la
disposición  o  el  acto  recurrido  y  dispondrá  que  se
modifique, cuando corresponda, la actuación impugnada.

En  el  ejercicio  de  esta  atribución  el  Tribunal  no  podrá
determinar  el  contenido  específico  de  un  precepto  de

Artículo 28.- Sentencia. La sentencia que acoja la acción
deberá declarar que el acto no es conforme a la normativa
vigente  y,  en  su  caso,  anulará  total  o  parcialmente  la
disposición  o  el  acto  recurrido  y  dispondrá  que  se
modifique, cuando corresponda, la actuación impugnada.

En  el  ejercicio  de  esta  atribución  el  Tribunal  no  podrá
determinar  el  contenido  específico  de  un  precepto  de

AL ARTÍCULO 28 (QUE PASARÍA A SER 30)

25 Artículo 165.- Sólo podrá suspenderse en el día designado al efecto la vista de una causa, o retardarse dentro del mismo día: 1° Por impedirlo el examen de las causas colocadas en lugar preferente, o la continuación de la vista de otro
pleito pendiente del día anterior; 2° Por falta de miembros del tribunal en número suficiente para pronunciar sentencia; 3° Por muerte del abogado patrocinante, del procurador o del litigante que gestione por sí en el pleito. En estos casos,
la vista de la causa se suspenderá por quince días contados desde la notificación al patrocinado o mandante de la muerte del abogado o del procurador, o desde la muerte del litigante que obraba por sí mismo, en su caso.4° Por muerte del
cónyuge o de alguno de los descendientes o ascendientes del abogado defensor, ocurrida dentro de los ocho días anteriores al designado para la vista; 5° Por solicitarlo alguna de las partes o pedirlo de común acuerdo los procuradores o los
abogados de ellas. 
Cada parte podrá hacer uso de este derecho por una sola vez. En todo caso, sólo podrá ejercitarse este derecho hasta por dos veces, cualquiera que sea el número de partes litigantes, obren o no por una sola cuerda. La suspensión de común
acuerdo procederá por una sola vez. 
El escrito en que se solicite la suspensión deberá ser presentado hasta las doce horas del día hábil anterior a la audiencia correspondiente. La solicitud presentada fuera de plazo será rechazada de plano. La sola presentación del escrito
extingue el derecho a la suspensión aun si la causa no se ve por cualquier otro motivo. Este escrito pagará en la Corte Suprema un impuesto especial de media unidad tributaria mensual y en las Cortes de Apelaciones de un cuarto de
unidad tributaria mensual y se pagará en estampillas de impuesto fiscal que se pegarán en el escrito respectivo. 
El derecho a suspender no procederá respecto del amparo; 
6° Por tener alguno de los abogados otra vista o comparecencia a que asistir en el mismo día ante otro tribunal. 
El presidente respectivo podrá conceder la suspensión por una sola vez o simplemente retardar la vista, atendidas las circunstancias. En caso que un abogado tenga dos o más vistas en el mismo día y ante el mismo tribunal, en salas
distintas, preferirá el amparo, luego la protección y en seguida la causa que se anuncie primero, retardándose o suspendiéndose las demás, según las circunstancias; y 
7° Por ordenarlo así el tribunal, por resolución fundada, al disponer la práctica de algún trámite que sea estrictamente indispensable cumplir en forma previa a la vista de la causa. La orden de traer algún expediente o documento a la vista,
no suspenderá la vista de la causa y la resolución se cumplirá terminada ésta. 
Las causas que salgan de tabla por cualquier motivo volverán a ella al lugar que tenían. 
Los errores, cambios de letras o alteraciones no substanciales de los nombres o apellidos de las partes no impiden la vista de la causa. 
Los relatores, en cada tabla, deberán dejar constancia de las suspensiones ejercidas de conformidad a la causal del N° 5° y de la circunstancia de haberse agotado o no el ejercicio de tal derecho.
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alcance general en sustitución de los que anulare en el
caso de los actos de los números 1) y 7) del artículo 16,
así  como  tampoco  podrá  determinar  el  contenido
discrecional de los actos anulados.

alcance  general  en  sustitución  de  los  que  anulare  en  el
caso de los actos de los números 1) y 7) del artículo 16, así
como tampoco podrá determinar el contenido discrecional
de los actos anulados.

22.- Para sustituir en el inciso segundo, la mención del artículo
“16” por “17”.

Artículo 29.- Publicación de la sentencia. Las sentencias
firmes  que  anulen  un  acto  administrativo  de  aquellos
señalados  en  los  números  1)  y  7)  del  artículo  16
producirán  efectos  generales  desde  el  día  en  que  se
publique la parte resolutiva de la sentencia en el  Diario
Oficial.

Artículo 29.- Publicación de la sentencia.  Las sentencias
firmes  que  anulen  un  acto  administrativo  de  aquellos
señalados en los números 1) y 7) del artículo 16 producirán
efectos generales desde el día en que se publique la parte
resolutiva de la sentencia en el Diario Oficial.

AL ARTÍCULO 29 (QUE PASARÍA A SER 31)
23.- Para introducir las siguientes modificaciones:
a.- Sustituir la mención del artículo “16” por ”17”.
b.- Agregar al final del artículo, sustituyendo el punto aparte (.)
por una coma (,) lo siguiente: 
“a costas del Tribunal, lo que deberá efectuarse dentro de
quinto día de ejecutoriada.”.

Párrafo 3º
De las solicitudes

Artículo 30.- Remisión de las solicitudes. La solicitud de
aprobación  de  medidas  provisionales  señaladas  en  las
letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la
Superintendencia del Medio Ambiente; las suspensiones
señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de esa ley, y
las  resoluciones  de  la  Superintendencia  del  Medio
Ambiente que apliquen las sanciones establecidas en las
letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley, elevadas en
consulta, deberán remitirse al Tribunal en conformidad a
lo dispuesto en dicha ley.

Párrafo 3º
De las solicitudes

Artículo 30.- Remisión de las solicitudes.  La solicitud de
aprobación  de  medidas  provisionales  señaladas  en  las
letras c), d) y e) del artículo 48 de la Ley Orgánica de la
Superintendencia  del  Medio  Ambiente;  las  suspensiones
señaladas en las letras g) y h) del artículo 3° de esa ley, y
las  resoluciones  de  la  Superintendencia  del  Medio
Ambiente que apliquen las sanciones establecidas en las
letras c) y d) del artículo 38 de la misma ley,26 elevadas en
consulta, deberán remitirse al Tribunal en conformidad a lo
dispuesto en dicha ley.

Párrafo 4º
Del Daño Ambiental

Artículo 31.- Inicio del procedimiento. Este procedimiento
se iniciará por demanda o por medida prejudicial.  En la
demanda sólo se podrá pedir la declaración de haberse
producido  daño  ambiental  por  culpa  o  dolo  del
demandado  y  la  condena  de  éste  a  repararlo
materialmente  de  conformidad  con  lo  dispuesto  en  el
artículo 53 de la ley Nº 19.300. Si la demanda no contiene
estas menciones y todas las exigencias del artículo 254
del  Código de Procedimiento Civil,  el  Tribunal  ordenará

Párrafo 4º
Del Daño Ambiental

Artículo 31.- Inicio del procedimiento. Este procedimiento
se  iniciará  por  demanda  o  por  medida  prejudicial.  En  la
demanda  sólo  se  podrá  pedir  la  declaración  de  haberse
producido daño ambiental por culpa o dolo del demandado
y  la  condena  de  éste  a  repararlo  materialmente  de
conformidad con lo dispuesto en el artículo 53 de la ley Nº
19.30027.  Si  la  demanda  no  contiene  estas  menciones  y
todas  las  exigencias  del  artículo  254  del  Código  de
Procedimiento Civil28, el Tribunal ordenará que la demanda

AL ARTÍCULO 31 (QUE PASARÍA A SER 33)
24.- Para introducir las siguientes modificaciones:

a.-  Sustituir  en  el  inciso  primero  las  expresiones  “  que  la

26 Ver Notas al Pie  N° 13, 14 Y 15 que se encuentran en la página 12.
27 Artículo 53.- Producido daño ambiental, se concede acción para obtener la reparación del medio ambiente dañado, lo que no obsta al ejercicio de la acción indemnizatoria ordinaria por el directamente afectado. No procederá la acción 
para obtener la reparación del medio ambiente dañado cuando quien cometió el daño ejecutó satisfactoriamente un plan de reparación aprobado por la Superintendencia del Medio Ambiente.
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que la demanda se complemente dentro de quinto día. Si
así no aconteciere, se tendrá por no presentada.
Si de los datos aportados en la demanda se desprendiere
claramente  que  la  acción  se  encuentra  prescrita,  el
Tribunal  deberá  declararlo  de  oficio  y  no  admitirá  a
tramitación la demanda respecto de esa acción.

Si el Tribunal estima que es incompetente para conocer
de la demanda deberá declararlo de oficio y señalará en la
misma  resolución  el  Tribunal  que  a  su  juicio  es
competente.

Los  conflictos  de  competencia  que  afecten  a  los
Tribunales  Ambientales  serán  resueltos  por  la  Corte
Suprema, de conformidad a las reglas de los artículos 190
y siguientes del Código Orgánico de Tribunales.

Declarada admisible la demanda se conferirá traslado a la
demandada por el plazo de quince días. Este plazo, que
se aumentará en los términos de los artículos 258 y 259

se complemente dentro de quinto día. Si así no aconteciere,
se tendrá por no presentada.
Si de los datos aportados en la demanda se desprendiere
claramente que la acción se encuentra prescrita, el Tribunal
deberá declararlo  de oficio  y  no admitirá  a tramitación la
demanda respecto de esa acción.

Si el Tribunal estima que es incompetente para conocer de
la  demanda deberá declararlo  de oficio  y  señalará  en la
misma resolución el Tribunal que a su juicio es competente.

Los conflictos de competencia que afecten a los Tribunales
Ambientales  serán  resueltos  por  la  Corte  Suprema,  de
conformidad a las reglas de los artículos 190 y siguientes
del Código Orgánico de Tribunales.29

Declarada admisible la demanda se conferirá traslado a la
demandada por el plazo de quince días. Este plazo, que se
aumentará  en los términos de los artículos 258 y 259 del
Código  de  Procedimiento  Civil,30 no  podrá  exceder  de

demanda se complemente” por lo siguiente “complementarla”.

b.- Suprimir en el inciso segundo la frase final  “respecto de
esa acción”.

c.- Suprimir el inciso cuarto.

d.- Intercalar en el inciso quinto, entre las palabras “Este plazo,
que” y  las expresiones “se aumentará”  los términos  “en su
caso,“.

28 Artículo 254.- La demanda debe contener: 1° La designación del tribunal ante quien se entabla; 2° El nombre, domicilio y profesión u oficio del demandante y de las personas que lo representen, y la naturaleza de la representación; 3°
El nombre, domicilio y profesión u oficio del demandado; 4° La exposición clara de los hechos y fundamentos de derecho en que se apoya; y 5° La enunciación precisa y clara, consignada en la conclusión de las peticiones que se sometan
al fallo del tribunal.
29 Artículo 190.- Las contiendas de competencia serán resueltas por el tribunal que sea superior común de los que estén en conflicto. Si los tribunales fueren de distinta jerarquía, será competente para resolver la contienda el superior de
aquel que tenga jerarquía más alta. Si dependieren de diversos superiores, iguales en jerarquía, resolverá la contienda el que sea superior del tribunal que hubiere prevenido en el conocimiento del asunto. Los jueces árbitros de primera, de
segunda o de única instancia tendrán por superior, para los efectos de este artículo, a la respectiva Corte de Apelaciones. 
Artículo 191.- Sin perjuicio de las disposiciones expresas en contrario, las contiendas de competencia que se susciten entre tribunales especiales o entre éstos y los tribunales ordinarios, dependientes ambos de una misma Corte de
Apelaciones, serán resueltas por ella. Si dependieren de diversas Cortes de Apelaciones, resolverá la contienda la que sea superior jerárquico del tribunal que hubiere prevenido en el conocimiento del asunto. Si no pudieren aplicarse las
reglas precedentes, resolverá la contienda la Corte Suprema.
Corresponderá también a la Corte Suprema conocer de las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no correspondan al Senado. 
30 Artículo 258.- El término de emplazamiento para contestar la demanda será de quince días si el demandado es notificado en la comuna donde funciona el tribunal. 
Se aumentará este término en tres días más si el demandado se encuentra en el mismo territorio jurisdiccional pero fuera de los límites de la comuna que sirva de asiento al tribunal. 
Artículo 259.- Si el demandado se encuentra en un territorio jurisdiccional diverso o fuera del territorio de la República, el término para contestar la demanda será de dieciocho días, y a más el aumento que corresponda al lugar en que se
encuentre. Este aumento será determinado en conformidad a una tabla que cada cinco años formará la Corte Suprema con tal objeto, tomando en consideración las distancias y las facilidades o dificultades que existan para las
comunicaciones. 
Esta tabla se formará en el mes de Noviembre del año que preceda al del vencimiento de los cinco años indicados, para que se ponga en vigor en toda la República desde el 1° de Marzo siguiente; se publicará en el "Diario Oficial", y se
fijará a lo menos, dos meses antes de su vigencia, en los oficios de todos los secretarios de Cortes y Juzgados de Letras.
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del Código de Procedimiento Civil,  no podrá exceder de
treinta días.

treinta días.

Artículo  32.- Excepciones  dilatorias.  Las  excepciones
dilatorias  sólo  podrán  proponerse,  como  cuestiones
principales,  en  el  mismo  escrito  de  contestación.  La
contestación  de  la  demanda  tendrá,  en  este  caso,  el
carácter de subsidiaria.

Las  excepciones  se  tramitarán  conjuntamente  con  la
cuestión  principal,  sin  suspender  el  procedimiento.  No
obstante,  si  se  hubiere  deducido  la  excepción  de
incompetencia,  el  Tribunal podrá decretar  la suspensión
del  procedimiento  y  sustanciar  y  tramitar  previamente
dicha excepción. En este caso el Tribunal dará traslado al
demandante por un plazo de cinco días para que haga
valer sus alegaciones.

Artículo  32.- Excepciones  dilatorias.  Las  excepciones
dilatorias  sólo  podrán  proponerse,  como  cuestiones
principales,  en  el  mismo  escrito  de  contestación.  La
contestación  de  la  demanda  tendrá,  en  este  caso,  el
carácter de subsidiaria.

Las  excepciones  se  tramitarán  conjuntamente  con  la
cuestión  principal,  sin  suspender  el  procedimiento.  No
obstante,  si  se  hubiere  deducido  la  excepción  de
incompetencia, el Tribunal podrá decretar la suspensión del
procedimiento  y  sustanciar  y  tramitar  previamente  dicha
excepción.  En  este  caso  el  Tribunal  dará  traslado  al
demandante por un plazo de cinco días para que haga valer
sus alegaciones.

AL ARTÍCULO 32 (QUE PASARÍA A SER 34)
25.- Para sustituirlo por el siguiente:
“Artículo  34.-  Excepciones  dilatorias.  Las  excepciones
dilatorias  sólo  podrán  oponerse  como  cuestiones
principales,  en  el  mismo  escrito  de  contestación  y  se
tramitarán conjuntamente con la demanda, sin suspender
el procedimiento. No obstante, si se hubiere deducido la
excepción de incompetencia, el Tribunal podrá decretar la
suspensión  del  procedimiento  y  sustanciar  y  tramitar
previamente  dicha  excepción.  En  este  caso  el  Tribunal
dará traslado al demandante por un plazo de cinco días
para que haga valer sus alegaciones.”.

Artículo 33.- De la prueba. El Tribunal apreciará la prueba
conforme a las reglas de la sana crítica. Serán admisibles
todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos y
que sean aptos para producir fe. El Tribunal podrá reducir
el número de pruebas de cada parte, si estima que son
reiterativas.  El  Tribunal  podrá  decretar,  en  cualquier
estado  de  la  causa,  cuando  resulte  indispensable  para
aclarar  aquellos  hechos  que  aún  parezcan  obscuros  y
dudosos,  la  práctica  de  las  diligencias  probatorias  que
estime  convenientes.  No  habrá  testigos  ni  peritos
inhábiles,  lo que no obsta al  derecho de cada parte de
exponer las razones por las que, a su juicio, la respectiva
declaración no debe merecer fe.

Artículo 33.- De la prueba. El Tribunal apreciará la prueba
conforme a las reglas de la sana crítica. Serán admisibles
todos los medios de prueba obtenidos por medios lícitos y
que sean aptos para producir fe. El Tribunal podrá reducir el
número  de  pruebas  de  cada  parte,  si  estima  que  son
reiterativas. El Tribunal podrá decretar, en cualquier estado
de  la  causa,  cuando  resulte  indispensable  para  aclarar
aquellos hechos que aún parezcan obscuros y dudosos, la
práctica  de  las  diligencias  probatorias  que  estime
convenientes. No habrá testigos ni peritos inhábiles, lo que
no obsta al derecho de cada parte de exponer las razones
por las que, a su juicio, la respectiva declaración no debe
merecer fe.

AL ARTÍCULO 33 (QUE PASARÍA A SER 35)
26.- Para sustituirlo por el siguiente:
“Artículo 35.- De la prueba. El Tribunal apreciará la prueba
conforme a las reglas de la sana crítica; al hacerlo deberá
expresar las razones jurídicas y las simplemente lógicas,
científicas,  técnicas  o  de  experiencia,  en  cuya  virtud  le
asigne  valor  o  la  desestime.  En  general,  tomará  en
especial  consideración  la  multiplicidad,  gravedad,
precisión,  concordancia  y  conexión  de  las  pruebas  o
antecedentes del  proceso que utilice,  de  manera  que el
examen  conduzca  lógicamente  a  la  conclusión  que
convence al sentenciador.

Serán admisibles todos los medios de prueba obtenidos
por medios lícitos y que sean aptos para producir fe. El
Tribunal podrá reducir el número de pruebas de cada parte
si  estima  que  son  manifiestamente  reiteradas  y  podrá
decretar, en cualquier estado de la causa, cuando resulte
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En ningún caso se podrá rendir pruebas ante un tribunal
distinto que el Tribunal Ambiental.

En ningún caso se podrá rendir  pruebas ante un tribunal
distinto que el Tribunal Ambiental.

indispensable  para  aclarar  hechos  que  aún  parezcan
obscuros  y  dudosos,  la  práctica  de  las  diligencias
probatorias que estime convenientes. No habrá testigos ni
peritos inhábiles, lo que no obsta al derecho de cada parte
de  exponer  las  razones  por  las  que,  a  su  juicio,  la
respectiva declaración no debe merecer fe.
En ningún caso se podrá rendir pruebas ante un tribunal
distinto que el Tribunal Ambiental.

Artículo  34.- Recepción  de  la  causa  a  prueba  e
impugnación. Contestada la demanda o vencido el plazo
para cumplir con este trámite, el Tribunal recibirá la causa
a  prueba,  si  lo  estima  procedente.  En  contra  de  esta
resolución  podrá  interponerse  el  recurso  de  reposición
dentro de tercero día y,  subsidiariamente, el  recurso de
apelación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 25
de esta ley. Si no recibe la causa a prueba convocará a
una audiencia, para una fecha no superior a treinta días, y
en ella propondrá a las partes bases para conciliación, si
ésta es pertinente. Si no lo fuere o no se llegare a acuerdo
por las partes en esa misma audiencia, el Tribunal fijará
un  término  con  el  fin  de  que  cada  una  formule  sus
alegaciones orales. A continuación el Tribunal citará a las
partes para oír  sentencia  la  que deberá dictarse en un
lapso no superior a treinta días, salvo que, de conformidad
con el artículo 40, se hubiese solicitado informe pericial y
el plazo para evacuarlo se encuentre pendiente, caso en
el cual se procederá según lo dispuesto en dicho artículo.
Este  plazo  podrá  ampliarse  hasta  por  cinco  días,  por
razones fundadas, y si vencido este aumento el fallo no se
dictare,  los  ministros  incurrirán  en grave  incumplimiento
de sus deberes.

Artículo  34.- Recepción  de  la  causa  a  prueba  e
impugnación.  Contestada la  demanda o vencido el  plazo
para cumplir con este trámite, el Tribunal recibirá la causa a
prueba,  si  lo  estima  procedente.  En  contra  de  esta
resolución  podrá  interponerse  el  recurso  de  reposición
dentro  de  tercero  día  y,  subsidiariamente,  el  recurso  de
apelación, de conformidad a lo dispuesto en el artículo  25
de esta ley. Si no recibe la causa a prueba convocará a una
audiencia, para una fecha no superior a treinta días, y en
ella propondrá a las partes bases para conciliación, si ésta
es pertinente. Si no lo fuere o no se llegare a acuerdo por
las  partes  en  esa  misma  audiencia,  el  Tribunal  fijará  un
término con el fin de que cada una formule sus alegaciones
orales. A continuación el Tribunal citará a las partes para oír
sentencia la que deberá dictarse en un lapso no superior a
treinta días, salvo que, de conformidad con el artículo 40, se
hubiese solicitado informe pericial y el plazo para evacuarlo
se  encuentre  pendiente,  caso  en  el  cual  se  procederá
según  lo  dispuesto  en  dicho  artículo.  Este  plazo  podrá
ampliarse hasta por cinco días, por razones fundadas, y si
vencido este aumento el fallo no se dictare, los ministros
incurrirán en grave incumplimiento de sus deberes.

AL ARTÍCULO 34 (QUE PASARÍA A SER 36)

27.- Para sustituir la mención de los artículos “25” y “40” por los
artículos “26” y “42”.

Artículo  35.- Audiencia.  Notificada  la  resolución  que
recibe la causa a prueba o la que se pronuncia sobre la
reposición, si alguna se hubiere interpuesto en su contra,
el Tribunal convocará a una audiencia para no antes de
veinte  ni  después  de  treinta  días.  Esta  resolución  se
notificará por el estado diario y, si procediere, por correo
electrónico.  La  fecha  de  la  notificación  será  la  de  la

Artículo 35.- Audiencia. Notificada la resolución que recibe
la causa a prueba o la que se pronuncia sobre la reposición,
si alguna se hubiere interpuesto en su contra, el Tribunal
convocará  a  una  audiencia  para  no  antes  de  veinte  ni
después de treinta días. Esta resolución se notificará por el
estado  diario  y,  si  procediere,  por  correo  electrónico.  La
fecha  de  la  notificación  será  la  de  la  publicación  de  la
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publicación de la resolución en el estado diario. resolución en el estado diario.
Artículo 36.- Conciliación y alegaciones. En la audiencia,
si  es  procedente,  el  Tribunal  propondrá  bases  para  la
conciliación. Si ésta no se produce se recibirá la prueba
de  las  partes,  comenzando  con  la  del  demandante.
Concluida la prueba cada parte tendrá un lapso de treinta
minutos  para  formular  sus  alegaciones  finales.  Esta
audiencia  no  podrá  suspenderse  por  acuerdo  de  las
partes y continuará, ininterrumpidamente, durante los días
hábiles siguientes, si en el primero o en uno posterior no
se alcanzare a recibir  toda la prueba o las alegaciones
finales  de  las  partes.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  si  el
Tribunal  lo  estima  pertinente  para  su  mejor
funcionamiento,  podrá  fijar  una  nueva  fecha  para
proseguir la audiencia.

Artículo 36.- Conciliación y alegaciones. En la audiencia, si
es  procedente,  el  Tribunal  propondrá  bases  para  la
conciliación. Si ésta no se produce se recibirá la prueba de
las partes, comenzando con la del demandante. Concluida
la  prueba cada parte  tendrá  un lapso  de  treinta  minutos
para  formular  sus  alegaciones  finales.  Esta  audiencia  no
podrá suspenderse por acuerdo de las partes y continuará,
ininterrumpidamente, durante los días hábiles siguientes, si
en el primero o en uno posterior no se alcanzare a recibir
toda la prueba o las alegaciones finales de las partes. Sin
perjuicio de lo anterior,  si  el Tribunal lo estima pertinente
para su mejor funcionamiento, podrá fijar una nueva fecha
para proseguir la audiencia.

Artículo 37.- Prueba documental. La prueba documental
la  acompañarán  las  partes  con  la  demanda  y  con  la
contestación,  respectivamente.  No  se  admitirá  su
presentación posterior,  a menos que, por circunstancias
calificadas, el Tribunal lo autorice, caso en el cual podrá
acompañarse hasta tres días antes de la celebración de la
audiencia.

Artículo 37.- Prueba documental. La prueba documental la
acompañarán  las  partes  con  la  demanda  y  con  la
contestación,  respectivamente.  No  se  admitirá  su
presentación  posterior,  a  menos  que,  por  circunstancias
calificadas,  el  Tribunal  lo  autorice,  caso en el  cual podrá
acompañarse hasta tres días antes de la celebración de la
audiencia.

AL ARTÍCULO 37 (QUE PASARÍA A SER 39)
28.- Para sustituirlo por el siguiente:
“Artículo 39.- Prueba documental. La prueba documental
podrá presentarse hasta cinco días antes de la celebración
de la audiencia.”.

Artículo 38.- Prueba testimonial. Dentro de quinto día de
notificada la resolución que recibe la causa a prueba la
parte que desee rendir prueba testimonial presentará una
lista con la individualización de sus testigos y la indicación
precisa  de  los  hechos  acerca  de  los  cuales  versará  la
declaración.  Por  cada  hecho consignado en  el  auto  de
prueba las partes podrán pedir la declaración de hasta un
testigo  experto  y  dos  testigos  que  no  reúnan  dicha
calidad.  Excepcionalmente y  por  motivos calificados,  de
los que se dejará constancia, el Tribunal podrá aumentar
tales números. No se recibirá la declaración de quienes no
aparezcan  en  dicha  lista,  a  menos  que,  de  modo
excepcional y por concurrir  circunstancias calificadas,  el
Tribunal  autorice  la  declaración  de  un  testigo  no

Artículo 38.- Prueba testimonial. Dentro de quinto día de
notificada  la  resolución  que  recibe  la  causa  a  prueba  la
parte que desee rendir prueba testimonial presentará una
lista con la individualización de sus testigos y la indicación
precisa  de  los  hechos  acerca  de  los  cuales  versará  la
declaración.  Por  cada  hecho  consignado  en  el  auto  de
prueba las partes podrán pedir la declaración de hasta un
testigo experto y dos testigos que no reúnan dicha calidad.
Excepcionalmente y por motivos calificados, de los que se
dejará  constancia,  el  Tribunal  podrá  aumentar  tales
números.  No  se  recibirá  la  declaración  de  quienes  no
aparezcan  en  dicha  lista,  a  menos  que,  de  modo
excepcional  y  por  concurrir  circunstancias  calificadas,  el
Tribunal  autorice  la  declaración  de  un  testigo  no

AL ARTÍCULO 38 (QUE PASARÍA A SER 40)
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mencionado en ella.

La  parte  que  presente  testigos  expertos  señalará,
además, las circunstancias que acrediten la idoneidad de
ellos.  Sin  perjuicio  de  prestar  su  declaración  en  la
audiencia  el  testigo  podrá  consignar  su  opinión  en  un
informe escrito que la parte respectiva deberá acompañar
hasta  cuarenta  y  ocho  horas  antes  de  que  ella  se
verifique.

mencionado en ella.

La parte que presente testigos expertos señalará, además,
las circunstancias que acrediten la idoneidad de ellos. Sin
perjuicio de prestar su declaración en la audiencia el testigo
podrá consignar  su opinión  en un  informe escrito  que la
parte respectiva deberá acompañar hasta cuarenta y ocho
horas antes de que ella se verifique.

29.-  Para sustituir en el inciso segundo, la frase final “de que
ella se verifique” por la siguiente “del inicio de la audiencia”.

Artículo  39.-  Oportunidad  para  pedir  la  declaración  y
efectos de la misma. La declaración de la parte contraria
la debe pedir el interesado en su demanda o contestación,
según  corresponda.  Ella  tendrá  lugar  en  la  audiencia
indicada en el artículo 35, sobre la base de las preguntas
formuladas oralmente por quien pidió la diligencia, las que
se referirán a los hechos y circunstancias del  juicio.  En
caso de oposición,  resolverá el  Tribunal.  Si  quien debe
contestar no comparece se tendrán por reconocidos los
hechos  que  se  le  atribuyeren  en  la  demanda  o  en  la
contestación,  según  corresponda.  Si  quien  debe
responder se niega a hacerlo se tendrá por reconocido el
hecho,  si  la  pregunta  ha  sido  formulada  de  manera
asertiva. Contestada cada pregunta los abogados de las
partes  podrán  pedir  las  aclaraciones  que  estimen
necesarias.

Concluida la audiencia el tribunal citará a las partes a oír
sentencia.

Artículo  39.-  Oportunidad  para  pedir  la  declaración  y
efectos de la misma. La declaración de la parte contraria la
debe pedir  el  interesado en su  demanda o  contestación,
según  corresponda.  Ella  tendrá  lugar  en  la  audiencia
indicada en el artículo  35, sobre la base de las preguntas
formuladas oralmente por quien pidió la diligencia, las que
se referirán a los hechos y circunstancias del juicio. En caso
de oposición, resolverá el Tribunal. Si quien debe contestar
no comparece se tendrán por reconocidos los hechos que
se le atribuyeren en la demanda o en la contestación, según
corresponda. Si quien debe responder se niega a hacerlo
se tendrá por reconocido el hecho, si la pregunta ha sido
formulada de manera asertiva. Contestada cada pregunta
los abogados de las partes podrán pedir las aclaraciones
que estimen necesarias.

Concluida la audiencia el tribunal citará a las partes a oír
sentencia.

AL ARTÍCULO 39 (QUE PASARÍA A SER 41)

30.- Para sustituir la mención del artículo “35” por “37”.

Artículo  40.- Informe  pericial.  Citadas  las  partes  a  oír
sentencia  cualquiera  de  ellas  podrá  solicitar  al  Tribunal
que disponga la práctica de un peritaje. El Tribunal podrá
decretar la realización del mismo, pudiendo designar para
ese efecto a una o más personas naturales, a Facultades,
Institutos o Unidades de Universidades reconocidas por el
Estado  o  a  organismos  públicos  especializados.  El
reconocimiento de los objetos de la pericia será facultativo
y la aceptación y juramento, en el caso de las personas
jurídicas,  corresponderá  a  la  persona  natural  que  deba

Artículo  40.- Informe  pericial.  Citadas  las  partes  a  oír
sentencia cualquiera de ellas podrá solicitar al Tribunal que
disponga  la  práctica  de  un  peritaje.  El  Tribunal  podrá
decretar la realización del mismo, pudiendo designar para
ese efecto a una o más personas naturales, a Facultades,
Institutos o Unidades de Universidades reconocidas por el
Estado  o  a  organismos  públicos  especializados.  El
reconocimiento de los objetos de la pericia será facultativo y
la  aceptación  y  juramento,  en  el  caso  de  las  personas
jurídicas,  corresponderá  a  la  persona  natural  que  deba

AL ARTÍCULO 40 (QUE PASARÍA A SER 42)
31.- Para introducir las siguientes modificaciones:
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emitir el informe o dirigir a quienes lo hagan. La pericia
debe evacuarse en el término de quince días y el perito
acompañará  su  informe  al  tribunal  con  copias  para  las
partes.  Si  dentro  de  este  lapso  no  se  acompaña  el
informe,  el  Tribunal  dictará  sentencia  en  un  plazo  no
superior a treinta días.

Esta  prueba  la  puede  también  decretar  el  Tribunal  en
cualquier estado del juicio y, en ese evento, se aplicarán
las reglas precedentes.

Los  honorarios  y  demás  gastos  derivados  de  la
intervención de los peritos mencionados en este artículo
corresponderán a la parte que los presente.

emitir  el  informe  o dirigir  a  quienes  lo  hagan.  La  pericia
debe evacuarse en el  término de quince días y el  perito
acompañará  su  informe  al  tribunal  con  copias  para  las
partes. Si dentro de este lapso no se acompaña el informe,
el  Tribunal  dictará  sentencia en  un  plazo  no  superior  a
treinta días.

Esta  prueba  la  puede  también  decretar  el  Tribunal  en
cualquier estado del juicio y, en ese evento, se aplicarán las
reglas precedentes.

Los honorarios y demás gastos derivados de la intervención
de los peritos mencionados en este artículo corresponderán
a la parte que los presente. Excepcionalmente, el Tribunal
podrá eximir a la parte, total o parcialmente, del pago del
honorario del perito cuando considere que ella no cuenta
con medios suficientes para solventarlo.  En este caso,  el
Tribunal  regulará  prudencialmente  la  remuneración  del
perito,  teniendo  presente  los  honorarios  habituales  de  la
plaza  y  el  porcentaje  de  la  remuneración  que  no  fuere
cancelada por  el  solicitante.  La  cantidad  asumida  por  el
Tribunal será de cargo fiscal. Para lo anterior,  el Tribunal
requerirá  contar  con  disponibilidad  presupuestaria  para
dichos fines. 

Podrá el tribunal condenar al pago de las costas a la parte
contra  quien  se dicte  la  sentencia  como responsable  del
daño ambiental. 

Cada una de las partes podrá designar un perito adjunto,
que podrá estar presente en todas las fases del estudio y
análisis  que  sirvan  de  base  a  la  pericia.  De  las
observaciones del perito adjunto deberá darse cuenta en el
informe definitivo. El costo que represente la labor de estos
peritos deberá ser asumido por la parte que lo designe.

a.-  Intercalar  en  el  inciso  primero,  entre  las  palabras  “  el
Tribunal” y “dictará sentencia” las expresiones “prescindirá de
él y”.

b.- Sustituir en el inciso tercero la expresión “cancelada” por
“pagada”  y agregar al  final  del  inciso,  sustituyendo el  punto
final  (.)  por  una  coma  (,)  lo  siguiente  “  la  que  deberá
especificarse en la ley de Presupuestos de cada año.”.

Artículo  41.- Medidas  para  mejor  resolver.  El  Tribunal
podrá,  de oficio  y  sólo  dentro  del  plazo que tiene para
dictar sentencia, decretar medidas para mejor resolver. La
resolución  que  las  ordene  deberá  ser  notificada  a  las

Artículo  41.- Medidas  para  mejor  resolver.  El  Tribunal
podrá, de oficio y sólo dentro del plazo que tiene para dictar
sentencia,  decretar  medidas  para  mejor  resolver.  La
resolución  que  las  ordene  deberá  ser  notificada  a  las

AL ARTÍCULO 41 (QUE PASARÍA A SER 43)
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partes.

Estas  medidas  deberán  cumplirse  dentro  del  plazo  de
quince días, contado desde la fecha de la notificación de
la resolución que las disponga. Vencido este término las
medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas y el
Tribunal procederá a dictar sentencia, sin más trámite.

partes.

Estas  medidas  deberán  cumplirse  dentro  del  plazo  de
quince días, contado desde la fecha de la notificación de la
resolución  que  las  disponga.  Vencido  este  término  las
medidas no cumplidas se tendrán por no decretadas  y el
Tribunal procederá a dictar sentencia, sin más trámite.

32.- Para suprimir, las expresiones finales del inciso segundo “
y  el  Tribunal  procederá  a  dictar  sentencia,  sin  más
trámite”.

Artículo 42.- La acción de reparación ambiental no podrá
ser objeto de transacción o cualquier otro tipo de acuerdo
que exima al autor de implementar medidas de reparación
ambiental del daño causado.

Párrafo final
Artículo 42.- Ejecución de las resoluciones. Para hacer
ejecutar  sus  resoluciones  el  Tribunal  podrá  impartir
órdenes directas a la fuerza pública o ejercer los medios
de acción que fueran legalmente procedentes.

Párrafo final
Artículo  43.- Ejecución  de  las  resoluciones.  Para  hacer
ejecutar sus resoluciones el Tribunal podrá impartir órdenes
directas a la fuerza pública o ejercer los medios de acción
que fueran legalmente procedentes.

Artículo  43.- Indemnización  de  perjuicios.  Será
competente para conocer de la acción de indemnización
de  perjuicios  por  la  producción  de  daño  ambiental
establecida  en  la  sentencia  del  Tribunal  Ambiental  el
juzgado de letras civil con competencia en el lugar donde
se produjo el daño. Esta acción se tramitará de acuerdo a
las  normas  del  juicio  sumario.  En  éste,  no  se  podrá
considerar  pruebas  o  alegaciones  incompatibles  con  lo
resuelto en la sentencia del Tribunal Ambiental ni con los
hechos  que  le  han  servido  de  fundamento.  En
consecuencia,  dicha  sentencia  vinculará  al  juzgado  de
letras  civil  en  lo  que  se  refiere  a  la  existencia  de  los
hechos y a la responsabilidad de las personas naturales o
jurídicas  que  ella  establezca.  Asimismo,  al  avaluar  los
eventuales  perjuicios,  el  referido  juzgado  deberá
considerar lo resuelto por el Tribunal Ambiental respecto
de la obligación de reparar el medio ambiente dañado.

Artículo 44.- Indemnización de perjuicios. Será competente
para conocer de la acción de indemnización de perjuicios
por  la  producción  de  daño  ambiental  establecida  en  la
sentencia del Tribunal Ambiental el juzgado de letras civil
con competencia en el lugar donde se produjo el daño. Esta
acción  se  tramitará  de  acuerdo  a  las  normas  del  juicio
sumario.  En  éste,  no  se  podrá  considerar  pruebas  o
alegaciones incompatibles con lo resuelto en la sentencia
del Tribunal Ambiental ni con los hechos que le han servido
de fundamento. En consecuencia, dicha sentencia vinculará
al juzgado de letras civil en lo que se refiere a la existencia
de  los  hechos  y  a  la  responsabilidad  de  las  personas
naturales  o  jurídicas  que  ella  establezca.  Asimismo,  al
avaluar los eventuales perjuicios, el referido juzgado deberá
considerar lo resuelto por el Tribunal Ambiental respecto de
la obligación de reparar el medio ambiente dañado.

La  acción  de  indemnización  de  perjuicios  prescribirá  de
conformidad a lo dispuesto en el artículo 63 de la Ley N°
19.30031.  Sin  perjuicio  de  lo  anterior,  la  señalada
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prescripción  se  suspenderá  desde  la  notificación  de  la
acción  de  reparación  por  daño  ambiental  hasta  que  se
encuentre  firme  o  ejecutoriada  la  sentencia  que  ponga
término  al  respectivo  juicio  o  haga  imposible  su
continuación.

Artículo  44.- Normas  supletorias.  A  los  procedimientos
establecidos en esta ley se les aplicarán supletoriamente
las disposiciones contenidas en los Libros I y II del Código
de Procedimiento Civil.

Artículo  45.-  Normas  supletorias.  A  los  procedimientos
establecidos en esta ley se les aplicarán supletoriamente
las disposiciones contenidas en los Libros I y II del Código
de Procedimiento Civil.32

Artículo 45.- Contiendas de competencia. Las contiendas
de competencia  que  se  susciten  entre  el  Ministerio  del
Medio Ambiente; el Servicio de Evaluación Ambiental o la
Superintendencia  del  Medio  Ambiente  y  un  Gobierno
Regional  o  una  Municipalidad  se  decidirán  de  común
acuerdo  entre  los  órganos  concernidos.  Si  éste  no  se
produce, resolverá la Contraloría General de la República.

Artículo 46.- Contiendas de competencia. Las contiendas
de  competencia  que  se  susciten  entre  el  Ministerio  del
Medio Ambiente; el Servicio de Evaluación Ambiental o la
Superintendencia  del  Medio  Ambiente  y  un  Gobierno
Regional  o  una  Municipalidad  se  decidirán  de  común
acuerdo  entre  los  órganos  concernidos.  Si  éste  no  se
produce, resolverá la Contraloría General de la República.

AL ARTÍCULO 46 (QUE PASARÍA A SER 48)
33.- Para sustituir el subtítulo por el siguiente: “Contiendas de
competencia entre órganos administrativos.”

Disposiciones Transitorias

Artículo  primero.-  El  Segundo Tribunal  Ambiental,  con
asiento  en  la  comuna  de  Santiago,  deberá  entrar  en
funcionamiento dentro del  plazo de seis meses contado
desde la publicación de esta ley.

Para estos efectos los concursos para el  nombramiento
de  los  Ministros  de  dicho  Tribunal  deberán  realizarse
dentro  del  plazo  de  dos  meses  contado  desde  la
publicación  de  esta  ley,  en  la  forma  dispuesta  en  el
artículo 2°.

Disposiciones Transitorias

Artículo  primero.-  El  Segundo  Tribunal  Ambiental,  con
asiento  en  la  comuna  de  Santiago,  deberá  entrar  en
funcionamiento  dentro  del  plazo  de  seis  meses  contado
desde la publicación de esta ley.

Para estos efectos los concursos para el nombramiento de
los Ministros de dicho Tribunal  deberán realizarse dentro
del plazo de dos meses contado desde la publicación de
esta ley, en la forma dispuesta en el artículo 2°.

AL ARTICULO PRIMERO TRANSITORIO

34.-  Para suprimir  la  frase “con asiento en la comuna de
Santiago”.

Artículo  segundo.- La  instalación  del  Primer  Tribunal
Ambiental, con asiento en la comuna de Antofagasta, se
efectuará en el  plazo de doce meses contado desde la

Artículo  segundo.- La  instalación  del  Primer  Tribunal
Ambiental,  con asiento en la comuna de Antofagasta y del
Tercer  Tribunal  Ambiental,  con asiento  en la  comuna de

AL ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO
35.-  Para suprimir las frases “con asiento en la comuna de
Antofagasta” y “con asiento en la comuna de Valdivia”.

31 Artículo 63.- La acción ambiental y las acciones civiles emanadas del daño ambiental prescribirán en el plazo de cinco años, contado desde la manifestación evidente del daño.
32 Libro I: Disposiciones comunes a todo procedimiento. Libro II: Juicio Ordinario
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publicación de esta ley.

La instalación del Tercer Tribunal Ambiental, con asiento
en la  comuna de Valdivia,  se efectuará  en el  plazo de
dieciocho meses contados desde la publicación de esta
ley.

Para estos efectos los concursos para el  nombramiento
de los ministros de dichos tribunales deberán realizarse
dentro  del  plazo  de  dos  meses  contado  desde  la
publicación  de  esta  ley,  en  la  forma  dispuesta  en  el
artículo 2°.

Valdivia  se efectuará en el plazo de doce meses contado
desde la publicación de esta ley.

Para estos efectos los concursos para el nombramiento de
los ministros de dichos tribunales deberán realizarse dentro
del plazo de dos meses contado desde la publicación de
esta ley, en la forma dispuesta en el artículo 2°.

Artículo tercero.- En el plazo que medie entre la entrada
en funcionamiento del  Segundo Tribunal  Ambiental  y  la
instalación  del  Primer  y  Tercer  Tribunal  Ambiental  la
competencia  quedará  radicada  en  el  Segundo  Tribunal
Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago.

Las competencias del Primer y Tercer Tribunal Ambiental
se  radicarán  en  cada  uno  de  ellos  al  momento  de  su
respectiva  instalación,  conforme  a  lo  dispuesto  por  el
artículo 16.

No obstante  lo  anterior,  las causas cuya tramitación se
hubiere  iniciado  en  el  Tribunal  Ambiental  de  Santiago
continuarán  siendo  conocidas  en  el  mismo  hasta  su
término.

Artículo tercero.- En el plazo que medie entre la entrada
en  funcionamiento  del  Segundo  Tribunal  Ambiental  y  la
instalación  del  Primer  y  Tercer  Tribunal  Ambiental  la
competencia  quedará  radicada  en  el  Segundo  Tribunal
Ambiental, con asiento en la comuna de Santiago.

Las competencias del Primer y Tercer Tribunal Ambiental
se  radicarán  en  cada  uno  de  ellos  al  momento  de  su
respectiva  instalación,  conforme  a  lo  dispuesto  por  el
artículo 16.

No  obstante  lo  anterior,  las  causas  cuya  tramitación  se
hubiere  iniciado  en  el  Tribunal  Ambiental  de  Santiago
continuarán  siendo  conocidas  en  el  mismo  hasta  su
término.

AL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO
36.- Para introducir las siguientes modificaciones:
a.- Suprimir en el inciso primero la frase  “con asiento en la
comuna  de  Santiago.”,  sustituyendo  la  coma  (,)  que  la
precede, por un punto final (.).

b.- Sustituir en el inciso segundo la mención del artículo “16”
por “17”.

c.- Sustituir en el inciso tercero la frase “Tribunal Ambiental de
Santiago” por “Segundo Tribunal Ambiental”.

Artículo  cuarto.- El  nombramiento  de  los  primeros
integrantes  de  los  Tribunales  Ambientales  se  efectuará
conforme a las siguientes reglas:
1.- Un ministro titular abogado lo será por dos años y el
otro por seis; el ministro titular licenciado en ciencias será
nombrado por cuatro años.

2.-  Entre  los  ministros  abogados  la  determinación  de
quien asumirá el período de dos o seis años se efectuará

Artículo  cuarto.- El  nombramiento  de  los  primeros
integrantes  de  los  Tribunales  Ambientales  se  efectuará
conforme a las siguientes reglas:
1.- Un ministro titular abogado lo será por dos años y el otro
por  seis;  el  ministro  titular  licenciado  en  ciencias  será
nombrado por cuatro años.

2.- Entre los ministros abogados la determinación de quien
asumirá  el  período  de dos  o  seis  años  se efectuará por
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por sorteo.

3.- Tratándose de los ministros suplentes, el abogado será
nombrado por cuatro años y el licenciado en ciencias lo
será por seis años.

sorteo.

3.- Tratándose de los ministros suplentes, el abogado será
nombrado por  cuatro  años  y  el  licenciado en ciencias  lo
será por seis años.
Artículo  quinto.- La  incompatibilidad  establecida  en  el
inciso primero del artículo 3° de esta ley regirá respecto de
quienes se hayan desempeñado como director Ejecutivo o
directores  regionales  de  la  Comisión  Nacional  de  Medio
Ambiente.

Artículo  quinto.-  Sustitúyese,  en  el  artículo  noveno
transitorio  de  la  ley  Nº  20.417,  la  locución  “Tribunal
Ambiental” por “Segundo Tribunal Ambiental, con asiento
en la comuna de Santiago”.

Artículo  sexto.- Sustitúyese,  en  el  artículo  noveno
transitorio  de  la  ley  Nº  20.417,  la  locución  “Tribunal
Ambiental”  por  “Segundo Tribunal  Ambiental,  con asiento
en la comuna de Santiago”.

Artículo sexto.- El gasto que represente la aplicación de
esta ley durante el primer año de su vigencia se financiará
con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.

Artículo séptimo.- El gasto que represente la aplicación de
esta ley durante el primer año de su vigencia se financiará
con cargo a la partida presupuestaria del Tesoro Público.”.
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